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PARTE GENERAL

Tema 1

Constitución Española de 1978: título preliminar y título I «De los 
derechos y deberes fundamentales». Las competencias del Estado y de 
las Comunidades Autónomas; Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 
Sanidad: título preliminar «Del derecho a la protección de la salud», 
capítulos I y II del título I «De los principios generales del Sistema de 

Salud» y «De las actuaciones sanitarias del Sistema de Salud», título III 
«De la estructura del Sistema Sanitario Público».

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 55 · arts. 148 a 149 — 57 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.
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Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.
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Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
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resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.
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Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
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2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los
cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las
de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
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las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y
empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.
2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.
3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.
4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una
distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso
de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.
3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
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general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.
2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus
problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.

Temario en formato ley · Técnico/a Superior en Laboratorio de Diagnóstico Clínico… (Parte genera 11

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO TERCERO De las Comunidades Autónomas

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.
3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.
5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.
6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen

Temario en formato ley · Técnico/a Superior en Laboratorio de Diagnóstico Clínico… (Parte genera 12

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



actividades comerciales.
7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.
11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.
12.ª Ferias interiores.
13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.
14.ª La artesanía.
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.
16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
20.ª Asistencia social.
21.ª Sanidad e higiene.
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio
de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.
2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.
3.ª Relaciones internacionales.
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.
5.ª Administración de Justicia.
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.
7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.
8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.
9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
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14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.
19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.
20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.
21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.
22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando su
aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.
23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.
24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.
25.ª Bases de régimen minero y energético.
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.
28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.
29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.
30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.
31.ª Estadística para fines estatales.
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.
3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
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hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Ley 14/1986 General de Sanidad

LGSan · BOE-A-1986-10499 · arts. 1 a 18 · arts. 44 a 46 · arts. 48 a 60 · arts. 62 a 83 · arts. 85 a 87 — 59 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Del derecho a la protección de la salud

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo uno.
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación general de todas las acciones que permitan hacer efectivo el
derecho a la protección de la salud reconocido en el artículo 43 y concordantes de la Constitución.
2. Son titulares del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria todos los españoles y los
ciudadanos extranjeros que tengan establecida su residencia en el territorio nacional.
3. Los extranjeros no residentes en España, así como los españoles fuera del territorio nacional, tendrán
garantizado tal derecho en la forma que las leyes y convenios internacionales establezcan.
4. Para el ejercicio de los derechos que esta Ley establece están legitimadas, tanto en la vía administrativa
como jurisdiccional, las personas a que se refiere el apartado 2 de este artículo.

Artículo dos.
1. Esta Ley tendrá la condición de norma básica en el sentido previsto en el artículo 149.1.16 de la Constitución
y será de aplicación a todo el territorio del Estado, excepto los artículos 31, apartado 1, letras b) y c), y 57 a 69,
que constituirán derecho supletorio en aquellas Comunidades Autónomas que hayan dictado normas
aplicables a la materia que en dichos preceptos se regula.
2. Las Comunidades Autónomas podrán dictar normas de desarrollo y complementarias de la presente Ley en
el ejercicio de las competencias que les atribuyen los correspondientes Estatutos de Autonomía.

TÍTULO I Del sistema de salud

CAPÍTULO I De los principios generales

Artículo tres.
1. Los medios y actuaciones del sistema sanitario estarán orientados prioritariamente a la promoción de la
salud y a la prevención de las enfermedades.
2. La asistencia sanitaria pública se extenderá a toda la población española. El acceso y las prestaciones
sanitarias se realizarán en condiciones de igualdad efectiva.
3. La política de salud estará orientada a la superación de los desequilibrios territoriales y sociales.
4. Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán activamente en sus objetivos y actuaciones el
principio de igualdad entre mujeres y hombres, evitando que, por sus diferencias físicas o por los estereotipos
sociales asociados, se produzcan discriminaciones entre ellos en los objetivos y actuaciones sanitarias.
Se añade el apartado 4 por la disposición adicional 8.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115 .

Artículo cuatro.
1. Tanto el Estado como las Comunidades Autónomas y las demás Administraciones públicas competentes,
organizarán y desarrollarán todas las acciones sanitarias a que se refiere este título dentro de una concepción
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integral del sistema sanitario.
2. Las Comunidades Autónomas crearán sus Servicios de Salud dentro del marco de esta Ley y de sus
respectivos Estatutos de Autonomía.

Artículo cinco.
1. Los Servicios Públicos de Salud se organizarán de manera que sea posible articular la participación
comunitaria a través de las Corporaciones territoriales correspondientes en la formulación de la política
sanitaria y en el control de su ejecución.
2. A los efectos de dicha participación se entenderán comprendidas las organizaciones empresariales y
sindicales. La representación de cada una de estas organizaciones se fijará atendiendo a criterios de
proporcionalidad, según lo dispuesto en el Título III de la Ley Orgánica de Libertad Sindical.

Artículo seis.
1. Las actuaciones de las Administraciones Públicas Sanitarias estarán orientadas: 1. A la promoción de la
salud.
2. A promover el interés individual, familiar y social por la salud mediante la adecuada educación sanitaria de
la población.
3. A garantizar que cuantas acciones sanitarias se desarrollen estén dirigidas a la prevención de las
enfermedades y no sólo a la curación de las mismas.
4. A garantizar la asistencia sanitaria en todos los casos de pérdida de la salud.
5. A promover las acciones necesarias para la rehabilitación funcional y reinserción social del paciente. 2. En
la ejecución de lo previsto en el apartado anterior, las Administraciones públicas sanitarias asegurarán la
integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres, garantizando su igual derecho a la salud.
Se numera como apartado 1 y se añade el apartado 2 por la disposición adicional 8.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-
A-2007-6115 .

Artículo siete.
Los servicios sanitarios, así como los administrativos, económicos y cualesquiera otros que sean precisos para
el funcionamiento del Sistema de Salud, adecuarán su organización y funcionamiento a los principios de
eficacia, celeridad, economía y flexibilidad.

Artículo ocho.
1. Se considera como actividad fundamental del sistema sanitario la realización de los estudios
epidemiológicos necesarios para orientar con mayor eficacia la prevención de los riesgos para la salud, así
como la planificación y evaluación sanitaria, debiendo tener como base un sistema organizado de información
sanitaria, vigilancia y acción epidemiológica.
2. Asimismo, se considera actividad básica del sistema sanitario la que pueda incidir sobre el ámbito propio de
la Veterinaria de Salud Pública en relación con el control de higiene, la tecnología y la investigación
alimentarias, así como la prevención y lucha contra la zoonosis y las técnicas necesarias para la evitación de
riesgos en el hombre debidos a la vida animal o a sus enfermedades.

Artículo nueve.
Los poderes públicos deberán informar a los usuarios de los servicios del sistema sanitario público, o
vinculados a él, de sus derechos y deberes.

Artículo diez.
Todos tienen los siguientes derechos con respecto a las distintas administraciones públicas sanitarias:
1. Al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad, sin que pueda ser discriminado por su origen
racial o étnico, por razón de género y orientación sexual, de discapacidad o de cualquier otra circunstancia
personal o social.
2. A la información sobre los servicios sanitarios a que puede acceder y sobre los requisitos necesarios para su
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uso. La información deberá efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio
de diseño para todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad.
3. A la confidencialidad de toda la información relacionada con su proceso y con su estancia en instituciones
sanitarias públicas y privadas que colaboren con el sistema público.
4. A ser advertido de si los procedimientos de pronóstico, diagnóstico y terapéuticos que se le apliquen pueden
ser utilizados en función de un proyecto docente o de investigación, que, en ningún caso, podrá comportar
peligro adicional para su salud. En todo caso será imprescindible la previa autorización y por escrito del
paciente y la aceptación por parte del médico y de la Dirección del correspondiente Centro Sanitario.
5. (Derogado)
6. (Derogado)
7. A que se le asigne un médico, cuyo nombre se le dará a conocer, que será su interlocutor principal con el
equipo asistencial. En caso de ausencia, otro facultativo del equipo asumirá tal responsabilidad.
8. (Derogado)
9. (Derogado)
10. A participar, a través de las instituciones comunitarias, en las actividades sanitarias, en los términos
establecidos en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen.
11. (Derogado)
12. A utilizar las vías de reclamación y de propuesta de sugerencias en los plazos previstos. En uno u otro caso
deberá recibir respuesta por escrito en los plazos que reglamentariamente se establezcan.
13. A elegir el médico y los demás sanitarios titulados de acuerdo con las condiciones contempladas, en esta
Ley, en las disposiciones que se dicten para su desarrollo y en las que regulen el trabajo sanitario en los
Centros de Salud.
14. A obtener los medicamentos y productos sanitarios que se consideren necesarios para promover,
conservar o restablecer su salud, en los términos que reglamentariamente se establezcan por la
Administración del Estado.
15. Respetando el peculiar régimen económico de cada servicio sanitario, los derechos contemplados en los
apartados 1, 3, 4, 5, 6, 7, 9 y 11 de este artículo serán ejercidos también con respecto a los servicios sanitarios
privados. Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. 6.1 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto. Ref. BOE-
A-2011-13241 . Se derogan los apartados 5, 6, 8, 9 y 11 por la disposición derogatoria única de la Ley 41/2002, de
14 de noviembre. Ref. BOE-A-2002-22188 .

Artículo once.
Serán obligaciones de los ciudadanos con las instituciones y organismos del sistema sanitario:
1. Cumplir las prescripciones generales de naturaleza sanitaria comunes a toda la población, así como las
específicas determinadas por los Servicios Sanitarios.
2. Cuidar las instalaciones y colaborar en el mantenimiento de la habitabilidad de las lnstituciones Sanitarias.
3. Responsabilizarse del uso adecuado de las prestaciones ofrecidas por el sistema sanitario,
fundamentalmente en lo que se refiere a la utilización de servicios, procedimientos de baja laboral o
incapacidad permanente y prestaciones terapéuticas y sociales.
Se deroga el apartado 4 por la disposición derogatoria única de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre. Ref. BOE-A-2002-22188 .

Artículo doce.
Los poderes públicos orientarán sus políticas de gasto sanitario en orden a corregir desigualdades sanitarias y
garantizar la igualdad de acceso a los Servicios Sanitarios Públicos en todo el territorio español, según lo
dispuesto en los artículos 9.2 y 158.1 de la Constitución.

Artículo trece.
El Gobierno aprobará las normas precisas para evitar el intrusismo profesional y la mala práctica.

Artículo catorce.
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Los poderes públicos procederán, mediante el correspondiente desarrollo normativo, a la aplicación de la
facultad de elección de médico en la atención primaria del Área de Salud. En los núcleos de población de más
de 250.000 habitantes se podrá elegir en el conjunto de la ciudad.

Artículo quince.
1. Una vez superadas las posibilidades de diagnóstico y tratamiento de la atención primaria, los usuarios del
Sistema Nacional de Salud tienen derecho, en el marco de su Área de Salud, a ser atendidos en los servicios
especializados hospitalarios.
2. El Ministerio de Sanidad y Consumo acreditará servicios de referencia, a los que podrán acceder todos los
usuarios del Sistema Nacional de Salud una vez superadas las posibilidades de diagnóstico y tratamiento de los
servicios especializados de la Comunidad Autónoma donde residan.

Artículo dieciséis.
Las normas de utilización de los servicios sanitarios serán iguales para todos, independientemente de la
condición en que se acceda a los mismos. En consecuencia, los usuarios sin derecho a la asistencia de los
Servicios de Salud, así como los previstos en el artículo 80, podrán acceder a los servicios sanitarios con la
consideración de pacientes privados, de acuerdo con los siguientes criterios:
1. Por lo que se refiere a la atención primaria, se les aplicarán las mismas normas sobre asignación de equipos
y libre elección que al resto de los usuarios.
2. El ingreso en centros hospitalarios se efectuará a través de la unidad de admisión del hospital, por medio de
una lista de espera única, por lo que no existirá un sistema de acceso y hospitalización diferenciado según la
condición del paciente.
3. La facturación por la atención de estos pacientes será efectuada por las respectivas, administraciones de los
Centros, tomando como base los costes efectivos. Estos ingresos tendrán la condición de propios de los
Servicios de Salud. En ningún caso estos ingresos podrán revertir directamente en aquellos que intervienen en
la atención de estos pacientes.

Artículo diecisiete.
Las Administraciones Públicas obligadas a atender sanitariamente a los ciudadanos no abonarán a éstos los
gastos que puedan ocasionarse por la utilización de servicios sanitarios distintos de aquellos que les
correspondan en virtud de lo dispuesto en esta Ley, en las disposiciones que se dicten para su desarrollo y en
las normas que aprueben las Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus competencias.

CAPÍTULO II De las actuaciones sanitarias del sistema de salud

Artículo dieciocho.
Las Administraciones Públicas, a través de sus Servicios de Salud y de los Órganos competentes en cada caso,
desarrollarán las siguientes actuaciones:
1. Adopción sistemática de acciones para la educación sanitaria como elemento primordial para la mejora de
la salud individual y comunitaria, comprendiendo la educación diferenciada sobre los riesgos, características y
necesidades de mujeres y hombres, y la formación contra la discriminación de las mujeres.
2. La atención primaria integral de la salud, incluyendo, además de las acciones curativas y rehabilitadoras, las
que tiendan a la promoción de la salud y a la prevención de la enfermedad del individuo y de la comunidad.
3. La asistencia sanitaria especializada, que incluye la asistencia domiciliaria, la hospitalización y la
rehabilitación.
4. La prestación de los productos terapéuticos precisos, atendiendo a las necesidades diferenciadas de mujeres
y hombres.
5. Los programas de atención a grupos de población de mayor riesgo y programas específicos de protección
frente a factores de riesgo, así como los programas de prevención de las deficiencias, tanto congénitas como
adquiridas.
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6. La promoción y la mejora de los sistemas de saneamiento, abastecimiento de aguas, eliminación y
tratamiento de residuos líquidos y sólidos; la promoción y mejora de los sistemas de saneamiento y control del
aire, con especial atención a la contaminación atmosférica; la vigilancia sanitaria y adecuación a la salud del
medio ambiente en todos los ámbitos de la vida, incluyendo la vivienda.
7. Los programas de orientación en el campo de la planificación familiar y la prestación de los servicios
correspondientes.
8. La promoción y mejora de la salud mental.
9. La protección, promoción y mejora de la salud laboral, con especial atención al acoso sexual y al acoso por
razón de sexo.
10. El control sanitario y la prevención de los riesgos para la salud derivados de los productos alimentarios,
incluyendo la mejora de sus cualidades nutritivas.
11. El control sanitario de los productos farmacéuticos, otros productos y elementos de utilización terapéutica,
diagnóstica y auxiliar y de aquellos otros que, afectando al organismo humano, puedan suponer un riesgo para
la salud de las personas.
12. Promoción y mejora de las actividades de Veterinaria de Salud Pública, sobre todo en las áreas de la higiene
alimentaria, en mataderos e industrias de su competencia, y en la armonización funcional que exige la
prevención y lucha contra la zoonosis.
13. La difusión de la información epidemiológica general y específica para fomentar el conocimiento detallado
de los problemas de salud.
14. La mejora y adecuación de las necesidades de formación del personal al servicio de la organización
sanitaria, incluyendo actuaciones formativas dirigidas a garantizar su capacidad para detectar, prevenir y
tratar la violencia de género.
15. El fomento de la investigación científica en el campo específico de los problemas de salud, atendiendo a las
diferencias entre mujeres y hombres.
16. El control y mejora de la calidad de la asistencia sanitaria en todos sus niveles.
17. El tratamiento de los datos contenidos en registros, encuestas, estadísticas u otros sistemas de información
médica para permitir el análisis de género, incluyendo, siempre que sea posible, su desagregación por sexo.
18. La promoción, extensión y mejora de los sistemas de detección precoz de discapacidades y de los servicios
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades o la intensificación de las
preexistentes.
Se modifica por el art. 6.2 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2011-13241 . Se modifican los apartados 1, 4, 9, 14 y 15 y se añade el
apartado 17 por la disposición adicional 8.3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115 .

TÍTULO III De la estructura del sistema sanitario público

CAPÍTULO I De la organización general del sistema sanitario público

Artículo cuarenta y cuatro.
1. Todas las estructuras y servicios públicos al servicio de la salud integrarán el Sistema Nacional de Salud.
2. El Sistema Nacional de Salud es el conjunto de los Servicios de Salud de la Administración del Estado y de los
Servicios de Salud de las Comunidades Autónomas en los términos establecidos en la presente Ley.

Artículo cuarenta y cinco.
El Sistema Nacional de Salud integra todas las funciones y prestaciones sanitarias que, de acuerdo con lo
previsto en la presente Ley, son responsabilidad de los poderes públicos para el debido cumplimiento del
derecho a la protección de la salud.

Artículo cuarenta y seis.
Son características fundamentales del Sistema Nacional de Salud:
a) La extensión de sus servicios a toda la población.
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b) La organización adecuada para prestar una atención integral a la salud, comprensiva tanto de la promoción
de la salud y prevención de la enfermedad como de la curación y rehabilitación.
c) La coordinación y, en su caso, la integración de todos los recursos sanitarios públicos en un dispositivo
único.
d) La financiación de las obligaciones derivadas de esta Ley se realizará mediante recursos de las
Administraciones Públicas, cotizaciones y tasas por la prestación de determinados servicios.
e) La prestación de una atención integral de la salud procurando altos niveles de calidad debidamente
evaluados y controlados.

Artículo cuarenta y ocho.
El Estado y las Comunidades Autónomas podrán constituir comisiones y comités técnicos, celebrar convenios
y elaborar los programas en común que se requieran para la mayor eficacia y rentabilidad de los Servicios
Sanitarios.

CAPÍTULO II De los Servicios de Salud de las Comunidades Autónomas

Artículo cuarenta y nueve.
Las Comunidades Autónomas deberán organizar sus Servicios de Salud de acuerdo con los principios básicos
de la presente Ley.

Artículo cincuenta.
1. En cada Comunidad Autónoma se constituirá un Servicio de Salud integrado por todos los centros, servicios
y establecimientos de la propia Comunidad, Diputaciones, Ayuntamientos y cualesquiera otras
Administraciones territoriales intracomunitarias, que estará gestionado, como se establece en los artículos
siguientes, bajo la responsabilidad de la respectiva Comunidad Autónoma.
2. No obstante el carácter integrado del Servicio, cada Administración Territorial podrá mantener la titularidad
de los centros y establecimientos dependientes de la misma, a la entrada en vigor de la presente Ley, aunque,
en todo caso, con adscripción funcional al Servicio de Salud de cada Comunidad Autónoma.

Artículo cincuenta y uno.
1. Los Servicios de Salud que se creen en las Comunidades Autónomas se planificarán con criterios de
racionalización de los recursos, de acuerdo con las necesidades sanitarias de cada territorio. La base de la
planificación será la división de todo el territorio en demarcaciones geográficas, al objeto de poner en práctica
los principios generales y las atenciones básicas a la salud que se enuncian en esta Ley.
2. La ordenación territorial de los Servicios será competencia de las Comunidades Autónomas y se basará en la
aplicación de un concepto integrado de atención a la salud.
3. Las Administraciones territoriales intracomunitarias no podrán crear o establecer nuevos centros o
servicios sanitarios, sino de acuerdo con los planes de salud de cada Comunidad Autónoma y previa
autorización de la misma.

Artículo cincuenta y dos.
Las Comunidades Autónomas, en ejercicio de las competencias asumidas en sus Estatutos, dispondrán acerca
de los órganos de gestión y control de sus respectivos Servicios de Salud, sin perjuicio de lo que en esta Ley se
establece.

Artículo cincuenta y tres.
1. Las Comunidades Autónomas ajustarán el ejercicio de sus competencias en materia sanitaria a criterios de
participación democrática de todos los interesados, así como de los representantes sindicales y de las
organizaciones empresariales.
2. Con el fin de articular la participación en el ámbito de las Comunidades Autónomas, se creará el Consejo de
Salud de la Comunidad Autónoma. En cada Área, la Comunidad Autónoma deberá constituir, asimismo,

Temario en formato ley · Técnico/a Superior en Laboratorio de Diagnóstico Clínico… (Parte genera 20

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



órganos de participación en los servicios sanitarios.
3. En ámbitos territoriales diferentes de los referidos en el apartado anterior, la Comunidad Autónoma deberá
garantizar una efectiva participación.

Artículo cincuenta y cuatro.
Cada Comunidad Autónoma elaborará un Plan de Salud que comprenderá todas las acciones sanitarias
necesarias para cumplir los objetivos de sus Servicios de Salud. El Plan de Salud de cada Comunidad
Autónoma, que se ajustará a los criterios generales de coordinación aprobados por el Gobierno, deberá
englobar el conjunto de planes de las diferentes Áreas de Salud.

Artículo cincuenta y cinco.
1. Dentro de su ámbito de competencias, las correspondientes Comunidades Autónomas regularán la
organización, funciones, asignación de medios personales y materiales de cada uno de los Servicios de Salud,
en el marco de lo establecido en el capítulo VI de este título.
2. Las Corporaciones Locales que a la entrada en vigor de la presente Ley vinieran desarrollando servicios
hospitalarios, participarán en la gestión de los mismos, elevando propuesta de definición de objetivos y fines,
así como de presupuestos anuales. Asimismo elevarán a la Comunidad Autónoma propuesta en tema para el
nombramiento del Director del Centro Hospitalario.

CAPÍTULO III De las Áreas de Salud

Artículo cincuenta y seis.
1. Las Comunidades Autónomas delimitarán y constituirán en su territorio demarcaciones denominadas Áreas
de Salud, debiendo tener en cuenta a tal efecto los principios básicos que en esta Ley se establecen, para
organizar un sistema sanitario coordinado e integral.
2. Las Áreas de Salud son las estructuras fundamentales del sistema sanitario, responsabilizadas de la gestión
unitaria de los centros y establecimientos del Servicio de Salud de la Comunidad Autónoma en su demarcación
territorial y de las prestaciones sanitarias y programas sanitarios a desarrollar por ellos. En todo caso, las
Áreas de Salud deberán desarrollar las siguientes actividades:

a) En el ámbito de la atención primaria de salud, mediante fórmulas de trabajo en equipo, se atenderá al
individuo, la familia y la comunidad; desarrollándose, mediante programas, funciones de promoción de la
salud, prevención, curación y rehabilitación, a través tanto de sus medios básicos como de los equipos de
apoyo a la atención primaria.
b) En el nivel de atención especializada, a realizar en los hospitales y centros de especialidades
dependientes funcionalmente de aquéllos, se prestará la atención de mayor complejidad a los problemas
de salud y se desarrollarán las demás funciones propias de los hospitales.

3. Las Áreas de Salud serán dirigidas por un órgano propio, donde deberán participar las Corporaciones
Locales en ellas situadas con una representación no inferior al 40 por 100, dentro de las directrices y
programas generales sanitarios establecidos por la Comunidad Autónoma.
4. Las Áreas de Salud se delimitarán teniendo en cuenta factores geográficos, socioeconómicos, demográficos,
laborales, epidemiológicos, culturales, climatológicos y de dotación de vías y medios de comunicación, así
como las instalaciones sanitarias del Área. Aunque puedan variar la extensión territorial y el contingente de
población comprendida en las mismas, deberán quedar delimitadas de manera que puedan cumplirse desde
ellas los objetivos que en esta Ley se señalan.
5. Como regla general, y sin perjuicio de las excepciones a que hubiera lugar, atendidos los factores
expresados en el apartado anterior, el Área de Salud extenderá su acción a una población no inferior a 200.000
habitantes ni superior a 250.000. Se exceptúan de la regla anterior las Comunidades Autónomas de Baleares y
Canarias y las ciudades de Ceuta y Melilla, que podrán acomodarse a sus específicas peculiaridades. En todo
caso, cada provincia tendrá, como mínimo, un Área.
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Artículo cincuenta y siete.
Las Áreas de Salud contarán, como mínimo, con los siguientes órganos: 1.° De participación: El Consejo de
Salud de Área. 2.° De dirección: El Consejo de Dirección de Área. 3.° De gestión: El Gerente de Área.

Artículo cincuenta y ocho.
1. Los Consejos de Salud de Área son órganos colegiados de participación comunitaria para la consulta y el
seguimiento de la gestión, de acuerdo con lo enunciado en el artículo 5.2 de la presente Ley.
2. Los Consejos de Salud de Área estarán constituidos por:

a) La representación de los ciudadanos a través de las Corporaciones Locales comprendidas en su
demarcación, que supondrá el 50 por 100 de sus miembros.
b) Las organizaciones sindicales más representativas, en una proporción no inferior al 25 por 100, a través
de los profesionales sanitarios titulados.
c) La Administración Sanitaria del Área de Salud.

3. Serán funciones del Consejo de Salud:
a) Verificar la adecuación de las actuaciones en el Área de Salud a las normas y directrices de la política
sanitaria y económica.
b) Orientar las directrices sanitarias del Área, a cuyo efecto podrán elevar mociones e informes a los
órganos de dirección.
c) Proponer medidas a desarrollar en el Área de Salud para estudiar los problemas sanitarios específicos de
la misma, así como sus prioridades.
d) Promover la participación comunitaria en el seno del Área de Salud.
e) Conocer e informar el anteproyecto del Plan de Salud del Área y de sus adaptaciones anuales.
f) Conocer e informar la Memoria anual del Área de Salud.

4. Para dar cumplimiento a lo previsto en los apartados anteriores, los Consejos de Salud del Área podrán crear
órganos de participación de carácter sectorial.

Artículo cincuenta y nueve.
1. Al Consejo de Dirección del Área de Salud corresponde formular las directrices en política de salud y
controlar la gestión del Área, dentro de las normas y programas generales establecidos por la Administración
autonómica.
2. El Consejo de Dirección estará formado por la representación de la Comunidad Autónoma, que supondrá el
60 por 100 de los miembros de aquél, y los representantes de las Corporaciones Locales, elegidos por quienes
ostenten tal condición en el Consejo de Salud.
3. Serán funciones del Consejo de Dirección:

a) La propuesta de nombramiento y cese del gerente del Área de Salud.
b) La aprobación del proyecto del Plan de Salud del Área, dentro de las normas, directrices y programas
generales establecidos por la Comunidad Autónoma.
c) La aprobación de la Memoria anual del Área de salud.
d) El establecimiento de los criterios generales de coordinación en el Área de Salud.
e) La aprobación de las prioridades especificas del Área de Salud.
f) La aprobación del anteproyecto y de los ajustes anuales del Plan de Salud del Área.
g) La elaboración del Reglamento del Consejo de Dirección y del Consejo de Salud del Área, dentro de las
directrices generales que establezca la Comunidad Autónoma.

Artículo sesenta.
1. El Gerente del Área de salud será nombrado y cesado por la Dirección del Servicio de Salud de la Comunidad
Autónoma, a propuesta del Consejo de Dirección del Área.
2. El Gerente del Área de Salud es el órgano de gestión de la misma. Podrá, previa convocatoria, asistir con voz,
pero sin voto, a las reuniones del Consejo de Dirección.
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3. El Gerente del Área de Salud será el encargado de la ejecución de las directrices establecidas por el Consejo
de Dirección, de las propias del Plan de Salud del Área y de las normas correspondientes a la Administración
autonómica y del Estado. Asimismo presentará los anteproyectos del Plan de Salud y de sus adaptaciones
anuales y el proyecto de Memoria Anual del Área de Salud.

Artículo sesenta y dos.
1. Para conseguir la máxima operatividad y eficacia en el funcionamiento de los servicios a nivel primario, las
Áreas de Salud se dividirán en zonas básicas de salud.
2. En la delimitación de las zonas básicas deberán tenerse en cuenta:

a) Las distancias máximas de las agrupaciones de población más alejadas de los servicios y el tiempo
normal a invertir en su recorrido usando los medios ordinarios.
b) El grado de concentración o dispersión de la población.
c) Las características epidemiológicas de la zona.
d) Las instalaciones y recursos sanitarios de la zona.

Artículo sesenta y tres.
La zona básica de salud es el marco territorial de la atención primaria de salud donde desarrollan las
actividades sanitarias los Centros de Salud, centros integrales de atención primaria. Los Centros de Salud
desarrollarán de forma integrada y mediante el trabajo en equipo todas las actividades encaminadas a la
promoción, prevención, curación y rehabilitación de la salud, tanto individual como colectiva, de los
habitantes de la zona básica, a cuyo efecto, serán dotados de los medios personales y materiales que sean
precisos para el cumplimiento de dicha función. Como medio de apoyo técnico para desarrollar la actividad
preventiva, existirá un Laboratorio de Salud encargado de realizar las determinaciones de los análisis
higiénico-sanitarios del medio ambiente, higiene alimentaria y zoonosis.

Artículo sesenta y cuatro.
El Centro de Salud tendrá las siguientes funciones:
a) Albergar la estructura física de consultas y servicios asistenciales personales correspondientes a la
población en que se ubica.
b) Albergar los recursos materiales precisos para la realización de las exploraciones complementarias de que
se pueda disponer en la zona.
c) Servir como centro de reunión entre la comunidad y los profesionales sanitarios.
d) Facilitar el trabajo en equipo de los profesionales sanitarios de la zona.
e) Mejorar la organización administrativa de la atención de salud en su zona de influencia.

Artículo sesenta y cinco.
1. Cada Área de Salud estará vinculada o dispondrá, al menos, de un hospital general, con los servicios que
aconseje la población a asistir, la estructura de ésta y los problemas de salud.
2. El hospital es el establecimiento encargado tanto del internamiento clínico como de la asistencia
especializada y complementaria que requiera su zona de influencia.
3. En todo caso, se establecerán medidas adecuadas para garantizar la interrelación entre los diferentes niveles
asistenciales.

Artículo sesenta y seis.
1. Formará parte de la política sanitaria de todas las Administraciones Públicas la creación de una red
integrada de hospitales del sector público. Los hospitales generales del sector privado que lo soliciten serán
vinculados al Sistema Nacional de Salud, de acuerdo con un protocolo definido, siempre que por sus
características técnicas sean homologables, cuando las necesidades asistenciales lo justifiquen y si las
disponibilidades económicas del sector público lo permiten.
2. Los protocolos serán objeto de revisión periódica.
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3. El sector privado vinculado mantendrá la titularidad de centros y establecimientos dependientes del mismo,
así como la titularidad de las relaciones laborales del personal que en ellos preste sus servicios.

Artículo sesenta y siete.
1. La vinculación a la red pública de los hospitales a que se refiere el artículo anterior se realizará mediante
convenios singulares.
2. El Convenio establecerá los derechos y obligaciones recíprocas en cuanto a duración, prórroga, suspensión
temporal, extinción definitiva del mismo, régimen económico, número de camas hospitalarias y demás
condiciones de prestación de la asistencia sanitaria, de acuerdo con las disposiciones que se dicten para el
desarrollo de esta Ley. El régimen de jornada de los hospitales a que se refiere este apartado será el mismo que
el de los hospitales públicos de análoga naturaleza en el correspondiente ámbito territorial.
3. En cada Convenio que se establezca de acuerdo con los apartados anteriores, quedará asegurado que la
atención sanitaria prestada por hospitales privados a los usuarios del Sistema Sanitario se imparte en
condiciones de gratuidad, por lo que las actividades sanitarias de dicho hospital no podrán tener carácter
lucrativo. El cobro de cualquier cantidad a los enfermos en concepto de atenciones no sanitarias, cualquiera
que sea la naturaleza de éstas, podrá ser establecido si previamente son autorizados por la Administración
Sanitaria correspondiente el concepto y la cuantía que por él se pretende cobrar.
4. Serán causas de denuncia del Convenio por parte de la Administración Sanitaria competente las siguientes:

a) Prestar atención sanitaria objeto de Convenio contraviniendo el principio de gratuidad.
b) Establecer sin autorización servicios complementarios no sanitarios o percibir por ellos cantidades no
autorizadas.
c) Infringir las normas relativas a la jornada y al horario del personal del hospital establecidas en el
apartado 2.
d) Infringir con carácter grave la legislación laboral de la Seguridad Social o fiscal.
e) Lesionar los derechos establecidos en los artículos 16, 18, 20 y 22 de la Constitución cuando así se
determine por Sentencia.
f) Cualesquiera otras que se deriven de las obligaciones establecidas en la presente Ley.

5. Los hospitales privados vinculados con el Sistema Nacional de la Salud estarán sometidos a las mismas
inspecciones y controles sanitarios, administrativos y económicos que los hospitales públicos, aplicando
criterios homogéneos y previamente reglados.

Artículo sesenta y ocho.
Los centros hospitalarios desarrollarán, además de las tareas estrictamente asistenciales, funciones de
promoción de salud, prevención de las enfermedades e investigación y docencia, de acuerdo con los
programas de cada Área de Salud, con objeto de complementar sus actividades con las desarrolladas por la red
de atención primaria.

Artículo sesenta y nueve.
1. En los Servicios sanitarios públicos se tenderá hacia la autonomía y control democrático de su gestión,
implantando una dirección participativa por objetivos.
2. La evaluación de la calidad de la asistencia prestada deberá ser un proceso continuado que informará todas
las actividades del personal de salud y de los servicios sanitarios del Sistema Nacional de Salud. La
Administración sanitaria establecerá sistemas de evaluación de calidad asistencial oídas las Sociedades
científicas sanitarias. Los Médicos y demás profesionales titulados del centro deberán participar en los
órganos encargados de la evaluación de la calidad asistencial del mismo.
3. Todos los Hospitales deberán posibilitar o facilitar a las unidades de control de calidad externo el
cumplimiento de sus cometidos. Asimismo, establecerán los mecanismos adecuados para ofrecer un alto nivel
de calidad asistencial.

CAPÍTULO IV De la coordinación general sanitaria
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Artículo setenta.
1. El Estado y las Comunidades Autónomas aprobarán planes de salud en el ámbito de sus respectivas
competencias, en los que se preverán las inversiones y acciones sanitarias a desarrollar, anual o
plurianualmente.
2. La Coordinación General Sanitaria incluirá:

a) El establecimiento con carácter general de índices o criterios mínimos básicos y comunes para evaluar
las necesidades de personal, centros o servicios sanitarios, el inventario definitivo de recursos
institucionales y de personal sanitario y los mapas sanitarios nacionales.
b) La determinación de fines u objetivos mínimos comunes en materia de prevención, protección,
promoción y asistencia sanitaria.
c) El marco de actuaciones y prioridades para alcanzar un sistema sanitario coherente, armónico y
solidario.
d) El establecimiento con carácter general de criterios mínimos básicos y comunes de evaluación de la
eficacia y rendimiento de los programas, centros o servicios sanitarios.

3. El Gobierno elaborará los criterios generales de coordinación sanitaria de acuerdo con las previsiones que le
sean suministradas por las Comunidades Autónomas y el asesoramiento y colaboración de los sindicatos y
organizaciones empresariales.
4. Los criterios generales de coordinación aprobados por el Estado se remitirán a las Comunidades Autónomas
para que sean tenidos en cuenta por éstas en la formulación de sus planes de salud y de sus presupuestos
anuales. El Estado comunicará asimismo a las Comunidades Autónomas los avances y previsiones de su nuevo
presupuesto que puedan utilizarse para la financiación de los planes de salud de aquéllas.

Artículo setenta y uno.
1. El Estado y las Comunidades Autónomas podrán establecer planes de salud conjuntos. Cuando estos planes
conjuntos impliquen a todas las Comunidades Autónomas, se formularán en el seno del Consejo
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
2. Los planes conjuntos, una vez formulados, se tramitarán por el Departamento de Sanidad de la
Administración del Estado y por el órgano competente de las Comunidades Autónomas, a los efectos de
obtener su aprobación por los órganos legislativos correspondientes, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 18 de la Ley orgánica para la Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo setenta y dos.
Las Comunidades Autónomas podrán establecer planes en materia de su competencia en los que se proponga
una contribución financiera del Estado para su ejecución, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 158.1 de la
Constitución.

Artículo setenta y tres.
1. La coordinación general sanitaria se ejercerá por el Estado, fijando medios y sistemas de relación para
facilitar la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de
las Administraciones Públicas sanitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias, de tal modo que se
logre la integración de actos parciales en la globalidad del Sistema Nacional de Salud.
2. Como desarrollo de lo establecido en los planes o en el ejercicio de sus competencias ordinarias, el Estado y
las Comunidades Autónomas podrán elaborar programas sanitarios y proyectar acciones sobre los diferentes
sectores o problemas de interés para la salud.

Artículo setenta y cuatro.
1. El Plan Integrado de Salud, que deberá tener en cuenta los criterios de coordinación general sanitaria
elaborados por el Gobierno de acuerdo con lo previsto en el artículo 70, recogerá en un documento único los
planes estatales, los planes de las Comunidades Autónomas y los planes conjuntos. Asimismo relacionará las
asignaciones a realizar por las diferentes Administraciones Públicas y las fuentes de su financiación.
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2. El Plan Integrado de Salud tendrá el plazo de vigencia que en el mismo se determine.

Artículo setenta y cinco.
1. A efectos de la confección del Plan Integrado de Salud, las Comunidades Autónomas remitirán los proyectos
de planes aprobados por los Organismos competentes de las mismas, de acuerdo con lo establecido en los
artículos anteriores.
2. Una vez comprobada la adecuación de los Planes de Salud de las Comunidades Autónomas a los criterios
generales de coordinación, el Departamento de Sanidad de la Administración del Estado confeccionará el Plan
Integrado de Salud, que contendrá las especificaciones establecidas en el artículo 74 de la presente Ley.

Artículo setenta y seis.
1. El Plan Integrado de Salud se entenderá definitivamente formulado una vez que tenga conocimiento del
mismo el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, que podrá hacer las observaciones y
recomendaciones que estime pertinentes. Corresponderá al Gobierno la aprobación definitiva de dicho Plan.
2. La incorporación de los diferentes planes de salud estatales y autonómicos al Plan Integrado de Salud
implica la obligación correlativa de incluir en los presupuestos de los años sucesivos las previsiones necesarias
para su financiación, sin perjuicio de las adaptaciones que requiera la coyuntura presupuestaria.

Artículo setenta y siete.
1. El Estado y las Comunidades Autónomas podrán hacer los ajustes y adaptaciones que vengan exigidos por la
valoración de circunstancias o por las disfunciones observadas en la ejecución de sus respectivos planes.
2. Las modificaciones referidas serán notificadas al Departamento de Sanidad de la Administración del Estado
para su remisión al Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
3. Anualmente, las Comunidades Autónomas informarán al Departamento de Sanidad de la Administración
del Estado del grado de ejecución de sus respectivos planes. Dicho Departamento remitirá la citada
información, junto con la referente al grado de ejecución de los planes estatales, al Consejo Interterritorial del
Sistema Nacional de Salud.

CAPÍTULO V De la financiación

Artículo setenta y ocho.
Los Presupuestos del Estado, Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y Seguridad Social
consignarán las partidas precisas para atender las necesidades sanitarias de todos los Organismos e
Instituciones dependientes de las Administraciones Públicas y para el desarrollo de sus competencias.

Artículo setenta y nueve.
1. La financiación de la asistencia prestada se realizará con cargo a:

a) Cotizaciones sociales.
b) Transferencias del Estado, que abarcarán: La participación en la contribución de aquél al sostenimiento
de la Seguridad Social. La compensación por la extensión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a
aquellas personas sin recursos económicos. La compensación por la integración, en su caso, de los
hospitales de las Corporaciones Locales en el Sistema Nacional de Salud.
c) Tasas por la prestación de determinados servicios.
d) Por aportaciones de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales.
e) Tributos estatales cedidos.

2. La participación en la financiación de los servicios de las Corporaciones Locales que deban ser asumidos
por las Comunidades Autónomas se llevará a efecto, por un lado, por las propias Corporaciones Locales y, por
otro, con cargo al Fondo Nacional de Cooperación con las Corporaciones Locales. Las Corporaciones Locales
deberán establecer, además, en sus presupuestos las consignaciones precisas para atender a las
responsabilidades sanitarias que la Ley les atribuye.
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Se añade la letra e) al apartado 1 por el art. 68.1 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24962 .

Artículo ochenta.
El Gobierno regulará el sistema de financiación de la cobertura de la asistencia sanitaria del sistema de la
Seguridad Social para las personas no incluidas en la misma que, de tratarse de personas sin recursos
económicos, será en todo caso con cargo a transferencias estatales.

Artículo ochenta y uno.
La generalización del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria que implica la homologación
de las atenciones y prestaciones del sistema sanitario público se efectuará mediante una asignación de
recursos financieros que tengan en cuenta tanto la población a atender en cada Comunidad Autónoma como
las inversiones sanitarias a realizar para corregir las desigualdades territoriales sanitarias, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 12.

Artículo ochenta y dos.
La financiación de los servicios de asistencia sanitaria de la Seguridad Social transferidos a las Comunidades
Autónomas se efectuará según el Sistema de financiación autonómica vigente en cada momento. Las
Comunidades Autónomas que tengan asumida la gestión de los servicios de asistencia sanitaria de la
Seguridad Social, elaborarán anualmente el presupuesto de gastos para dicha función, que deberá contener
como mínimo la financiación establecida en el Sistema de Financiación Autonómica. A efectos de conocer el
importe de la financiación total que se destina a la asistencia sanitaria, las comunidades autónomas remitirán
puntualmente al Ministerio de Sanidad y Consumo sus Presupuestos, una vez aprobados, y les informarán de
la ejecución de los mismos, así como de su liquidación final.
Se modifica el último párrafo por el art. 131 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23936 .

Se modifica por el art. 68.2 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24962 .

Artículo ochenta y tres.
Los ingresos procedentes de la asistencia sanitaria en los supuestos de seguros obligatorios especiales y en
todos aquellos supuestos, asegurados o no, en que aparezca un tercero obligado al pago, tendrán la condición
de ingresos propios del Servicio de Salud correspondiente. Los gastos inherentes a la prestación de tales
servicios no se financiarán con los ingresos de la Seguridad Social. En ningún caso estos ingresos podrán
revertir en aquellos que intervinieron en la atención a estos pacientes. A estos efectos, las Administraciones
Públicas que hubieran atendido sanitariamente a los usuarios en tales supuestos tendrán derecho a reclamar
del tercero responsable el coste de los servicios prestados.

CAPÍTULO VI Del personal

Artículo ochenta y cinco.
1. Los funcionarios al servicio de las distintas Administraciones Públicas, a efectos del ejercicio de sus
competencias sanitarias, se regirán por la Ley 30/1984, de 2 de agosto, y el resto de la legislación vigente en
materia de funcionarios.
2. Igualmente, las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias, podrán dictar normas de
desarrollo de la legislación básica del régimen estatutario de estos funcionarios.

Artículo ochenta y seis.
El ejercicio de la labor del personal sanitario deberá organizarse de forma que se estimule en los mismos la
valoración del estado de salud de la población y se disminuyan las necesidades de atenciones reparadoras de la
enfermedad.

Artículo ochenta y siete.
Los recursos humanos pertenecientes a los Servicios del Área se considerarán adscritos a dicha unidad de
gestión, garantizando la formación y perfeccionamiento continuados del personal sanitario adscrito al Área. El
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personal podrá ser cambiado de puesto por necesidades imperativas de la organización sanitaria, con respeto
de todas las condiciones laborales y económicas dentro del Área de Salud.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. Según el art. 31.2 de la Constitución Española el gasto público responderá a los criterios:

A) Eficiencia y economía.

B) Eficacia y eficiencia.

C) Proporcionalidad y economía.

D) Igualdad y progresividad.

2. La Constitución Española prevé que el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la 
autoridad judicial en el plazo:

A) Máximo de 48 horas.

B) Máximo de 24 horas.

C) Máximo de 72 horas.

D) Máximo necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos.

3. De conformidad con el artículo 22.5 de la Constitución Española:

A) Se prohíben las asociaciones religiosas.

B) Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

C) Se prohíben las asociaciones sin ánimo de lucro.

D) Se prohíben las asociaciones de carácter político.

4. Señala la respuesta falsa en relación con el artículo 22 de la Constitución española de 1978:

A) Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

B) Las asociaciones solo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial 
motivada.

C) Las asociaciones constituidas al amparo del mencionado artículo deberán inscribirse en un registro a los 
únicos efectos de publicidad.

D) Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter militar.

5. ¿En qué Título, Capítulo y Sección de la Constitución Española se establece que todos tienen derecho a la 
vida? (señale la respuesta correcta)

A) Sección 1ª del capítulo segundo del Título I.

B) Sección 1ª del capítulo primero del Título I.

C) Sección 2ª del capítulo segundo del Título I.

D) Sección 1ª del capítulo primero del Título II.

6. Según el artículo 11.3 de la Constitución Española de 1978, en los países iberoamericanos podrán 
naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen:

A) Siempre que tales países reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco.

B) Aunque no hayan tenido o tengan una particular vinculación con España.

C) En los casos que la normativa de tales países lo permita para los ciudadanos españoles y europeos.

D) Aún cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco.
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7. El procedimiento especial para la protección de los derechos fundamentales de la persona:

A) Desarrolla las previsiones del artículo 53.2 de la Constitución.

B) Se trata de un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad.

C) Sirve para recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del 
Capítulo 2.º de la Constitución.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

8. Los principios jurídicos que recoge el artículo 9.3 de la CE:

A) Dejan de ser jurídicos y pasan a ser constitucionales una vez que se incluyen en su texto.

B) Siguen siendo principios jurídicos, pero una vez constitucionalizados gozan del rango de constitucionales.

C) Al ser parte de la Constitución dejan de ser principios jurídicos.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

9. ¿Cuál de los siguientes derechos o libertades puede ser tutelado a través del recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional?

A) Libertad ideológica

B) Derecho de propiedad privada

C) Derecho de negociación colectiva

D) Derecho de fundación

10. El desarrollo de lo dispuesto por el artículo 2 de la Constitución Española de 1978 se efectúa en el 
siguiente Título de la misma:

A) Título VI.

B) Título VIII.

C) Título IX.

D) Título VII.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 B · 4 D · 5 A · 6 D · 7 D · 8 B · 9 A · 10 B

Te quedan 782 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema 
Nacional de Salud: capítulo preliminar (Disposiciones generales), 

capítulo I (De las prestaciones), capítulo III (De los profesionales) y 
capítulo X (Del Consejo Interterritorial). Real Decreto 1030/2006, de 15 
de septiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes 

del Sistema Nacional de Salud.

Ley 16/2003 de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud

LCohSNS · BOE-A-2003-10715 · arts. 1 a 29 · arts. 34 a 43 · arts. 69 a 75 — 52 incluidos

CAPÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
El objeto de esta ley es establecer el marco legal para las acciones de coordinación y cooperación de las
Administraciones públicas sanitarias, en el ejercicio de sus respectivas competencias, de modo que se
garantice la equidad, la calidad y la participación social en el Sistema Nacional de Salud, así como la
colaboración activa de éste en la reducción de las desigualdades en salud. Lo dispuesto en esta ley será de
aplicación a los servicios sanitarios de financiación pública y a los privados en los términos previstos en el
artículo 6 y en las disposiciones adicionales tercera y cuarta.

Artículo 2. Principios generales.
Son principios que informan esta ley:
a) La prestación de los servicios a los usuarios del Sistema Nacional de Salud en condiciones de igualdad
efectiva y calidad, evitando especialmente toda discriminación entre mujeres y hombres en las actuaciones
sanitarias.
b) El aseguramiento universal y público por parte del Estado.
c) La coordinación y la cooperación de las Administraciones públicas sanitarias para la superación de las
desigualdades en salud, en los términos previstos en esta ley y en la Ley General de Salud Pública.
d) La prestación de una atención integral a la salud, comprensiva tanto de su promoción como de la
prevención de enfermedades, de la asistencia y de la rehabilitación, procurando un alto nivel de calidad, en los
términos previstos en esta ley y en la Ley General de Salud Pública.
e) La financiación pública del Sistema Nacional de Salud, de acuerdo con el vigente sistema de financiación
autonómica.
f) La igualdad de oportunidades y la libre circulación de los profesionales en el conjunto del Sistema Nacional
de Salud.
g) La colaboración entre los servicios sanitarios públicos y privados en la prestación de servicios a los usuarios
del Sistema Nacional de Salud.
h) La colaboración de las oficinas de farmacia con el Sistema Nacional de Salud en el desempeño de la
prestación farmacéutica. Se modifican las letras c) y d) por la dsposición final 2.1 y 2 de la Ley 33/2011, de 4 de
octubre. Ref. BOE-A-2011-15623 .
Se modifica la letra a) por la disposición adicional 9.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115
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Artículo 3. Titulares del derecho a la protección a la salud y a la atención sanitaria.
1. Son titulares del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria todas las personas con
nacionalidad española y las personas extranjeras que tengan establecida su residencia en el territorio español.
Sin perjuicio de lo anterior, las personas con derecho a la asistencia sanitaria en España en aplicación de los
reglamentos comunitarios de coordinación de sistemas de Seguridad Social o de los convenios bilaterales que
comprendan la prestación de asistencia sanitaria, tendrán acceso a la misma, siempre que residan en
territorio español o durante sus desplazamientos temporales a España, en la forma, extensión y condiciones
establecidos en las disposiciones comunitarias o bilaterales indicadas.
2. Para hacer efectivo el derecho al que se refiere el apartado 1 con cargo a los fondos públicos de las
administraciones competentes, las personas titulares de los citados derechos deberán encontrarse en alguno
de los siguientes supuestos:

a) Tener nacionalidad española y residencia habitual en el territorio español.
b) Tener reconocido su derecho a la asistencia sanitaria en España por cualquier otro título jurídico, aun no
teniendo su residencia habitual en territorio español, siempre que no exista un tercero obligado al pago de
dicha asistencia.
c) Ser persona extranjera y con residencia legal y habitual en el territorio español y no tener la obligación
de acreditar la cobertura obligatoria de la prestación sanitaria por otra vía.

3. Aquellas personas que de acuerdo con el apartado 2 no tengan derecho a la asistencia sanitaria con cargo a
fondos públicos, podrán obtener dicha prestación mediante el pago de la correspondiente contraprestación o
cuota derivada de la suscripción de un convenio especial.
4. Lo dispuesto en los apartados anteriores de este artículo no modifica el régimen de asistencia sanitaria de
las personas titulares o beneficiarias de los regímenes especiales gestionados por la Mutualidad General de
Funcionarios Civiles del Estado, la Mutualidad General Judicial y el Instituto Social de las Fuerzas Armadas,
que mantendrán su régimen jurídico específico.
Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 7/2018, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2018-10752#ap

Se modifica el apartado 6, con efectos de 1 de enero de 2017, por la disposición final 8 de la Ley 3/2017, de 27 de junio. Ref. BOE-A-2017-7387

Se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado, en la redacción dada por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-
A-2012-5403#a1 , por Sentencia del TC 139/2016, de 21 de julio de 2016. Ref. BOE-A-2016-7904 .

Se modifica el apartado 2.d), con efectos de 1 de enero de 2016, por la disposición final 5 de la Ley 48/2015, de 29 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-11644 .

Se modifica el apartado 2.d) por la disposición final 11 de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13616 .

Se modifica el apartado 2.d) por la disposición final 28 de la Ley 2/2012, de 29 de junio. Ref. BOE-A-2012-8745 .

Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403#a1 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .

Se modifica el apartado 2 por el art. 9 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2011-13241 .

Artículo 3 bis. Reconocimiento del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria con cargo 
a fondos públicos.
1. El reconocimiento y control del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria con cargo a
fondos públicos corresponderá al Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social con la colaboración de
las entidades y administraciones públicas imprescindibles para comprobar la concurrencia de los requisitos a
los que se refiere el artículo 3.2, en la forma en que se determine reglamentariamente. Sin perjuicio de lo
dispuesto en el párrafo anterior, la gestión de los derechos de asistencia sanitaria derivados de las normas
internacionales de coordinación de los sistemas de seguridad social, así como las demás funciones atribuidas
por dichas normas a las instituciones competentes y organismos de enlace, corresponderán al Instituto
Nacional de la Seguridad Social.
2. Una vez reconocido el derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria con cargo a fondos
públicos, éste se hará efectivo por las administraciones sanitarias competentes, que facilitarán el acceso de los
ciudadanos a las prestaciones de asistencia sanitaria mediante la expedición de la tarjeta sanitaria individual.
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3. Los órganos competentes en materia de extranjería podrán comunicar al Ministerio de Sanidad, Consumo y
Bienestar Social y a las entidades y administraciones públicas a las que se refiere el apartado 1, sin contar con
el consentimiento del interesado, los datos que resulten imprescindibles para realizar la comprobación
necesaria del reconocimiento y control del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria con
cargo a fondos públicos. Del mismo modo, el Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social y las
entidades y administraciones públicas a las que se refiere el apartado 1, podrán tratar los datos obrantes en los
ficheros de las entidades gestoras, servicios comunes y órganos de las administraciones públicas competentes
que resulten imprescindibles para verificar la concurrencia del reconocimiento y control del citado derecho.
La mencionada cesión de estos datos no precisará del consentimiento del interesado. El Ministerio de Sanidad,
Consumo y Bienestar Social y las entidades y administraciones públicas a las que se refiere el apartado 1,
tratarán la información a la que se refieren los dos párrafos anteriores con la finalidad de comunicar a las
administraciones sanitarias competentes los datos necesarios para verificar en cada momento que se
mantienen las condiciones y los requisitos exigidos para el reconocimiento del derecho a la protección de la
salud y atención sanitaria con cargo a fondos públicos, sin precisar para ello del consentimiento del
interesado. Cualquier modificación o variación que puedan comunicar el Ministerio de Sanidad, Consumo y
Bienestar Social y las entidades y administraciones públicas a las que se refiere el apartado 1, deberá surtir los
efectos que procedan en la tarjeta sanitaria individual.
Se modifica por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 7/2018, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2018-10752#ap

Se añade por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .

Artículo 3 ter.
Protección de la salud y atención sanitaria a las personas extranjeras que encontrándose en España no tengan
su residencia legal en el territorio español.
1. Las personas extranjeras no registradas ni autorizadas como residentes en España tienen derecho a la
protección de la salud y a la atención sanitaria en las mismas condiciones que las personas con nacionalidad
española, tal y como se establece en el artículo 3.1.
2. La citada asistencia será con cargo a los fondos públicos de las administraciones competentes siempre que
dichas personas cumplan todos los siguientes requisitos:

a) No tener la obligación de acreditar la cobertura obligatoria de la prestación sanitaria por otra vía, en
virtud de lo dispuesto en el derecho de la Unión Europea, los convenios bilaterales y demás normativa
aplicable.
b) No poder exportar el derecho de cobertura sanitaria desde su país de origen o procedencia.
c) No existir un tercero obligado al pago. 2. La asistencia sanitaria a la que se refiere este artículo no genera
un derecho a la cobertura de la asistencia sanitaria fuera del territorio español financiada con cargo a los
fondos públicos de las administraciones competentes, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas
internacionales en materia de seguridad social aplicables.

3. Las comunidades autónomas, en el ámbito de sus competencias, fijarán el procedimiento para la solicitud y
expedición del documento certificativo que acredite a las personas extranjeras para poder recibir la prestación
asistencial a la que se refiere este artículo. En aquellos casos en que las personas extranjeras se encuentren en
situación de estancia temporal de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre
Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social, será preceptiva la emisión de un
informe previo favorable de los servicios sociales competentes de las comunidades autónomas.
4. Las comunidades autónomas deberán comunicar al Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social,
mediante el procedimiento que se determine, los documentos certificativos que se expidan en aplicación de lo
previsto en este artículo.
Se modifica por el art. 1.3 del Real Decreto-ley 7/2018, de 27 de julio. Ref. BOE-A-2018-10752#ap

Se añade por el art. 1.3 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .
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Artículo 4. Derechos de los ciudadanos en el conjunto del Sistema Nacional de Salud.
En los términos de esta ley, los ciudadanos tendrán los siguientes derechos en el conjunto del Sistema
Nacional de Salud:
a) A disponer de una segunda opinión facultativa sobre su proceso, en los términos previstos en el artículo
28.1.
b) A recibir asistencia sanitaria en su comunidad autónoma de residencia en un tiempo máximo, en los
términos del artículo 25.
c) A recibir, por parte del servicio de salud de la comunidad autónoma en la que se encuentre desplazado, la
asistencia sanitaria del catálogo de prestaciones del Sistema Nacional de Salud que pudiera requerir, en las
mismas condiciones e idénticas garantías que los ciudadanos residentes en esa comunidad autónoma.

Artículo 5. Ámbito de aplicación.
Las acciones a las que se refiere el artículo 1 comprenderán:
a) Las prestaciones sanitarias.
b) La farmacia.
c) Los profesionales.
d) La investigación.
e) Los sistemas de información.
f) La calidad del sistema sanitario.
g) Los planes integrales.
h) La salud pública.
i) La participación de ciudadanos y profesionales. El Consejo Interterritorial y la Alta Inspección realizarán el
seguimiento de estas acciones.

Artículo 6.
Acciones en relación con las entidades sanitarias no integradas en el Sistema Nacional de Salud. De acuerdo
con el artículo 43.2 de la Constitución, el Ministerio de Sanidad y Consumo y los órganos competentes de las
comunidades autónomas, en el ámbito de las competencias que les corresponden, ejercerán un control de las
entidades sanitarias no integradas en el Sistema Nacional de Salud, en relación con las actividades de salud
pública y en materia de garantías de información, seguridad y calidad, y requerirán de ellas la información
necesaria para el conocimiento de su estructura y funcionamiento. Asimismo podrán colaborar con dichas
entidades en programas de formación de profesionales sanitarios y de investigación sanitaria.

CAPÍTULO I De las prestaciones

Sección 1.ª Ordenación de prestaciones

Artículo 7. Catálogo de prestaciones del Sistema Nacional de Salud.
1. El catálogo de prestaciones del Sistema Nacional de Salud tiene por objeto garantizar las condiciones básicas
y comunes para una atención integral, continuada y en el nivel adecuado de atención. Se consideran
prestaciones de atención sanitaria del Sistema Nacional de Salud los servicios o conjunto de servicios
preventivos, diagnósticos, terapéuticos, rehabilitadores y de promoción y mantenimiento de la salud dirigidos
a los ciudadanos. El catálogo comprenderá las prestaciones correspondientes a salud pública, atención
primaria, atención especializada, atención sociosanitaria, atención de urgencias, la prestación farmacéutica,
la ortoprotésica, de productos dietéticos y de transporte sanitario.
2. Las personas que reciban estas prestaciones tendrán derecho a la información y documentación sanitaria y
asistencial de acuerdo con la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente
y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica.

Artículo 8. Cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud.
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1. La cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud es el conjunto de técnicas, tecnologías o
procedimientos, entendiendo por tales cada uno de los métodos, actividades y recursos basados en el
conocimiento y experimentación científica, mediante los que se hacen efectivas las prestaciones sanitarias.
2. La cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud se articulará en torno a las siguientes
modalidades:

a) Cartera común básica de servicios asistenciales del Sistema Nacional de Salud a la que se refiere el
artículo 8 bis.
b) Cartera común suplementaria del Sistema Nacional de Salud a la que se refiere el artículo 8 ter.
c) Cartera común de servicios accesorios del Sistema Nacional de Salud a la que se refiere el artículo 8
quáter.

3. En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se acordará la cartera común de
servicios del Sistema Nacional de Salud, que se aprobará mediante Real Decreto.
4. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad realizará anualmente una evaluación de los costes de
aplicación de la cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud.
Se modifica por el art. 2.1 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Artículo 8 bis. Cartera común básica de servicios asistenciales del Sistema Nacional de Salud.
1. La cartera común básica de servicios asistenciales del Sistema Nacional de Salud comprende todas las
actividades asistenciales de prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación que se realicen en centros
sanitarios o sociosanitarios, así como el transporte sanitario urgente, cubiertos de forma completa por
financiación pública.
2. La prestación de estos servicios se hará de forma que se garantice la continuidad asistencial, bajo un
enfoque multidisciplinar, centrado en el paciente, garantizando la máxima calidad y seguridad en su
prestación, así como las condiciones de accesibilidad y equidad para toda la población cubierta.
Se añade por el art. 2.2 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Artículo 8 ter. Cartera común suplementaria del Sistema Nacional de Salud.
1. La cartera común suplementaria del Sistema Nacional de Salud incluye todas aquellas prestaciones cuya
provisión se realiza mediante dispensación ambulatoria y están sujetas a aportación del usuario.
2. Esta cartera común suplementaria del Sistema Nacional de Salud incluirá las siguientes prestaciones:

a) Prestación farmacéutica.
b) Prestación ortoprotésica.
c) Prestación con productos dietéticos.

3. También gozará de esta consideración el transporte sanitario no urgente, sujeto a prescripción facultativa,
por razones clínicas y con un nivel de aportación del usuario acorde al determinado para la prestación
farmacéutica.
4. Para las prestaciones previstas en el apartado 2 de este artículo, a excepción de la prestación farmacéutica
que se regirá por su normativa, se aprobarán por orden de la persona titular del Ministerio de Sanidad,
Servicios Sociales e Igualdad, previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, a
propuesta de la Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación, la actualización del catálogo de
prestaciones, los importes máximos de financiación y los coeficientes de corrección a aplicar para determinar
la facturación definitiva a los servicios autonómicos de salud por parte de los proveedores, que tendrá la
consideración de precio final.
5. El porcentaje de aportación del usuario se regirá por las mismas normas que regulan la prestación
farmacéutica, tomando como base de cálculo para ello el precio final del producto y sin que se aplique el
mismo límite de cuantía a esta aportación.
Se añade por el art. 2.3 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .
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Artículo 8 quáter. Cartera común de servicios accesorios del Sistema Nacional de Salud.
1. La cartera común de servicios accesorios del Sistema Nacional de Salud incluye todas aquellas actividades,
servicios o técnicas, sin carácter de prestación, que no se consideran esenciales y/o que son coadyuvantes o de
apoyo para la mejora de una patología de carácter crónico, estando sujetas a aportación y/o reembolso por
parte del usuario.
2. Por orden de la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, previo acuerdo del
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, a propuesta de la Comisión de prestaciones,
aseguramiento y financiación, se aprobará la inclusión de servicios accesorios, los importes máximos de
financiación y los coeficientes de corrección a aplicar para determinar la facturación definitiva a los servicios
autonómicos de salud por parte de los proveedores, así como las modalidades de aportación o reembolso
aplicables en cada caso. Las actividades, servicios o técnicas incluidas en esta modalidad de cartera se harán
efectivas una vez se aprueben por orden de la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e
Igualdad.
3. La aportación del usuario o, en su caso, el reembolso, se regirá por las mismas normas que regulan la
prestación farmacéutica, tomando como referencia el precio final de facturación que se decida para el Sistema
Nacional de Salud.
Se añade por el art. 2.4 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .

Artículo 8 quinquies. Cartera de servicios complementaria de las comunidades autónomas.
1. Las comunidades autónomas, en el ámbito de sus competencias, podrán aprobar sus respectivas carteras de
servicios que incluirán, cuando menos, la cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud en sus
modalidades básica de servicios asistenciales, suplementaria y de servicios accesorios, garantizándose a todos
los usuarios del mismo.
2. Las comunidades autónomas podrán incorporar en sus carteras de servicios una técnica, tecnología o
procedimiento no contemplado en la cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud, para lo cual
establecerán los recursos adicionales necesarios.
3. Las Comunidades Autónomas deberán destinar los recursos económicos necesarios para asegurar la
financiación de la cartera común de servicios, siendo preceptiva, para la aprobación de la cartera de servicios
complementaria de una Comunidad Autónoma, la garantía previa de suficiencia financiera de la misma, en el
marco del cumplimiento de los criterios de estabilidad presupuestaria. Las Comunidades Autónomas que se
hayan adherido al instrumento de apoyo a la sostenibilidad del gasto farmacéutico y sanitario deberán
destinar los recursos económicos necesarios para asegurar la financiación de la cartera común de servicios,
siendo preceptiva, para la aprobación de la cartera de servicios complementaria de una Comunidad
Autónoma, que concurra la circunstancia de que la variación interanual al cierre del ejercicio de los
indicadores de gasto farmacéutico y de productos sanitarios sin receta médica u orden de dispensación no
superen la tasa de referencia de crecimiento del Producto Interior Bruto de medio plazo de la economía
española prevista en el artículo 12.3 de la citada Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.
4. En todo caso, estos servicios o prestaciones complementarios deberán reunir los mismos requisitos
establecidos para la incorporación de nuevas técnicas, tecnologías o procedimientos a la cartera común de
servicios, y no estarán incluidos en la financiación general de las prestaciones del Sistema Nacional de Salud.
Con anterioridad a su incorporación, la comunidad autónoma concernida deberá informar, de forma
motivada, al Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
5. El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud podrá emitir recomendaciones sobre el
establecimiento por parte de las comunidades autónomas de prestaciones sanitarias complementarias a las
prestaciones comunes del Sistema Nacional de Salud, de acuerdo con lo establecido en el artículo 71.1.b) de
esta ley.
6. Las comunidades autónomas pondrán en conocimiento del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e
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Igualdad los servicios complementarios no contemplados en la cartera común de servicios del Sistema
Nacional de Salud tras su incorporación efectiva a su cartera de servicios autonómica, los cuales se incluirán
en el sistema de información correspondiente.
7. Las comunidades autónomas asumirán, con cargo a sus propios presupuestos, todos los costes de aplicación
de la cartera de servicios complementaria a las personas que tengan la condición de asegurado o de
beneficiario del mismo.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 4 de la Ley Orgánica 6/2015, de 12 de junio. Ref. BOE-A-2015-6517 .

Se añade por el art. 2.5 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .

Artículo 9. Personal y centros autorizados.
Las prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud únicamente se facilitarán por el personal legalmente
habilitado, en centros y servicios, propios o concertados, del Sistema Nacional de Salud, salvo en situaciones
de riesgo vital, cuando se justifique que no pudieron ser utilizados los medios de aquél, sin perjuicio de lo
establecido en los convenios internacionales en los que España sea parte.

Artículo 10. Financiación.
1. Las prestaciones que establece esta ley son responsabilidad financiera de las comunidades autónomas de
conformidad con los acuerdos de transferencias y el actual sistema de financiación autonómica, sin perjuicio
de la existencia de un tercero obligado al pago. Las comunidades autónomas deberán destinar a la
financiación de dichas prestaciones los mínimos previstos en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre. Los sistemas
de garantías que prevé esta ley son asimismo responsabilidad financiera de las comunidades autónomas.
2. La suficiencia para la financiación de las prestaciones y de las garantías establecidas en esta ley viene
determinada por los recursos asignados a las comunidades autónomas conforme a lo establecido en la
mencionada Ley 21/2001, de 27 de diciembre, y de acuerdo con el principio de lealtad institucional, en los
términos del artículo 2.1.e) de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las
Comunidades Autónomas.
3. De acuerdo con el apartado anterior, la inclusión de una nueva prestación en el catálogo de prestaciones del
Sistema Nacional de Salud se acompañará de una memoria económica que contenga la valoración del impacto
positivo o negativo que pueda suponer. Dicha memoria se elevará al Consejo de Política Fiscal y Financiera
para su análisis en el contexto de dicho principio de lealtad institucional.

Artículo 11. Prestaciones de salud pública.
1. La prestación de salud pública es el conjunto de iniciativas organizadas por las Administraciones públicas
para preservar, proteger y promover la salud de la población. Es una combinación de ciencias, habilidades y
actitudes dirigidas al mantenimiento y mejora de la salud de todas las personas a través de acciones colectivas
o sociales.
2. La prestación de salud pública comprende las siguientes actuaciones:

a) La información y la vigilancia en salud pública y los sistemas de alerta epidemiológica y respuesta rápida
ante emergencias en salud pública.
b) La defensa de los fines y objetivos de la salud pública que es la combinación de acciones individuales y
sociales destinadas a obtener compromisos políticos, apoyo para las políticas de salud, aceptación social y
respaldo para unos objetivos o programas de salud determinados.
c) La promoción de la salud, a través de programas intersectoriales y transversales.
d) La prevención de las enfermedades, discapacidades y lesiones.
e) La protección de la salud, evitando los efectos negativos que diversos elementos del medio pueden tener
sobre la salud y el bienestar de las personas.
f) La protección y promoción de la sanidad ambiental.
g) La protección y promoción de la seguridad alimentaria.
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h) La protección y promoción de la salud laboral.
i) La evaluación de impacto en salud.
j) La vigilancia y control de los posibles riesgos para la salud derivados de la importación, exportación o
tránsito de bienes y del tránsito internacional de viajeros.
k) La prevención y detección precoz de las enfermedades raras, así como el apoyo a las personas que las
presentan y a sus familias. La prestación de salud pública incluirá, asimismo, todas aquellas actuaciones
singulares o medidas especiales que, en materia de salud pública, resulte preciso adoptar por las
autoridades sanitarias de las distintas Administraciones públicas, dentro del ámbito de sus competencias,
cuando circunstancias sanitarias de carácter extraordinario o situaciones de especial urgencia o necesidad
así lo exijan y la evidencia científica disponible las justifique.

3. Las prestaciones de salud pública se ejercerán con un carácter de integralidad, a partir de las estructuras de
salud pública de las Administraciones y de la infraestructura de atención primaria del Sistema Nacional de
Salud.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 2.3 de la Ley 33/2011, de 4 de octubre. Ref. BOE-A-2011-15623 .

Se modifica el apartado 2.g) por la disposición adicional 9.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115

Artículo 12. Prestación de atención primaria.
1. La atención primaria es el nivel básico e inicial de atención, que garantiza la globalidad y continuidad de la
atención a lo largo de toda la vida del paciente, actuando como gestor y coordinador de casos y regulador de
flujos. Comprenderá actividades de promoción de la salud, educación sanitaria, prevención de la enfermedad,
asistencia sanitaria, mantenimiento y recuperación de la salud, así como la rehabilitación física y el trabajo
social.
2. La atención primaria comprenderá:

a) La asistencia sanitaria a demanda, programada y urgente tanto en la consulta como en el domicilio del
enfermo.
b) La indicación o prescripción y la realización, en su caso, de procedimientos diagnósticos y terapéuticos.
c) Las actividades en materia de prevención, promoción de la salud, atención familiar y atención
comunitaria.
d) Las actividades de información y vigilancia en la protección de la salud.
e) La rehabilitación básica.
f) Las atenciones y servicios específicos relativos a las mujeres, que específicamente incluirán la detección
y tratamiento de las situaciones de violencia de género; la infancia; la adolescencia; los adultos; la tercera
edad; los grupos de riesgo y los enfermos crónicos.
g) La atención paliativa a enfermos terminales.
h) La atención a la salud mental, en coordinación con los servicios de atención especializada.
i) La atención a la salud bucodental.

Se modifica el apartado 2.f) por la disposición adicional 9.3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115

Artículo 13. Prestación de atención especializada.
1. La atención especializada comprende actividades asistenciales, diagnósticas, terapéuticas y de
rehabilitación y cuidados, así como aquéllas de promoción de la salud, educación sanitaria y prevención de la
enfermedad, cuya naturaleza aconseja que se realicen en este nivel. La atención especializada garantizará la
continuidad de la atención integral al paciente, una vez superadas las posibilidades de la atención primaria y
hasta que aquél pueda reintegrarse en dicho nivel.
2. La atención sanitaria especializada, en coordinación con la atención primaria, comprenderá:

a) La asistencia especializada en consultas.
b) La asistencia especializada en hospital de día, médico y quirúrgico.
c) La hospitalización en régimen de internamiento.
d) El apoyo a la atención primaria en el alta hospitalaria precoz y, en su caso, la hospitalización a domicilio.
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e) La indicación o prescripción, y la realización, en su caso, de procedimientos diagnósticos y terapéuticos.
f) La atención paliativa a enfermos terminales.
g) La atención a la salud mental.
h) La rehabilitación en pacientes con déficit funcional encaminada a facilitarles, mantenerles o devolverles
el mayor grado de capacidad funcional e independencia posible, con el fin de mantener su máxima
autonomía, mejorar la calidad de vida y reintegrarles en su medio habitual.

3. La atención especializada se prestará, siempre que las condiciones del paciente lo permitan, en consultas
externas y en hospital de día.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 1.1 de la Ley 3/2024, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2024-22438#df

Artículo 14. Prestación de atención sociosanitaria.
1. La atención sociosanitaria comprende el conjunto de cuidados destinados a aquellas personas con
enfermedades que por su evolución generan dependencia o discapacidad, generalmente pacientes crónicos,
que por sus especiales características pueden beneficiarse de la actuación simultánea y sinérgica de los
servicios sanitarios y sociales, para aumentar su autonomía, paliar sus limitaciones o sufrimientos y facilitar
su reinserción social.
2. En el ámbito sanitario, la atención sociosanitaria se llevará a cabo en los niveles de atención que cada
comunidad autónoma y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria determinen, y en cualquier caso
comprenderá:

a) Los cuidados sanitarios de larga duración.
b) La atención sanitaria a la convalecencia.
c) La rehabilitación en pacientes con déficit funcional encaminada a facilitarles, mantenerles o devolverles
el mayor grado de capacidad funcional e independencia posible, con el fin de mantener su máxima
autonomía, mejorar la calidad de vida y reintegrarles en su medio habitual.
d) Los cuidados intermedios a aquellas personas que la evolución de su enfermedad les ha generado una
situación de gran dependencia, como las enfermedades crónicas complejas, las enfermedades raras, los
procesos y las enfermedades de alta complejidad y de curso irreversible, en particular aquellas a las que se
refiere la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral
Amiotrófica y otras enfermedades o procesos de alta complejidad y curso irreversible, entre otras.

3. La continuidad del servicio será garantizada por los servicios sanitarios y sociales a través de la adecuada
coordinación entre las Administraciones públicas correspondientes. La adecuada coordinación podrá ser
reforzada mediante la constitución de órganos de coordinación sociosanitaria en las comunidades autónomas
y ciudades de Ceuta y de Melilla que faciliten la cooperación entre el ámbito social y sanitario, para responder
de forma integral, coordinada y eficiente a las necesidades de atención social y sanitaria de las personas con
enfermedades que por su evolución generan dependencia y discapacidad, como las enfermedades crónicas
complejas, de salud mental, enfermedades raras y los procesos y las enfermedades de alta complejidad y de
curso irreversible, en particular aquellas a las que se refiere la Ley 3/2024, de 30 de octubre, para mejorar la
calidad de vida de personas con Esclerosis Lateral Amiotrófica y otras enfermedades o procesos de alta
complejidad y curso irreversible, entre otras, y que por sus especiales características puedan beneficiarse de la
actuación simultánea y sinérgica de los servicios sanitarios y sociales.
Se modifica por la disposición final 1.2 de la Ley 3/2024, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2024-22438#df

Artículo 15. Prestación de atención de urgencia.
La atención de urgencia se presta al paciente en los casos en que su situación clínica obliga a una atención
sanitaria inmediata. Se dispensará tanto en centros sanitarios como fuera de ellos, incluyendo el domicilio del
paciente, durante las 24 horas del día, mediante la atención médica y de enfermería.

Artículo 16. Prestación farmacéutica.
La prestación farmacéutica comprende los medicamentos y productos sanitarios y el conjunto de actuaciones
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encaminadas a que los pacientes los reciban de forma adecuada a sus necesidades clínicas, en las dosis
precisas según sus requerimientos individuales, durante el período de tiempo adecuado y al menor coste
posible para ellos y la comunidad. Esta prestación se regirá por lo dispuesto en la Ley 25/1990, de 20 de
diciembre, del Medicamento, y por la normativa en materia de productos sanitarios y demás disposiciones
aplicables.

Artículo 17. Prestación ortoprotésica.
La prestación ortoprotésica consiste en la utilización de productos sanitarios, implantables o no, cuya
finalidad es sustituir total o parcialmente una estructura corporal, o bien de modificar, corregir o facilitar su
función. Comprenderá los elementos precisos para mejorar la calidad de vida y autonomía del paciente. Esta
prestación se facilitará por los servicios de salud o dará lugar a ayudas económicas, en los casos y de acuerdo
con las normas que reglamentariamente se establezcan por parte de las Administraciones sanitarias
competentes.

Artículo 18. Prestación de productos dietéticos.
La prestación de productos dietéticos comprende la dispensación de los tratamientos dietoterápicos a las
personas que padezcan determinados trastornos metabólicos congénitos, la nutrición enteral domiciliaria
para pacientes a los que no es posible cubrir sus necesidades nutricionales, a causa de su situación clínica, con
alimentos de uso ordinario. Esta prestación se facilitará por los servicios de salud o dará lugar a ayudas
económicas, en los casos y de acuerdo con las normas que reglamentariamente se establezcan por parte de las
Administraciones sanitarias competentes.

Artículo 19. Prestación de transporte sanitario.
El transporte sanitario, que necesariamente deberá ser accesible a las personas con discapacidad, consiste en
el desplazamiento de enfermos por causas exclusivamente clínicas, cuya situación les impida desplazarse en
los medios ordinarios de transporte. Esta prestación se facilitará de acuerdo con las normas que
reglamentariamente se establezcan por las Administraciones sanitarias competentes.

Sección 2.ª Desarrollo y actualización de la cartera de servicios

Artículo 20. Desarrollo de la cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud.
1. El contenido de la cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud se determinará por acuerdo del
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, a propuesta de la Comisión de prestaciones,
aseguramiento y financiación. En la elaboración de dicho contenido se tendrá en cuenta la eficacia, eficiencia,
efectividad, seguridad y utilidad terapéuticas, así como las ventajas y alternativas asistenciales, el cuidado de
grupos menos protegidos o de riesgo y las necesidades sociales, así como su impacto económico y
organizativo. En la evaluación de lo dispuesto en el párrafo anterior participará la Red Española de Agencias de
Evaluación de Tecnologías Sanitarias y Prestaciones del Sistema Nacional de Salud.
2. En cualquier caso, no se incluirán en la cartera común de servicios aquellas técnicas, tecnologías y
procedimientos cuya contribución eficaz a la prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y curación
de las enfermedades, conservación o mejora de la esperanza de vida, autonomía y eliminación o disminución
del dolor y el sufrimiento no esté suficientemente probada.
Se modifica por el art. 2.6 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Artículo 21. Actualización de la cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud.
1. La cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud se actualizará mediante orden de la persona
titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, previo acuerdo del Consejo Interterritorial del
Sistema Nacional de Salud. El procedimiento para la actualización se desarrollará reglamentariamente.
2. Las nuevas técnicas, tecnologías o procedimientos serán sometidas a evaluación, con carácter preceptivo y
previo a su utilización en el Sistema Nacional de Salud, por la Red Española de Agencias de Evaluación de
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Tecnologías Sanitarias y Prestaciones del Sistema Nacional de Salud.
3. La evaluación tendrá por objeto, la verificación de la concurrencia de los siguientes requisitos:

a) Contribuir de forma eficaz a la prevención, al diagnóstico o al tratamiento de enfermedades, a la
conservación o mejora de la esperanza de vida, al autovalimiento o a la eliminación o disminución del
dolor y el sufrimiento.
b) Aportar una mejora, en términos de seguridad, eficacia, efectividad, eficiencia o utilidad demostrada
respecto a otras alternativas facilitadas actualmente.
c) Cumplir las exigencias que establezca la legislación vigente, en el caso de que incluyan la utilización de
medicamentos o productos sanitarios.

4. Sólo podrán incorporarse a la cartera de servicios para su financiación pública aquellas técnicas,
tecnologías o procedimientos en las que concurran los requisitos indicados.
5. La exclusión de una técnica, tecnología o procedimiento actualmente incluido en la cartera de servicios se
llevará a cabo cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Evidenciarse su falta de eficacia, efectividad o eficiencia, o que el balance entre beneficio y riesgo sea
significativamente desfavorable.
b) Haber perdido su interés sanitario como consecuencia del desarrollo tecnológico y científico.
c) Dejar de cumplir los requisitos establecidos por la legislación vigente. Cinco [sic]. El Ministerio de
Sanidad, en coordinación con las comunidades autónomas, garantizará la evaluación periódica del
programa de cribado neonatal de enfermedades congénitas en prueba del talón, integrado en la cartera
común básica de servicios asistenciales del Sistema Nacional de Salud. La Ponencia de Cribado
Poblacional, dependiente de la Comisión de Salud Pública, realizará dicha evaluación con una periodicidad
mínima de un año. A tal efecto, se definirán el procedimiento, los criterios y los requisitos de evaluación a
verificar, así como los mecanismos de participación de sociedades científicas, expertos externos y
asociaciones de pacientes y familiares. Fruto de la evaluación anual que se hace por la Ponencia de Cribado
Poblacional y la posterior elevación para aprobación por la Comisión de Salud Pública y la Comisión de
Prestaciones, Aseguramiento y Financiación, se llevará a cabo la actualización anual de los programas de
cribado poblacional previa aprobación definitiva en el CISNS. Las evaluaciones periódicas podrán servir
para ampliar la lista de enfermedades incluidas en la cartera común, sin que en ningún caso la revisión o
actualización suponga la eliminación de cribados ya implantados, salvo que cambien las evidencias en los
criterios de evaluación de los cribados.

Se añade el apartado 5 [sic] por el art. 1 de la Ley 3/2026, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2026-16654 Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. 2.7 del
Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 4 de la Ley 29/2006, de 26 de julio. Ref. BOE-A-2006-13554

Artículo 22. Uso tutelado.
1. El Ministerio de Sanidad y Consumo, por propia iniciativa o a propuesta de las correspondientes
Administraciones públicas sanitarias y previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de
Salud, podrá autorizar el uso tutelado de determinadas técnicas, tecnologías o procedimientos.
2. El uso tutelado tendrá como finalidad establecer el grado de seguridad, eficacia, efectividad o eficiencia de la
técnica, tecnología o procedimiento antes de decidir sobre la conveniencia o necesidad de su inclusión
efectiva en la cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud. Se realizará con arreglo a un diseño de
investigación, por períodos de tiempo limitados, en centros expresamente autorizados para ello y de acuerdo
con protocolos específicos destinados a garantizar su seguridad, el respeto a la bioética y el logro de resultados
relevantes para el conocimiento. En todo caso, será imprescindible contar con el consentimiento informado
de los pacientes a los que se vaya a aplicar dichas técnicas, tecnologías o procedimientos.
3. El uso tutelado se financiará con cargo al Fondo de cohesión al que se refiere el artículo 4 de la Ley 21/2001,
de 27 de diciembre, de conformidad con las normas por las que se rige dicho fondo.

Sección 3.ª Garantías de las prestaciones
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Artículo 23. Garantía de accesibilidad.
Todos los usuarios del Sistema Nacional de Salud tendrán acceso a las prestaciones sanitarias reconocidas en
esta ley en condiciones de igualdad efectiva.

Artículo 24. Garantías de movilidad.
1. El acceso a las prestaciones sanitarias reconocidas en esta ley se garantizará con independencia del lugar del
territorio nacional en el que se encuentren en cada momento los usuarios del Sistema Nacional de Salud,
atendiendo especialmente a las singularidades de los territorios insulares.
2. Asimismo, se garantizará a todos los usuarios el acceso a aquellos servicios que sean considerados como
servicios de referencia de acuerdo con el artículo 28 de esta ley.

Artículo 25. Garantías de tiempo.
1. En el seno del Consejo Interterritorial se acordarán los criterios marco para garantizar un tiempo máximo
de acceso a las prestaciones del Sistema Nacional de Salud, que se aprobarán mediante real decreto. Las
comunidades autónomas definirán los tiempos máximos de acceso a su cartera de servicios dentro de dicho
marco.
2. Quedan excluidas de la garantía a la que se refiere el apartado anterior las intervenciones quirúrgicas de
trasplantes de órganos y tejidos, cuya realización dependerá de la disponibilidad de órganos, así como la
atención sanitaria ante situaciones de catástrofe.

Artículo 26. Garantías de información.
1. Los servicios de salud informarán a la ciudadanía de sus derechos y deberes, de las prestaciones y de la
cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud, de los requisitos necesarios para el acceso a éstos y de los
restantes derechos recogidos en la Ley básica reguladora de la autonomía del paciente y de los derechos y
obligaciones en materia de información y documentación clínica, así como de los derechos y obligaciones
establecidos en la Ley General de Salud Pública y en las correspondientes normas autonómicas, en su caso.
2. El Registro general de centros, establecimientos y servicios sanitarios del Ministerio de Sanidad y Consumo,
de carácter público, permitirá a los usuarios conocer los centros, establecimientos y servicios, de cualquier
titularidad, autorizados por las comunidades autónomas. Dicho registro se nutrirá de los datos proporcionados
por los correspondientes registros de las comunidades autónomas.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 2.4 de la Ley 33/2011, de 4 de octubre. Ref. BOE-A-2011-15623 .

Artículo 27. Garantías de seguridad.
1. Cuando se trate de técnicas, tecnologías o procedimientos para cuya correcta utilización sea conveniente
concentrar los casos a tratar, se designarán servicios de referencia, de acuerdo con lo que se establece en el
siguiente artículo.
2. Para aquellas técnicas, tecnologías o procedimientos respecto de los que no exista suficiente información
para determinar su seguridad, el Ministerio de Sanidad y Consumo acordará, en su caso, con las comunidades
autónomas el uso tutelado previsto en el artículo 22.
3. Mediante real decreto se determinarán, con carácter básico, las garantías mínimas de seguridad y calidad
que, acordadas en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, deberán ser exigidas para
la regulación y autorización por parte de las comunidades autónomas de la apertura y puesta en
funcionamiento en su respectivo ámbito territorial de los centros, servicios y establecimientos sanitarios.
Dichos requisitos irán dirigidos a garantizar que el centro, establecimiento o servicio sanitario cuenta con los
medios necesarios para desarrollar las actividades a las que va destinado. Los requisitos mínimos podrán ser
complementados por las comunidades autónomas para todos los centros, establecimientos y servicios
sanitarios de su ámbito territorial.

Artículo 28. Garantías de calidad y servicios de referencia.
1. Las comunidades autónomas garantizarán la calidad de las prestaciones, según se desarrolla en el capítulo
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VI de esta ley. Para ello, podrán realizar auditorías periódicas independientes. Las instituciones asistenciales
velarán por la adecuación de su organización para facilitar la libre elección de facultativo y una segunda
opinión en los términos que reglamentariamente se establezcan. Asimismo, abordarán actuaciones para la
humanización de la asistencia y para la mejora de la accesibilidad administrativa y de su confortabilidad. Los
hospitales del Sistema Nacional de Salud procurarán la incorporación progresiva de habitaciones de uso
individual. La accesibilidad de los centros, servicios y prestaciones de carácter sanitario para personas con
discapacidad constituye un criterio de calidad que ha de ser garantizado por el Sistema Nacional de Salud. Los
centros sanitarios de nueva creación deberán cumplir las normas vigentes en materia de promoción de la
accesibilidad y de eliminación de barreras de todo tipo que les sean de aplicación. Las Administraciones
públicas sanitarias promoverán programas para la eliminación de barreras en los centros y servicios sanitarios
que, por razón de su antigüedad u otros motivos, presenten obstáculos para los usuarios con problemas de
movilidad o comunicación.
2. En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, se acordará la designación de servicios
de referencia, el número necesario de éstos y su ubicación estratégica dentro del Sistema Nacional de Salud,
con un enfoque de planificación de conjunto, para la atención a aquellas patologías que precisen para su
atención una concentración de los recursos diagnósticos y terapéuticos a fin de garantizar la calidad, la
seguridad y la eficiencia asistenciales. El Ministerio de Sanidad y Consumo acreditará aquellos servicios de
referencia, que queden establecidos como tales, atendiendo a los criterios de calidad que para cada servicio
establezca, y los reevaluará periódicamente. La atención en un servicio de referencia se financiará con cargo
al Fondo de cohesión sanitaria previsto en el artículo 4 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, de acuerdo con
las disposiciones que lo regulan.

Artículo 29. Ámbito de las garantías de seguridad y calidad.
Las garantías de seguridad y calidad son aplicables a todos los centros, públicos y privados,
independientemente de la financiación de las prestaciones que estén ofreciendo en cada momento, siendo
responsabilidad de las Administraciones públicas sanitarias, para los centros de su ámbito, velar por su
cumplimiento.

CAPÍTULO III De los profesionales

Sección 1.ª Planificación y Formación de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud

Artículo 34. Principios generales.
La formación y el desarrollo de la competencia técnica de los profesionales deben orientarse a la mejora de la
calidad del Sistema Nacional de Salud. Para ello se requiere:
a) La colaboración permanente entre los órganos de las Administraciones públicas competentes en materia de
educación, sanidad, trabajo y asuntos sociales, las universidades, las sociedades científicas y las
organizaciones profesionales y sindicales.
b) La disposición de toda la estructura asistencial del sistema sanitario para ser utilizada en la docencia
pregraduada, postgraduada y continuada de los profesionales.
c) La revisión permanente de las enseñanzas y de la metodología educativa en el campo sanitario, para la
mejor adecuación de los conocimientos profesionales a la evolución científica y técnica y a las necesidades
sanitarias de la población.
d) La actualización permanente de conocimientos, orientada a mejorar la calidad del proceso asistencial y
garantizar la seguridad del usuario.
e) La inclusión de la perspectiva de género en las actuaciones formativas.
Se añade la letra e) por la disposición adicional 9.4 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2007-6115

Artículo 35. Comisión de Recursos Humanos.
1. La Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud desarrollará las actividades de pla
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nificación, diseño de programas de formación y modernización de los recursos humanos del Sistema Nacional
de Salud y definirá los criterios básicos de evaluación de las competencias de los profesionales sanitarios, sin
perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas.
2. El análisis de necesidades formativas tendrá en cuenta aspectos cuantitativos y cualitativos, para adecuar las
convocatorias de formación y así dar respuesta a las demandas futuras de la atención sanitaria. Son
instrumentos necesarios para la planificación de la formación:

a) La coordinación entre el sistema sanitario y el educativo.
b) La cooperación con las comunidades autónomas.
c) La asesoría técnica de las sociedades científicas y de las organizaciones profesionales.
d) Un sistema de información de recursos humanos, reflejado en el Sistema de información sanitaria del
Sistema Nacional de Salud regulado en el artículo 53.

3. La Comisión de Recursos Humanos estará presidida por el Ministro de Sanidad y Consumo. Su composición
se establecerá reglamentariamente, y deberán estar representadas en todo caso las comunidades autónomas y
los ministerios competentes. Se podrán crear comisiones técnicas y foros de participación que dependerán de
la Comisión de Recursos Humanos. A tal objeto, se crean los siguientes órganos, cuya composición y
funcionamiento se desarrollarán reglamentariamente:

a) El Foro Marco para el Diálogo Social, que, sin perjuicio de las competencias que determine la norma
básica reguladora de las relaciones laborales de los trabajadores del Sistema Nacional de Salud, tiene como
objetivo ser el ámbito de diálogo e información de carácter laboral, promoviendo el desarrollo armónico de
sus condiciones. Estará constituido por las Administraciones públicas presentes en la Comisión de
Recursos Humanos y las organizaciones sindicales más representativas en el sector sanitario.
b) (Derogado) .

4. La Comisión Consultiva Profesional se regulará mediante real decreto e integrará a representantes de los
consejos nacionales de las especialidades sanitarias y de los consejos generales de las profesiones sanitarias.
Actuará como órgano de consulta en todos los ámbitos de la ordenación profesional y como órgano de apoyo a
la Comisión de Recursos Humanos.
Se deroga el apartado 3.b) por la disposición final 7 de la Ley 3/2014, de 27 de marzo. Ref. BOE-A-2014-3329 .

Artículo 36. Formación de pregrado.
La Comisión de Recursos Humanos, atendiendo a las necesidades de la población, trasladará al Ministerio de
Educación, Cultura y Deporte y al Consejo de Coordinación Universitaria criterios para la adaptación de los
planes de estudios conducentes a la obtención de los distintos títulos universitarios del ámbito de las ciencias
de la salud, que conjuguen la adquisición simultánea de conocimientos, habilidades y actitudes y favorezca el
trabajo en equipo multiprofesional y multidisciplinar.

Artículo 37. Formación de postgrado.
La Comisión de Recursos Humanos supervisará los programas de formación de postgrado especializada,
propuestos por las comisiones nacionales correspondientes, así como el número de profesionales necesarios
en cada convocatoria. Para la determinación de este número deberán tenerse en cuenta los informes de las
comunidades autónomas en relación a sus necesidades de personal especializado. La Agencia de Calidad
regulada en el artículo 60 coordinará la acreditación de los servicios para la docencia de postgrado a los que se
refiere el párrafo anterior.

Artículo 38. Formación continuada.
Las Administraciones públicas establecerán criterios comunes para ordenar las actividades de formación
continuada, con la finalidad de garantizar la calidad en el conjunto del Sistema Nacional de Salud. Los criterios
comunes serán adoptados en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. Sin perjuicio
de lo anterior, el Ministerio de Sanidad y Consumo y los órganos competentes de las comunidades autónomas
podrán delegar las funciones de gestión y acreditación de la formación continuada en otras corporaciones o
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instituciones de derecho público, de conformidad con la ley.

Artículo 39. Formación profesional.
La Comisión de Recursos Humanos colaborará con el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte en la
adecuación a las necesidades de salud de la población de los estudios de formación profesional y con el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales en relación con la formación ocupacional en el ámbito de las ciencias
de la salud. Todo ello sin menoscabo de las competencias que en materia de formación profesional y de
formación ocupacional corresponden a las comunidades autónomas.

Sección 2.ª Desarrollo profesional y modernización del Sistema Nacional de Salud

Artículo 40. Desarrollo profesional.
El desarrollo profesional constituye un aspecto básico en la modernización del Sistema Nacional de Salud y
deberá responder a criterios comunes acordados en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional
de Salud, en relación con los siguientes ámbitos:
a) La formación continuada.
b) La carrera profesional.
c) La evaluación de competencias.

Artículo 41. Carrera profesional.
1. La carrera profesional es el derecho de los profesionales a progresar, de forma individualizada, como
reconocimiento a su desarrollo profesional en cuanto a conocimientos, experiencia en las tareas asistenciales,
investigación y cumplimiento de los objetivos de la organización en la cual prestan sus servicios.
2. El estatuto marco previsto en el artículo 84 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, contendrá
la normativa básica aplicable al personal del Sistema Nacional de Salud, que será desarrollada por las
comunidades autónomas.

Artículo 42. Evaluación de competencias.
1. A los efectos de esta ley, la competencia profesional es la aptitud del profesional sanitario para integrar y
aplicar los conocimientos, habilidades y actitudes asociados a las buenas prácticas de su profesión para
resolver los problemas que se le plantean. La Comisión de Recursos Humanos definirá los criterios básicos de
evaluación de la competencia de los profesionales sanitarios, sin perjuicio de las competencias de las
comunidades autónomas.
2. El Ministerio de Sanidad y Consumo, previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de
Salud, y las comunidades autónomas, en el ámbito geográfico de sus competencias, podrán acreditar las
entidades de carácter científico, académico o profesional autorizadas para la evaluación de la competencia de
los profesionales. Dichas entidades habrán de ser independientes de la gestión de sus centros y servicios.

Artículo 43. Movilidad de los profesionales.
La garantía de movilidad del personal en todo el Sistema Nacional de Salud es uno de los aspectos esenciales
de su cohesión, por lo que deberá buscarse un desarrollo armónico de los concursos de traslados convocados
por los distintos servicios de salud. Mediante real decreto, tras acuerdo en el seno del Consejo Interterritorial
del Sistema Nacional de Salud, previo informe del Foro Marco para el Diálogo Social, se establecerán los
criterios básicos y las condiciones de las convocatorias de profesionales y de los órganos encargados de su
desarrollo que aseguren su movilidad en todo el territorio del Estado, sin perjuicio de las competencias
legalmente atribuidas a las Administraciones sanitarias.

CAPÍTULO X Del Consejo Interterritorial

Artículo 69. Objeto.
1. El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud es el órgano permanente de coordinación,
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cooperación, comunicación e información de los servicios de salud entre ellos y con la Administración del
Estado, que tiene como finalidad promover la cohesión del Sistema Nacional de Salud a través de la garantía
efectiva y equitativa de los derechos de los ciudadanos en todo el territorio del Estado.
2. El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud elevará anualmente una memoria de las
actividades desarrolladas al Senado.

Artículo 70. Composición.
El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud está constituido por el Ministro de Sanidad y
Consumo, que ostentará su presidencia, y por los Consejeros competentes en materia de sanidad de las
comunidades autónomas. La vicepresidencia de este órgano la desempeñará uno de los Consejeros
competentes en materia de sanidad de las comunidades autónomas, elegido por todos los Consejeros que lo
integran. Asimismo, contará con una Secretaría, órgano de soporte permanente del Consejo, cuyo titular será
propuesto por el Ministro de Sanidad y Consumo y ratificado por el mismo Consejo, y asistirá a las sesiones
con voz y sin voto. Cuando la materia de los asuntos a tratar así lo requiera podrán incorporarse al Consejo
otros representantes de la Administración General del Estado o de las comunidades autónomas.

Artículo 71. Funciones.
El Consejo Interterritorial es el principal instrumento de configuración del Sistema Nacional de Salud. El
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud conocerá, debatirá y, en su caso, emitirá
recomendaciones sobre las siguientes materias:
1. En relación con funciones esenciales en la configuración del Sistema Nacional de Salud:

a) El desarrollo de la cartera de servicios correspondiente al Catálogo de Prestaciones del Sistema Nacional
de Salud, así como su actualización.
b) El establecimiento de prestaciones sanitarias complementarias a las prestaciones básicas del Sistema
Nacional de Salud por parte de las comunidades autónomas.
c) El uso tutelado al que se refiere el artículo 22 de esta ley.
d) Los criterios marco que permitan garantizar un tiempo máximo de acceso a las prestaciones del Sistema
Nacional de Salud.
e) Las garantías mínimas de seguridad y calidad para la autorización de la apertura y puesta en
funcionamiento de los centros, servicios y establecimientos sanitarios.
f) Los servicios de referencia del Sistema Nacional de Salud.
g) Los criterios generales y comunes para el desarrollo de la colaboración de las oficinas de farmacia, por
medio de conciertos que garanticen a los ciudadanos la dispensación en condiciones de igualdad efectiva
en todo el territorio nacional, independientemente de su comunidad autónoma de residencia.
h) Los criterios básicos y condiciones de las convocatorias de profesionales que aseguren su movilidad en
todo el territorio del Estado.
i) La iniciativa sectorial de investigación en salud.
j) Los criterios, sistemas y medios de relación que permitan la información recíproca en el Sistema
Nacional de Salud, así como los criterios de seguridad y accesibilidad del sistema de información.
k) Los criterios para la elaboración y evaluación de las políticas de calidad elaboradas para el conjunto del
Sistema Nacional de Salud.
l) La declaración de la necesidad de realizar las actuaciones coordinadas en materia de salud pública a las
que se refiere esta ley.
m) La aprobación de los planes integrales a los que se refiere esta ley.
n) Los criterios generales sobre financiación pública de medicamentos y productos sanitarios y sus
variables. ñ) El establecimiento de criterios y mecanismos en orden a garantizar en todo momento la
suficiencia financiera del sistema y el carácter equitativo y de superación de las desigualdades que lo
definen, sin perjuicio de las competencias del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades
Autónomas.
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o) La definición de objetivos y estrategias de funcionamiento de los organismos y restantes estructuras de
apoyo dependientes del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
p) Cualquier otra función que le atribuya ésta u otras disposiciones de carácter esencial para la
configuración del Sistema Nacional de Salud. Las anteriores funciones se ejercerán sin menoscabo de las
competencias legislativas de las Cortes Generales y, en su caso, normativas de la Administración General
del Estado, así como de las competencias de desarrollo normativo, ejecutivas y organizativas de las
comunidades autónomas.

2. En relación con funciones de asesoramiento, planificación y evaluación en el Sistema Nacional de Salud:
a) La evolución de los planes autonómicos de salud y la formulación de los planes conjuntos y del Plan
integral de salud a que se refieren los artículos 71 y 74 siguientes de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General
de Sanidad.
b) La evaluación de las actividades y la formación de propuestas que permitan una planificación estratégica
del sector farmacéutico -industria, distribución y oficinas de farmacia- con el fin de que dichas actividades
se adecuen a las necesidades del Sistema Nacional de Salud y de los ciudadanos en materia de
medicamentos y prestación farmacéutica.
c) Los planes y programas sanitarios, especialmente los que se refieren a la promoción de la salud y la
prevención de la enfermedad, que impliquen a todas o a una parte de las comunidades autónomas.
d) Las líneas genéricas del programa formativo de los profesionales del Sistema Nacional de Salud, así
como los criterios básicos de acreditación de centros y servicios para la docencia de postgrado y para la
evaluación de la competencia.
e) La evaluación de las políticas de calidad implementadas en el seno del Sistema Nacional de Salud y la
evaluación de la eficacia, eficiencia y seguridad de las nuevas técnicas, tecnologías y procedimientos que
resulten relevantes para la salud y la atención sanitaria.
f) La memoria anual sobre el funcionamiento del Sistema Nacional de Salud.
g) El plan de actuaciones y los resultados que arroje la gestión de los organismos o estructuras
dependientes del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
h) En materia de asesoramiento, planificación y evaluación en el Sistema Nacional de Salud, cualquiera
otra función que le atribuya esta u otras disposiciones.

3. En relación con funciones de coordinación del Sistema Nacional de Salud:
a) El seguimiento de las acciones de coordinación a las que se refiere el artículo 5 de esta ley.
b) Los asuntos en materia de sanidad, asistencia sanitaria, productos farmacéuticos y consumo para
conformar, de manera coordinada, la voluntad del Estado en el seno de las Comunidades Europeas en estas
materias, así como coordinar la implantación en el Sistema Nacional de Salud de las medidas, decisiones y
orientaciones adoptadas en las Comunidades Europeas.
c) Los criterios para coordinar los programas de control de calidad y seguridad de los medicamentos
establecidos por el Ministerio de Sanidad y Consumo y las comunidades autónomas.
d) Los principios generales de coordinación respecto a los requisitos comunes y las condiciones para la
financiación y desarrollo de los ensayos clínicos en el Sistema Nacional de Salud.
e) Los criterios para la coordinación de la política general de recursos humanos del Sistema Nacional de
Salud.
f) Los acuerdos sanitarios internacionales por los que se colabore con otros países y organismos
internacionales en las materias a las que se refiere el artículo 39 de la Ley General de Sanidad.
g) En general, coordinar aquellos aspectos relacionados con acciones sanitarias del Sistema Nacional de
Salud que dispongan las leyes o que, de acuerdo con su naturaleza, precisen de una actuación coordinada
de las Administraciones sanitarias públicas.

4. En relación con funciones de cooperación entre el Estado y las comunidades autónomas:
a) Los acuerdos entre las distintas Administraciones sanitarias para conseguir objetivos de común interés
de todos los servicios de salud.
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b) Los criterios generales para el desarrollo de programas que integren acciones de cooperación al
desarrollo sanitario.
c) En general, todos aquellos asuntos que los miembros del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de
Salud consideren de interés general para el conocimiento y la colaboración en el seno del Consejo.

Artículo 72. Acciones sanitarias conjuntas.
Las Administraciones sanitarias, a través del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, podrán
establecer acuerdos de cooperación para llevar a cabo actuaciones sanitarias conjuntas en materia de
protección de la salud, atención sanitaria, farmacia y productos sanitarios, recursos humanos y relaciones
internacionales, entre otras. Su formalización se efectuará mediante convenios del Consejo Interterritorial del
Sistema Nacional de Salud.

Artículo 73. Régimen de Funcionamiento.
Acuerdos.
1. Para su adecuado funcionamiento, el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud aprobará su
reglamento interno.
2. Los acuerdos del Consejo se plasmarán a través de recomendaciones que se aprobarán, en su caso, por
consenso.

Artículo 74. Comisiones y grupos de trabajo.
El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud acordará la creación de cuantas comisiones y grupos
de trabajo considere necesarios para la preparación, el estudio y desarrollo de las cuestiones sometidas a su
conocimiento. La Comisión Delegada, integrada por el Secretario General de Sanidad, que lo presidirá, un
representante de cada comunidad autónoma con rango de viceconsejero o equivalente y un representante del
Ministerio de Sanidad y Consumo, que actuará de secretario. La vicepresidencia la ostentará uno de los
representantes de las comunidades autónomas, elegido por todos los representantes de este nivel de gobierno
que la integran. La Comisión Delegada ejercerá las funciones y adoptará las decisiones que el Consejo
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud le delegue y, en todo caso, actuará como órgano de apoyo y
discusión previa de cuantos asuntos hayan de ser sometidos al Consejo y como órgano de coordinación técnica
y administrativa en aquellas cuestiones que sean de su competencia. Esta comisión podrá establecer las
subcomisiones y grupos de trabajo que resulten necesarios para el adecuado ejercicio de sus funciones.

Artículo 75. Adscripción de organismos y estructuras de apoyo y cooperación al Consejo.
En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud podrán formularse las propuestas de
actuación de la Agencia de Calidad, el Observatorio y el Instituto de Información Sanitaria, con el objeto de
definir estrategias y objetivos para el conjunto del Sistema Nacional de Salud.

Real Decreto 1030/2006, cartera de servicios comunes del SNS

RD-1030-2006 · BOE-A-2006-16212 · arts. 1 a 12 — 12 incluidos

Artículo 1. Objeto de la norma.
Los objetivos de este real decreto, con el fin de garantizar la equidad y la accesibilidad a una adecuada
atención sanitaria en el Sistema Nacional de Salud, son:
1. Establecer el contenido de la cartera de servicios comunes de las prestaciones sanitarias de salud pública,
atención primaria, atención especializada, atención de urgencia, prestación farmacéutica, ortoprotésica, de
productos dietéticos y de transporte sanitario.
2. Fijar las bases del procedimiento para la actualización de la cartera de servicios comunes del Sistema
Nacional de Salud.
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Artículo 2. Cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud.
1. La cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud es el conjunto de técnicas, tecnologías o
procedimientos, entendiendo por tales cada uno de los métodos, actividades y recursos basados en el
conocimiento y experimentación científica, mediante los que se hacen efectivas las prestaciones sanitarias.
2. Son titulares de los derechos a la protección de la salud y a la atención sanitaria a través de la cartera de
servicios comunes que se establece en este real decreto, los contemplados en el artículo 3.1 de la Ley 16/2003,
de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.
3. El procedimiento para el acceso a los servicios que hacen efectivas las prestaciones será determinado por
las administraciones sanitarias en el ámbito de sus respectivas competencias.
4. Los usuarios del Sistema Nacional de Salud tendrán acceso a la cartera de servicios comunes reconocida en
este real decreto, siempre que exista una indicación clínica y sanitaria para ello, en condiciones de igualdad
efectiva, al margen de que se disponga o no de una técnica, tecnología o procedimiento en el ámbito
geográfico en el que residan. Los servicios de salud que no puedan ofrecer alguna de las técnicas, tecnologías o
procedimientos contemplados en esta cartera en su ámbito geográfico establecerán los mecanismos
necesarios de canalización y remisión de los usuarios que lo precisen al centro o servicio donde les pueda ser
facilitado, en coordinación con el servicio de salud que lo proporcione.
5. El acceso a las prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de Salud, detalladas en la cartera de servicios
comunes que se establece en este real decreto, se garantizará con independencia del lugar del territorio
nacional en el que se encuentren en cada momento los usuarios del sistema, atendiendo especialmente a las
singularidades de los territorios insulares y de las Ciudades de Ceuta y Melilla.
6. Las prestaciones, cuya cartera de servicios se establece en los anexos I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII, se
financiarán por las comunidades autónomas de conformidad con los acuerdos de transferencias y el sistema
de financiación autonómica vigente, sin perjuicio de la existencia de un tercero obligado al pago. Las
comunidades autónomas deberán destinar a la financiación de dichas prestaciones, como mínimo, las
cantidades previstas en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y
administrativas del nuevo sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y
ciudades con Estatuto de Autonomía, sin perjuicio de que aquellas cuya provisión sea competencia exclusiva
del Estado sigan siendo financiadas con cargo a los presupuestos del Estado.
7. Conforme a lo señalado en el artículo 83 de la Ley General de Sanidad, en la disposición adicional 22 del
texto refundido de la Ley General de Seguridad Social, aprobado por Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de
junio, y demás disposiciones que resulten de aplicación, los servicios de salud reclamarán a los terceros
obligados al pago el importe de las atenciones o prestaciones sanitarias facilitadas directamente a las
personas, de acuerdo con lo especificado en el anexo IX. Procederá asimismo la reclamación del importe de
los servicios a los usuarios sin derecho a la asistencia de los servicios de salud, admitidos como pacientes
privados, conforme a lo establecido en el artículo 16 de la Ley General de Sanidad.

Artículo 3. Características de la cartera de servicios comunes.
1. Los servicios contenidos en esta cartera tienen la consideración de básicos y comunes, entendiendo por
tales los necesarios para llevar a cabo una atención sanitaria adecuada, integral y continuada a todos los
usuarios del Sistema Nacional de Salud.
2. La cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud debe garantizar la atención integral y la
continuidad de la asistencia prestada a los usuarios, independientemente del nivel asistencial en el que se les
atienda en cada momento.

Artículo 4. Personal y centros autorizados.
1. Las prestaciones sanitarias, detalladas en la cartera de servicios comunes que se establece en este real
decreto, deberán ser realizadas, conforme a las normas de organización, funcionamiento y régimen de los
servicios de salud, por los profesionales sanitarios titulados, regulados por la Ley 44/2003, de 21 de noviembre,
de ordenación de las profesiones sanitarias. Todo ello sin menoscabo de la colaboración de otros profesionales
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en el ámbito de sus respectivas competencias.
2. De acuerdo con lo indicado en el artículo 5 de la mencionada ley, los profesionales tienen el deber de hacer
un uso racional de los recursos diagnósticos y terapéuticos a su cargo, evitando su inadecuada utilización.
Asimismo, los profesionales tienen el deber de respetar la personalidad, dignidad e intimidad de las personas
a su cuidado y su participación en las decisiones que les afecten. En todo caso, deben ofrecer una información
suficiente y adecuada para que aquéllas puedan ejercer su derecho al consentimiento sobre dichas decisiones,
de acuerdo con lo regulado por la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del
paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica, y respetando la Ley
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal.
3. La cartera de servicios comunes únicamente se facilitará por centros, establecimientos y servicios del
Sistema Nacional de Salud, propios o concertados, salvo en situaciones de riesgo vital, cuando se justifique que
no pudieron ser utilizados los medios de aquél. En esos casos de asistencia sanitaria urgente, inmediata y de
carácter vital que hayan sido atendidos fuera del Sistema Nacional de Salud, se reembolsarán los gastos de la
misma, una vez comprobado que no se pudieron utilizar oportunamente los servicios de aquél y que no
constituye una utilización desviada o abusiva de esta excepción. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los
convenios internacionales en los que España sea parte o en normas de derecho interno reguladoras de la
prestación de asistencia sanitaria en supuestos de prestación de servicios en el extranjero.
4. Los centros, establecimientos y servicios a que hace referencia el apartado anterior estarán debidamente
autorizados conforme a lo establecido en el Real Decreto 1277/2003, de 10 de octubre, por el que se establecen
las bases generales sobre autorización de centros, servicios y establecimientos sanitarios, la normativa
autonómica vigente y, en su caso, la normativa específica que regule su actividad.

Artículo 5. Criterios y requisitos.
1. Para la definición, detalle y actualización de la cartera de servicios comunes se tendrá en cuenta la
seguridad, eficacia, eficiencia, efectividad y utilidad terapéuticas de las técnicas, tecnologías y procedimientos,
así como las ventajas y alternativas asistenciales, el cuidado de grupos menos protegidos o de riesgo y las
necesidades sociales, y su impacto económico y organizativo, basándose en los criterios y requisitos
establecidos en los apartados siguientes.
2. Previamente a su inclusión en la cartera, las técnicas, tecnologías o procedimientos que para su realización
precisen utilizar un medicamento, producto sanitario, producto dietético u otro tipo de producto, resulta
imprescindible que:

a) Los medicamentos estén autorizados para su comercialización de acuerdo con la legislación vigente, y se
utilicen conforme a las especificaciones de su ficha técnica autorizada.
b) Los productos sanitarios, incluidos los implantes y los reactivos para diagnóstico «in vitro», cuenten con
el marcado CE para la indicación de que se trate, así como los restantes requisitos que establece el Real
Decreto 414/1996, de 1 de marzo, por el que se regulan los productos sanitarios, y demás normativa de
aplicación.
c) Los productos dietéticos hayan recibido resolución favorable de la autoridad competente como
alimentos dietéticos destinados a usos médicos especiales, de acuerdo con lo establecido en el apartado 4
del artículo 10 del Real Decreto 2685/1976, de 16 de octubre, por el que se aprueba la Reglamentación
Técnico-Sanitaria para la Elaboración, Circulación y Comercio de Preparados Alimenticios para Regímenes
Dietéticos y/o Especiales.
d) Otros productos sometidos a regulación específica cumplan la respectiva normativa vigente que les sea
de aplicación.

3. Para ser incluidos como parte de la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, las
técnicas, tecnologías o procedimientos deberán reunir todos los requisitos siguientes:

a) Contribuir de forma eficaz a la prevención, al diagnóstico o al tratamiento de enfermedades, a la
conservación o mejora de la esperanza de vida, al autovalimiento o a la eliminación o disminución del
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dolor y el sufrimiento.
b) Aportar una mejora, en términos de seguridad, eficacia, efectividad, eficiencia o utilidad demostrada,
respecto a otras alternativas facilitadas actualmente.
c) Cumplir las exigencias que establezca la legislación vigente en el caso de que incluyan la utilización de
medicamentos, productos sanitarios u otros productos.

4. No se incluirán en la cartera de servicios comunes:
a) Aquellas técnicas, tecnologías o procedimientos:

1.º Cuya contribución eficaz a la prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación o curación de las
enfermedades, conservación o mejora de la esperanza de vida, autonomía y eliminación o disminución
del dolor y el sufrimiento no esté suficientemente probada.
2.º Que se encuentren en fase de investigación clínica, salvo los autorizados para uso compasivo.
3.º Que no guarden relación con enfermedad, accidente o malformación congénita.
4.º Que tengan como finalidad meras actividades de ocio, descanso, confort, deporte o mejora estética o
cosmética, uso de aguas, balnearios o centros residenciales u otras similares.

b) La realización de reconocimientos y exámenes o pruebas biológicas voluntariamente solicitadas o
realizadas por interés de terceros.

5. La exclusión de una técnica, tecnología o procedimiento incluido en la cartera de servicios comunes se
llevará a cabo cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) Evidenciarse su falta de eficacia, efectividad o eficiencia, o que el balance entre beneficio y riesgo sea
significativamente desfavorable.
b) Haber perdido su interés sanitario como consecuencia del desarrollo tecnológico y científico o no haber
demostrado su utilidad sanitaria.
c) Dejar de cumplir los requisitos establecidos por la legislación vigente.

Se modifica el apartado 2.c) por la disposición final 4.1 del Real Decreto 682/2014, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2014-8940 .

Artículo 6. Contenido de la cartera de servicios comunes.
El contenido de la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud correspondiente a las
prestaciones de salud pública, atención primaria, atención especializada, atención de urgencia, prestación
farmacéutica, prestación ortoprotésica, de productos dietéticos y de transporte sanitario se recoge,
respectivamente, en los anexos I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII. Por orden del Ministerio de Sanidad y Consumo,
previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, podrá concretarse y detallarse el
contenido de los diferentes apartados de la cartera de servicios comunes recogidos en estos anexos.

Artículo 7. Actualización de la cartera de servicios comunes.
1. La cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, contenida en los anexos a este real decreto,
se actualizará mediante orden del Ministerio de Sanidad y Consumo, previo acuerdo del Consejo
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
2. Para incorporar nuevas técnicas, tecnologías o procedimientos a la cartera de servicios comunes o excluir
los ya existentes, será necesaria su evaluación por el Ministerio de Sanidad y Consumo a través de la agencia
de evaluación de tecnologías sanitarias del Instituto de Salud Carlos III en colaboración con otros órganos
evaluadores propuestos por las comunidades autónomas.
3. El procedimiento de evaluación para la actualización de la cartera de servicios comunes, se aplicará a las
técnicas, tecnologías o procedimientos relevantes, que son aquellos que reúnen, al menos, una de las
siguientes características:

a) Representar una aportación sustancialmente novedosa a la prevención, al diagnóstico, a la terapéutica, a
la rehabilitación, a la mejora de la esperanza de vida o a la eliminación del dolor y el sufrimiento.
b) Ser nuevas indicaciones de equipos o productos ya existentes.
c) Requerir para su aplicación nuevos equipos específicos.
d) Modificar de modo significativo las formas o sistemas organizativos de atención a los pacientes.
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e) Afectar a amplios sectores de población o a grupos de riesgo.
f) Suponer un impacto económico significativo en el Sistema Nacional de Salud.
g) Suponer un riesgo para los usuarios o profesionales sanitarios o el medio ambiente.

4. No se aplicará el régimen de actualización previsto en esta norma a la prestación farmacéutica, que se regirá
por su propia normativa, y con los cauces de participación de las comunidades autónomas que en ella se
establezcan. Tampoco se aplicará a las técnicas, tecnologías o procedimientos que supongan un cambio menor
de otros ya existentes o incorporen dispositivos o productos con modificaciones técnicas menores, salvo en el
caso de que reúnan alguna de las características señaladas en el apartado anterior.
5. Para llevar a cabo la actualización se deberá utilizar el procedimiento de evaluación más adecuado en cada
caso que permita conocer el coste, la eficacia, la eficiencia, la efectividad, la seguridad y la utilidad sanitaria de
una técnica, tecnología o procedimiento, como informes de evaluación, criterio de expertos, registros
evaluativos, usos tutelados u otros. Teniendo en cuenta las evidencias científicas y las repercusiones bioéticas
y sociales, el Ministerio de Sanidad y Consumo, de acuerdo con el procedimiento contemplado en el artículo 8,
podrá limitar la incorporación de la técnica, tecnología o procedimiento a la cartera de servicios comunes
para indicaciones concretas.

Artículo 8. Procedimiento de actualización de la cartera de servicios comunes.
1. Las propuestas de actualización se harán por iniciativa de las administraciones sanitarias de las
comunidades autónomas o del propio Ministerio de Sanidad y Consumo, a través del Consejo Interterritorial
del Sistema Nacional de Salud.
2. El régimen para la tramitación de los expedientes para la actualización de la cartera de servicios comunes y
los criterios para la selección y priorización de las técnicas, tecnologías y procedimientos se establecerán por
orden ministerial, previo informe del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
3. La propuesta de inclusión de una nueva técnica, tecnología o procedimiento en la cartera de servicios
comunes del Sistema Nacional de Salud se acompañará de una memoria técnica que recoja los resultados de la
evaluación prevista en el artículo 7.2, las repercusiones bioéticas y sociales y una memoria económica que
contenga la valoración del impacto positivo o negativo que pueda suponer. Si de acuerdo con las estimaciones
económicas que se realicen, la introducción de una nueva técnica, tecnología o procedimiento pudiera
determinar un incremento del gasto con implicaciones presupuestarias significativas para el Sistema Nacional
de Salud, se analizará por la Comisión interministerial para el estudio de los asuntos con trascendencia
presupuestaria para el equilibrio financiero del Sistema Nacional de Salud o implicaciones económicas
significativas, creada en el Real Decreto 434/2004, de 12 de marzo, que emitirá el preceptivo informe que será
presentado al Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. Por su parte, el Ministerio de Economía y
Hacienda trasladará este informe al Consejo de Política Fiscal y Financiera, el cual propondrá, en su caso, las
medidas necesarias para garantizar el equilibrio financiero del Sistema Nacional de Salud.
4. Finalizada la tramitación de los expedientes, se elevarán éstos a la Comisión de prestaciones, aseguramiento
y financiación, contemplada en el artículo 9, la cual acordará la propuesta que corresponda sobre la inclusión
o exclusión de la técnica, tecnología o procedimiento de que se trate.
5. La aprobación definitiva de las propuestas que se formulen por dicha Comisión, corresponderá al Ministerio
de Sanidad y Consumo, previo acuerdo del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
6. La sistemática para la exclusión de una técnica, tecnología o procedimiento de la cartera de servicios
comunes, cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 5.5, será la misma que la
seguida para las inclusiones. Cuando existan indicios de que una técnica, tecnología o procedimiento tiene un
balance entre beneficio y riesgo significativamente desfavorable, el Ministerio de Sanidad y Consumo
procederá a su exclusión cautelar, poniéndolo en conocimiento de las comunidades autónomas de forma
inmediata e informando de ello a la Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación, para que
adopten las medidas necesarias. Simultáneamente, se iniciará la tramitación del expediente que permita
ratificar la exclusión cautelar o proponer medidas sobre su utilización o sobre el seguimiento de los pacientes.
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En el caso de que lleve aparejada la utilización de un medicamento, producto sanitario u otro tipo de producto
sometido a regulación específica, se le aplicará el mecanismo de vigilancia y control de los incidentes que
pudieran dar lugar a un riesgo para la salud de los pacientes que establezca la normativa que lo regule.
7. El Ministerio de Sanidad y Consumo pondrá a disposición de las comunidades autónomas y de las agencias
evaluadoras del Sistema Nacional de Salud, un sistema de seguimiento informatizado de solicitudes de
actualización de técnicas, tecnologías o procedimientos, en el que se recogerá la situación y las decisiones
adoptadas sobre cada una de las solicitudes, incluyendo las peticiones de evaluación a las agencias u otros
órganos evaluadores y demás incidencias de su tramitación. El Ministerio de Sanidad y Consumo mantendrá
permanentemente actualizada la información de este sistema de seguimiento sobre las técnicas, tecnologías o
procedimientos en fase de evaluación y sobre aquéllos que no se ha considerado adecuado incluir, por no
reunir los requisitos exigidos en el artículo 5.2 y 5.3.

Artículo 9. Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación.
1. La participación de las comunidades autónomas y de otras administraciones sanitarias públicas en la
definición y actualización de las prestaciones y la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud
se articulará a través de la Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación, dependiente del Consejo
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, así como de los comités y grupos de trabajo de ella
dependientes.
2. La Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación estará presidida por el Director General de
Cohesión del Sistema Nacional de Salud y Alta Inspección, como órgano responsable de la elaboración y
evaluación de la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud. Se integrarán en ella, como
vocales, un representante de cada una de las comunidades autónomas, de cada una de las mutualidades de
funcionarios (MUFACE, MUGEJU e ISFAS), del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, de la Subdirección
General de Análisis Económico y Fondo de Cohesión, del Instituto de Salud Carlos III, de la Dirección General
de Salud Pública, de la Dirección General de Farmacia y Productos Sanitarios y de la Agencia de Calidad del
Sistema Nacional de Salud. Para cada una de las vocalías será designado un titular y un suplente. La Comisión
de prestaciones, aseguramiento y financiación podrá incorporar a sus deliberaciones, con voz pero sin voto, a
los expertos en cada una de las materias, que se consideren oportunos, en concepto de asesores, o promover,
previo a sus decisiones, el consenso profesional a través de grupos de trabajo que convoque a tal efecto en
supuestos o circunstancias específicas. Para garantizar el desarrollo de las tareas encomendadas a esta
Comisión, se establece una secretaría que será ejercida por el titular de la subdirección general del Ministerio
de Sanidad y Consumo responsable de la cartera de servicios.
3. La Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación asumirá las siguientes tareas:

a) El estudio y elevación de las correspondientes propuestas al Consejo Interterritorial del Sistema
Nacional de Salud sobre las cuestiones que expresamente se le encomienden, relacionadas con el
aseguramiento, la ordenación de prestaciones y su financiación.
b) La valoración de las repercusiones de una técnica, tecnología o procedimiento sobre la salud de la
población, sobre la organización del sistema sanitario, de las repercusiones éticas, legales y sociales y su
impacto económico, de modo que permita realizar las propuestas sobre su posible inclusión en la cartera
de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, en la forma establecida en el artículo 8.3.
c) La tramitación de las propuestas sobre actualización de la cartera de servicios comunes del Sistema
Nacional de Salud, así como aquellas otras que en este real decreto se le atribuyen en la tramitación de los
expedientes de actualización de dicha cartera.
d) El establecimiento, en su caso, de plazos máximos para cada uno de los trámites de los expedientes de
actualización, que se reflejarán en la orden que regule el procedimiento de actualización prevista en el
artículo 7.1.
e) El establecimiento de los requisitos de calidad metodológica y el contenido de los informes de
evaluación y los de repercusión económica.
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f) La regulación del acceso a la información del sistema de seguimiento informatizado de solicitudes de
actualización indicado en el artículo 8.7.
g) La elaboración, aprobación y modificación del reglamento de régimen interior de funcionamiento de la
Comisión.
h) La realización de las propuestas de uso tutelado, a iniciativa del Ministerio de Sanidad y Política Social o
de alguna de las comunidades autónomas.

4. El Ministerio de Sanidad y Consumo, a través de la Dirección General de Cohesión del Sistema Nacional de
Salud y Alta Inspección, pondrá a disposición de la Comisión de prestaciones, aseguramiento y financiación
los medios necesarios para garantizar un desarrollo satisfactorio del régimen establecido en esta norma.
5. La Comisión de Seguimiento del Fondo de cohesión sanitaria, creada por el Real Decreto 1247/2002, de 3 de
diciembre, por el que se regula la gestión del Fondo de cohesión sanitaria, informará de sus actividades
relacionadas con la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud a esta Comisión. Por su parte,
el Comité Asesor para la Prestación Ortoprotésica, creado por la Orden de 18 de enero de 1996, y el Comité
Asesor para Prestaciones con Productos Dietéticos, creado mediante la Orden de 2 de junio de 1998, elevarán
sus propuestas al Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud a través de esta Comisión.
Se añade el apartado 3 h) por la disposición final 2 del Real Decreto 207/2010, de 26 de febrero. Ref. BOE-A-2010-4399 Redactado el apartado 3 f)
conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 251, de 20 de octubre de 2006. Ref. BOE-A-2006-18278

Artículo 10. Servicios de información a los usuarios del Sistema Nacional de Salud.
1. Las personas que reciban las prestaciones cuya cartera de servicios comunes se establece en esta norma,
tendrán derecho a la información y documentación sanitaria y asistencial, de acuerdo con la Ley 41/2002, de
14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de
información y documentación clínica, y la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de
carácter personal.
2. Asimismo, los usuarios del Sistema Nacional de Salud tendrán derecho a:

a) La información y, en su caso, tramitación de los procedimientos administrativos necesarios para
garantizar la continuidad de la atención sanitaria.
b) La expedición de los partes de baja, confirmación, alta y demás informes o documentos clínicos para la
valoración de la incapacidad u otros efectos.
c) La documentación o certificación médica de nacimiento, defunción y demás extremos para el Registro
Civil.

Artículo 11. Cartera de servicios complementaria de las comunidades autónomas.
1. Las comunidades autónomas, en el ámbito de sus competencias, podrán aprobar sus respectivas carteras de
servicios, que incluirán, cuando menos, la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, la cual
debe garantizarse a todos los usuarios del mismo.
2. Las comunidades autónomas podrán incorporar en sus carteras de servicios, una técnica, tecnología o
procedimiento no contemplado en la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, para lo cual
establecerán los recursos adicionales necesarios. En todo caso, estos servicios complementarios, que deberán
reunir los mismos requisitos establecidos en el artículo 5, no estarán incluidos en la financiación general de
las prestaciones del Sistema Nacional de Salud.
3. El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud conocerá, debatirá y, en su caso, emitirá
recomendaciones, sobre el establecimiento por parte de las comunidades autónomas de prestaciones
sanitarias complementarias a las prestaciones comunes del Sistema Nacional de Salud, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 71.1.b) de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional
de Salud.
4. Las comunidades autónomas pondrán en conocimiento del Ministerio de Sanidad y Consumo los servicios
complementarios no contemplados en la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud que
hubieran sido incorporados a la cartera de servicios específicos de la comunidad autónoma, que se recogerán
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en el sistema de información contemplado en el artículo 12.

Artículo 12. Sistema de información sobre cartera de servicios.
En el Ministerio de Sanidad y Consumo existirá un sistema de información de cartera de servicios en el que se
recogerá el contenido de la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud, así como el de las
diferentes carteras complementarias de las comunidades autónomas y de las mutualidades de funcionarios, al
que podrán tener acceso los servicios de salud, las mutualidades, los profesionales y los usuarios. Todo ello sin
perjuicio de que los servicios de salud informen a los usuarios de sus derechos y deberes, de las prestaciones y
servicios del Sistema Nacional de Salud y de los requisitos necesarios para su uso.

PONTE A PRUEBA

4 preguntas del Tema 2

1. La base de datos de población protegida del Sistema Nacional de Salud será mantenida por:

A) La Administración General del Estado

B) Las Administraciones sanitarias emisoras de la tarjeta sanitaria individual

C) La Agencia Española de Protección de Datos

D) Cada centro de salud

2. Cuál de estos derechos se recoge en el artículo 4 de la Ley 16/2003, de cohesión y calidad del Sistema 
Nacional de Salud:

A) Los ciudadanos tendrán derecho a la tutela de la salud pública a través de medidas preventivas y de las 
prestaciones y servicios necesarios

B) Al reconocimiento del derecho a la protección de la salud

C) Los ciudadanos tendrán derecho a disponer de una segunda opinión facultativa sobre su proceso, en los 
términos previstos en el artículo 28.1

D) Las respuestas a y c, son correctas

3. Todas las tarjetas sanitarias incorporarán una serie de datos básicos en su anverso, entre ellos se 
encuentran:

A) Nombre y apellidos del titular de la tarjeta, e Identidad institucional de la comunidad autónoma o entidad 
que la emite

B) Código de identificación personal único del Sistema Nacional de Salud (CIP-SNS), y el código de identificación 
personal asignado por la administración sanitaria emisora de la tarjeta (CIP-AUT)

C) Derecho en relación con la prestación farmacéutica

D) Las respuestas A y B son correctas

4. De acuerdo con la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, la 
presidencia del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud la ostentará actualmente:

A) Uno de los Consejeros competentes en materia de sanidad de las comunidades autónomas, elegido por todos 
los Consejeros que lo integran.

B) El Ministro de Sanidad.

C) Un funcionario propuesto por el Ministro de Sanidad y ratificado por el Consejo.

D) Uno de los Consejeros competentes en materia de sanidad de las comunidades autónomas, propuesto por el 
Ministro de Sanidad y ratificado por el Consejo.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 D · 4 B
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Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

Las profesiones sanitarias: Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de 
Ordenación de las Profesiones Sanitarias: título preliminar «Normas 

generales», título I «Del ejercicio de las profesiones sanitarias», título 
II «De la formación de los profesionales sanitarios» y título III «Del 

desarrollo profesional y su reconocimiento».

Ley 44/2003 de ordenación de las profesiones sanitarias

LOPS · BOE-A-2003-21340 · arts. 1 a 39 — 39 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Normas generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.
Esta ley regula los aspectos básicos de las profesiones sanitarias tituladas en lo que se refiere a su ejercicio por
cuenta propia o ajena, a la estructura general de la formación de los profesionales, al desarrollo profesional de
éstos y a su participación en la planificación y ordenación de las profesiones sanitarias. Asimismo, establece
los registros de profesionales que permitan hacer efectivo los derechos de los ciudadanos respecto a las
prestaciones sanitarias y la adecuada planificación de los recursos humanos del sistema de salud. Las
disposiciones de esta ley son aplicables tanto si la profesión se ejerce en los servicios sanitarios públicos como
en el ámbito de la sanidad privada.

Artículo 2. Profesiones sanitarias tituladas.
1. De conformidad con el artículo 36 de la Constitución, y a los efectos de esta ley, son profesiones sanitarias,
tituladas y reguladas, aquellas cuya formación pregraduada o especializada se dirige específica y
fundamentalmente a dotar a los interesados de los conocimientos, habilidades y actitudes propias de la
atención de salud, y que están organizadas en colegios profesionales oficialmente reconocidos por los poderes
públicos, de acuerdo con lo previsto en la normativa específicamente aplicable.
2. Las profesiones sanitarias se estructuran en los siguientes grupos:

a) De nivel Licenciado: las profesiones para cuyo ejercicio habilitan los títulos de Licenciado en Medicina,
en Farmacia, en Odontología y en Veterinaria y los títulos oficiales de especialista en Ciencias de la Salud
para Licenciados a que se refiere el título II de esta ley.
b) De nivel Diplomado: las profesiones para cuyo ejercicio habilitan los títulos de Diplomado en
Enfermería, en Fisioterapia, en Terapia Ocupacional, en Podología, en Óptica y Optometría, en Logopedia y
en Nutrición Humana y Dietética y los títulos oficiales de especialista en Ciencias de la Salud para tales
Diplomados a que se refiere el título II de esta ley.

3. Cuando así resulte necesario, por las características de la actividad, para mejorar la eficacia de los servicios
sanitarios o para adecuar la estructura preventiva o asistencial al progreso científico y tecnológico, se podrá
declarar formalmente el carácter de profesión sanitaria, titulada y regulada, de una determinada actividad no
prevista en el apartado anterior, mediante norma con rango de ley. Conforme a lo establecido en la Ley
10/1986, de 17 de marzo, sobre odontólogos y otros profesionales relacionados con la salud dental, tienen
carácter de profesión sanitaria la de protésico dental y la de higienista dental.
4. En las normas a que se refiere el apartado 3, se establecerán los procedimientos para que el Ministerio de
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Sanidad y Consumo expida, cuando ello resulte necesario, una certificación acreditativa que habilite para el
ejercicio profesional de los interesados.

Artículo 3. Profesionales del área sanitaria de formación profesional.
1. De conformidad con el artículo 35.1 de la Constitución, son profesionales del área sanitaria de formación
profesional quienes ostentan los títulos de formación profesional de la familia profesional sanidad, o los
títulos o certificados equivalentes a los mismos.
2. Los profesionales del área sanitaria de formación profesional se estructuran en los siguientes grupos:

a) De grado superior: quienes ostentan los títulos de Técnico Superior en Anatomía Patológica y Citología,
en Dietética, en Documentación Sanitaria, en Higiene Bucodental, en Imagen para el Diagnóstico, en
Laboratorio de Diagnóstico Clínico, en Ortoprotésica, en Prótesis Dentales, en Radioterapia, en Salud
Ambiental y en Audioprótesis.
b) De grado medio: quienes ostentan los títulos de Técnico en Cuidados Auxiliares de Enfermería y en
Farmacia.

3. Tendrán, asimismo, la consideración de profesionales del área sanitaria de formación profesional los que
estén en posesión de los títulos de formación profesional que, en la familia profesional sanidad, establezca la
Administración General del Estado conforme a lo previsto en el artículo 10.1 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19
de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.
4. Los técnicos superiores y técnicos a los que se refiere este artículo ejercerán su actividad profesional
sanitaria de acuerdo con las normas reguladoras de la formación profesional, de sus distintos niveles
formativos y de su concreta titulación, en el marco del respeto a la competencia profesional, responsabilidad y
autonomía propias de las profesiones sanitarias contempladas en los artículos 6 y 7 de esta ley.
5. Las Administraciones sanitarias establecerán, en los casos en que resulte procedente, los modelos para la
integración e incorporación de los técnicos superiores y técnicos a que se refiere este artículo y de sus
actividades profesionales sanitarias a los centros y establecimientos dependientes o adscritos a tales
Administraciones, y regularán los sistemas de formación continuada y de desarrollo de éstos.

TÍTULO I Del ejercicio de las profesiones sanitarias

Artículo 4. Principios generales.
1. De acuerdo con lo establecido en los artículos 35 y 36 de la Constitución, se reconoce el derecho al libre
ejercicio de las profesiones sanitarias, con los requisitos previstos en esta ley y en las demás normas legales
que resulten aplicables.
2. El ejercicio de una profesión sanitaria, por cuenta propia o ajena, requerirá la posesión del correspondiente
título oficial que habilite expresamente para ello o, en su caso, de la certificación prevista en el artículo 2.4, y
se atendrá, en su caso, a lo previsto en ésta, en las demás leyes aplicables y en las normas reguladoras de los
colegios profesionales.
3. Los profesionales sanitarios desarrollan, entre otras, funciones en los ámbitos asistencial, investigador,
docente, de gestión clínica, de prevención y de información y educación sanitarias.
4. Corresponde a todas las profesiones sanitarias participar activamente en proyectos que puedan beneficiar la
salud y el bienestar de las personas en situaciones de salud y enfermedad, especialmente en el campo de la
prevención de enfermedades, de la educación sanitaria, de la investigación y del intercambio de información
con otros profesionales y con las autoridades sanitarias, para mejor garantía de dichas finalidades.
5. Los profesionales tendrán como guía de su actuación el servicio a la sociedad, el interés y salud del
ciudadano a quien se le presta el servicio, el cumplimiento riguroso de las obligaciones deontológicas,
determinadas por las propias profesiones conforme a la legislación vigente, y de los criterios de normo-praxis
o, en su caso, los usos generales propios de su profesión.
6. Los profesionales sanitarios realizarán a lo largo de su vida profesional una formación continuada, y
acreditarán regularmente su competencia profesional.
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7. El ejercicio de las profesiones sanitarias se llevará a cabo con plena autonomía técnica y científica, sin más
limitaciones que las establecidas en esta ley y por los demás principios y valores contenidos en el
ordenamiento jurídico y deontológico, y de acuerdo con los siguientes principios:

a) Existirá formalización escrita de su trabajo reflejada en una historia clínica que deberá ser común para
cada centro y única para cada paciente atendido en él. La historia clínica tenderá a ser soportada en
medios electrónicos y a ser compartida entre profesionales, centros y niveles asistenciales.
b) Se tenderá a la unificación de los criterios de actuación, que estarán basados en la evidencia científica y
en los medios disponibles y soportados en guías y protocolos de práctica clínica y asistencial. Los
protocolos deberán ser utilizados de forma orientativa, como guía de decisión para todos los profesionales
de un equipo, y serán regularmente actualizados con la participación de aquellos que los deben aplicar.
c) La eficacia organizativa de los servicios, secciones y equipos, o unidades asistenciales equivalentes sea
cual sea su denominación, requerirá la existencia escrita de normas de funcionamiento interno y la
definición de objetivos y funciones tanto generales como específicas para cada miembro del mismo, así
como la cumplimentación por parte de los profesionales de la documentación asistencial, informativa o
estadística que determine el centro.
d) La continuidad asistencial de los pacientes, tanto la de aquellos que sean atendidos por distintos
profesionales y especialistas dentro del mismo centro como la de quienes lo sean en diferentes niveles,
requerirá en cada ámbito asistencial la existencia de procedimientos, protocolos de elaboración conjunta e
indicadores para asegurar esta finalidad.
e) La progresiva consideración de la interdisciplinariedad y multidisciplinariedad de los equipos
profesionales en la atención sanitaria.

8. Para el ejercicio de una profesión sanitaria será necesario cumplir las obligaciones y requisitos previstos en
el ordenamiento jurídico vigente. En todo caso, para ejercer una profesión sanitaria, serán requisitos
imprescindibles:

a) Estar colegiado, cuando una ley estatal establezca esta obligación para el ejercicio de una profesión
titulada o algunas actividades propias de ésta.
b) No encontrarse inhabilitado o suspendido para el ejercicio profesional por sentencia judicial firme,
durante el periodo de tiempo que fije ésta.
c) No encontrarse suspendido o inhabilitado para el ejercicio profesional por resolución sancionadora
impuesta por un colegio profesional sanitario, cuando una ley estatal establezca para este ejercicio la
obligación de estar colegiado, durante el periodo de tiempo que fije ésta.
d) No encontrarse suspendido o inhabilitado para el ejercicio profesional, o separado del servicio, por
resolución administrativa sancionadora firme, durante el periodo de tiempo que fije ésta, cuando se ejerza
la profesión en el ámbito de la asistencia sanitaria pública.
e) Tener suscrito y vigente un seguro de responsabilidad, un aval u otra garantía financiera, sean de
protección personal o colectiva, que cubra las indemnizaciones que se puedan derivar de la
responsabilidad profesional por un eventual daño a las personas causado con ocasión de la prestación de
tal asistencia o servicios cuando se ejerza la profesión en el ámbito de la asistencia sanitaria privada.

9. Con la finalidad de facilitar la observancia de los requisitos previstos en el apartado anterior, se establecen
las siguientes obligaciones de cesión de datos, para las que no será necesario el consentimiento del titular de
los datos de carácter personal:

a) Los juzgados y tribunales deberán remitir aquellos datos necesarios referentes a las sentencias firmes de
inhabilitación o suspensión para el ejercicio profesional al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e
Igualdad en la forma que reglamentariamente se establezca.
b) Las administraciones públicas con competencias sancionadoras sobre los profesionales sanitarios
empleados por ellas deberán remitir las resoluciones sancionadoras que afecten a la situación de
suspensión o habilitación de éstos.
c) Las corporaciones colegiales deberán remitir al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad
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copia de las resoluciones sancionadoras que suspendan o inhabiliten para el ejercicio profesional
impuestas por ellos, cuando una ley estatal establezca para este ejercicio la obligación de estar colegiado.
d) El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad comunicará a las entidades mencionadas en los
apartados b) y c) anteriores las resoluciones sancionadoras que reciba. Para ello, establecerá mecanismos
de cooperación y sistemas de comunicación e intercambio de la información a través del Registro Estatal
de Profesionales Sanitarios, creado por la disposición adicional décima de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de
cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.

10. El órgano encargado del Registro Estatal de Profesionales Sanitarios podrá consultar los datos de carácter
personal de los profesionales sanitarios contenidos en los archivos y ficheros del Documento Nacional de
Identidad (DNI) y del Número de Identidad del Extranjero (NIE) competencia del Ministerio del Interior, para
contrastar la veracidad de la información que consta en el registro. Para esta consulta no será necesario el
consentimiento del titular de los datos de carácter personal. El órgano encargado de los registros integrados en
el Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a la Administración de Justicia, informará al órgano del
Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad encargado del Registro Estatal de Profesionales Sanitarios,
a solicitud de éste, de los datos necesarios referentes a las sentencias de inhabilitación o suspensión para el
ejercicio profesional contenidas en las inscripciones de estos registros integrados, siempre que no se trate de
información reservada a Jueces y Tribunales, en la forma que reglamentariamente se establezca. Para la
cesión de estos datos no será necesario el consentimiento del titular de los datos de carácter personal. Se
añaden los apartados 8, 9 y 10 por la disposición final 6.1, 6.2 y 6.3 de la Ley 3/2014, de 27 de marzo. Ref. BOE-
A-2014-3329 .

Artículo 5. Principios generales de la relación entre los profesionales sanitarios y las personas atendidas 
por ellos.
1. La relación entre los profesionales sanitarios y de las personas atendidas por ellos, se rige por los siguientes
principios generales:

a) Los profesionales tienen el deber de prestar una atención sanitaria técnica y profesional adecuada a las
necesidades de salud de las personas que atienden, de acuerdo con el estado de desarrollo de los
conocimientos científicos de cada momento y con los niveles de calidad y seguridad que se establecen en
esta ley y el resto de normas legales y deontológicas aplicables.
b) Los profesionales tienen el deber de hacer un uso racional de los recursos diagnósticos y terapéuticos a
su cargo, tomando en consideración, entre otros, los costes de sus decisiones, y evitando la
sobreutilización, la infrautilización y la inadecuada utilización de los mismos.
c) Los profesionales tienen el deber de respetar la personalidad, dignidad e intimidad de las personas a su
cuidado y deben respetar la participación de los mismos en las tomas de decisiones que les afecten. En
todo caso, deben ofrecer una información suficiente y adecuada para que aquéllos puedan ejercer su
derecho al consentimiento sobre dichas decisiones.
d) Los pacientes tienen derecho a la libre elección del médico que debe atenderles. Tanto si el ejercicio
profesional se desarrolla en el sistema público como en el ámbito privado por cuenta ajena, este derecho se
ejercitará de acuerdo con una normativa explícita que debe ser públicamente conocida y accesible. En esta
situación el profesional puede ejercer el derecho de renunciar a prestar atenciones sanitarias a dicha
persona sólo si ello no conlleva desatención. En el ejercicio en el sistema público o privado, dicha renuncia
se ejercerá de acuerdo con procedimientos regulares, establecidos y explícitos, y de ella deberá quedar
constancia formal.
e) Los profesionales y los responsables de los centros sanitarios facilitarán a sus pacientes el ejercicio del
derecho a conocer el nombre, la titulación y la especialidad de los profesionales sanitarios que les
atienden, así como a conocer la categoría y función de éstos, si así estuvieran definidas en su centro o
institución.
f) Los pacientes tienen derecho a recibir información de acuerdo con lo establecido en la Ley 41/2002, de
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14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de los derechos y obligaciones en
materia de información y documentación clínica.

2. Para garantizar de forma efectiva y facilitar el ejercicio de los derechos a que se refiere el apartado anterior,
los colegios profesionales, consejos autonómicos y consejos generales, en sus respectivos ámbitos
territoriales, establecerán los registros públicos de profesionales que, de acuerdo con los requerimientos de
esta ley, serán accesibles a la población y estarán a disposición de las Administraciones sanitarias. Los
indicados registros, respetando los principios de confidencialidad de los datos personales contenidos en la
normativa de aplicación, deberán permitir conocer el nombre, titulación, especialidad, lugar de ejercicio y los
otros datos que en esta ley se determinan como públicos. Asimismo, podrán existir en los centros sanitarios y
en las entidades de seguros que operan en el ramo de la enfermedad, otros registros de profesionales de
carácter complementario a los anteriores, que sirvan a los fines indicados en el apartado anterior, conforme a
lo previsto en los artículos 8.4 y 43 de esta ley. Los criterios generales y requisitos mínimos de estos registros
serán establecidos por las Administraciones sanitarias dentro de los principios generales que determine el
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, que podrá acordar la integración de los mismos al del
Sistema de Información Sanitaria del Sistema Nacional de Salud.

Artículo 6. Licenciados sanitarios.
1. Corresponde, en general, a los Licenciados sanitarios, dentro del ámbito de actuación para el que les faculta
su correspondiente título, la prestación personal directa que sea necesaria en las diferentes fases del proceso
de atención integral de salud y, en su caso, la dirección y evaluación del desarrollo global de dicho proceso, sin
menoscabo de la competencia, responsabilidad y autonomía propias de los distintos profesionales que
intervienen en el mismo.
2. Sin perjuicio de las funciones que, de acuerdo con su titulación y competencia específica corresponda
desarrollar a cada profesional sanitario ni de las que puedan desarrollar otros profesionales, son funciones de
cada una de las profesiones sanitarias de nivel de Licenciados las siguientes:

a) Médicos: corresponde a los Licenciados en Medicina la indicación y realización de las actividades
dirigidas a la promoción y mantenimiento de la salud, a la prevención de las enfermedades y al
diagnóstico, tratamiento, terapéutica y rehabilitación de los pacientes, así como al enjuiciamiento y
pronóstico de los procesos objeto de atención.
b) Farmacéuticos: corresponde a los Licenciados en Farmacia las actividades dirigidas a la producción,
conservación y dispensación de los medicamentos, así como la colaboración en los procesos analíticos,
farmacoterapéuticos y de vigilancia de la salud pública.
c) Dentistas: corresponde a los Licenciados en Odontología y a los Médicos Especialistas en Estomatología,
sin perjuicio de las funciones de los Médicos Especialistas en Cirugía Oral y Maxilofacial, las funciones
relativas a la promoción de la salud buco-dental y a la prevención, diagnóstico y tratamiento señalados en
la Ley 10/1986, de 17 de marzo, sobre odontólogos y otros profesionales relacionados con la salud
bucodental.
d) Veterinarios: corresponde a los Licenciados en Veterinaria el control de la higiene y de la tecnología en
la producción y elaboración de alimentos de origen animal, así como la prevención y lucha contra las
enfermedades animales, particularmente las zoonosis, y el desarrollo de las técnicas necesarias para evitar
los riesgos que en el hombre pueden producir la vida animal y sus enfermedades.

3. Son, también, profesionales sanitarios de nivel Licenciado quienes se encuentren en posesión de un título
oficial de especialista en Ciencias de la Salud establecido, conforme a lo previsto en el artículo 19.1 de esta ley,
para psicólogos, químicos, biólogos, bioquímicos u otros licenciados universitarios no incluidos en el número
anterior. Estos profesionales desarrollarán las funciones que correspondan a su respectiva titulación, dentro
del marco general establecido en el artículo 16.3 de esta ley.
4. Cuando una actividad profesional sea declarada formalmente como profesión sanitaria, titulada y regulada,
con nivel de Licenciado, en la correspondiente norma se enunciarán las funciones que correspondan a la
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misma, dentro del marco general previsto en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 7. Diplomados sanitarios.
1. Corresponde, en general, a los Diplomados sanitarios, dentro del ámbito de actuación para que les faculta
su correspondiente título, la prestación personal de los cuidados o los servicios propios de su competencia
profesional en las distintas fases del proceso de atención de salud, sin menoscabo de la competencia,
responsabilidad y autonomía propias de los distintos profesionales que intervienen en tal proceso.
2. Sin perjuicio de las funciones que, de acuerdo con su titulación y competencia específica corresponda
desarrollar a cada profesional sanitario, ni de las que puedan desarrollar otros profesionales, son funciones de
cada una de las profesiones sanitarias de nivel Diplomado las siguientes:

a) Enfermeros: corresponde a los Diplomados universitarios en Enfermería la dirección, evaluación y
prestación de los cuidados de Enfermería orientados a la promoción, mantenimiento y recuperación de la
salud, así como a la prevención de enfermedades y discapacidades.
b) Fisioterapeutas: corresponde a los Diplomados universitarios en Fisioterapia la prestación de los
cuidados propios de su disciplina, a través de tratamientos con medios y agentes físicos, dirigidos a la
recuperación y rehabilitación de personas con disfunciones o discapacidades somáticas, así como a la
prevención de las mismas.
c) Terapeutas ocupacionales: corresponde a los Diplomados universitarios en Terapia Ocupacional la
aplicación de técnicas y la realización de actividades de carácter ocupacional que tiendan a potenciar o
suplir funciones físicas o psíquicas disminuidas o perdidas, y a orientar y estimular el desarrollo de tales
funciones.
d) Podólogos: los Diplomados universitarios en Podología realizan las actividades dirigidas al diagnóstico y
tratamiento de las afecciones y deformidades de los pies, mediante las técnicas terapéuticas propias de su
disciplina.
e) Ópticos-optometristas: los Diplomados universitarios en Óptica y Optometría desarrollan las actividades
dirigidas a la detección de los defectos de la refracción ocular, a través de su medida instrumental, a la
utilización de técnicas de reeducación, prevención e higiene visual, y a la adaptación, verificación y control
de las ayudas ópticas.
f) Logopedas: los Diplomados universitarios en Logopedia desarrollan las actividades de prevención,
evaluación y recuperación de los trastornos de la audición, la fonación y del lenguaje, mediante técnicas
terapéuticas propias de su disciplina.
g) Dietistas-nutricionistas: los Diplomados universitarios en Nutrición Humana y Dietética desarrollan
actividades orientadas a la alimentación de la persona o de grupos de personas, adecuadas a las
necesidades fisiológicas y, en su caso, patológicas de las mismas, y de acuerdo con los principios de
prevención y salud pública.

3. Cuando una actividad profesional sea declarada formalmente como profesión sanitaria, titulada y regulada,
con nivel de Diplomado, en la correspondiente norma se enunciarán las funciones que correspondan a la
misma, dentro del marco general previsto en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 8. Ejercicio profesional en las organizaciones sanitarias.
1. El ejercicio profesional en las organizaciones sanitarias se regirá por las normas reguladoras del vínculo
entre los profesionales y tales organizaciones, así como por los preceptos de ésta y de las demás normas
legales que resulten de aplicación.
2. Los profesionales podrán prestar servicios conjuntos en dos o más centros, aun cuando mantengan su
vinculación a uno solo de ellos, cuando se mantengan alianzas estratégicas o proyectos de gestión compartida
entre distintos establecimientos sanitarios. En este supuesto, los nombramientos o contratos de nueva
creación podrán vincularse al proyecto en su conjunto, sin perjuicio de lo que establezca, en su caso, la
normativa sobre incompatibilidades.
3. Los centros sanitarios revisarán, cada tres años como mínimo, que los profesionales sanitarios de su
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plantilla cumplen los requisitos necesarios para ejercer la profesión conforme a lo previsto en esta ley y en las
demás normas aplicables, entre ellos la titulación y demás diplomas, certificados o credenciales profesionales
de los mismos, en orden a determinar la continuidad de la habilitación para seguir prestando servicios de
atención al paciente. Los centros dispondrán de un expediente personal de cada profesional, en el que se
conservará su documentación y al que el interesado tendrá derecho de acceso.
4. Para hacer posible la elección de médico que prevé el artículo 13 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre,
básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y
documentación clínica, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 5.2 de esta ley, los centros sanitarios
dispondrán de un registro de su personal médico, del cual se pondrá en conocimiento de los usuarios el
nombre, titulación, especialidad, categoría y función de los profesionales.
5. En el supuesto de que, como consecuencia de la naturaleza jurídica de la relación en virtud de la cual se
ejerza una profesión, el profesional hubiere de actuar en un asunto, forzosamente, conforme a criterios
profesionales diferentes de los suyos, podrá hacerlo constar así por escrito, con la salvaguarda en todo caso del
secreto profesional y sin menoscabo de la eficacia de su actuación y de los principios contenidos en los
artículos 4 y 5 de esta ley.

Artículo 9. Relaciones interprofesionales y trabajo en equipo.
1. La atención sanitaria integral supone la cooperación multidisciplinaria, la integración de los procesos y la
continuidad asistencial, y evita el fraccionamiento y la simple superposición entre procesos asistenciales
atendidos por distintos titulados o especialistas.
2. El equipo de profesionales es la unidad básica en la que se estructuran de forma uni o multiprofesional e
interdisciplinar los profesionales y demás personal de las organizaciones asistenciales para realizar efectiva y
eficientemente los servicios que les son requeridos.
3. Cuando una actuación sanitaria se realice por un equipo de profesionales, se articulará de forma
jerarquizada o colegiada, en su caso, atendiendo a los criterios de conocimientos y competencia, y en su caso
al de titulación, de los profesionales que integran el equipo, en función de la actividad concreta a desarrollar,
de la confianza y conocimiento recíproco de las capacidades de sus miembros, y de los principios de
accesibilidad y continuidad asistencial de las personas atendidas.
4. Dentro de un equipo de profesionales, será posible la delegación de actuaciones, siempre y cuando estén
previamente establecidas dentro del equipo las condiciones conforme a las cuales dicha delegación o
distribución de actuaciones pueda producirse. Condición necesaria para la delegación o distribución del
trabajo es la capacidad para realizarlo por parte de quien recibe la delegación, capacidad que deberá ser
objetivable, siempre que fuere posible, con la oportuna acreditación.
5. Los equipos de profesionales, una vez constituidos y aprobados en el seno de organizaciones o instituciones
sanitarias serán reconocidos y apoyados y sus actuaciones facilitadas, por los órganos directivos y gestores de
las mismas. Los centros e instituciones serán responsables de la capacidad de los profesionales para realizar
una correcta actuación en las tareas y funciones que les sean encomendadas en el proceso de distribución del
trabajo en equipo.

Artículo 10. Gestión clínica en las organizaciones sanitarias.
1. Las Administraciones sanitarias, los servicios de salud o los órganos de gobierno de los centros y
establecimientos sanitarios, según corresponda, establecerán los medios y sistemas de acceso a las funciones
de gestión clínica, a través de procedimientos en los que habrán de tener participación los propios
profesionales. Tales funciones podrán ser desempeñadas en función de criterios que acrediten los
conocimientos necesarios y la adecuada capacitación.
2. A los efectos de esta ley tienen la consideración de funciones de gestión clínica las relativas a la jefatura o
coordinación de unidades y equipos sanitarios y asistenciales, las de tutorías y organización de formación
especializada, continuada y de investigación y las de participación en comités internos o proyectos
institucionales de los centros sanitarios dirigidos, entre otros, a asegurar la calidad, seguridad, eficacia,
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eficiencia y ética asistencial, la continuidad y coordinación entre niveles o el acogimiento, cuidados y
bienestar de los pacientes.
3. El ejercicio de funciones de gestión clínica estará sometido a la evaluación del desempeño y de los
resultados. Tal evaluación tendrá carácter periódico y podrá determinar, en su caso, la confirmación o
remoción del interesado en dichas funciones, y tendrá efectos en la evaluación del desarrollo profesional
alcanzado.
4. El desempeño de funciones de gestión clínica será objeto del oportuno reconocimiento por parte del centro,
del servicio de salud y del conjunto del sistema sanitario, en la forma en que en cada comunidad autónoma se
determine.
5. El Gobierno desarrollará reglamentariamente lo establecido en los apartados anteriores, estableciendo las
características y los principios generales de la gestión clínica, y las garantías para los profesionales que opten
por no acceder a estas funciones.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 6.2 de la Ley 10/2013, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2013-8083 .

Artículo 11. Investigación y docencia.
1. Toda la estructura asistencial del sistema sanitario estará en disposición de ser utilizada para la
investigación sanitaria y para la docencia de los profesionales.
2. Las Administraciones sanitarias, en coordinación con las Administraciones educativas, promoverán las
actividades de investigación y docencia en todos los centros Sanitarios, como elemento esencial para el
progreso del sistema sanitario y de sus profesionales. Los titulares de los centros sanitarios y los servicios de
salud podrán formalizar convenios y conciertos con el Instituto de Salud Carlos III, con otros centros de
investigación, públicos o privados, y con otras instituciones que tengan interés en la investigación sanitaria,
para el desarrollo de programas de investigación, para la dotación de plazas vinculadas, o específicas de
investigador, en los establecimientos sanitarios, para la designación de tutores de la investigación y para el
establecimiento de sistemas específicos de formación de investigadores durante el período inmediatamente
posterior a la obtención del título de especialista.
3. Los servicios de salud, instituciones y centros sanitarios y las universidades podrán formalizar los
conciertos previstos en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, en la Ley 14/1986, de 25
de abril, General de Sanidad y en el artículo 14 de esta ley, para asegurar la docencia práctica de las
enseñanzas sanitarias que así lo requieran, de acuerdo con las bases generales que establezca el Gobierno para
dicho régimen de conciertos, al amparo de lo establecido en la disposición adicional séptima de dicha ley
orgánica. Los centros sanitarios acreditados para la formación especializada deberán contar con una comisión
de docencia y los jefes de estudios, coordinadores docentes y tutores de la formación que resulten adecuados
en función de su capacidad docente, en la forma que se prevé en el título II de esta ley. Los centros sanitarios
acreditados para desarrollar programas de formación continuada deberán contar con los jefes de estudios,
coordinadores docentes y tutores de la formación que resulten adecuados en función de las actividades a
desarrollar.

TÍTULO II De la formación de los profesionales sanitarios

CAPÍTULO I Normas generales

Artículo 12. Principios rectores.
Son principios rectores de la actuación formativa y docente en el ámbito de las profesiones sanitarias:
a) La colaboración permanente entre los organismos de las Administraciones públicas competentes en
materia de educación y de sanidad.
b) La concertación de las universidades y de los centros docentes de formación profesional y las instituciones
y centros sanitarios, a fin de garantizar la docencia práctica de las enseñanzas que así lo requieran.
c) La disposición de toda la estructura del sistema sanitario para ser utilizada en la docencia pregraduada,
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especializada y continuada de los profesionales.
d) La consideración de los centros y servicios sanitarios, también, como centros de investigación científica y
de formación de los profesionales, en la medida que reúnan las condiciones adecuadas a tales fines.
e) La revisión permanente de las metodologías docentes y las enseñanzas en el campo sanitario para la mejor
adecuación de los conocimientos profesionales a la evolución científica y técnica y a las necesidades sanitarias
de la población.
f) La actualización permanente de conocimientos, mediante la formación continuada, de los profesionales
sanitarios, como un derecho y un deber de éstos. Para ello, las instituciones y centros sanitarios facilitarán la
realización de actividades de formación continuada.
g) El establecimiento, desarrollo y actualización de metodologías para la evaluación de los conocimientos
adquiridos por los profesionales y del funcionamiento del propio sistema de formación.

CAPÍTULO II Formación pregraduada

Artículo 13. De la formación universitaria.
1. La Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud informará, con carácter preceptivo, los
proyectos de reales decretos por los que, conforme a lo previsto en el artículo 34 de la Ley Orgánica 6/2001, de
21 de diciembre, de Universidades, se establezcan los títulos oficiales y las directrices generales de sus
correspondientes planes de estudios, cuando tales títulos correspondan a profesiones sanitarias.
2. Cuando así se estime necesario, para conseguir una mayor adecuación de la formación de los profesionales
a las necesidades del sistema sanitario, a los avances científicos y técnicos, o a las disposiciones de la
Comunidad Europea, el Ministro de Sanidad y Consumo podrá, previo acuerdo de la Comisión de Recursos
Humanos del Sistema Nacional de Salud, instar al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte para que inicie
el trámite de establecimiento de nuevos títulos o de revisión e incorporación de nuevas áreas de conocimiento
en las directrices generales de los planes de estudio que correspondan.
3. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica de Universidades, la determinación del
número de alumnos admitidos a la formación pregraduada, responderá a las necesidades de profesionales
sanitarios y a la capacidad existente para su formación.

Artículo 14. Conciertos entre las universidades y los servicios de salud, instituciones y centros sanitarios.
Las universidades podrán concertar con los servicios de salud, instituciones y centros sanitarios que, en cada
caso, resulten necesarios para garantizar la docencia práctica de las enseñanzas de carácter sanitario que así lo
requieran. Las instituciones y centros sanitarios concertados podrán añadir a su denominación el adjetivo
universitario. Corresponde al Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministerios de Educación, Cultura y
Deporte y de Sanidad y Consumo, previo informe del Consejo de Coordinación Universitaria, el
establecimiento de las bases generales a las que habrán de adaptarse los indicados conciertos, en las que se
preverá la participación del órgano competente de las comunidades autónomas en los conciertos singulares
que, conforme a aquéllas, se suscriban entre universidades e instituciones sanitarias.

CAPÍTULO III Formación especializada en Ciencias de la Salud

Sección 1.ª Objeto y definiciones

Artículo 15. Carácter y objeto de la formación especializada.
1. La formación especializada en Ciencias de la Salud es una formación reglada y de carácter oficial.
2. La formación especializada en Ciencias de la Salud tiene como objeto dotar a los profesionales de los
conocimientos, técnicas, habilidades y actitudes propios de la correspondiente especialidad, de forma
simultánea a la progresiva asunción por el interesado de la responsabilidad inherente al ejercicio autónomo de
la misma.

Artículo 16. Títulos de Especialistas en Ciencias de la Salud.
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1. Corresponde al Gobierno, a propuesta de los Ministerios de Educación, Cultura y Deporte y de Sanidad y
Consumo, previo informe de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, del Consejo
Nacional de Especialidades en Ciencias de la Salud y de la organización u organizaciones colegiales que
correspondan, el establecimiento de los títulos de Especialistas en Ciencias de la Salud, así como su supresión
o cambio de denominación.
2. El título de especialista tiene carácter oficial y validez en todo el territorio del Estado.
3. Sin perjuicio de las facultades que asisten a los profesionales sanitarios citados en los artículo 6.2 y 7.2 de
esta ley, ni de los derechos reconocidos, por norma legal o reglamentaria, a quienes se encuentran habilitados
para desempeñar plaza de especialista sin el correspondiente título, la posesión del título de especialista será
necesaria para utilizar de modo expreso la denominación de especialista, para ejercer la profesión con tal
carácter y para ocupar puestos de trabajo con tal denominación en centros y establecimientos públicos y
privados.

Artículo 17. Expedición del título de especialista.
1. Los títulos de especialista en Ciencias de la Salud serán expedidos por el Ministerio de Sanidad. Téngase en
cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la disposición final 14.1 de la Ley Orgánica
8/2021, de 4 de junio. Ref. BOE-A-2021-9347#df-14 , produce efectos a partir del 1 de enero de 2002, según
dispone su disposición final 25. Redacción anterior: "1. Los títulos de especialista en Ciencias de la Salud serán
expedidos por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte."
2. La obtención del título de especialista requiere:

a) Estar en posesión del título de Licenciado o Diplomado Universitario que, en cada caso, se exija.
b) Acceder al sistema de formación que corresponda, así como completar éste en su integridad de acuerdo
con los programas de formación que se establezcan, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 23 de esta
ley para el supuesto de nueva especialización.
c) Superar las evaluaciones que se determinen y depositar los derechos de expedición del correspondiente
título.

Se modifica el apartado 1, con efectos desde el 1 de enero de 2022, por la disposición final 14.1 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio. Ref. BOE-
A-2021-9347#df-14

Artículo 18. Reconocimiento profesional de títulos de especialista obtenidos en Estados extranjeros.
1. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Sanidad y Consumo establecerá los supuestos y procedimientos
para el reconocimiento en España de títulos de especialista obtenidos en Estados no miembros de la Unión
Europea, conforme a lo que, en su caso, establezcan los tratados y convenios internacionales que resulten de
aplicación.
2. (Derogado)
3. El reconocimiento de títulos de especialista obtenidos en Estados miembros de la Unión Europea, o en
Estados en los que resulte de aplicación la libre circulación de trabajadores y la libertad de establecimiento y
libre prestación de servicios de los profesionales, se atendrá a lo que establezcan las normas comunitarias
reguladoras de dicho reconocimiento.
Se deroga el apartado 2 por el art. 45 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725 No obstante lo anterior y hasta tanto se
desarrolle la normativa que se cita en el apartado1, relativa al reconocimiento en España de títulos de especialista obtenidos en Estados no
miembros de la Unión Europea, se seguirá aplicando la Orden de 14 de octubre de 1991.

Sección 2.ª De la estructura y la formación en las especialidades en Ciencias de la Salud

Artículo 19. Estructura general de las especialidades.
1. Podrán establecerse especialidades en Ciencias de la Salud para los profesionales expresamente citados en
los artículos 6 y 7 de esta ley. También podrán establecerse especialidades en Ciencias de la Salud para otros
titulados universitarios no citados en los preceptos mencionados, cuando su formación de pregrado se adecue
al campo profesional de la correspondiente especialidad.
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2. Las especialidades en Ciencias de la Salud se agruparán, cuando ello proceda, atendiendo a criterios de
troncalidad. Las especialidades del mismo tronco tendrán un período de formación común de una duración de
dos años. No obstante, el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, previo informe de las
comisiones nacionales de las especialidades implicadas, del Consejo Nacional de Especialidades en Ciencias
de la Salud, y de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, podrá disminuir o
aumentar la duración del periodo troncal hasta un máximo de seis meses, según las competencias a adquirir
en el periodo de formación troncal de que se trate. En estos supuestos, las evaluaciones a las que se refiere el
artículo 20.2 e) de esta Ley se adecuarán, en los términos que se determine reglamentariamente, a la nueva
duración de los periodos de formación troncal.
3. El Gobierno, al establecer los títulos de especialista en Ciencias de la Salud, determinará el título o títulos
necesarios para acceder a cada una de las especialidades, así como el tronco en el que, en su caso, se integran.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 6.1 de la Ley 10/2013, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2013-8083 .

Artículo 20. Sistema de formación de especialistas.
1. La formación de Especialistas en Ciencias de la Salud implicará tanto una formación teórica y práctica como
una participación personal y progresiva del especialista en formación en la actividad y en las
responsabilidades propias de la especialidad de que se trate.
2. La formación tendrá lugar por el sistema de residencia en centros acreditados. En todo caso, los centros o
unidades en los que se desarrolle la formación deberán estar acreditados conforme a lo previsto en el artículo
26.
3. La formación mediante residencia se atendrá a los siguientes criterios:

a) Los residentes realizarán el programa formativo de la especialidad con dedicación a tiempo completo. La
formación mediante residencia será incompatible con cualquier otra actividad profesional. También será
incompatible con cualquier actividad formativa, siempre que ésta se desarrolle dentro de la jornada laboral
de la relación laboral especial del residente.
b) La duración de la residencia será la fijada en el programa formativo de la especialidad y se señalará
conforme a lo que dispongan, en su caso, las normas comunitarias.
c) La actividad profesional de los residentes será planificada por los órganos de dirección conjuntamente
con las comisiones de docencia de los centros de forma tal que se incardine totalmente en el
funcionamiento ordinario, continuado y de urgencias del centro sanitario.
d) Los residentes deberán desarrollar, de forma programada y tutelada, las actividades previstas en el
programa, asumiendo de forma progresiva, según avancen en su formación, las actividades y
responsabilidad propia del ejercicio autónomo de la especialidad.
e) Las actividades de los residentes, que deberá figurar en el Libro de Residente, serán objeto de las
evaluaciones que reglamentariamente se determinen. En todo caso existirán evaluaciones anuales y una
evaluación final al término del período de formación.
f) Durante la residencia se establecerá una relación laboral especial entre el servicio de salud o el centro y
el especialista en formación. El Gobierno, atendiendo a las características específicas de la actividad
formativa y de la actividad asistencial que se desarrolla en los centros sanitarios, y de acuerdo con los
criterios que figuran en este capítulo y en la disposición adicional primera de esta ley, regulará la relación
laboral especial de residencia.

4. Los principios establecidos en el número anterior y los demás que figuran en las secciones 1.ª y 2.ª de este
capítulo, podrán ser adaptados por el Gobierno a las específicas características de la formación especializada
en Ciencias de la Salud de las profesiones previstas en los artículos 6.2, párrafos b), c) y d), 6.3 y 7 de esta ley.
Se modifica el apartado 3.a) por la disposición final 2 de la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril. Ref. BOE-A-2007-7786

Artículo 21. Programas de formación.
1. Los programas de formación de las especialidades en Ciencias de la Salud deberán especificar los objetivos
cualitativos y cuantitativos y las competencias profesionales que ha de cumplir el aspirante al título a lo largo
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de cada uno de los cursos anuales en que se dividirá el programa formativo.
2. Los programas de formación serán elaborados por la Comisión Nacional de la Especialidad. Una vez
ratificados por el Consejo Nacional de Especialidades en Ciencias de la Salud y previo informe de la Comisión
de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud y del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, serán
aprobados por el Ministerio de Sanidad y Consumo. Los programas de formación serán periódicamente
revisados y actualizados por el procedimiento previsto en el párrafo anterior. Una vez aprobados, los
programas de formación se publicarán en el "Boletín Oficial del Estado" para general conocimiento.
3. Cuando se trate de especialidades de un mismo tronco, el programa del período de formación común se
elaborará por una comisión específica compuesta por representantes de las Comisiones Nacionales de las
especialidades correspondientes.
4. En el caso de especialidades pluridisciplinares, los programas de formación podrán prever trayectos de
formación específica en función de las titulaciones de procedencia.

Artículo 22. Acceso a la formación especializada.
1. El acceso a la formación sanitaria especializada se efectuará a través de una convocatoria anual de carácter
nacional. Las personas que participen en las pruebas selectivas deberán relacionarse obligatoriamente con la
Administración a través de medios electrónicos, cuando así se prevea en la referida convocatoria y en los
términos que ésta establezca, en relación con los trámites de cumplimentación y presentación de solicitudes,
aportación de documentación y pago de tasas, así como en la fase de adjudicación de plazas.
2. El Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, previo informe del Ministerio de Educación y de la
Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, establecerá las normas que regularán la
convocatoria anual que consistirá en una prueba o conjunto de pruebas, que evaluará conocimientos teóricos,
prácticos y, en su caso, habilidades clínicas, comunicativas y méritos académicos y profesionales de los
aspirantes. Las pruebas serán específicas para las distintas titulaciones o, en su caso, grupos de éstas, según
los diversos graduados universitarios que pueden acceder a las plazas en formación de las especialidades en
ciencias de la salud objeto de selección mediante dichas pruebas. Asimismo, podrán establecerse pruebas
específicas por especialidades troncales.
3. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad y previo informe de la
Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, adoptará las medidas de acción positiva
necesarias para que, en las convocatorias anuales de pruebas selectivas, para el acceso a las plazas de
formación sanitaria especializada, al menos, un siete por ciento de la totalidad de las plazas ofertadas en cada
una de ellas sean cubiertas entre personas con discapacidad, considerando como tales las definidas en el
apartado 2 del artículo 1 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no
discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, siempre que superen el proceso selectivo,
acrediten la discapacidad y la compatibilidad con el desempeño de las funciones correspondientes a la
especialidad a la que se opta. Las Administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias,
para que, tanto en las pruebas de acceso como en los puestos en los que se formen los adjudicatarios de plaza
en formación, se lleven a cabo las adaptaciones y ajustes razonables a las necesidades de las personas con
discapacidad.
4. Reglamentariamente se determinará el sistema de adjudicación de todas las plazas ofertadas en la
convocatoria anual, que se efectuará de acuerdo al orden decreciente de la puntuación obtenida por cada
aspirante, con las peculiaridades que se establezcan respecto a las plazas de centros de titularidad privada.
5. La oferta de plazas de la convocatoria anual se fijará, previos informes del Consejo Nacional de
Especialidades en Ciencias de la Salud y del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, por la Comisión de
Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, atendiendo a las propuestas realizadas por las comunidades
autónomas, a las necesidades de especialistas del sistema sanitario y a las disponibilidades presupuestarias.
6. En el ejercicio de las competencias atribuidas al Estado en materia de coordinación general de la sanidad, el
Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad revisará la oferta anual pudiendo introducir, en su caso,
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medidas correctoras, con la finalidad de que se ajuste a las necesidades de especialistas del sistema sanitario.
Las modificaciones que resulten se harán constar en un informe motivado, que se comunicará a la Comisión
de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, con carácter previo a la aprobación definitiva de la
oferta anual por la persona titular de dicho departamento, mediante la orden que apruebe la correspondiente
convocatoria. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, determinará las necesidades de
especialistas del sistema sanitario en base a indicadores objetivos y criterios de planificación que garanticen la
equidad y eficiencia del sistema de formación sanitaria especializada.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-11415#df

Se añade el apartado 6 por la disposición final 6.4 de la Ley 3/2014, de 27 de marzo. Ref. BOE-A-2014-3329 .

Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 2.1 del Real Decreto-Ley 9/2011, de 19 de agosto. Ref. BOE-A-2011-14021 .

Se modifica el apartado 3 por el art. 10 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2011-13241 .

Artículo 23. Formación para una nueva especialización.
Los Especialistas en Ciencias de la Salud con, al menos, cinco años de ejercicio profesional como tales, podrán
obtener un nuevo título de especialista, en especialidad del mismo tronco que la que posean, por el
procedimiento que se determine reglamentariamente, que en todo caso contendrá una prueba para la
evaluación de la competencia del aspirante en el campo de la nueva especialidad. El período de formación en
la nueva especialidad y el programa a desarrollar durante el mismo se definirá mediante la adaptación del
programa formativo general al currículum formativo y profesional del interesado. No se podrá acceder al
tercer y sucesivos títulos de especialista por este procedimiento hasta transcurridos, al menos, ocho años
desde la obtención del anterior.

Artículo 24. Áreas de Capacitación Específica.
1. El Gobierno, de acuerdo con el procedimiento señalado en el artículo 16.1, podrá establecer Áreas de
Capacitación Específica dentro de una o varias Especialidades en Ciencias de la Salud.
2. El Diploma de Área de Capacitación Específica tiene carácter oficial y validez en todo el territorio del Estado.
Se expedirá por el Ministerio de Sanidad y Consumo y su posesión será necesaria para utilizar de modo
expreso la denominación de especialista con capacitación específica en el área. Podrá ser valorado como
mérito para acceder a puestos de trabajo de alta especialización en centros o establecimientos públicos y
privados.

Artículo 25. Formación en Áreas de Capacitación Específica.
1. La formación especializada en áreas de capacitación especifica tendrá, en todo caso, carácter programado y
se llevará a cabo por el sistema de residencia con las especificidades y adaptaciones que reglamentariamente
se determinen en el régimen jurídico que regula dicho sistema formativo.
2. Reglamentariamente se establecerán los supuestos y requisitos para que los Especialistas en Ciencias de la
Salud puedan acceder, mediante convocatoria del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, a los
diplomas de Área de Capacitación Específica, siempre que dichas áreas se hubieran constituido en la
especialidad correspondiente y se acrediten, al menos, dos años de ejercicio profesional en la especialidad.
3. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, previo informe del Consejo Nacional de
Especialidades en Ciencias de la Salud y de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud,
podrá eliminar, disminuir o aumentar los años de ejercicio profesional a los que se refiere el apartado 2 de este
artículo.
Se modifica por el art. 8.1 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .

Sección 3.ª Estructura de apoyo a la formación

Artículo 26. Acreditación de centros y unidades docentes.
1. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, a
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propuesta de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud, mediante orden que se
publicará en el ''Boletín Oficial del Estado'', establecerán los requisitos de acreditación que, con carácter
general, deberán cumplir los centros o unidades para la formación de Especialistas en Ciencias de la Salud.
2. Corresponde al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad coordinar las auditorías de los centros y
unidades acreditados para evaluar, en el marco del Plan de Calidad para el Sistema Nacional de Salud y del
Plan Anual de Auditorías Docentes, el funcionamiento y la calidad del sistema de formación.
3. Corresponde al órgano directivo competente en materia de formación sanitaria especializada del Ministerio
de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, a instancia de la entidad titular del centro, previos informes de la
comisión de docencia de éste y de la consejería competente en materia sanitaria de la comunidad autónoma,
resolver las solicitudes de acreditación de centros y unidades docentes. La acreditación especificará, en todo
caso, el número de plazas docentes acreditadas.
4. La revocación, total o parcial, de la acreditación concedida se realizará, en su caso, por el mismo
procedimiento, oído el centro afectado y su comisión de docencia.
Se modifica por el art. 8.2 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .

Artículo 27. Comisiones de docencia.
1. En cada centro sanitario o, en su caso, unidades docentes, acreditado para la formación de especialistas
existirá una comisión de docencia cuya misión será la de organizar la formación, supervisar su aplicación
práctica y controlar el cumplimiento de los objetivos que se especifican en los programas. La comisión de
docencia tendrá también las funciones de facilitar la integración de las actividades formativas y de los
residentes con la actividad asistencial y ordinaria del centro, y la de planificar su actividad profesional en el
centro conjuntamente con los órganos de dirección de éste.
2. Las comunidades autónomas, dentro de los criterios generales que fije la Comisión de Recursos Humanos
del Sistema Nacional de Salud, determinarán la dependencia funcional, la composición y las funciones de las
comisiones de docencia. En todo caso, en las comisiones de docencia existirá representación de los tutores de
la formación y de los residentes.

Artículo 28. Comisiones Nacionales de Especialidad.
1. Por cada una de las Especialidades en Ciencias de la Salud, y como órgano asesor de los Ministerios de
Educación, Cultura y Deporte y de Sanidad y Consumo en el campo de la correspondiente especialidad, se
constituirá una Comisión Nacional designada por el Ministerio de Sanidad y Consumo con la siguiente
composición:

a) Dos vocales propuestos por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, uno, al menos, de los cuales
deberá ostentar la condición de tutor de la formación en la correspondiente especialidad.
b) Cuatro vocales de entre los especialistas de reconocido prestigio que proponga la Comisión de Recursos
Humanos del Sistema Nacional de Salud.
c) Dos vocales en representación de las entidades y sociedades científicas de ámbito estatal legalmente
constituidas en el ámbito de la especialidad.
d) Dos vocales en representación de los especialistas en formación, elegidos por éstos en la forma que se
determine reglamentariamente.
e) Un vocal en representación de la organización colegial correspondiente. Si la especialidad puede ser
cursada por distintos titulados, la designación del representante se efectuará de común acuerdo por las
corporaciones correspondientes.

2. En el caso de especialidades pluridisciplinares, el Gobierno podrá ampliar el número de los vocales
previstos en el párrafo b) del apartado anterior, con el fin de asegurar la adecuada representación de los
distintos titulados que tengan acceso a la correspondiente especialidad.
3. Todos los miembros de la comisión, salvo los previstos en el apartado 1.d), deberán encontrarse en posesión
del correspondiente título de especialista.
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4. Los miembros de la comisión previstos en los párrafos a), b), c) y e) del apartado 1 de este artículo serán
designados para un período de cuatro años, y sólo podrán ser designados nuevamente para otro período de
igual duración. No obstante, cesarán en sus funciones cuando así lo acuerde el departamento o comisión que
los propuso o la sociedad o corporación a la que representan.
5. El mandato de los miembros de la comisión previstos en el apartado 1.d) de este artículo será de dos años.
6. El Ministerio de Sanidad y Consumo, por resolución motivada y oída previamente la correspondiente
comisión, podrá acordar el cese de todos los miembros de la misma o de parte de ellos, cuando la comisión no
cumpla adecuadamente sus funciones.
7. Cada comisión elegirá, de entre sus miembros, al Presidente y al Vicepresidente.
8. Reglamentariamente se determinarán las funciones de las Comisiones Nacionales de Especialidad, que en
todo caso desarrollarán, dentro de los criterios comunes que, en su caso, determine el Consejo Nacional de
Especialidades en Ciencias de la Salud, las siguientes:

a) La elaboración del programa formativo de la especialidad.
b) El establecimiento de los criterios de evaluación de los especialistas en formación.
c) El establecimiento de los criterios para la evaluación en el supuesto de nueva especialización previsto en
el artículo 23.
d) La propuesta de creación de áreas de capacitación específica.
e) El establecimiento de criterios para la evaluación de unidades docentes y formativas.
f) El informe sobre programas y criterios relativos a la formación continuada de los profesionales,
especialmente los que se refieran a la acreditación y la acreditación avanzada de profesionales en áreas
funcionales específicas dentro del campo de la especialidad.
g) La participación en el diseño de los planes integrales dentro del ámbito de la correspondiente
especialidad.
h) Las que se señalan expresamente en esta ley o se determinen en las disposiciones reglamentarias
dictadas en su desarrollo.

Se deroga lo relativo a la creación del órgano colegiado Comisión Nacional de Radiofísica Hospitalaria por la disposición derogatoria única y el
Anexo del Real Decreto 776/2011, de 3 de junio. Ref. BOE-A-2011-9736 .

Artículo 29. Comités de Áreas de Capacitación Específica.
1. Cuando exista un Área de Capacitación Específica se constituirá un Comité de Área como órgano asesor del
Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, que estará integrado por seis profesionales con título de
especialista con capacitación específica en el área de que se trate, propuestos por la Comisión o Comisiones
Nacionales de la especialidad o especialidades implicadas, que previo informe de la Comisión de Recursos
Humanos del Sistema Nacional de Salud serán nombrados por la persona titular del Ministerio antes citado.
2. El Comité de Área de Capacitación Específica desarrollará las funciones que reglamentariamente se
determinen y, en todo caso, las de propuesta de los contenidos del programa de formación.
3. En todo caso, la creación y el funcionamiento del Comité de Área de Capacitación Específica será atendido
con los medios personales, técnicos y presupuestarios asignados al órgano al que se encuentre adscrito.
Se modifica por el art. 8.3 del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril. Ref. BOE-A-2012-5403 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 116, de 15 de mayo de 2012. Ref. BOE-A-2012-6364 .

Artículo 30. Consejo Nacional de Especialidades en Ciencias de la Salud.
1. El Consejo Nacional de Especialidades en Ciencias de la Salud tendrá la siguiente composición:

a) Los Presidentes de las Comisiones Nacionales de cada Especialidad en Ciencias de la Salud.
b) Dos especialistas por cada uno de los títulos universitarios que tengan acceso directo a alguna
especialidad en Ciencias de la Salud, elegidos, para un período de dos años, uno por los miembros de las
Comisiones Nacionales que ostenten el título de que se trate, y otro por la organización colegial de entre
dichos miembros.
c) Dos representantes del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.
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d) Dos representantes del Ministerio de Sanidad y Consumo.
e) Dos representantes de las comunidades autónomas designados por la Comisión de Recursos Humanos
del Sistema Nacional de Salud.

2. El Consejo Nacional de Especialidades en Ciencias de la Salud elegirá, de entre sus miembros, al Presidente
y al Vicepresidente.
3. El Consejo funcionará en Pleno o en las comisiones y grupos de trabajo que el propio Consejo decida
constituir. En todo caso, se constituirán las siguientes:

a) La Comisión Permanente, que tendrá las funciones que el Pleno del Consejo le delegue.
b) Una Comisión Delegada del Consejo por cada una de las titulaciones o agrupaciones de especialidades
que se determinen.

4. El Consejo aprobará su propio reglamento de régimen interior, que se adaptará a lo dispuesto respecto a los
órganos colegiados en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común. No obstante, el voto de cada uno de los miembros del Consejo se
ponderará en función de la composición concreta del mismo, atendiendo a criterios de proporcionalidad
respecto al número de especialistas representados.
5. Corresponde al Consejo la coordinación de la actuación de las Comisiones Nacionales de Especialidades, la
promoción de la investigación y de las innovaciones técnicas y metodológicas en la especialización sanitaria, y
la superior asistencia y asesoramiento técnico y científico al Ministerio de Sanidad y Consumo en materia de
formación sanitaria especializada.
6. El Consejo elegirá, de entre sus miembros, cuatro vocales de la Comisión Consultiva Profesional.

Artículo 31. Apoyo técnico y secretaría de las comisiones.
1. Corresponde a los centros sanitarios acreditados para la formación de especialistas, respecto de las
comisiones de docencia constituidas en los mismos, y al Ministerio de Sanidad y Consumo, respecto de las
Comisiones Nacionales y del Consejo Nacional de Especialidades en Ciencias de la Salud, facilitar el apoyo
técnico y administrativo que resulte necesario para su funcionamiento.
2. Las funciones de secretario, con voz pero sin voto, de los órganos colegiados a que se refiere el apartado
anterior y de las comisiones y grupos de trabajo que, en su caso, se constituyan, serán desempeñadas por
quien designe la Dirección del centro o el Ministerio de Sanidad y Consumo, según corresponda.

Artículo 32. Registros.
1. En el Registro Nacional de Especialistas en Formación serán inscritos éstos cuando comiencen su formación
especializada y en él se anotarán los resultados de sus evaluaciones anuales y final.
2. En el Registro Nacional de Especialistas en Ciencias de la Salud se inscribirán todos los profesionales que
obtengan un título de especialista, así como a quienes vean homologado o reconocido un título obtenido en el
extranjero. En el Registro Nacional de Especialistas con Diploma de Capacitación Específica se inscribirán
todos los especialistas que lo obtengan o que vean reconocido a los mismos efectos profesionales un título o
diploma obtenido en el extranjero. Los indicados registros tendrán carácter público en lo relativo a la
identidad de los interesados, al título o diploma que ostentan y a las fechas de su obtención, reconocimiento u
homologación.
3. En el registro de centros acreditados para la formación de especialistas serán inscritos todos los centros
acreditados para impartir dicha formación. Este registro tendrá carácter público.
4. Los registros a los que se refiere este artículo se gestionarán por el Ministerio de Sanidad y Consumo, salvo
el previsto en el primer párrafo del apartado 2, que se gestionará por el Ministerio de Educación, Cultura y
Deporte, y se integrarán en el Sistema de Información Sanitaria del Sistema Nacional de Salud, que hará
públicos los datos agregados e integrados de los mismos, así como los que resulten de su tratamiento
estadístico, de acuerdo con los principios generales que se establezcan por el Consejo Interterritorial del
Sistema Nacional de Salud.
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CAPÍTULO IV Formación continuada

Artículo 33. Principios generales.
1. La formación continuada es el proceso de enseñanza y aprendizaje activo y permanente al que tienen
derecho y obligación los profesionales sanitarios, que se inicia al finalizar los estudios de pregrado o de
especialización y que está destinado a actualizar y mejorar los conocimientos, habilidades y actitudes de los
profesionales sanitarios ante la evolución científica y tecnológica y las demandas y necesidades, tanto sociales
como del propio sistema sanitario.
2. Son objetivos de la formación continuada:

a) Garantizar la actualización de los conocimientos de los profesionales y la permanente mejora de su
cualificación, así como incentivarles en su trabajo diario e incrementar su motivación profesional.
b) Potenciar la capacidad de los profesionales para efectuar una valoración equilibrada del uso de los
recursos sanitarios en relación con el beneficio individual, social y colectivo que de tal uso pueda derivarse.
c) Generalizar el conocimiento, por parte de los profesionales, de los aspectos científicos, técnicos, éticos,
legales, sociales y económicos del sistema sanitario.
d) Mejorar en los propios profesionales la percepción de su papel social, como agentes individuales en un
sistema general de atención de salud y de las exigencias éticas que ello comporta.
e) Posibilitar el establecimiento de instrumentos de comunicación entre los profesionales sanitarios.

Artículo 34. Comisión de Formación Continuada.
1. Con el fin de armonizar el ejercicio de las funciones que las Administraciones sanitarias públicas y demás
instituciones y organismos ostentan en materia de formación continuada, así como de coordinar las
actuaciones que se desarrollen en dicho campo, se constituye la Comisión de Formación Continuada de las
Profesiones Sanitarias.
2. Formarán parte de la Comisión de Formación Continuada de las Profesiones Sanitarias las Administraciones
públicas presentes en el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. Sin perjuicio de lo establecido
en el párrafo anterior, la Comisión incorporará también representación de los colegios profesionales, de las
universidades, del Consejo Nacional de Especialidades en Ciencias de la Salud y de las sociedades científicas,
en la forma en que reglamentariamente se determine.
3. La Comisión de Formación Continuada de las Profesiones Sanitarias elegirá a su Presidente y aprobará su
reglamento de régimen interior. Su régimen de funcionamiento se adaptará a lo establecido para los órganos
colegiados en el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de las competencias de
las comunidades autónomas. El Ministerio de Sanidad y Consumo prestará el apoyo técnico y administrativo
necesario para el funcionamiento de la Comisión, y nombrará a su Secretario, que tendrá voz pero no voto en
las reuniones de ésta.
4. La Comisión de Formación Continuada desarrollará las siguientes funciones:

a) Las de detección, análisis, estudio y valoración de las necesidades de los profesionales y del sistema
sanitario en materia de formación continuada, de acuerdo con las propuestas de los órganos competentes
de las comunidades autónomas, de las sociedades científicas y, en su caso, de las organizaciones
profesionales representadas en la Comisión Consultiva Profesional.
b) Las de propuesta para la adopción de programas o para el desarrollo de actividades y actuaciones de
formación continuada de carácter prioritario y común para el conjunto del sistema sanitario.
c) Las de propuesta de adopción de las medidas que se estimen precisas para planificar, armonizar y
coordinar la actuación de los diversos agentes que actúan en el ámbito de la formación continuada de los
profesionales sanitarios.
d) Las de estudio, informe y propuesta para el establecimiento de procedimientos, criterios y requisitos
para la acreditación de centros y actividades de formación continuada.
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e) Las de estudio, informe y propuesta para el establecimiento de procedimientos, criterios y requisitos
para la acreditación y la acreditación avanzada de profesionales en un área funcional específica de una
profesión o especialidad, como consecuencia del desarrollo de actividades de formación continuada
acreditada.

Artículo 35. Acreditación de centros, actividades y profesionales.
1. El Ministerio de Sanidad y Consumo y los órganos competentes de las comunidades autónomas, en el
ámbito de sus respectivas competencias , podrán acreditar actividades y programas de actuación en materia
de formación continuada de los profesionales sanitarios, así como, con carácter global, centros en los que las
mismas se impartan. La acreditación, que deberá realizarse necesariamente de acuerdo con los requisitos,
procedimiento y criterios establecidos conforme a lo previsto en el artículo 34.4.d), tendrá efectos en todo el
territorio nacional, sea cual sea la Administración pública que expidió la acreditación.
2. En cualquier momento las Administraciones públicas podrán auditar y evaluar los centros y las actividades
de formación continuada que hubieran acreditado.
3. Sólo podrán ser subvencionados con cargo a fondos públicos los centros y las actividades de formación
continuada que estén acreditados conforme a lo previsto en este artículo. A partir de la entrada en vigor de
esta ley, sólo podrán ser tomadas en consideración en la carrera de los profesionales sanitarios las actividades
de formación continuada que hubieran sido acreditadas. Las actividades de formación continuada de los
profesionales sanitarios previas a la entrada en vigor de la ley y que no hubieran sido acreditadas serán objeto
de consideración por los comités encargados de valorar los méritos a dichos efectos.
4. El Ministerio de Sanidad y Consumo y los órganos competentes de las comunidades autónomas podrán
delegar las funciones de gestión y acreditación de la formación continuada, incluyendo la expedición de
certificaciones individuales, en otras corporaciones o instituciones de derecho público, de conformidad con lo
que dispone esta ley y las normas en cada caso aplicables. Los organismos de acreditación de la formación
continuada habrán de ser, en todo caso, independientes de los organismos encargados de la provisión de las
actividades de formación acreditadas por aquéllos.
5. Las credenciales de los profesionales y sus revisiones no sustituirán los procedimientos de formación,
conocimientos y habilidades, que serán necesarios para determinar los mecanismos de promoción y
contratación.
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados de los apartados 1 y 4 por Sentencia del TC 1/2011, de 14 de febrero. Ref. BOE-
A-2011-4802 .

Artículo 36. Diplomas de Acreditación y Diplomas de Acreditación Avanzada.
1. Las Administraciones sanitarias públicas podrán expedir Diplomas de Acreditación y Diplomas de
Acreditación Avanzada, para certificar el nivel de formación alcanzado por un profesional en un área
funcional específica de una determinada profesión o especialidad, en función de las actividades de formación
continuada acreditada desarrolladas por el interesado en el área funcional correspondiente. Los Diplomas de
Acreditación y los Diplomas de Acreditación Avanzada, que deberán expedirse necesariamente de acuerdo con
los requisitos, procedimiento y criterios establecidos conforme a lo previsto en el artículo 34.4.e), tendrán
efectos en todo el territorio nacional, sea cual sea la Administración pública que expidió el diploma.
2. Las Administraciones sanitarias públicas establecerán los registros necesarios para la inscripción de los
Diplomas de Acreditación y de Acreditación Avanzada que expidan. Tales registros tendrán carácter público en
lo relativo a la identidad del interesado, al diploma o diplomas que ostente y a la fecha de obtención de éstos.
3. Los Diplomas de Acreditación y los Diplomas de Acreditación Avanzada serán valorados como mérito en los
sistemas de provisión de plazas cuando así se prevea en la normativa correspondiente.

TÍTULO III Del desarrollo profesional y su reconocimiento

Artículo 37. Normas generales.
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1. Se constituye el sistema de reconocimiento del desarrollo profesional de los profesionales sanitarios a que
se refieren los artículos 6 y 7 de esta ley, consistente en el reconocimiento público, expreso y de forma
individualizada, del desarrollo alcanzado por un profesional sanitario en cuanto a conocimientos, experiencia
en las tareas asistenciales, docentes y de investigación, así como en cuanto al cumplimiento de los objetivos
asistenciales e investigadores de la organización en la que prestan sus servicios.
2. Sin perjuicio de las facultades y funciones para las que habilite el correspondiente título oficial, el
reconocimiento del desarrollo profesional será público y con atribución expresa del grado alcanzado por cada
profesional en el ejercicio del conjunto de funciones que le son propias.
3. Podrán acceder voluntariamente al sistema de desarrollo profesional los profesionales que estén
establecidos o presten sus servicios dentro del territorio del Estado.

Artículo 38. Desarrollo profesional.
1. Las Administraciones sanitarias regularán, para sus propios centros y establecimientos, el reconocimiento
del desarrollo profesional, dentro de los siguientes principios generales:

a) El reconocimiento se articulará en cuatro grados. Las Administraciones sanitarias, no obstante, podrán
establecer un grado inicial, previo a los anteriormente indicados. La creación de este grado inicial deberá
comportar su homologación de acuerdo con lo previsto en el artículo 39 de esta ley.
b) La obtención del primer grado, y el acceso a los superiores, requerirá la evaluación favorable de los
méritos del interesado, en relación a sus conocimientos, competencias, formación continuada acreditada,
actividad docente e investigación. La evaluación habrá de tener en cuenta también los resultados de la
actividad asistencial del interesado, la calidad de la misma y el cumplimiento de los indicadores que para
su valoración se hayan establecido, así como su implicación en la gestión clínica definidas en el artículo 10
de esta ley.
c) Para obtener el primer grado, será necesario acreditar cinco años de ejercicio profesional. La evaluación
para acceder a los grados superiores podrá solicitarse transcurridos, como mínimo, cinco años desde la
precedente evaluación positiva. En caso de evaluación negativa, el profesional podrá solicitar una nueva
evaluación transcurridos dos años desde ésta.
d) La evaluación se llevará a cabo por un comité específico creado en cada centro o institución. El comité
estará integrado, en su mayoría, por profesionales de la misma profesión sanitaria del evaluado, y habrá de
garantizarse la participación en el mismo de representantes del servicio o unidad de pertenencia del
profesional evaluado, así como de evaluadores externos designados por agencias de calidad o sociedades
científicas de su ámbito de competencia.
e) Los profesionales tendrán derecho a hacer constar públicamente el grado de desarrollo profesional que
tengan reconocido.
f) Dentro de cada servicio de salud, estos criterios generales del sistema de desarrollo profesional, y su
repercusión en la carrera, se acomodarán y adaptarán a las condiciones y características organizativas,
sanitarias y asistenciales del servicio de salud o de cada uno de sus centros, sin detrimento de los derechos
ya establecidos.

2. Los centros sanitarios privados en los que existan profesionales sanitarios que presten servicios por cuenta
ajena establecerán, en la medida en que lo permita la capacidad de cada centro, procedimientos para el
reconocimiento del desarrollo profesional y la carrera de los mismos, que se adecuarán a los criterios fijados
en este título. Los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior serán supervisados, en su implantación y
desarrollo, por la Administración sanitaria correspondiente. En cada centro se deberá conservar la
documentación de evaluación de los profesionales de cada servicio o unidad de éste.
3. Los profesionales sanitarios que desarrollen su actividad exclusivamente a través del ejercicio profesional
por cuenta propia podrán acceder voluntariamente a los procedimientos de reconocimiento del desarrollo
profesional, en la forma en que se determine por la correspondiente Administración sanitaria. En todo caso,
dichos profesionales deberán superar las mismas evaluaciones que se establezcan para quienes presenten
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servicios por cuenta ajena en centros sanitarios.

Artículo 39. Homologación del reconocimiento del desarrollo profesional.
El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, a propuesta de la Comisión de Recursos Humanos y
oída la Comisión Consultiva Profesional, establecerá los principios y criterios generales para la homologación
del reconocimiento del desarrollo profesional en todo el Sistema Nacional de Salud, especialmente en lo
relativo a las denominaciones de los distintos grados, a los sistemas de valoración de los méritos, a la
composición de los comités de evaluación y al reconocimiento mutuo de los grados alcanzados por los
profesionales de los distintos servicios de salud.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. ¿A quién corresponde establecer las bases generales a las que deberán adaptarse los conciertos entre las 
universidades y los servicios de salud, instituciones y centros sanitarios?

A) A las universidades, previo informe del Consejo de Coordinación Universitaria.

B) Al Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministerios de Educación, Cultura y Deporte y de Sanidad y 
Consumo, previo informe del Consejo de Coordinación Universitaria.

C) A los servicios de salud, a propuesta de las instituciones y centros sanitarios concertados.

D) A las comunidades autónomas, previo informe conjunto de los Ministerios de Educación, Cultura y Deporte y 
de Sanidad y Consumo.

2. Los centros sanitarios acreditados para la formación especializada deberán contar con:

A) Un comité de investigación y los coordinadores docentes que determine la Administración educativa.

B) Una comisión de docencia y los jefes de estudios, coordinadores docentes y tutores de la formación 
adecuados a su capacidad docente.

C) Una comisión de formación continuada y los tutores que correspondan según el número de especialistas en 
formación.

D) Un consejo académico y los jefes de estudios, investigadores y tutores designados por el Instituto de Salud 
Carlos III.

3. Los registros de profesionales establecidos por la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las 
profesiones sanitarias, tienen como finalidad:

A) Hacer efectivos los derechos de los ciudadanos respecto a las prestaciones sanitarias y planificar 
adecuadamente los recursos humanos del sistema de salud.

B) Controlar exclusivamente el régimen disciplinario de los profesionales sanitarios y autorizar el ejercicio de 
cada profesión.

C) Acreditar los centros sanitarios privados y determinar las prestaciones económicas de la Seguridad Social.

D) Organizar la formación universitaria de los profesionales sanitarios y fijar sus planes de estudio.
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4. Dentro de un equipo de profesionales, la delegación de actuaciones será posible cuando:

A) Estén previamente establecidas las condiciones de la delegación y quien la recibe tenga capacidad para 
realizar la actuación.

B) La autorice siempre el órgano directivo de la organización sanitaria y la asuma el profesional de mayor 
antigüedad.

C) Se efectúe exclusivamente entre profesionales de la misma titulación y conste en la historia clínica del 
paciente.

D) La acuerde el equipo por mayoría y se limite a actuaciones que no requieran acreditación profesional.

5. Corresponde a los Licenciados en Veterinaria, dentro del ámbito de actuación para el que les faculta su 
título, el ejercicio de las funciones relativas a:

A) El control de la higiene y de la tecnología en la producción y elaboración de alimentos de origen animal, así 
como la prevención y lucha contra las enfermedades animales, particularmente las zoonosis.

B) La producción, conservación y dispensación de los medicamentos, así como la colaboración en los procesos 
analíticos, farmacoterapéuticos y de vigilancia de la salud pública.

C) La indicación y realización de las actividades dirigidas a la promoción y mantenimiento de la salud, a la 
prevención de las enfermedades y al diagnóstico, tratamiento y rehabilitación de los pacientes.

D) La promoción de la salud bucodental y la prevención, diagnóstico y tratamiento de las enfermedades y 
anomalías de la boca y los dientes.

6. ¿Quiénes deben establecer los registros públicos de profesionales sanitarios, accesibles a la población y a 
disposición de las Administraciones sanitarias?

A) Las Administraciones sanitarias, exclusivamente, dentro de sus respectivos ámbitos territoriales.

B) Los colegios profesionales, los consejos autonómicos y los consejos generales, en sus respectivos ámbitos 
territoriales.

C) Los centros sanitarios y las entidades de seguros que operan en el ramo de la enfermedad, con carácter 
obligatorio.

D) El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, mediante un registro único de ámbito estatal.

7. En relación con la cesión de datos necesaria para facilitar el cumplimiento de los requisitos exigidos a los 
profesionales sanitarios, señale la afirmación correcta:

A) Los juzgados y tribunales remitirán directamente a las corporaciones colegiales las sentencias firmes de 
inhabilitación o suspensión para el ejercicio profesional.

B) Las administraciones públicas con competencias sancionadoras remitirán únicamente las resoluciones que 
impongan sanciones económicas a los profesionales sanitarios.

C) Las corporaciones colegiales comunicarán al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad todas las 
resoluciones judiciales relativas al ejercicio profesional, aunque no exista obligación legal de colegiación.

D) El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad comunicará a las entidades correspondientes las 
resoluciones sancionadoras que reciba, mediante mecanismos de cooperación y sistemas de intercambio de 
información a través del Registro Estatal de Profesionales Sanitarios.

8. ¿Quiénes podrán acceder voluntariamente al sistema de desarrollo profesional de los profesionales 
sanitarios?

A) Los profesionales sanitarios de nacionalidad española, cualquiera que sea el lugar donde trabajen.

B) Los profesionales sanitarios establecidos o que presten sus servicios dentro del territorio del Estado.

C) Los profesionales sanitarios establecidos exclusivamente en el territorio de la comunidad autónoma 
correspondiente.

D) Los profesionales sanitarios que presten servicios únicamente en organizaciones públicas del Sistema 
Nacional de Salud.
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9. ¿Cuál de las siguientes funciones corresponde a la Comisión de Formación Continuada de las Profesiones 
Sanitarias?

A) Estudiar, informar y proponer procedimientos, criterios y requisitos para la acreditación de centros y 
actividades de formación continuada.

B) Resolver directamente la acreditación de centros y actividades de formación continuada.

C) Nombrar a los representantes de las sociedades científicas que formen parte de la Comisión.

D) Determinar de forma exclusiva los programas de formación continuada de cada comunidad autónoma.

10. Respecto de las comisiones de docencia, las Comisiones Nacionales, el Consejo Nacional de Especialidades 
en Ciencias de la Salud y los órganos colegiados relacionados, señale la opción correcta:

A) El Ministerio de Sanidad y Consumo facilita siempre el apoyo técnico y administrativo, y el secretario 
desempeña sus funciones con voz y voto.

B) Los centros sanitarios acreditados designan siempre al secretario de todos los órganos y grupos de trabajo, 
que actúa sin voz ni voto.

C) Los centros sanitarios acreditados facilitan el apoyo necesario a sus comisiones de docencia, y el secretario 
es designado por la Dirección del centro o por el Ministerio, según corresponda, con voz pero sin voto.

D) Las Comisiones Nacionales y el Consejo Nacional facilitan su propio apoyo técnico, y la secretaría 
corresponde necesariamente a un miembro elegido por votación.

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 A · 4 A · 5 A · 6 B · 7 D · 8 B · 9 A · 10 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal 
estatutario de los servicios de salud. Objeto y ámbito de aplicación. 

Clasificación del personal estatutario. Derechos y deberes. Selección. 
Situaciones. Régimen disciplinario y modelo de desarrollo 

profesional. Incompatibilidades.

Ley 55/2003 del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de 
salud

L-EstatutoMarco · BOE-A-2003-23101 · arts. 1 a 9 · arts. 17 a 19 · arts. 30 a 33 · art. 40 · arts. 62 a 77 — 37 incluidos

CAPÍTULO I Normas generales

Artículo 1. Objeto.
Esta ley tiene por objeto establecer las bases reguladoras de la relación funcionarial especial del personal
estatutario de los servicios de salud que conforman el Sistema Nacional de Salud, a través del Estatuto Marco
de dicho personal.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Esta ley es aplicable al personal estatutario que desempeña su función en los centros e instituciones
sanitarias de los servicios de salud de las comunidades autónomas o en los centros y servicios sanitarios de la
Administración General del Estado.
2. En lo no previsto en esta ley, en las normas a que se refiere el artículo siguiente, o en los pactos o acuerdos
regulados en el capítulo XIV, serán aplicables al personal estatutario las disposiciones y principios generales
sobre función pública de la Administración correspondiente.
3. Lo previsto en esta ley será de aplicación al personal sanitario funcionario y al personal sanitario laboral
que preste servicios en los centros del Sistema Nacional de Salud gestionados directamente por entidades
creadas por las distintas comunidades autónomas para acoger los medios y recursos humanos y materiales
procedentes de los procesos de transferencias del Insalud, en todo aquello que no se oponga a su normativa
específica de aplicación y si así lo prevén las disposiciones aplicables al personal funcionario o los convenios
colectivos aplicables al personal laboral de cada comunidad autónoma.

Artículo 3. Normas sobre personal estatutario.
En desarrollo de la normativa básica contenida en esta ley, el Estado y las comunidades autónomas, en el
ámbito de sus respectivas competencias, aprobarán los estatutos y las demás normas aplicables al personal
estatutario de cada servicio de salud. Para la elaboración de dichas normas, cuyas propuestas serán objeto de
negociación en las mesas correspondientes en los términos establecidos en el capítulo III de la Ley 9/1987, de
12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del
personal al servicio de las Administraciones públicas, los órganos en cada caso competentes tomarán en
consideración los principios generales establecidos en el artículo siguiente, las peculiaridades propias del
ejercicio de las profesiones sanitarias, y las características organizativas de cada servicio de salud y de sus
diferentes centros e instituciones.
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Artículo 4. Principios y criterios de ordenación del régimen estatutario.
La ordenación del régimen del personal estatutario de los servicios de salud se rige por los siguientes
principios y criterios:
a) Sometimiento pleno a la ley y el derecho.
b) Igualdad, mérito, capacidad y publicidad en el acceso a la condición de personal estatutario.
c) Estabilidad en el empleo y en el mantenimiento de la condición de personal estatutario fijo.
d) Libre circulación del personal estatutario en el conjunto del Sistema Nacional de Salud.
e) Responsabilidad en el ejercicio profesional y objetividad como garantías de la competencia e imparcialidad
en el desempeño de las funciones.
f) Planificación eficiente de las necesidades de recursos y programación periódica de las convocatorias.
g) Integración en el régimen organizativo y funcional del servicio de salud y de sus centros e instituciones.
h) Incorporación de los valores de integridad, neutralidad, transparencia en la gestión, deontología y servicio
al interés público y a los ciudadanos, tanto en la actuación profesional como en las relaciones con los usuarios.
i) Dedicación prioritaria al servicio público y transparencia de los intereses y actividades privadas como
garantía de dicha preferencia.
j) Coordinación, cooperación y mutua información entre las Administraciones sanitarias públicas.
k) Participación de las organizaciones sindicales en la determinación de las condiciones de trabajo, a través de
la negociación en las mesas correspondientes.

CAPÍTULO II Clasificación del personal estatutario

Artículo 5. Criterios de clasificación del personal estatutario.
El personal estatutario de los servicios de salud se clasifica atendiendo a la función desarrollada, al nivel del
título exigido para el ingreso y al tipo de su nombramiento.

Artículo 6. Personal estatutario sanitario.
1. Es personal estatutario sanitario el que ostenta esta condición en virtud de nombramiento expedido para el
ejercicio de una profesión o especialidad sanitaria.
2. Atendiendo al nivel académico del título exigido para el ingreso, el personal estatutario sanitario se clasifica
de la siguiente forma:

a) Personal de formación universitaria: quienes ostentan la condición de personal estatutario en virtud de
nombramiento expedido para el ejercicio de una profesión sanitaria que exija una concreta titulación de
carácter universitario, o un título de tal carácter acompañado de un título de especialista. Este personal se
divide en:

1.º Licenciados con título de especialista en Ciencias de la Salud.
2.º Licenciados sanitarios.
3.º Diplomados con título de Especialista en Ciencias de la Salud.
4.º Diplomados sanitarios.

b) Personal de formación profesional: quienes ostenten la condición de personal estatutario en virtud de
nombramiento expedido para el ejercicio de profesiones o actividades profesionales sanitarias, cuando se
exija una concreta titulación de formación profesional. Este personal se divide en:

1.º Técnicos superiores.
2.º Técnicos.

Artículo 7. Personal estatutario de gestión y servicios.
1. Es personal estatutario de gestión y servicios quien ostenta tal condición en virtud de nombramiento
expedido para el desempeño de funciones de gestión o para el desarrollo de profesiones u oficios que no
tengan carácter sanitario.
2. La clasificación del personal estatutario de gestión y servicios se efectúa, en función del título exigido para
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el ingreso, de la siguiente forma:
a) Personal de formación universitaria. Atendiendo al nivel del título requerido, este personal se divide en:

1.º Licenciados universitarios o personal con título equivalente.
2.º Diplomados universitarios o personal con título equivalente.

b) Personal de formación profesional. Atendiendo al nivel del título requerido, este personal se divide en:
1.º Técnicos superiores o personal con título equivalente.
2.º Técnicos o personal con título equivalente.

c) Otro personal: categorías en las que se exige certificación acreditativa de los años cursados y de las
calificaciones obtenidas en la Educación Secundaria Obligatoria, o título o certificado equivalente.

Artículo 8. Personal estatutario fijo.
Es personal estatutario fijo el que, una vez superado el correspondiente proceso selectivo, obtiene un
nombramiento para el desempeño con carácter permanente de las funciones que de tal nombramiento se
deriven.

Artículo 9. Personal estatutario temporal.
1. Los nombramientos de personal estatutario temporal serán de interinidad, siendo estatutarios interinos los
que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales con carácter
temporal para el desempeño de funciones propias de estatutarios en los siguientes supuestos y condiciones:

a) Existencia de plaza vacante, cuando no sea posible su cobertura por personal estatutario fijo, durante un
plazo máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 2 de este artículo.
b) Ejecución de programas de carácter temporal, que deberán especificar sus fechas de inicio y finalización
y no podrán tener una duración superior a tres años. Los programas objeto de nombramiento no pueden
ser de una naturaleza tal que suponga la ejecución de tareas o la cobertura de necesidades permanentes,
habituales de duración indefinida de la actividad propia de los servicios de salud.
c) Exceso o acumulación de tareas, detallándose las mismas, concretando la fecha del inicio y fin del
nombramiento, por un plazo máximo de nueve meses, dentro de un período de dieciocho meses. En los
casos contemplados en los párrafos b) y c), cumplidos los plazos y condiciones que en ellos se plantean y en
caso de que fuese necesaria la realización de nuevos nombramientos, se tramitará la creación de una plaza
estructural en la plantilla del centro. En aquellos servicios o unidades en que se efectúe este tipo de
nombramientos y no se cree una nueva plaza superados los plazos establecidos en cada caso, no podrá
hacerse un nuevo nombramiento por la misma causa en un periodo de dos años.

2. Se acordará la finalización de la relación estatutaria temporal definida en el apartado 1 del presente artículo
por las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 21 de la presente ley, sin derecho a
compensación por este motivo:

a) Por la cobertura de la plaza que se desempeñe por personal estatutario fijo a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones de carácter organizativo que den lugar a la supresión o amortización de la plaza o puesto
ocupado.
c) Por la finalización del plazo establecido y recogido expresamente en el nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que originó el nombramiento. En el supuesto previsto en el apartado 1.a),
las plazas vacantes desempeñadas por personal estatutario interino deberán ser objeto de cobertura
mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad previstos en la normativa de cada
Administración sanitaria. No obstante, transcurridos tres años desde el nombramiento del personal
estatutario interino se producirá el fin de la relación de interinidad y la vacante solo podrá ser ocupada por
personal estatutario fijo, salvo que en el correspondiente proceso selectivo no se haya cubierto la plaza en
cuestión, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal estatutario interino.
Excepcionalmente, el personal estatutario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe
temporalmente, siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los
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tres años, a contar desde la fecha del nombramiento del personal estatutario interino. En este supuesto
podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que su cese dé lugar a compensación
económica. Se modifica por el art. único.1 del Real Decreto-ley 12/2022, de 5 de julio de 2022. Ref. BOE-
A-2022-11132#au Téngase en cuenta que esta modificación será de aplicación únicamente respecto del
personal estatutario temporal nombrado o contratado con posterioridad a la entrada en vigor del citado
Real Decreto-ley, según establece su disposición transitoria primera.

Artículo 9 bis. Personal estatutario sustituto.
1. Se podrá nombrar personal estatutario sustituto para el desempeño de funciones propias de personal
estatutario en los siguientes supuestos y condiciones:

a) Sustitución, que se expedirá, cuando resulte necesario para atender las funciones de personal fijo o
temporal, durante los periodos de vacaciones, permisos, dispensas y demás ausencias de carácter temporal
que comporten la reserva de plaza.
b) Sustitución parcial para garantizar la prestación asistencial en los centros e instituciones sanitarias,
durante un plazo máximo de tres años, identificando la causa que lo origina, siendo un nombramiento
vinculado a la cobertura de exención de guardias, por razón de edad, o enfermedad, pudiendo sustituir
hasta dos personas siempre que con la plantilla disponible no fuese posible cubrir esta contingencia y
respetando los límites legales de la jornada, en concreto los referidos en los artículos 48.2 y 49.
c) Reducción de la jornada ordinaria de personal estatutario, identificando a la persona o personas
concretas a quien se complementa la jornada, durante todo el período correspondiente y en la modalidad
que motiva la reducción.

2. Se acordará la finalización de la relación estatutaria temporal definida en el apartado 1 del presente artículo
por las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 21, sin derecho a compensación por este
motivo:

a) Por la finalización del plazo establecido y recogido expresamente en el nombramiento.
b) Por la finalización de la causa que originó el nombramiento. Se añade por el art. único.2 del Real
Decreto-ley 12/2022, de 5 de julio de 2022. Ref. BOE-A-2022-11132#au Téngase en cuenta que será de
aplicación únicamente respecto del personal estatutario temporal nombrado o contratado con
posterioridad a la entrada en vigor del citado Real Decreto-ley, según establece su disposición transitoria
primera.

Artículo 9 ter. Régimen aplicable al personal estatutario temporal y sustituto.
Al personal definido en los artículos 9 y 9 bis le será aplicable el régimen general del personal estatutario fijo
en cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter de su nombramiento, salvo
aquellos derechos inherentes a la condición de personal estatutario fijo. Todas las menciones que hace este
estatuto al personal temporal son extensibles tanto a las situaciones descritas en el artículo 9 como en el 9 bis.
Se añade por el art. único.2 del Real Decreto-ley 12/2022, de 5 de julio de 2022. Ref. BOE-A-2022-11132#au
Téngase en cuenta que será de aplicación únicamente respecto del personal estatutario temporal nombrado o
contratado con posterioridad a la entrada en vigor del citado Real Decreto-ley, según establece su disposición
transitoria primera.

Artículo 9 quater. Medidas dirigidas al control de la temporalidad.
1. Las administraciones sanitarias serán responsables del cumplimiento de las previsiones contenidas en la
presente norma y, en especial, velarán por evitar cualquier tipo de irregularidad en el nombramiento del
personal estatutario temporal y sustituto. Asimismo, las administraciones sanitarias promoverán, en sus
ámbitos respectivos, el desarrollo de criterios de actuación que permitan asegurar el cumplimiento de las
medidas de limitación de la temporalidad de su personal, así como una actuación coordinada de los distintos
órganos con competencia en materia de personal. No obstante, desde la Comisión de Recursos Humanos del
Sistema Nacional de Salud se establecerá un seguimiento de estas actuaciones.
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2. Las actuaciones irregulares en materia de nombramiento de personal estatutario temporal y sustituto darán
lugar a la exigencia de las responsabilidades que procedan de conformidad con la normativa vigente en cada
una de las administraciones públicas.
3. Todo acto, pacto, acuerdo o disposición reglamentaria, así como las medidas que se adopten en su
cumplimiento o desarrollo, cuyo contenido directa o indirectamente suponga el incumplimiento por parte de
la comunidad autónoma o del Estado de los plazos máximos de permanencia como personal estatutario
temporal será nulo de pleno derecho.
4. El incumplimiento del plazo máximo de permanencia dará lugar a una compensación económica para el
personal estatutario temporal afectado, que será equivalente a veinte días de sus retribuciones fijas por año de
servicio, en virtud de la normativa específica que le sea de aplicación, prorrateándose por meses los períodos
de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de doce mensualidades. El derecho a esta compensación
nacerá a partir de la fecha del cese efectivo y la cuantía estará referida exclusivamente al nombramiento del
que traiga causa el incumplimiento. No habrá derecho a la compensación descrita en caso de que la
finalización de la relación de servicio sea por causas disciplinarias o por renuncia voluntaria. Se añade por el
art. único.2 del Real Decreto-ley 12/2022, de 5 de julio de 2022. Ref. BOE-A-2022-11132#au Téngase en cuenta
que será de aplicación únicamente respecto del personal estatutario temporal nombrado o contratado con
posterioridad a la entrada en vigor del citado Real Decreto-ley, según establece su disposición transitoria
primera.

CAPÍTULO IV Derechos y deberes

Artículo 17. Derechos individuales.
1. El personal estatutario de los servicios de salud ostenta los siguientes derechos:

a) A la estabilidad en el empleo y al ejercicio o desempeño efectivo de la profesión o funciones que
correspondan a su nombramiento.
b) A la percepción puntual de las retribuciones e indemnizaciones por razón del servicio en cada caso
establecidas.
c) A la formación continuada adecuada a la función desempeñada y al reconocimiento de su cualificación
profesional en relación a dichas funciones.
d) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo, así como sobre riesgos
generales en el centro sanitario o derivados del trabajo habitual, y a la información y formación específica
en esta materia conforme a lo dispuesto en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos
Laborales.
e) A la movilidad voluntaria, promoción interna y desarrollo profesional, en la forma en que prevean las
disposiciones en cada caso aplicables.
f) A que sea respetada su dignidad e intimidad personal en el trabajo y a ser tratado con corrección,
consideración y respeto por sus jefes y superiores, sus compañeros y sus subordinados.
g) Al descanso necesario, mediante la limitación de la jornada, las vacaciones periódicas retribuidas y
permisos en los términos que se establezcan.
h) A recibir asistencia y protección de las Administraciones públicas y servicios de salud en el ejercicio de
su profesión o en el desempeño de sus funciones.
i) Al encuadramiento en el Régimen General de la Seguridad Social, con los derechos y obligaciones que de
ello se derivan.
j) A ser informado de las funciones, tareas, cometidos, programación funcional y objetivos asignados a su
unidad, centro o institución, y de los sistemas establecidos para la evaluación del cumplimiento de los
mismos.
k) A la no discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión, orientación e identidad
sexual, expresión de género, características sexuales o cualquier otra condición o circunstancia personal o
social.
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l) A la jubilación en los términos y condiciones establecidas en las normas en cada caso aplicables.
m) A la acción social en los términos y ámbitos subjetivos que se determinen en las normas, acuerdos o
convenios aplicables.

2. El régimen de derechos establecido en el apartado anterior será aplicable al personal temporal, en la
medida en que la naturaleza del derecho lo permita.
Se modifica la letra k) del apartado 1 por la disposición final 7 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-7

Artículo 18. Derechos colectivos.
El personal estatutario ostenta, en los términos establecidos en la Constitución y en la legislación
específicamente aplicable, los siguientes derechos colectivos:
a) A la libre sindicación.
b) A la actividad sindical.
c) A la huelga, garantizándose en todo caso el mantenimiento de los servicios que resulten esenciales para la
atención sanitaria a la población.
d) A la negociación colectiva, representación y participación en la determinación de las condiciones de trabajo.
e) A la reunión.
f) A disponer de servicios de prevención y de órganos representativos en materia de seguridad laboral.

Artículo 19. Deberes.
El personal estatutario de los servicios de salud viene obligado a:
a) Respetar la Constitución, el Estatuto de Autonomía correspondiente y el resto del ordenamiento jurídico.
b) Ejercer la profesión o desarrollar el conjunto de las funciones que correspondan a su nombramiento, plaza
o puesto de trabajo con lealtad, eficacia y con observancia de los principios técnicos, científicos, éticos y
deontológicos que sean aplicables.
c) Mantener debidamente actualizados los conocimientos y aptitudes necesarios para el correcto ejercicio de
la profesión o para el desarrollo de las funciones que correspondan a su nombramiento, a cuyo fin los centros
sanitarios facilitarán el desarrollo de actividades de formación continuada.
d) Cumplir con diligencia las instrucciones recibidas de sus superiores jerárquicos en relación con las
funciones propias de su nombramiento, y colaborar leal y activamente en el trabajo en equipo.
e) Participar y colaborar eficazmente, en el nivel que corresponda en función de su categoría profesional, en la
fijación y consecución de los objetivos cuantitativos y cualitativos asignados a la institución, centro o unidad
en la que preste servicios.
f) Prestar colaboración profesional cuando así sea requerido por las autoridades como consecuencia de la
adopción de medidas especiales por razones de urgencia o necesidad.
g) Cumplir el régimen de horarios y jornada, atendiendo a la cobertura de las jornadas complementarias que
se hayan establecido para garantizar de forma permanente el funcionamiento de las instituciones, centros y
servicios.
h) Informar debidamente, de acuerdo con las normas y procedimientos aplicables en cada caso y dentro del
ámbito de sus competencias, a los usuarios y pacientes sobre su proceso asistencial y sobre los servicios
disponibles.
i) Respetar la dignidad e intimidad personal de los usuarios de los servicios de salud, su libre disposición en las
decisiones que le conciernen y el resto de los derechos que les reconocen las disposiciones aplicables, así
como a no realizar discriminación alguna por motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier
otra circunstancia personal o social, incluyendo la condición en virtud de la cual los usuarios de los centros e
instituciones sanitarias accedan a los mismos.
j) Mantener la debida reserva y confidencialidad de la información y documentación relativa a los centros
sanitarios y a los usuarios obtenida, o a la que tenga acceso, en el ejercicio de sus funciones.
k) Utilizar los medios, instrumental e instalaciones de los servicios de salud en beneficio del paciente, con
criterios de eficiencia, y evitar su uso ilegítimo en beneficio propio o de terceras personas.
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l) Cumplimentar los registros, informes y demás documentación clínica o administrativa establecidos en la
correspondiente institución, centro o servicio de salud.
m) Cumplir las normas relativas a la seguridad y salud en el trabajo, así como las disposiciones adoptadas en el
centro sanitario en relación con esta materia.
n) Cumplir el régimen sobre incompatibilidades. ñ) Ser identificados por su nombre y categoría profesional
por los usuarios del Sistema Nacional de Salud.

CAPÍTULO VI Provisión de plazas, selección y promoción interna

Artículo 30. Convocatorias de selección y requisitos de participación.
1. La selección del personal estatutario fijo se efectuará, con carácter periódico, en el ámbito que en cada
servicio de salud se determine, a través de convocatoria pública y mediante procedimientos que garanticen los
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como el de competencia. Las convocatorias se
anunciarán en el boletín o diario oficial de la correspondiente Administración pública.
2. Los procedimientos de selección, sus contenidos y pruebas se adecuarán a las funciones a desarrollar en las
correspondientes plazas incluyendo, en su caso, la acreditación del conocimiento de la lengua oficial de la
respectiva comunidad autónoma en la forma que establezcan las normas autonómicas de aplicación.
3. Las convocatorias y sus bases vinculan a la Administración, a los tribunales encargados de juzgar las
pruebas y a quienes participen en las mismas. Las convocatorias y sus bases, una vez publicadas, solamente
podrán ser modificadas con sujeción estricta a las normas de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
4. Las convocatorias deberán identificar las plazas convocadas indicando, al menos, su número y
características, y especificarán las condiciones y requisitos que deben reunir los aspirantes, el plazo de
presentación de solicitudes, el contenido de las pruebas de selección, los baremos y programas aplicables a las
mismas y el sistema de calificación.
5. Para poder participar en los procesos de selección de personal estatutario fijo será necesario reunir los
siguientes requisitos:

a) Poseer la nacionalidad española o la de un Estado miembro de la Unión Europea o del Espacio
Económico Europeo, u ostentar el derecho a la libre circulación de trabajadores conforme al Tratado de la
Unión Europea o a otros tratados ratificados por España, o tener reconocido tal derecho por norma legal.
b) Estar en posesión de la titulación exigida en la convocatoria o en condiciones de obtenerla dentro del
plazo de presentación de solicitudes.
c) Poseer la capacidad funcional necesaria para el desempeño de las funciones que se deriven del
correspondiente nombramiento.
d) Tener cumplidos 18 años y no exceder de la edad de jubilación forzosa.
e) No haber sido separado del servicio, mediante expediente disciplinario, de cualquier servicio de salud o
Administración pública en los seis años anteriores a la convocatoria, ni hallarse inhabilitado con carácter
firme para el ejercicio de funciones públicas ni, en su caso, para la correspondiente profesión.
f) En el caso de los nacionales de otros Estados mencionados en el párrafo a), no encontrarse inhabilitado,
por sanción o pena, para el ejercicio profesional o para el acceso a funciones o servicios públicos en un
Estado miembro, ni haber sido separado, por sanción disciplinaria, de alguna de sus Administraciones o
servicios públicos en los seis años anteriores a la convocatoria.

6. En las convocatorias para la selección de personal estatutario se reservará un cupo no inferior al cinco por
ciento, o al porcentaje que se encuentre vigente con carácter general para la función pública, de las plazas
convocadas para ser cubiertas entre personas con discapacidad de grado igual o superior al 33 por ciento, de
modo que progresivamente se alcance el dos por ciento de los efectivos totales de cada servicio de salud,
siempre que superen las pruebas selectivas y que, en su momento, acrediten el indicado grado de discapacidad
y la compatibilidad con el desempeño de las tareas y funciones correspondientes. El acceso a la condición de
personal estatutario de las personas con discapacidad se inspirará en los principios de igualdad de
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oportunidades, no discriminación y compensación de desventajas, procediéndose, en su caso, a la adaptación
de las pruebas de selección a las necesidades específicas y singularidades de estas personas.

Artículo 31. Sistemas de selección.
1. La selección del personal estatutario fijo se efectuará con carácter general a través del sistema de concurso-
oposición. La selección podrá realizarse a través del sistema de oposición cuando así resulte más adecuado en
función de las características socio-profesionales del colectivo que pueda acceder a las pruebas o de las
funciones a desarrollar. Cuando las peculiaridades de las tareas específicas a desarrollar o el nivel de
cualificación requerida así lo aconsejen, la selección podrá realizarse por el sistema de concurso.
2. La oposición consiste en la celebración de una o más pruebas dirigidas a evaluar la competencia, aptitud e
idoneidad de los aspirantes para el desempeño de las correspondientes funciones, así como a establecer su
orden de prelación. La convocatoria podrá establecer criterios o puntuaciones para superar la oposición o
cada uno de sus ejercicios.
3. El concurso consiste en la evaluación de la competencia, aptitud e idoneidad de los aspirantes para el
desempeño de las correspondientes funciones a través de la valoración con arreglo a baremo de los aspectos
más significativos de los correspondientes currículos, así como a establecer su orden de prelación. La
convocatoria podrá establecer criterios o puntuaciones para superar el concurso o alguna de sus fases.
4. Los baremos de méritos en las pruebas selectivas para el acceso a nombramientos de personal estatutario se
dirigirán a evaluar las competencias profesionales de los aspirantes a través de la valoración ponderada, entre
otros aspectos, de su currículo profesional y formativo, de los más significativos de su formación pregraduada,
especializada y continuada acreditada, de la experiencia profesional en centros sanitarios y de las actividades
científicas, docentes y de investigación y de cooperación al desarrollo o ayuda humanitaria en el ámbito de la
salud. Reglamentariamente y, con carácter básico, se regularán los principios y criterios que determinen las
características comunes de los baremos de méritos que sean de aplicación en los procesos selectivos y de
provisión de plazas y puestos que sean convocados para el acceso a la condición de personal estatutario, tanto
de carácter fijo como de carácter temporal y, en los procedimientos de movilidad, conforme a lo previsto en el
artículo 37.
5. El concurso-oposición consistirá en la realización sucesiva, y en el orden que la convocatoria determine, de
los dos sistemas anteriores.
6. Los servicios de salud determinarán los supuestos en los que será posible, con carácter extraordinario y
excepcional, la selección del personal a través de un concurso, o un concurso-oposición, consistente en la
evaluación no baremada de la competencia profesional de los aspirantes, evaluación que realizará un tribunal,
tras la exposición y defensa pública por los interesados de su currículo profesional, docente, discente e
investigador, de acuerdo con los criterios señalados en el anterior apartado 4.
7. Si así se establece en la convocatoria, y como parte del proceso selectivo, aspirantes seleccionados en la
oposición, concurso o concurso-oposición deberán superar un período formativo, o de prácticas, antes de
obtener nombramiento como personal estatutario fijo. Durante dicho período, que no será aplicable a las
categorías o grupos profesionales para los que se exija título académico o profesional específico, los
interesados ostentarán la condición de aspirantes en prácticas.
8. En el ámbito de cada servicio de salud se regulará la composición y funcionamiento de los órganos de
selección, que serán de naturaleza colegiada y actuarán de acuerdo con criterios de objetividad, imparcialidad,
agilidad y eficacia. Sus miembros deberán ostentar la condición de personal funcionario de carrera o
estatutario fijo de las Administraciones públicas o de los servicios de salud, o de personal laboral de los
centros vinculados al Sistema Nacional de Salud, en plaza o categoría para la que se exija poseer titulación del
nivel académico igual o superior a la exigida para el ingreso. Les será de aplicación lo dispuesto en la
normativa reguladora de los órganos colegiados y de la abstención y recusación de sus miembros.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 1 de la Ley 45/2015, de 14 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11072#dfprimera .

Artículo 32. Nombramientos de personal estatutario fijo.
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1. Los nombramientos como personal estatutario fijo serán expedidos a favor de los aspirantes que obtengan
mayor puntuación en el conjunto de las pruebas y evaluaciones.
2. Los nombramientos serán publicados en la forma que se determine en cada servicio de salud.
3. En el nombramiento se indicará expresamente el ámbito al que corresponde, conforme a lo previsto en la
convocatoria y en las disposiciones aplicables en cada servicio de salud.

Artículo 33. Selección de personal estatutario temporal.
1. La selección del personal estatutario temporal se efectuará a través de procedimientos que permitan la
máxima agilidad en la selección, procedimientos que se basarán en todo caso en los principios de igualdad,
mérito, capacidad, competencia, publicidad y celeridad y tendrán por finalidad la cobertura inmediata del
puesto. Dichos procedimientos serán establecidos previa negociación en las mesas generales o sectoriales
correspondientes, utilizando para los nombramientos cualquiera de los supuestos contemplados en el artículo
9.1 y 9 bis.1 de esta ley. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de estatutario fijo. En todo caso, el personal estatutario temporal
deberá reunir los requisitos establecidos en el artículo 30.5 de esta ley.
2. Las plazas desempeñadas por personal estatutario interino deberán ser objeto de cobertura inmediata
mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad previstos en la normativa de cada
Administración sanitaria. La cobertura de la plaza conlleva el cese del personal estatutario interino que venía
desempeñándola.
3. El personal estatutario temporal podrá estar sujeto a un período de prueba, durante el que será posible la
resolución de la relación estatutaria a instancia de cualquiera de las partes. El período de prueba no podrá
superar los tres meses de trabajo efectivo en el caso del personal previsto en los artículos 6.2.a) y 7.2.a) de esta
ley y los dos meses para el resto del personal. En ningún caso el período de prueba podrá exceder de la mitad
de la duración del nombramiento, si esta está precisada en el mismo. La no superación del periodo de prueba
obedecerá a motivos razonados, y se comunicará por escrito al interesado. Estará exento del período de
prueba quien ya lo hubiera superado con ocasión de un anterior nombramiento temporal para la realización
de funciones de las mismas características en el Sistema Nacional de Salud en los dos años anteriores a la
expedición del nuevo nombramiento. Se modifica por el art. único.3 del Real Decreto-ley 12/2022, de 5 de julio
de 2022. Ref. BOE-A-2022-11132#au Téngase en cuenta que esta modificación será de aplicación únicamente
respecto del personal estatutario temporal nombrado o contratado con posterioridad a la entrada en vigor del
citado Real Decreto-ley, según establece su disposición transitoria primera.

CAPÍTULO VIII Carrera profesional

Artículo 40. Criterios generales de la carrera profesional.
1. Las comunidades autónomas, previa negociación en las mesas correspondientes, establecerán, para el
personal estatutario de sus servicios de salud, mecanismos de carrera profesional de acuerdo con lo
establecido con carácter general en las normas aplicables al personal del resto de sus servicios públicos, de
forma tal que se posibilite el derecho a la promoción de este personal conjuntamente con la mejor gestión de
las instituciones sanitarias.
2. La carrera profesional supondrá el derecho de los profesionales a progresar, de forma individualizada,
como reconocimiento a su desarrollo profesional en cuanto a conocimientos, experiencia y cumplimiento de
los objetivos de la organización a la cual prestan sus servicios.
3. La Comisión de Recursos Humanos del Sistema Nacional de Salud establecerá los principios y criterios
generales de homologación de los sistemas de carrera profesional de los diferentes servicios de salud, a fin de
garantizar el reconocimiento mutuo de los grados de la carrera, sus efectos profesionales y la libre circulación
de dichos profesionales en el conjunto del Sistema Nacional de Salud.
4. Los criterios generales del sistema de desarrollo profesional recogidos en la Ley de Ordenación de las
Profesiones Sanitarias se acomodarán y adaptarán a las condiciones y características organizativas, sanitarias y
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asistenciales del servicio de salud o de cada uno de sus centros, sin detrimento de los derechos ya establecidos.
Su repercusión en la carrera profesional se negociará en las mesas correspondientes.

CAPÍTULO XI Situaciones del personal estatutario

Artículo 62. Situaciones.
1. El régimen general de situaciones del personal estatutario fijo comprende las siguientes:

a) Servicio activo.
b) Servicios especiales.
c) Servicios bajo otro régimen jurídico.
d) Excedencia por servicios en el sector público.
e) Excedencia voluntaria.
f) Suspensión de funciones.

2. Las comunidades autónomas podrán establecer los supuestos de concesión y el régimen relativo a las
situaciones de expectativa de destino, excedencia forzosa y excedencia voluntaria incentivada, así como los de
otras situaciones administrativas aplicables a su personal estatutario dirigidas a optimizar la planificación de
sus recursos humanos, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12.
3. Será aplicable al personal estatutario la situación de excedencia para el cuidado de familiares establecida
para los funcionarios públicos por la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, de conciliación de la vida familiar y
laboral de las personas trabajadoras.

Artículo 63. Servicio activo.
1. El personal estatutario se hallará en servicio activo cuando preste los servicios correspondientes a su
nombramiento como tal, o cuando desempeñe funciones de gestión clínica, cualquiera que sea el servicio de
salud, institución o centro en el que se encuentre destinado, así como cuando desempeñe puesto de trabajo de
las relaciones de puestos de las Administraciones públicas abierto al personal estatutario.
2. El personal que se encuentre en situación de servicio activo goza de todos los derechos y queda sometido a
todos los deberes inherentes a su condición, y se regirá por esta ley y las normas correspondientes al personal
estatutario del servicio de salud en que preste servicios.
3. Se mantendrán en la situación de servicio activo, con los derechos que en cada caso correspondan, quienes
estén en comisión de servicios, disfruten de vacaciones o permisos o se encuentren en situación de
incapacidad temporal, así como quienes reciban el encargo temporal de desempeñar funciones
correspondientes a otro nombramiento conforme a lo previsto en el artículo 35.
4. Se mantendrán en servicio activo, con las limitaciones de derechos que se establecen en el artículo 75 de
esta ley y las demás que legalmente correspondan, quienes sean declarados en suspensión provisional de
funciones.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 5.1 de la Ley 10/2013, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2013-8083 .

Artículo 64. Servicios especiales.
1. El personal estatutario será declarado en situación de servicios especiales en los supuestos establecidos con
carácter general para los funcionarios públicos, así como cuando acceda a plaza de formación sanitaria
especializada mediante residencia o a puesto directivo de las organizaciones internacionales, de las
Administraciones públicas, de los servicios de salud o de instituciones o centros sanitarios del Sistema
Nacional de Salud. Quien se encuentre en la situación de servicios especiales prevista en este apartado tendrá
derecho al cómputo de tiempo a efectos de antigüedad y carrera, en su caso, al percibo de trienios y a la
reserva de la plaza de origen.
2. También será declarado en situación de servicios especiales el personal estatutario que sea autorizado por la
Administración pública competente, por periodos superiores a seis meses, para prestar servicios o colaborar
con organizaciones no gubernamentales que desarrollen programas de cooperación, o para cumplir misiones
en programas de cooperación nacional o internacional. Quien se encuentre en la situación de servicios
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especiales prevista en este apartado tendrá derecho al cómputo de tiempo a efectos de antigüedad y a la
reserva de la plaza de origen.

Artículo 65. Servicios bajo otro régimen jurídico.
1. Pasarán a la situación de servicios bajo otro régimen jurídico quienes acepten la oferta de cambio de su
relación de empleo que efectúen los servicios de salud al personal estatutario fijo, para prestar servicios en un
centro cuya gestión sea asumida bien por una entidad creada o participada en un mínimo de la mitad de su
capital por el propio servicio de salud o comunidad autónoma, bien por otras entidades surgidas al amparo de
nuevas fórmulas de gestión promovidas por el servicio de salud o comunidad autónoma y creadas al amparo
de la normativa que las regule.
2. El personal en situación de servicios bajo otro régimen jurídico tendrá derecho al cómputo de tiempo a
efectos de antigüedad. Durante los tres primeros años se ostentará derecho para la reincorporación al servicio
activo en la misma categoría y área de salud de origen o, si ello no fuera posible, en áreas limítrofes con
aquélla.

Artículo 65 bis. Servicios de gestión clínica.
Se declarará en la situación de servicios de gestión clínica al personal estatutario fijo que acepte
voluntariamente el cambio en su relación de empleo que se le oferte por los servicios de salud para acceder a
estas funciones, cuando la naturaleza de las instituciones donde se desarrollen las funciones de gestión clínica
no permitan que preste sus servicios como personal estatutario fijo en activo. En esta situación, este personal
tendrá derecho al cómputo del tiempo a efectos de antigüedad, así como a la reserva de su plaza de origen.
Se añade por la disposición final 5.2 de la Ley 10/2013, de 24 de julio. Ref. BOE-A-2013-8083 .

Artículo 66. Excedencia por prestar servicios en el sector público.
1. Procederá declarar al personal estatutario en excedencia por prestación de servicios en el sector público:

a) Cuando presten servicios en otra categoría de personal estatutario, como funcionario o como personal
laboral, en cualquiera de las Administraciones públicas, salvo que hubiera obtenido la oportuna
autorización de compatibilidad.
b) Cuando presten servicios en organismos públicos y no les corresponda quedar en otra situación.

2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, deben considerarse incluidas en el sector público
aquellas entidades en las que la participación directa o indirecta de las Administraciones públicas sea igual o
superior al 50 por ciento o, en todo caso, cuando las mismas posean una situación de control efectivo.
3. El personal estatutario excedente por prestación de servicios en el sector público no devengará
retribuciones, y el tiempo de permanencia en esta situación les será reconocido a efectos de trienios y carrera
profesional, en su caso, cuando reingresen al servicio activo.

Artículo 67. Excedencia voluntaria.
1. La situación de excedencia voluntaria se declarará de oficio o a solicitud del interesado, según las reglas
siguientes:

a) Podrá concederse la excedencia voluntaria al personal estatutario cuando lo solicite por interés
particular. Para obtener el pase a esta situación será preciso haber prestado servicios efectivos en
cualquiera de las Administraciones públicas durante los cinco años inmediatamente anteriores. La
concesión de la excedencia voluntaria por interés particular quedará subordinada a las necesidades del
servicio, debiendo motivarse, en su caso, su denegación. No podrá concederse la excedencia voluntaria por
interés particular a quien esté sometido a un expediente disciplinario.
b) Se concederá la excedencia voluntaria por agrupación familiar al personal estatutario que así lo solicite y
cuyo cónyuge resida en otra localidad fuera del ámbito del nombramiento del interesado, por haber
obtenido y estar desempeñando plaza con carácter fijo como personal del Sistema Nacional de Salud, como
funcionario de carrera o personal laboral de cualquier Administración pública.
c) Procederá declarar de oficio en excedencia voluntaria al personal estatutario cuando, finalizada la causa
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que determinó el pase a una situación distinta a la de activo, incumplan la obligación de solicitar el
reingreso al servicio activo en el plazo que se determine en cada servicio de salud.

2. En los supuestos previstos en los párrafos a) y c) del apartado anterior, el tiempo mínimo de permanencia
en la situación de excedencia voluntaria será de dos años.
3. El personal estatutario en situación de excedencia voluntaria no devengará retribuciones, ni le será
computable el tiempo que permanezca en tal situación a efectos de carrera profesional o trienios.
4. El personal estatutario podrá ser declarado en la situación de excedencia temporal en los términos y con los
efectos establecidos por la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación.
Se añade el apartado 4 por la disposición final 6 de la Ley 14/2011, de 1 de junio. Ref. BOE-A-2011-9617 .

Artículo 68. Suspensión de funciones.
1. El personal declarado en la situación de suspensión firme quedará privado durante el tiempo de
permanencia en la misma del ejercicio de sus funciones y de todos los derechos inherentes a su condición.
2. La suspensión firme determinará la pérdida del puesto de trabajo cuando exceda de seis meses.
3. La suspensión firme se impondrá en virtud de sentencia dictada en causa criminal o en virtud de sanción
disciplinaria. La suspensión por condena criminal se impondrá como pena, en los términos acordados en la
sentencia. La suspensión firme por sanción disciplinaria no podrá exceder de seis años.
4. El personal declarado en la situación de suspensión firme de funciones no podrá prestar servicios en
ninguna Administración pública, ni en los organismos públicos o en las entidades de derecho público
dependientes o vinculadas a ellas, ni en las entidades públicas sujetas a derecho privado o fundaciones
sanitarias, durante el tiempo de cumplimiento de la pena o sanción.

Artículo 69. Reingreso al servicio activo.
1. Con carácter general, el reingreso al servicio activo será posible en cualquier servicio de salud a través de
los procedimientos de movilidad voluntaria a que se refiere el artículo 37 de esta ley.
2. El reingreso al servicio activo también procederá en el servicio de salud de procedencia del interesado, con
ocasión de vacante y carácter provisional, en el ámbito territorial y en las condiciones que en cada servicio de
salud se determinen. La plaza desempeñada con carácter provisional será incluida en la primera convocatoria
para la movilidad voluntaria que se efectúe.
3. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19.c) de esta ley cuando las circunstancias que concurran así lo
aconsejen, a criterio de cada servicio de salud, institución o centro de destino se podrá facilitar al profesional
reincorporado al servicio activo la realización de un programa específico de formación complementaria o de
actualización de los conocimientos, técnicas, habilidades y aptitudes necesarias para ejercer adecuadamente
su profesión o desarrollar las actividades y funciones derivadas de su nombramiento. El seguimiento de este
programa no afectará a la situación ni a los derechos económicos del interesado.

CAPÍTULO XII Régimen disciplinario

Artículo 70. Responsabilidad disciplinaria.
El personal estatutario incurrirá en responsabilidad disciplinaria por las faltas que cometa.

Artículo 71. Principios de la potestad disciplinaria.
1. El régimen disciplinario responderá a los principios de tipicidad, eficacia y proporcionalidad en todo el
Sistema Nacional de Salud, y su procedimiento, a los de inmediatez, economía procesal y pleno respeto de los
derechos y garantías correspondientes.
2. Los órganos competentes de cada servicio de salud ejercerán la potestad disciplinaria por las infracciones
que cometa su personal estatutario, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial, civil o penal que pueda
derivarse de tales infracciones.
3. La potestad disciplinaria corresponde al servicio de salud en el que el interesado se encuentre prestando
servicios en el momento de comisión de la falta, con independencia del servicio de salud en el que
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inicialmente obtuvo su nombramiento. Las sanciones que, en su caso, se impongan tendrán validez y eficacia
en todos los servicios de salud.
4. Cuando de la instrucción de un expediente disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de
criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal.
5. Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a los servicios de salud.
6. Sólo podrán sancionarse las acciones u omisiones que, en el momento de producirse, constituyan infracción
disciplinaria. Las normas definidoras de infracciones y sanciones no serán susceptibles de aplicación
analógica.
7. Entre la infracción cometida y la sanción impuesta deberá existir la adecuada proporcionalidad.
8. La cancelación de las sanciones disciplinarias impedirá la apreciación de reincidencia.

Artículo 72. Clases y prescripción de las faltas.
1. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves o leves.
2. Son faltas muy graves:

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución o al respectivo Estatuto de Autonomía en el
ejercicio de sus funciones.
b) Toda actuación que suponga discriminación por razones ideológicas, morales, políticas, sindicales, de
raza, lengua, género, religión o circunstancias económicas, personales o sociales, tanto del personal como
de los usuarios, o por la condición en virtud de la cual éstos accedan a los servicios de las instituciones o
centros sanitarios.
c) El quebranto de la debida reserva respecto a datos relativos al centro o institución o a la intimidad
personal de los usuarios y a la información relacionada con su proceso y estancia en las instituciones o
centros sanitarios.
d) El abandono del servicio.
e) La falta de asistencia durante más de cinco días continuados o la acumulación de siete faltas en dos
meses sin autorización ni causa justificada.
f) El notorio incumplimiento de sus funciones o de las normas reguladoras del funcionamiento de los
servicios.
g) La desobediencia notoria y manifiesta a las órdenes o instrucciones de un superior directo, mediato o
inmediato, emitidas por éste en el ejercicio de sus funciones, salvo que constituyan una infracción
manifiesta y clara y terminante de un precepto de una ley o de otra disposición de carácter general.
h) La notoria falta de rendimiento que comporte inhibición en el cumplimiento de sus funciones.
i) La negativa a participar activamente en las medidas especiales adoptadas por las Administraciones
públicas o servicios de salud cuando así lo exijan razones sanitarias de urgencia o necesidad.
j) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales establecidos en caso de huelga.
k) La realización de actuaciones manifiestamente ilegales en el desempeño de sus funciones, cuando
causen perjuicio grave a la Administración, a las instituciones y centros sanitarios o a los ciudadanos.
l) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades, cuando suponga el mantenimiento de una
situación de incompatibilidad.
m) La prevalencia de la condición de personal estatutario para obtener un beneficio indebido para sí o para
terceros, y especialmente la exigencia o aceptación de compensación por quienes provean de servicios o
materiales a los centros o instituciones.
n) Los actos dirigidos a impedir o coartar el libre ejercicio de los derechos fundamentales, las libertades
públicas y los derechos sindicales. ñ) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del
derecho de huelga o a impedir el adecuado funcionamiento de los servicios esenciales durante la misma.
o) La grave agresión a cualquier persona con la que se relacionen en el ejercicio de sus funciones.
p) El acoso sexual, cuando suponga agresión o chantaje.
q) La exigencia de cualquier tipo de compensación por los servicios prestados a los usuarios de los
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servicios de salud.
r) La utilización de los locales, instalaciones o equipamiento de las instituciones, centros o servicios de
salud para la realización de actividades o funciones ajenas a dichos servicios.
s) La inducción directa, a otro u otros, a la comisión de una falta muy grave, así como la cooperación con
un acto sin el cual una falta muy grave no se habría cometido.
t) El exceso arbitrario en el uso de autoridad que cause perjuicio grave al personal subordinado o al servicio.
u) La negativa expresa a hacer uso de los medios de protección disponibles y seguir las recomendaciones
establecidas para la prevención de riesgos laborales, así como la negligencia en el cumplimiento de las
disposiciones sobre seguridad y salud en el trabajo por parte de quien tuviera la responsabilidad de
hacerlas cumplir o de establecer los medios adecuados de protección.

3. Tendrán consideración de faltas graves:
a) La falta de obediencia debida a los superiores.
b) El abuso de autoridad en el ejercicio de sus funciones.
c) El incumplimiento de sus funciones o de las normas reguladoras del funcionamiento de los servicios
cuando no constituya falta muy grave.
d) La grave desconsideración con los superiores, compañeros, subordinados o usuarios.
e) El acoso sexual, cuando el sujeto activo del acoso cree con su conducta un entorno laboral intimidatorio,
hostil o humillante para la persona que es objeto del mismo.
f) Los daños o el deterioro en las instalaciones, equipamiento, instrumental o documentación, cuando se
produzcan por negligencia inexcusable.
g) La falta de rendimiento que afecte al normal funcionamiento de los servicios y no constituya falta muy
grave.
h) El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en materia de
incompatibilidades, cuando no suponga el mantenimiento de una situación de incompatibilidad.
i) El incumplimiento injustificado de la jornada de trabajo que, acumulado, suponga más de 20 horas al
mes.
j) Las acciones u omisiones dirigidas a evadir los sistemas de control de horarios o a impedir que sean
detectados los incumplimientos injustificados de la jornada de trabajo.
k) La falta injustificada de asistencia durante más de tres días continuados, o la acumulación de cinco faltas
en dos meses, computados desde la primera falta, cuando no constituyan falta muy grave.
l) La aceptación de cualquier tipo de contraprestación por los servicios prestados a los usuarios de los
servicios de salud.
m) La negligencia en la utilización de los medios disponibles y en el seguimiento de las normas para la
prevención de riesgos laborales, cuando haya información y formación adecuadas y los medios técnicos
indicados, así como el descuido en el cumplimiento de las disposiciones sobre seguridad y salud en el
trabajo por parte de quien no tuviera la responsabilidad de hacerlas cumplir o de establecer los medios
adecuados de protección.
n) El encubrimiento, consentimiento o cooperación con cualquier acto a la comisión de faltas muy graves,
así como la inducción directa, a otro u otros, a la comisión de una falta grave y la cooperación con un acto
sin el cual una falta grave no se habría cometido.

4. Tendrán consideración de faltas leves:
a) El incumplimiento injustificado del horario o jornada de trabajo, cuando no constituya falta grave.
b) La falta de asistencia injustificada cuando no constituya falta grave o muy grave.
c) La incorrección con los superiores, compañeros, subordinados o usuarios.
d) El descuido o negligencia en el cumplimiento de sus funciones cuando no afecte a los servicios de salud,
Administración o usuarios.
e) El descuido en el cumplimiento de las disposiciones expresas sobre seguridad y salud.
f) El incumplimiento de sus deberes u obligaciones, cuando no constituya falta grave o muy grave.
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g) El encubrimiento, consentimiento o cooperación con cualquier acto a la comisión de faltas graves.
5. Las comunidades autónomas podrán, por norma con rango de ley, establecer otras faltas además de las
tipificadas en los apartados anteriores.
6. Las faltas muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses. El
plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la falta se hubiera cometido y se interrumpirá desde la
notificación del acuerdo de iniciación del procedimiento disciplinario, volviendo a correr de nuevo si éste
estuviera paralizado más de tres meses por causa no imputable al interesado.

Artículo 73. Clases, anotación, prescripción y cancelación de las sanciones.
1. Las faltas serán corregidas con las siguientes sanciones:

a) Separación del servicio. Esta sanción comportará la pérdida de la condición de personal estatutario y
sólo se impondrá por la comisión de faltas muy graves. Durante los seis años siguientes a su ejecución, el
interesado no podrá concurrir a las pruebas de selección para la obtención de la condición de personal
estatutario fijo, ni prestar servicios como personal estatuario temporal. Asimismo, durante dicho período,
no podrá prestar servicios en ninguna Administración pública ni en los organismos públicos o en las
entidades de derecho público dependientes o vinculadas a ellas ni en las entidades públicas sujetas a
derecho privado y fundaciones sanitarias.
b) Traslado forzoso con cambio de localidad, sin derecho a indemnización y con prohibición temporal de
participar en procedimientos de movilidad para reincorporarse a la localidad de procedencia hasta un
máximo de cuatro años. Esta sanción sólo podrá imponerse como consecuencia de faltas muy graves.
c) Suspensión de funciones. Cuando esta sanción se imponga por faltas muy graves, no podrá superar los
seis años ni será inferior a los dos años. Si se impusiera por faltas graves, no superará los dos años. Si la
suspensión no supera los seis meses, el interesado no perderá su destino.
d) Traslado forzoso a otra institución o centro sin cambio de localidad, con prohibición temporal, hasta un
máximo de dos años, de participar en procedimientos de movilidad para reincorporarse al centro de
procedencia. Esta sanción sólo podrá imponerse como consecuencia de faltas graves.
e) Apercibimiento, que será siempre por escrito, y sólo se impondrá por faltas leves.

2. Las comunidades autónomas, por la norma que en cada caso proceda, podrán establecer otras sanciones o
sustituir las indicadas en el apartado anterior.
3. La determinación concreta de la sanción, dentro de la graduación que se establece en el apartado 1, se
efectuará tomando en consideración el grado de intencionalidad, descuido o negligencia que se revele en la
conducta, el daño al interés público, cuantificándolo en términos económicos cuando sea posible, y la
reiteración o reincidencia.
4. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los cuatro años, las impuestas por faltas graves
a los dos años y a los seis meses las que correspondan a faltas leves. El plazo de prescripción comenzará a
contarse desde la firmeza de la resolución sancionadora o desde que se quebrante el cumplimiento de la
sanción cuando su ejecución ya hubiera comenzado. Se interrumpirá cuando se inicie, con conocimiento del
interesado, el procedimiento de ejecución de la sanción impuesta y volverá a correr de nuevo si el
procedimiento se paraliza durante más de seis meses por causa no imputable al interesado.
5. Las sanciones disciplinarias firmes que se impongan al personal estatutario se anotarán en su expediente
personal. Las anotaciones se cancelaran de oficio conforme a los siguientes periodos, computados desde el
cumplimiento de la sanción:

a) Seis meses para las sanciones impuestas por faltas leves.
b) Dos años para las sanciones impuestas por faltas graves.
c) Cuatro años para las sanciones impuestas por faltas muy graves.

6. En ningún caso se computarán a efectos de reincidencia las anotaciones canceladas.

Artículo 74. Procedimiento disciplinario.
1. No podrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves o graves, sino mediante el procedimiento
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establecido en la correspondiente Administración pública. Para la imposición de sanciones por faltas leves no
será preceptiva la previa instrucción del procedimiento a que se refiere el párrafo anterior, salvo el trámite de
audiencia al inculpado, que deberá evacuarse en todo caso.
2. El procedimiento disciplinario se ajustará, en todos los servicios de salud, a los principios de celeridad,
inmediatez y economía procesal, y deberá garantizar al interesado, además de los reconocidos en el artículo 35
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, los siguientes derechos:

a) A la presunción de inocencia.
b) A ser notificado del nombramiento de instructor y, en su caso, secretario, así como a recusar a los
mismos.
c) A ser notificado de los hechos imputados, de la infracción que constituyan y de las sanciones que, en su
caso, puedan imponerse, así como de la resolución sancionadora.
d) A formular alegaciones en cualquier fase del procedimiento.
e) A proponer cuantas pruebas sean adecuadas para la determinación de los hechos.
f) A ser asesorado y asistido por los representantes sindicales.
g) A actuar asistido de letrado.

Artículo 75. Medidas provisionales.
1. Como medida cautelar, y durante la tramitación de un expediente disciplinario por falta grave o muy grave o
de un expediente judicial, podrá acordarse mediante resolución motivada la suspensión provisional de
funciones del interesado.
2. Cuando la suspensión provisional se produzca como consecuencia de expediente disciplinario, no podrá
exceder de seis meses, salvo paralización del procedimiento imputable al interesado. Durante la suspensión
provisional, el interesado percibirá las retribuciones básicas. No se le acreditará haber alguno en caso de
incomparecencia en el procedimiento. Si el expediente finaliza con la sanción de separación del servicio o con
la de suspensión de funciones, sus efectos se retrotraerán a la fecha de inicio de la suspensión provisional. Si
el expediente no finaliza con la suspensión de funciones ni se produce la separación del servicio, el interesado
se reincorporará al servicio activo en la forma en que se establezca en la correspondiente resolución y tendrá
derecho a la percepción de las retribuciones dejadas de percibir, tanto básicas como complementarias,
incluidas las de carácter variable que hubieran podido corresponder.
3. Se podrá acordar la suspensión provisional, como medida cautelar, cuando se hubiera dictado auto de
procesamiento o de apertura de juicio oral conforme a las normas procesales penales, cualquiera que sea la
causa del mismo. En este caso, la duración de la suspensión provisional se extenderá, como máximo, hasta la
resolución del procedimiento y el interesado tendrá derecho a la percepción de las retribuciones básicas en las
condiciones previstas en el apartado anterior.
4. Procederá la declaración de la suspensión provisional, sin derecho a la percepción de retribuciones, con
motivo de la tramitación de un procedimiento judicial y durante el tiempo que se extienda la prisión
provisional u otras medidas decretadas por el juez, siempre que determinen la imposibilidad de desempeñar
las funciones derivadas del nombramiento durante más de cinco días consecutivos.
5. Las comunidades autónomas, mediante la norma que resulte procedente, podrán establecer otras medidas
provisionales para los supuestos previstos en este artículo.

CAPÍTULO XIII Incompatibilidades

Artículo 76. Régimen general.
Resultará de aplicación al personal estatutario el régimen de incompatibilidades establecido con carácter
general para los funcionarios públicos, con las normas específicas que se determinan en esta ley. En relación
al régimen de compatibilidad entre las funciones sanitarias y docentes, se estará a lo que establezca la
legislación vigente.
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Artículo 77. Normas específicas.
1. Será compatible el disfrute de becas y ayudas de ampliación de estudios concedidas en régimen de
concurrencia competitiva al amparo de programas oficiales de formación y perfeccionamiento del personal,
siempre que para participar en tales acciones se requiera la previa propuesta favorable del servicio de salud en
el que se esté destinado y que las bases de la convocatoria no establezcan lo contrario.
2. En el ámbito de cada servicio de salud se establecerán las disposiciones oportunas para posibilitar la
renuncia al complemento específico por parte del personal licenciado sanitario. A estos efectos, los servicios
de salud regularán los supuestos, requisitos, efectos y procedimientos para dicha solicitud.
3. La percepción de pensión de jubilación por un régimen público de Seguridad Social será compatible con la
situación del personal emérito a que se refiere la disposición adicional cuarta. Las retribuciones del personal
emérito, sumadas a su pensión de jubilación, no podrán superar las retribuciones que el interesado percibía
antes de su jubilación, consideradas, todas ellas, en cómputo anual.
4. La percepción de pensión de jubilación parcial será compatible con las retribuciones derivadas de una
actividad a tiempo parcial.

Ley 53/1984 de Incompatibilidades del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas

LIncompat · BOE-A-1985-151 · arts. 1 a 20 — 20 incluidos

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo primero.
1. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley no podrá compatibilizar sus actividades con
el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector
público, salvo en los supuestos previstos en la misma. A los solos efectos de esta Ley se considerará actividad
en el sector público la desarrollada por los miembros electivos de las Asambleas Legislativas de las
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, por los altos cargos y restante personal de los
órganos constitucionales y de todas las Administraciones Públicas, incluida la Administración de Justicia, y de
los Entes, Organismo y Empresas de ellas dependientes, entendiéndose comprendidas las Entidades
colaboradoras y las concertadas de la Seguridad Social en la prestación sanitaria.
2. Además, no se podrá percibir, salvo en los supuestos previstos en esta Ley, más de una remuneración con
cargo a los presupuestos de las Administraciones Públicas y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas
dependientes o con cargo a los de los órganos constitucionales, o que resulte de la aplicación de arancel ni
ejercer opción por percepciones correspondiente a puestos incompatibles. A los efectos del párrafo anterior,
se entenderá por remuneración cualquier derecho de contenido económico derivado, directa o
indirectamente, de una prestación o servicio personal, sea su cuantía fija o variable y su devengo periódico u
ocasional.
3. En cualquier caso, el desempeño de un puesto de trabajo por el personal incluido en el ámbito de aplicación
de esta Ley será incompatible con el ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad, público o privado, que
pueda impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o
independencia.

CAPÍTULO II Ámbito de aplicación

Artículo segundo.
1. La presente Ley será de aplicación a:

a) El personal civil y militar al servicio de la Administración del Estado y de sus Organismos Públicos.
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b) El personal al servicio de las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de los Organismos de
ellas dependientes, así como de sus Asambleas Legislativas y órganos institucionales.
c) El personal al servicio de las Corporaciones Locales y de los Organismos de ellas dependientes.
d) El personal al servicio de Entes y Organismos públicos exceptuados de la aplicación de la Ley de
Entidades Estatales Autónomas.
e) El personal que desempeñe funciones públicas y perciba sus retribuciones mediante arancel.
f) El personal al servicio de la Seguridad Social, de sus Entidades Gestoras y de cualquier otra Entidad u
Organismo de la misma.
g) El personal al servicio de entidades, corporaciones de derecho público, fundaciones y consorcios cuyos
presupuestos se doten ordinariamente en más de un 50 por cien con subvenciones u otros ingresos
procedentes de las Administraciones Públicas.
h) El personal que preste servicios en Empresas en que la participación del capital, directa o
indirectamente, de las Administraciones Públicas sea superior al 50 por 100.
i) El personal al servicio del Banco de España y de las instituciones financieras públicas.
j) El restante personal al que resulte de aplicación el régimen estatutario de los funcionarios públicos.

2. En el ámbito delimitado en el apartado anterior se entenderá incluido todo el personal, cualquiera que sea la
naturaleza jurídica de la relación de empleo. Se modifican las letras a) y g) por la disposición final 3.1 de la Ley
7/2007, de 12 de abril. Ref. BOE-A-2007-7788

CAPÍTULO III Actividades públicas

Artículo tercero.
1. El personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley sólo podrá desempeñar un segundo puesto
de trabajo o actividad en el sector público en los supuestos previstos en la misma para las funciones docente y
sanitaria, en los casos a que se refieren los artículo 5.º y 6.º y en los que, por razón de interés público, se
determine por el Consejo de Ministros, mediante Real decreto, u órgano de gobierno de la Comunidad
Autónoma, en el ámbito de sus respectivas competencias; en este último supuesto la actividad sólo podrá
prestarse en régimen laboral, a tiempo parcial y con duración determinada, en las condiciones establecidas
por la legislación laboral. Para el ejercicio de la segunda actividad será indispensable la previa y expresa
autorización de compatibilidad, que no supondrá modificación de la jornada de trabajo y horario de los dos
puestos y que se condiciona a su estricto cumplimiento en ambos. En todo caso la autorización de
compatibilidad se efectuará en razón del interés público.
2. El desempeño de un puesto de trabajo en el sector público, delimitado en el párrafo segundo del apartado 1
del artículo primero, es incompatible con la percepción de pensión de jubilación o retiro por Derechos Pasivos
o por cualquier régimen de Seguridad Social público y obligatorio. La percepción de las pensiones indicadas
quedará en suspenso por el tiempo que dure el desempeño de dicho puesto, sin que ello afecte a sus
actualizaciones. Por excepción, en el ámbito laboral, será compatible la pensión de jubilación parcial con un
puesto de trabajo a tiempo parcial.

Artículo cuarto.
1. Podrá autorizarse la compatibilidad, cumplidas las restantes exigencias de esta ley, para el desempeño de un
puesto de trabajo en la esfera docente como Profesor universitario asociado en régimen de dedicación no
superior a la de tiempo parcial.
2. Al personal docente e investigador de la Universidad podrá autorizarse, cumplidas las restantes exigencias
de esta ley, la compatibilidad para el desempeño de un segundo puesto de trabajo en el sector público sanitario
o de carácter exclusivamente investigador en centros de investigación del sector público, incluyendo el
ejercicio de funciones de dirección científica dentro de un centro o estructura de investigación, dentro del área
de especialidad de su departamento universitario, y siempre que los dos puestos vengan reglamentariamente
autorizados como de prestación a tiempo parcial. Recíprocamente, a quienes desempeñen uno de los
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definidos como segundo puesto en el párrafo anterior, podrá autorizarse la compatibilidad para desempeñar
uno de los puestos docentes universitarios a que se hace referencia. Asimismo a los Profesores titulares de
Escuelas Universitarias de Enfermería podrá autorizarse la compatibilidad para el desempeño de un segundo
puesto de trabajo en el sector sanitario en los términos y condiciones indicados en los párrafos anteriores.
Igualmente, podrá autorizarse la compatibilidad para el desempeño de un segundo puesto de trabajo o
actividad a tiempo parcial en el sector público cultural, cumplidas las restantes exigencias de esta ley, salvo la
prohibición establecida en el artículo 16.1, al personal funcionario y laboral de las administraciones locales de
las enseñanzas establecidas en el artículo 45 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación y al
profesorado perteneciente a los Cuerpos de Catedráticos y Catedráticas y Profesores y Profesoras de
Enseñanzas Artísticas Profesionales o de Enseñanzas Artísticas Superiores que preste servicio en los centros
públicos que impartan dichas enseñanzas.
3. La dedicación del profesorado universitario será en todo caso compatible con la realización de los trabajos a
que se refiere el artículo 11 de la Ley de Reforma Universitaria, en los términos previstos en la misma.
4. Asimismo, podrá autorizarse al profesorado de los Cuerpos de Catedráticos y Profesores de Enseñanza
Secundaria, al de Profesores Especialistas en Sectores Singulares de Formación Profesional, al del Cuerpo a
extinguir de Profesores Técnicos de Formación Profesional, así como al restante profesorado de formación
profesional, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 95 de la Ley Orgánica 2/2006 de 3 de mayo, de
Educación, la compatibilidad para el desempeño de sus funciones, a tiempo parcial y cumpliendo las restantes
exigencias de esta Ley, salvo la prohibición establecida en el artículo 16.1, en los centros de titularidad pública
con oferta integrada, impartiendo todas las modalidades del sistema de formación profesional de conformidad
con su perfil académico y profesional, y siempre que reúnan los requisitos para impartir los módulos incluidos
en los títulos, cursos de especialización, certificados profesionales, certificados de competencia y
acreditaciones parciales de competencia correspondientes, así como en acciones formativas de las otras
modalidades del ámbito del sistema de la formación profesional.
Se modifica el apartado 2 y se añade el 4 por la disposición final 1.1 y 2 de la Ley 1/2024, de 7 de junio. Ref. BOE-A-2024-11613#df

Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo. Ref. BOE-A-2023-7500#df

Redactada conforme a la corrección de erratas publicada en BOE núm. 87, de 12 de abril de 2023. Ref. BOE-A-2023-9044

Se modifica el párrafo primero del apartado 2 por la disposición final 1.1 de la Ley 14/2011, de 1 de junio. Ref. BOE-A-2011-9617 .

Se añade el párrafo 4 al apartado 2 por la disposición adicional 12 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1996-29117

Artículo quinto.
1. Por excepción, el personal incluido en el ámbito de aplicación de esta Ley podrá compatibilizar sus
actividades con el desempeño de los cargos electivos siguientes:

a) Miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, salvo que perciban
retribuciones periódicas por el desempeño de la función o que por las mismas se establezca la
incompatibilidad.
b) Miembros de las Corporaciones locales, salvo que desempeñen en las mismas cargos retribuidos en
régimen de dedicación exclusiva.

2. En los supuestos comprendidos en este artículo sólo podrá percibirse la retribución correspondiente a una
de las dos actividades, sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones o asistencias que correspondan por la otra.
No obstante, en los supuestos de miembros de las Corporaciones locales en la situación de dedicación parcial
a que hace referencia el artículo 75.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen
Local, se podrán percibir retribuciones por tal dedicación, siempre que la desempeñen fuera de su jornada de
trabajo en la Administración, y sin superar en ningún caso los límites que con carácter general se establezcan,
en su caso. La Administración en la que preste sus servicios un miembro de una Corporación local en régimen
de dedicación parcial y esta última deberán comunicarse recíprocamente su jornada en cada una de ellas y las
retribuciones que perciban, así como cualquier modificación que se produzca en ellas.
Se modifica por el art. 39 de la Ley de 14/2000, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2000-24357
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Artículo sexto.
1. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 4. 3, excepcionalmente podrá autorizarse al personal incluido en el
ámbito de esta ley la compatibilidad para el ejercicio de actividades de investigación de carácter no
permanente, o de asesoramiento científico o técnico en supuestos concretos, que no correspondan a las
funciones del personal adscrito a las respectivas Administraciones Públicas. Dicha excepción se acreditará por
la asignación del encargo en concurso público, o por requerir especiales calificaciones que sólo ostenten
personas afectadas por el ámbito de aplicación de esta ley.
2. El personal investigador al servicio de los Organismos Públicos de Investigación, de las Universidades
públicas y de otras entidades de investigación dependientes de las Administraciones Públicas, podrá ser
autorizado a prestar servicios en sociedades creadas o participadas por los mismos en los términos
establecidos en esta ley y en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, por el
Ministerio de la Presidencia o por los órganos competentes de las Universidades públicas o de las
Administraciones Públicas.»
Se modifica por la disposición final 1.2 de la Ley 14/2011, de 1 de junio. Ref. BOE-A-2011-9617 .

Artículo séptimo.
1. Será requisito necesario para autorizar la compatibilidad de actividades públicas el que la cantidad total
percibida por ambos puestos o actividades no supere la remuneración prevista en los Presupuestos Generales
del Estado para el cargo de Director General, ni supere la correspondiente al principal, estimada en régimen
de dedicación ordinaria, incrementada en: – Un 30 por 100, para los funcionarios del grupo A o personal de
nivel equivalente. – Un 35 por 100, para los funcionarios del grupo B o personal de nivel equivalente. – Un 40
por 100, para los funcionarios del grupo C o personal de nivel equivalente. – Un 45 por 100, para los
funcionarios del grupo D o personal equivalente. – Un 50 por 100, para los funcionarios del grupo E o personal
equivalente. La superación de estos límites, en cómputo anual, requiere en cada caso acuerdo expreso del
Gobierno, órgano competente de las Comunidades Autónomas o Pleno de las Corporaciones Locales en base a
razones de especial interés para el servicio.
2. Los servicio prestados en el segundo puesto o actividad no se computarán a efectos de trienios ni de
derechos pasivos, pudiendo suspenderse la cotización a este último efecto. Las pagas extraordinarias, así como
las prestaciones de carácter familiar, sólo podrán percibirse por uno de los puestos, cualquiera que sea su
naturaleza.
Se deroga el apartado 3 por la disposición derogatoria única.k) del Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio. Ref. BOE-A-1994-14960

Artículo octavo.
1. El personal incluido en el ámbito de aplicación de esta Ley que en representación del sector público
pertenezca a Consejos de Administración u órganos de gobierno de Entidades o Empresas públicas o privadas,
sólo podrá percibir las dietas o indemnizaciones que correspondan por su asistencia a los mismos,
ajustándose en su cuantía al régimen general previsto para las Administraciones Públicas. Las cantidades
devengadas por cualquier otro concepto serán ingresadas directamente por la Entidad o Empresa en la
Tesorería pública que corresponda. No se podrá pertenecer a más de dos Consejos de Administración u
órganos de gobierno a que se refiere el apartado anterior, salvo que excepcionalmente se autorice para
supuestos concretos mediante acuerdo del Gobierno, órgano competente de la Comunidad Autónoma o Pleno
de la Corporación Local correspondiente.

Artículo noveno.
La autorización o denegación de compatibilidad para un segundo puesto o actividad del sector público
corresponde al Ministerio de la Presidencia, a propuesta de la Subsecretaría del Departamento
correspondiente, al órgano competente de la Comunidad Autónoma o al Pleno de la Corporación Local a que
figure adscrito el puesto principal, previo informe, en su caso, de los Directores de los Organismos, Entes y
Empresas públicas. Dicha autorización requiere además el previo informe favorable del órgano competente de
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la Comunidad Autónoma o Pleno de la Corporación Local, conforme a la adscripción del segundo puesto. Si
los dos puestos correspondieran a la Administración del Estado, emitirá este informe la Subsecretaría del
Departamento al que corresponda el segundo puesto.

Artículo diez.
Quienes accedan por cualquier título a un nuevo puesto del sector público que con arreglo a esta Ley resulte
incompatible con el que vinieran desempeñando habrán de optar por uno de ellos dentro del plazo de toma de
posesión. A falta de opción en el plazo señalado se entenderá que optan por el nuevo puesto, pasando a la
situación de excedencia voluntaria en los que vinieran desempeñando. Si se tratara de puestos susceptibles de
compatibilidad, previa autorización, deberán instarla en los diez primeros días del aludido plazo de toma de
posesión, entendiéndose éste prorrogado en tanto recae resolución.

CAPÍTULO IV Actividades privadas

Artículo once.
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º,3, de la presente Ley, el personal comprendido en su ámbito de
aplicación no podrá ejercer, por sí o mediante sustitución, actividades privadas, incluidas las de carácter
profesional, sean por cuenta propia o bajo la dependencia o al servicio de Entidades o particulares que se
relacionen directamente con las que desarrolle el Departamento, Organismo o Entidad donde estuviera
destinado. Se exceptúan de dicha prohibición las actividades particulares que, en ejercicio de un derecho
legalmente reconocido, realicen para sí los directamente interesados.
2. El Gobierno, por Real Decreto, podrá determinar, con carácter general, las funciones, puestos o colectivos
del sector público, incompatibles con determinadas profesiones o actividades privadas, que puedan
comprometer la imparcialidad independencia del personal de que se trate, impedir o menoscabar el estricto
cumplimiento de sus deberes o perjudicar los intereses generales.

Artículo doce.
1. En todo caso, el personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley no podrá ejercer las
actividades siguientes:

a) El desempeño de actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, sea por cuenta propia o bajo
la dependencia o al servicio de Entidades o particulares, en los asuntos en que esté interviniendo, haya
intervenido en los dos últimos años o tenga que intervenir por razón del puesto público. Se incluyen en
especial en esta incompatibilidad las actividades profesionales prestadas a personas a quienes se esté
obligado a atender en el desempeño del puesto público.
b) La pertenencia a Consejos de Administración u órganos rectores de Empresas o Entidades privadas,
siempre que la actividad de las mismas esté directamente relacionada con las que gestione el
Departamento, Organismo o Entidad en que preste sus servicios el personal afectado.
c) El desempeño, por sí o por persona interpuesta, de cargos de todo orden en Empresas o Sociedades
concesionarias, contratistas de obras, servicios o suministros, arrendatarias o administradoras de
monopolios, o con participación o aval del sector público, cualquiera que sea la configuración jurídica de
aquéllas.
d) La participación superior al 10 por 100 en el capital de las Empresas o Sociedades a que se refiere el
párrafo anterior.

2. Las actividades privadas que correspondan a puestos de trabajo que requieran la presencia efectiva del
interesado durante un horario igual o superior a la mitad de la jornada semanal ordinaria de trabajo en las
Administraciones Públicas sólo podrán autorizarse cuando la actividad pública sea una de las enunciadas en
esta Ley como de prestación a tiempo parcial.
Véase la disposición adicional 24 de la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril Ref. BOE-A-2007-7786 , sobre las limitaciones establecidas en el
apartado.1 b) y d).
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Artículo trece.
No podrá reconocerse compatibilidad alguna para actividades privadas a quienes se les hubiere autorizado la
compatibilidad para un segundo puesto o actividad públicos, siempre que la suma de jornadas de ambos sea
igual o superior a la máxima en las Administraciones Públicas.

Artículo catorce.
El ejercicio de actividades profesionales, laborales, mercantiles o industriales fuera de las Administraciones
Públicas requerirá el previo reconocimiento de compatibilidad. La resolución motivada reconociendo la
compatibilidad o declarando la incompatibilidad, que se dictará en el plazo de dos meses, corresponde al
Ministerio de la Presidencia, a propuesta del Subsecretario del Departamento correspondiente; al órgano
competente de la Comunidad Autónoma o al Pleno de la Corporación Local, previo informe, en su caso, de los
Directores de los Organismos, Entes y Empresas públicas. Los reconocimientos de compatibilidad no podrán
modificar la jornada de trabajo y horario del interesado y quedarán automáticamente sin efecto en caso de
cambio de puesto en el sector público. Quienes se hallen autorizados para el desempeño de un segundo puesto
o actividad públicos deberán instar el reconocimiento de compatibilidad con ambos.

Artículo quince.
El personal a que se refiere esta Ley no podrá invocar o hacer uso de su condición pública para el ejercicio de
actividad mercantil, industrial o profesional.

CAPÍTULO V Disposiciones comunes

Artículo dieciséis.
1. No podrá autorizarse o reconocerse compatibilidad al personal funcionario, al personal eventual y al
personal laboral cuando las retribuciones complementarias que tengan derecho a percibir del apartado b) del
artículo 24 del presente Estatuto incluyan el factor de incompatibilidad al retribuido por arancel y al personal
directivo, incluido el sujeto a la relación laboral de carácter especial de alta dirección. Téngase en cuenta que
esta última actualización del apartado 1 establecida por la disposición final 3 del texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11719#dftercera . producirá efectos en cada Administración Pública a partir de la entrada en vigor
del capítulo III del título III con la aprobación de las leyes de Función Pública de las Administraciones Públicas
que se dicten en desarrollo de este Estatuto, según establece su disposición final 4. Redacción anterior: "1. No
podrá autorizarse o reconocerse compatibilidad alguna al personal que desempeñe puestos que comporten la
percepción de complementos específicos o concepto equiparable, y al retribuido por arancel."
2. A efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la dedicación del profesorado universitario a tiempo
completo tiene la consideración de especial dedicación.
3. Se exceptúan de la prohibición enunciada en el apartado 1, las autorizaciones de compatibilidad para
ejercer como Profesor universitario asociado en los términos del apartado 1 del artículo 4.º, así como para
realizar las actividades de investigación o asesoramiento a que se refiere el artículo 6.º de esta Ley, salvo para el
personal docente universitario a tiempo completo.
4. Asimismo, por excepción y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en los artículos 1º.3, 11, 12 y 13 de
la presente Ley, podrá reconocerse compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al personal que
desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de complementos específicos, o concepto
equiparable, cuya cuantía no supere el 30 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan
su origen en la antigüedad. Se modifica el apartado 1 por la disposición final 3 del texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11719#dftercera . Esta modificación producirá efectos en cada Administración Pública a partir de
la entrada en vigor del capítulo III del título III con la aprobación de las leyes de Función Pública de las
Administraciones Públicas que se dicten en desarrollo del citado Estatuto, según establece su disposición final
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4. Se modifica el apartado 1 por la disposición final 3.2 de la Ley 7/2007, de 12 de abril. Ref. BOE-A-2007-7788
Téngase en cuenta la disposición final 4.2 para su aplicación.
Se añade el apartado 4 por el art. 34 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1991-30903

Artículo diecisiete.
1. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, en relación al personal de los servicios
periféricos de ámbito regional, y los Gobernadores civiles respecto al de los servicios periféricos provinciales,
ejercerán las facultades que esta Ley atribuye a los Subsecretarios de los Departamentos respecto del personal
de la Administración Civil del Estado y de sus Organismos autónomos y de la Seguridad Social.
2. Las referencias a las facultades que esta Ley atribuye a las Subsecretarías y órganos competentes de las
Comunidades Autónomas se entenderán referidas al Rector de cada Universidad, en relación al personal al
servicio de la misma, en el marco del respectivo Estatuto.

Artículo dieciocho.
Todas las resoluciones de compatibilidad para desempeñar un segundo puesto o actividad en el sector público
o el ejercicio de actividades privadas se inscribirán en los Registros de Personal correspondientes. Este
requisito será indispensable, en el primer caso, para que puedan acreditarse haberes a los afectados por dicho
puesto o actividad.

Artículo diecinueve.
Quedan exceptuadas del régimen de incompatibilidades de la presente Ley las actividades siguientes:
a) Las derivadas de la Administración del patrimonio personal o familiar, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 12 de la presente Ley.
b) La dirección de seminarios o el dictado de cursos o conferencias en Centros oficiales destinados a la
formación de funcionarios o profesorado, cuando no tenga carácter permanente o habitual ni supongan más
de setenta y cinco horas al año, así como la preparación para el acceso a la función pública en los casos y
forma que reglamentariamente se determine.
c) La participación en Tribunales calificadores de pruebas selectivas para ingreso en las Administraciones
Públicas.
d) La participación del personal docente en exámenes, pruebas o evaluaciones distintas de las que
habitualmente les correspondan, en la forma reglamentariamente establecida.
e) El ejercicio del cargo de Presidente, Vocal o miembro de Juntas rectoras de Mutualidades o Patronatos de
Funcionarios, siempre que no sea retribuido.
f) La producción y creación literaria, artística, científica y técnica, así como las publicaciones derivadas de
aquéllas, siempre que no se originen como consecuencia de una relación de empleo o de prestación de
servicios.
g) La participación ocasional en coloquios y programas en cualquier medio de comunicación social; y h) La
colaboración y la asistencia ocasional a Congresos, seminarios, conferencias o cursos de carácter profesional.

Artículo veinte.
1. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores será sancionado conforme al régimen
disciplinario de aplicación, sin perjuicio de la ejecutividad de la incompatibilidad en que se haya incurrido.
2. El ejercicio de cualquier actividad compatible no servirá de excusa al deber de residencia, a la asistencia al
lugar de trabajo que requiera su puesto o cargo, ni al atraso, negligencia o descuido en el desempeño de los
mismos. Las correspondientes faltas serán calificadas y sancionadas conforme a las normas que se contengan
en el régimen disciplinario aplicable, quedando automáticamente revocada la autorización o reconocimiento
de compatibilidad si en la resolución correspondiente se califica de falta grave o muy grave.
3. Los órganos a los que competa la dirección, inspección o jefatura de los diversos servicios cuidarán bajo su
responsabilidad de prevenir o corregir, en su caso, las incompatibilidades en que pueda incurrir el personal.
Corresponde a la Inspección General de Servicios de la Administración Pública, además de su posible
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intervención directa, la coordinación e impulso de la actuación de los órganos de inspección mencionados en
materia de incompatibilidades, dentro del ámbito de la Administración del Estado, sin perjuicio de una
recíproca y adecuada colaboración con las inspecciones o unidades de personal correspondiente de las
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4

1. Según lo dispuesto en el artículo séptimo de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del 
personal al servicio de las Administraciones, respecto de la compatibilidad de dos actividades públicas, los 
servicios prestados en el segundo puesto o actividad:

A) No se computarán a efectos de trienios, pero si a efectos de derechos pasivos.

B) Si computarán tanto a efectos de trienios como de derechos pasivos.

C) No se computarán a efectos de trienios ni de derechos pasivos, pudiendo suspender la cotización a este 
último efecto.

D) No se computarán a efectos de trienios ni de derechos pasivos, pudiendo el funcionario escoger por cuál de 
los puestos efectuar la cotización.

2. La Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas establece que el personal al que dicha Ley se refiere:

A) No podrá invocar o hacer uso de su condición pública para el ejercicio de actividad mercantil, industrial o 
profesional.

B) No podrá invocar o hacer uso de su condición pública para el ejercicio de una actividad mercantil o 
industrial, pero sí profesional.

C) No podrá invocar o hacer uso de su condición pública para el ejercicio de una actividad industrial o 
profesional, pero sí mercantil.

D) Deberá invocar o hacer uso, para general conocimiento, de su condición pública en el desarrollo de cualquier 
actividad mercantil, industrial o profesional.

3. La competencia para la concesión de autorización o denegación de compatibilidad para un segundo puesto 
o actividad de un funcionario de la administración local corresponde:

A) Al Alcalde.

B) Al Pleno de la Corporación.

C) A la Concejalía Delegada de Personal.

D) A la Comisión Informativa del Área de Personal.

4. Los nombramientos de personal estatutario temporal, según lo previsto en el Estatuto Marco, podrán ser 
de:

A) Interinidad

B) Carácter eventual

C) Sustitución

D) Todas son correctas
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5. Según el artículo primero de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al 
servicio de las administraciones públicas, el personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley:

A) No podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo 
puesto de trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos previstos en la misma.

B) Podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un segundo puesto 
de trabajo, cargo o actividad en el sector público.

C) No podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un tercer puesto 
de trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos previstos en la misma.

D) Podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño, por sí o mediante sustitución, de un tercer puesto de 
trabajo, cargo o actividad en el sector público, salvo en los supuestos previstos en la misma.

6. De acuerdo con la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas, NO se podrá compatibilizar la función pública con:

A) La producción literaria.

B) La preparación para el acceso a la función pública.

C) Pertenecer a un Consejo de Administración de una empresa pública.

D) La participación con un quince por ciento en el capital de una empresa concesionaria de las 
Administraciones Públicas.

7. Conforme establece el artículo 18 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas, todas las resoluciones de compatibilidad para 
desempeñar un segundo puesto o actividad en el sector público o el ejercicio de actividades privadas se 
inscribirán:

A) En el Registro Central de Personal.

B) En la Oficina de Conflicto de Intereses.

C) En la Unidad de Personal del Ministerio u Organismo correspondiente.

D) En los Registros de Personal correspondientes.

8. La Ley de Incompatibilidades del personal al Servicio de las Administraciones Públicas establece que el 
personal incluido en el ámbito de aplicación de la Ley, para que pueda desempeñar un segundo puesto de 
trabajo en el sector público:

A) La compatibilidad debe autorizarse previamente o en el plazo de dos meses desde el comienzo del ejercicio 
de la segunda actividad.

B) Sólo puede modificarse la jornada de trabajo en el segundo puesto de trabajo, pero no en el primero.

C) Sólo puede modificarse el horario en el segundo puesto de trabajo, pero no en el primero.

D) Todas son incorrectas.

9. Un empleado público de una Administración puede desempeñar simultáneamente…

A) Un puesto en una empresa privada, sin necesidad de ninguna autorización de compatibilidad.

B) Todos los puestos que desee, si es personal laboral.

C) Todos los puestos que desee, si es funcionario.

D) El ejercicio de actividades profesionales, laborales, mercantiles o industriales fuera de las Administraciones 
Públicas requerirá el previo reconocimiento de compatibilidad.
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10. Según lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas, por excepción y sin perjuicio de las limitaciones 
establecidas en la presente Ley, podrá reconocerse compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas al 
personal que desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de complementos específicos, o 
concepto equiparable, cuya cuantía:

A) No supere el 50 por 100 de su retribución básica, incluidos los conceptos que tengan su origen en la 
antigüedad.

B) No supere el 40 por 100 de su retribución básica, incluidos los conceptos que tengan su origen en la 
antigüedad.

C) No supere el 40 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan su origen en la 
antigüedad.

D) No supere el 30 por 100 de su retribución básica, excluidos los conceptos que tengan su origen en la 
antigüedad.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 B · 4 D · 5 A · 6 D · 7 D · 8 D · 9 D · 10 D

Te quedan 56 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

Organización y funcionamiento del Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria (Real Decreto 118/2023, de 21 de febrero). Plan de 

Ordenación de Recursos Humanos vigente.

RD-INGESA: texto no disponible en el corpus.

Ley 55/2003 del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de 
salud

L-EstatutoMarco · BOE-A-2003-23101 · art. 13 — 1 incluidos

CAPÍTULO III Planificación y ordenación del personal

Artículo 13. Planes de ordenación de recursos humanos.
1. Los planes de ordenación de recursos humanos constituyen el instrumento básico de planificación global de
los mismos dentro del servicio de salud o en el ámbito que en los mismos se precise. Especificarán los
objetivos a conseguir en materia de personal y los efectivos y la estructura de recursos humanos que se
consideren adecuados para cumplir tales objetivos. Asimismo, podrán establecer las medidas necesarias para
conseguir dicha estructura, especialmente en materia de cuantificación de recursos, programación del acceso,
movilidad geográfica y funcional y promoción y reclasificación profesional.
2. Los planes de ordenación de recursos humanos se aprobarán y publicarán o, en su caso, se notificarán, en la
forma en que en cada servicio de salud se determine. Serán previamente objeto de negociación en las mesas
correspondientes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. La estructura de gestión de las Gerencias de Atención Sanitaria de Ceuta y de Melilla se adecuará a las 
características y complejidad de los servicios y funciones que deban desarrollar y procurará:

A) La separación de la asistencia sanitaria entre los niveles de atención primaria y atención especializada.

B) La integración de la atención especializada bajo la dependencia de la respectiva Dirección Territorial.

C) La mayor concentración de las funciones asistenciales en el nivel de atención primaria.

D) La mayor sinergia e integración de la asistencia sanitaria entre los niveles de atención primaria y atención 
especializada.
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2. ¿Cuál de los siguientes órganos tiene la consideración de órgano de dirección de los servicios centrales del 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria?

A) El Consejo de Participación.

B) La Presidencia.

C) Las Comisiones Ejecutivas Territoriales.

D) El Consejo de Participación y las Comisiones Ejecutivas Territoriales.

3. En relación con la naturaleza y adscripción del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, señale la opción 
CORRECTA.

A) Es una entidad gestora de la Seguridad Social adscrita al Ministerio de Sanidad a través de la Subsecretaría de 
Sanidad, con naturaleza de organismo autónomo.

B) Es una entidad gestora de la Seguridad Social adscrita al Ministerio de Sanidad a través de la Secretaría de 
Estado de Sanidad, con naturaleza de entidad de derecho público y capacidad jurídica para cumplir sus fines.

C) Es una entidad gestora de la Seguridad Social adscrita directamente al Ministerio de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones, con naturaleza de entidad de derecho privado.

D) Es una entidad de derecho público adscrita al Ministerio de Sanidad a través de la Secretaría de Estado de 
Sanidad, pero carece de capacidad jurídica propia.

4. En relación con las Gerencias de Atención Sanitaria, corresponde a la persona titular de la Gerencia:

A) Aprobar los programas anuales de objetivos y presupuestos y elevarlos a la Dirección del Instituto Nacional 
de Gestión Sanitaria.

B) Nombrar directamente, por el sistema de libre designación, a las personas que integren el equipo de 
dirección de la Gerencia.

C) Elaborar informes trimestrales sobre su actividad y presentar cada dos años la memoria de gestión.

D) Adoptar las medidas necesarias para hacer efectiva la continuidad de la asistencia sanitaria, especialmente 
en casos de pandemias, crisis y emergencias sanitarias.

5. En caso de vacante, ausencia o enfermedad de la persona titular de la Dirección del INGESA, ¿quién la suple 
temporalmente?

A) La persona titular de la Subdirección General de Asuntos Generales y Económico-Presupuestarios, con 
independencia del orden de las subdirecciones.

B) La persona titular de la Intervención Delegada en los Servicios Centrales del INGESA.

C) Las personas titulares de las subdirecciones generales, en el orden en que se relacionan.

D) La persona titular de la Dirección General del Instituto, designada por la Intervención General de la 
Administración del Estado.

6. En su condición de entidad gestora de la Seguridad Social, al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria le será 
de aplicación:

A) La disposición adicional decimotercera de la Ley General de la Seguridad Social.

B) La disposición adicional decimotercera de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

C) La disposición adicional decimotercera de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

D) La disposición adicional decimotercera de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.
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7. ¿Qué corresponde a la persona titular de la Gerencia de Atención Sanitaria en relación con los programas 
anuales de objetivos y presupuestos?

A) Aprobarlos y remitirlos directamente a la Dirección del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.

B) Elevar sus propuestas a la Dirección Territorial.

C) Elaborar los programas y someterlos a la aprobación del equipo de dirección de la Gerencia.

D) Presentarlos anualmente junto con la memoria de gestión a la Dirección Territorial.

8. De la Dirección del INGESA dependen, con rango de Subdirección General:

A) La Subdirección General de Gestión Económica y la Subdirección General de Asistencia Sanitaria.

B) La Subdirección General de Gestión Sanitaria y la Subdirección General de Asuntos Generales y Económico-
Presupuestarios.

C) La Subdirección General de Planificación Sanitaria y la Subdirección General de Recursos Humanos.

D) La Subdirección General de Gestión Sanitaria y la Intervención Delegada en los Servicios Centrales.

9. La capacidad jurídica del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria se reconoce para

A) ejercer las competencias atribuidas a la Secretaría de Estado de Sanidad.

B) el cumplimiento de los fines que le están encomendados.

C) aprobar el Plan de Ordenación de Recursos Humanos del sistema sanitario.

D) gestionar exclusivamente las prestaciones económicas de la Seguridad Social.

10. En relación con la continuidad de la asistencia sanitaria en los centros de atención primaria y 
especializada, corresponde a la persona titular de la Gerencia de Atención Sanitaria:

A) Adoptar las medidas necesarias para hacerla efectiva, especialmente en casos de pandemias, crisis y 
emergencias sanitarias u otras circunstancias similares.

B) Elevar a la Dirección Territorial las propuestas de programas anuales de objetivos y presupuestos.

C) Formular propuestas de nombramiento, por el sistema de libre designación, de quienes integren el equipo de 
dirección de la Gerencia.

D) Elaborar informes periódicos sobre la actividad de la Gerencia y presentar anualmente la memoria de 
gestión.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 B · 4 D · 5 C · 6 B · 7 B · 8 B · 9 B · 10 A

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

Principios fundamentales de la bioética: aplicación a la asistencia 
sanitaria. Dilemas éticos. Los comités de Bioética. La ética en la 

investigación clínica. Derechos y deberes de los ciudadanos en el 
Sistema de Salud. Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora 

de la autonomía del paciente y derechos y deberes en materia de 
información y documentación clínica. Principios generales; el derecho 

de información sanitaria; derecho a la intimidad; el respeto de la 
autonomía del paciente y el consentimiento informado; la historia 
clínica; el informe de alta y otra documentación clínica. El secreto 

profesional: concepto y regulación jurídica.

Ley 41/2002 básica reguladora de la autonomía del paciente

L-Paciente · BOE-A-2002-22188 · arts. 1 a 23 — 23 incluidos

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 1. Ámbito de aplicación.
La presente Ley tiene por objeto la regulación de los derechos y obligaciones de los pacientes, usuarios y
profesionales, así como de los centros y servicios sanitarios, públicos y privados, en materia de autonomía del
paciente y de información y documentación clínica.

Artículo 2. Principios básicos.
1. La dignidad de la persona humana, el respeto a la autonomía de su voluntad y a su intimidad orientarán toda
la actividad encaminada a obtener, utilizar, archivar, custodiar y transmitir la información y la documentación
clínica.
2. Toda actuación en el ámbito de la sanidad requiere, con carácter general, el previo consentimiento de los
pacientes o usuarios. El consentimiento, que debe obtenerse después de que el paciente reciba una
información adecuada, se hará por escrito en los supuestos previstos en la Ley.
3. El paciente o usuario tiene derecho a decidir libremente, después de recibir la información adecuada, entre
las opciones clínicas disponibles.
4. Todo paciente o usuario tiene derecho a negarse al tratamiento, excepto en los casos determinados en la
Ley. Su negativa al tratamiento constará por escrito.
5. Los pacientes o usuarios tienen el deber de facilitar los datos sobre su estado físico o sobre su salud de
manera leal y verdadera, así como el de colaborar en su obtención, especialmente cuando sean necesarios por
razones de interés público o con motivo de la asistencia sanitaria.
6. Todo profesional que interviene en la actividad asistencial está obligado no sólo a la correcta prestación de
sus técnicas, sino al cumplimiento de los deberes de información y de documentación clínica, y al respeto de
las decisiones adoptadas libre y voluntariamente por el paciente.
7. La persona que elabore o tenga acceso a la información y la documentación clínica está obligada a guardar
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la reserva debida.

Artículo 3. Las definiciones legales.
A efectos de esta Ley se entiende por: Centro sanitario: el conjunto organizado de profesionales, instalaciones
y medios técnicos que realiza actividades y presta servicios para cuidar la salud de los pacientes y usuarios.
Certificado médico: la declaración escrita de un médico que da fe del estado de salud de una persona en un
determinado momento. Consentimiento informado: la conformidad libre, voluntaria y consciente de un
paciente, manifestada en el pleno uso de sus facultades después de recibir la información adecuada, para que
tenga lugar una actuación que afecta a su salud. Documentación clínica: el soporte de cualquier tipo o clase
que contiene un conjunto de datos e informaciones de carácter asistencial. Historia clínica: el conjunto de
documentos que contienen los datos, valoraciones e informaciones de cualquier índole sobre la situación y la
evolución clínica de un paciente a lo largo del proceso asistencial. Información clínica: todo dato, cualquiera
que sea su forma, clase o tipo, que permite adquirir o ampliar conocimientos sobre el estado físico y la salud
de una persona, o la forma de preservarla, cuidarla, mejorarla o recuperarla. Informe de alta médica: el
documento emitido por el médico responsable en un centro sanitario al finalizar cada proceso asistencial de
un paciente, que especifica los datos de éste, un resumen de su historial clínico, la actividad asistencial
prestada, el diagnóstico y las recomendaciones terapéuticas. Intervención en el ámbito de la sanidad: toda
actuación realizada con fines preventivos, diagnósticos, terapéuticos, rehabilitadores o de investigación. Libre
elección: la facultad del paciente o usuario de optar, libre y voluntariamente, entre dos o más alternativas
asistenciales, entre varios facultativos o entre centros asistenciales, en los términos y condiciones que
establezcan los servicios de salud competentes, en cada caso. Médico responsable: el profesional que tiene a
su cargo coordinar la información y la asistencia sanitaria del paciente o del usuario, con el carácter de
interlocutor principal del mismo en todo lo referente a su atención e información durante el proceso
asistencial, sin perjuicio de las obligaciones de otros profesionales que participan en las actuaciones
asistenciales. Paciente: la persona que requiere asistencia sanitaria y está sometida a cuidados profesionales
para el mantenimiento o recuperación de su salud. Servicio sanitario: la unidad asistencial con organización
propia, dotada de los recursos técnicos y del personal cualificado para llevar a cabo actividades sanitarias.
Usuario: la persona que utiliza los servicios sanitarios de educación y promoción de la salud, de prevención de
enfermedades y de información sanitaria.

CAPÍTULO II El derecho de información sanitaria

Artículo 4. Derecho a la información asistencial.
1. Los pacientes tienen derecho a conocer, con motivo de cualquier actuación en el ámbito de su salud, toda la
información disponible sobre la misma, salvando los supuestos exceptuados por la Ley. Además, toda persona
tiene derecho a que se respete su voluntad de no ser informada. La información, que como regla general se
proporcionará verbalmente dejando constancia en la historia clínica, comprende, como mínimo, la finalidad y
la naturaleza de cada intervención, sus riesgos y sus consecuencias.
2. La información clínica forma parte de todas las actuaciones asistenciales, será verdadera, se comunicará al
paciente de forma comprensible y adecuada a sus necesidades y le ayudará a tomar decisiones de acuerdo con
su propia y libre voluntad.
3. El médico responsable del paciente le garantiza el cumplimiento de su derecho a la información. Los
profesionales que le atiendan durante el proceso asistencial o le apliquen una técnica o un procedimiento
concreto también serán responsables de informarle.

Artículo 5. Titular del derecho a la información asistencial.
1. El titular del derecho a la información es el paciente. También serán informadas las personas vinculadas a
él, por razones familiares o de hecho, en la medida que el paciente lo permita de manera expresa o tácita.
2. El paciente será informado, incluso en caso de incapacidad, de modo adecuado a sus posibilidades de
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comprensión, cumpliendo con el deber de informar también a su representante legal.
3. Cuando el paciente, según el criterio del médico que le asiste, carezca de capacidad para entender la
información a causa de su estado físico o psíquico, la información se pondrá en conocimiento de las personas
vinculadas a él por razones familiares o de hecho.
4. El derecho a la información sanitaria de los pacientes puede limitarse por la existencia acreditada de un
estado de necesidad terapéutica. Se entenderá por necesidad terapéutica la facultad del médico para actuar
profesionalmente sin informar antes al paciente, cuando por razones objetivas el conocimiento de su propia
situación pueda perjudicar su salud de manera grave. Llegado este caso, el médico dejará constancia razonada
de las circunstancias en la historia clínica y comunicará su decisión a las personas vinculadas al paciente por
razones familiares o de hecho.

Artículo 6. Derecho a la información epidemiológica.
Los ciudadanos tienen derecho a conocer los problemas sanitarios de la colectividad cuando impliquen un
riesgo para la salud pública o para su salud individual, y el derecho a que esta información se difunda en
términos verdaderos, comprensibles y adecuados para la protección de la salud, de acuerdo con lo establecido
por la Ley.

CAPÍTULO III Derecho a la intimidad

Artículo 7. El derecho a la intimidad.
1. Toda persona tiene derecho a que se respete el carácter confidencial de los datos referentes a su salud, y a
que nadie pueda acceder a ellos sin previa autorización amparada por la Ley.
2. Los centros sanitarios adoptarán las medidas oportunas para garantizar los derechos a que se refiere el
apartado anterior, y elaborarán, cuando proceda, las normas y los procedimientos protocolizados que
garanticen el acceso legal a los datos de los pacientes.

CAPÍTULO IV El respeto de la autonomía del paciente

Artículo 8. Consentimiento informado.
1. Toda actuación en el ámbito de la salud de un paciente necesita el consentimiento libre y voluntario del
afectado, una vez que, recibida la información prevista en el artículo 4, haya valorado las opciones propias del
caso.
2. El consentimiento será verbal por regla general. Sin embargo, se prestará por escrito en los casos siguientes:
intervención quirúrgica, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasores y, en general, aplicación de
procedimientos que suponen riesgos o inconvenientes de notoria y previsible repercusión negativa sobre la
salud del paciente.
3. El consentimiento escrito del paciente será necesario para cada una de las actuaciones especificadas en el
punto anterior de este artículo, dejando a salvo la posibilidad de incorporar anejos y otros datos de carácter
general, y tendrá información suficiente sobre el procedimiento de aplicación y sobre sus riesgos.
4. Todo paciente o usuario tiene derecho a ser advertido sobre la posibilidad de utilizar los procedimientos de
pronóstico, diagnóstico y terapéuticos que se le apliquen en un proyecto docente o de investigación, que en
ningún caso podrá comportar riesgo adicional para su salud.
5. El paciente puede revocar libremente por escrito su consentimiento en cualquier momento.

Artículo 9. Límites del consentimiento informado y consentimiento por representación.
1. La renuncia del paciente a recibir información está limitada por el interés de la salud del propio paciente,
de terceros, de la colectividad y por las exigencias terapéuticas del caso. Cuando el paciente manifieste
expresamente su deseo de no ser informado, se respetará su voluntad haciendo constar su renuncia
documentalmente, sin perjuicio de la obtención de su consentimiento previo para la intervención.
2. Los facultativos podrán llevar a cabo las intervenciones clínicas indispensables en favor de la salud del
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paciente, sin necesidad de contar con su consentimiento, en los siguientes casos:
a) Cuando existe riesgo para la salud pública a causa de razones sanitarias establecidas por la Ley. En todo
caso, una vez adoptadas las medidas pertinentes, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica
3/1986, se comunicarán a la autoridad judicial en el plazo máximo de 24 horas siempre que dispongan el
internamiento obligatorio de personas.
b) Cuando existe riesgo inmediato grave para la integridad física o psíquica del enfermo y no es posible
conseguir su autorización, consultando, cuando las circunstancias lo permitan, a sus familiares o a las
personas vinculadas de hecho a él.

3. Se otorgará el consentimiento por representación en los siguientes supuestos:
a) Cuando el paciente no sea capaz de tomar decisiones, a criterio del médico responsable de la asistencia,
o su estado físico o psíquico no le permita hacerse cargo de su situación. Si el paciente carece de
representante legal, el consentimiento lo prestarán las personas vinculadas a él por razones familiares o de
hecho.
b) Cuando el paciente tenga la capacidad modificada judicialmente y así conste en la sentencia.
c) Cuando el paciente menor de edad no sea capaz intelectual ni emocionalmente de comprender el
alcance de la intervención. En este caso, el consentimiento lo dará el representante legal del menor,
después de haber escuchado su opinión, conforme a lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley Orgánica 1/1996,
de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor.

4. Cuando se trate de menores emancipados o mayores de 16 años que no se encuentren en los supuestos b) y
c) del apartado anterior, no cabe prestar el consentimiento por representación. No obstante lo dispuesto en el
párrafo anterior, cuando se trate de una actuación de grave riesgo para la vida o salud del menor, según el
criterio del facultativo, el consentimiento lo prestará el representante legal del menor, una vez oída y tenida en
cuenta la opinión del mismo.
5. La práctica de ensayos clínicos y la práctica de técnicas de reproducción humana asistida se rigen por lo
establecido con carácter general sobre la mayoría de edad y por las disposiciones especiales de aplicación.
6. En los casos en los que el consentimiento haya de otorgarlo el representante legal o las personas vinculadas
por razones familiares o de hecho en cualquiera de los supuestos descritos en los apartados 3 a 5, la decisión
deberá adoptarse atendiendo siempre al mayor beneficio para la vida o salud del paciente. Aquellas decisiones
que sean contrarias a dichos intereses deberán ponerse en conocimiento de la autoridad judicial, directamente
o a través del Ministerio Fiscal, para que adopte la resolución correspondiente, salvo que, por razones de
urgencia, no fuera posible recabar la autorización judicial, en cuyo caso los profesionales sanitarios adoptarán
las medidas necesarias en salvaguarda de la vida o salud del paciente, amparados por las causas de
justificación de cumplimiento de un deber y de estado de necesidad.
7. La prestación del consentimiento por representación será adecuada a las circunstancias y proporcionada a
las necesidades que haya que atender, siempre en favor del paciente y con respeto a su dignidad personal. El
paciente participará en la medida de lo posible en la toma de decisiones a lo largo del proceso sanitario. Si el
paciente es una persona con discapacidad, se le ofrecerán las medidas de apoyo pertinentes, incluida la
información en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del diseño para todos de
manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad, para favorecer que pueda
prestar por sí su consentimiento.
Se modifica el apartado 5 por la disposición final 12 de la Ley Orgánica 1/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5364#df-12

Se modifica el apartado 5 por el art. 2 de la Ley Orgánica 11/2015, de 21 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-10141#asegundo .

Se modifica los apartados 3, 4 y 5 y se añaden los apartados 6 y 7 por la disposición final 2 de la Ley 26/2015, de 28 de julio. Ref. BOE-
A-2015-8470#dfsegunda .

Se modifica el apartado 5 por el art. 7 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2011-13241 .

Se modifica el apartado 4 por la disposición final 2 de la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo. Ref. BOE-A-2010-3514

Artículo 10. Condiciones de la información y consentimiento por escrito.
1. El facultativo proporcionará al paciente, antes de recabar su consentimiento escrito, la información básica
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siguiente:
a) Las consecuencias relevantes o de importancia que la intervención origina con seguridad.
b) Los riesgos relacionados con las circunstancias personales o profesionales del paciente.
c) Los riesgos probables en condiciones normales, conforme a la experiencia y al estado de la ciencia o
directamente relacionados con el tipo de intervención.
d) Las contraindicaciones.

2. El médico responsable deberá ponderar en cada caso que cuanto más dudoso sea el resultado de una
intervención más necesario resulta el previo consentimiento por escrito del paciente.

Artículo 11. Instrucciones previas.
1. Por el documento de instrucciones previas, una persona mayor de edad, capaz y libre, manifiesta
anticipadamente su voluntad, con objeto de que ésta se cumpla en el momento en que llegue a situaciones en
cuyas circunstancias no sea capaz de expresarlos personalmente, sobre los cuidados y el tratamiento de su
salud o, una vez llegado el fallecimiento, sobre el destino de su cuerpo o de los órganos del mismo. El
otorgante del documento puede designar, además, un representante para que, llegado el caso, sirva como
interlocutor suyo con el médico o el equipo sanitario para procurar el cumplimiento de las instrucciones
previas.
2. Cada servicio de salud regulará el procedimiento adecuado para que, llegado el caso, se garantice el
cumplimiento de las instrucciones previas de cada persona, que deberán constar siempre por escrito.
3. No serán aplicadas las instrucciones previas contrarias al ordenamiento jurídico, a la «lex artis», ni las que
no se correspondan con el supuesto de hecho que el interesado haya previsto en el momento de manifestarlas.
En la historia clínica del paciente quedará constancia razonada de las anotaciones relacionadas con estas
previsiones.
4. Las instrucciones previas podrán revocarse libremente en cualquier momento dejando constancia por
escrito.
5. Con el fin de asegurar la eficacia en todo el territorio nacional de las instrucciones previas manifestadas por
los pacientes y formalizadas de acuerdo con lo dispuesto en la legislación de las respectivas Comunidades
Autónomas, se creará en el Ministerio de Sanidad y Consumo el Registro nacional de instrucciones previas que
se regirá por las normas que reglamentariamente se determinen, previo acuerdo del Consejo Interterritorial
del Sistema Nacional de Salud.

Artículo 12. Información en el Sistema Nacional de Salud.
1. Además de los derechos reconocidos en los artículos anteriores, los pacientes y los usuarios del Sistema
Nacional de Salud tendrán derecho a recibir información sobre los servicios y unidades asistenciales
disponibles, su calidad y los requisitos de acceso a ellos.
2. Los servicios de salud dispondrán en los centros y servicios sanitarios de una guía o carta de los servicios en
la que se especifiquen los derechos y obligaciones de los usuarios, las prestaciones disponibles, las
características asistenciales del centro o del servicio, y sus dotaciones de personal, instalaciones y medios
técnicos. Se facilitará a todos los usuarios información sobre las guías de participación y sobre sugerencias y
reclamaciones.
3. Cada servicio de salud regulará los procedimientos y los sistemas para garantizar el efectivo cumplimiento
de las previsiones de este artículo.

Artículo 13. Derecho a la información para la elección de médico y de centro.
Los usuarios y pacientes del Sistema Nacional de Salud, tanto en la atención primaria como en la
especializada, tendrán derecho a la información previa correspondiente para elegir médico, e igualmente
centro, con arreglo a los términos y condiciones que establezcan los servicios de salud competentes.

CAPÍTULO V La historia clínica
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Artículo 14. Definición y archivo de la historia clínica.
1. La historia clínica comprende el conjunto de los documentos relativos a los procesos asistenciales de cada
paciente, con la identificación de los médicos y de los demás profesionales que han intervenido en ellos, con
objeto de obtener la máxima integración posible de la documentación clínica de cada paciente, al menos, en el
ámbito de cada centro.
2. Cada centro archivará las historias clínicas de sus pacientes, cualquiera que sea el soporte papel,
audiovisual, informático o de otro tipo en el que consten, de manera que queden garantizadas su seguridad, su
correcta conservación y la recuperación de la información.
3. Las Administraciones sanitarias establecerán los mecanismos que garanticen la autenticidad del contenido
de la historia clínica y de los cambios operados en ella, así como la posibilidad de su reproducción futura.
4. Las Comunidades Autónomas aprobarán las disposiciones necesarias para que los centros sanitarios puedan
adoptar las medidas técnicas y organizativas adecuadas para archivar y proteger las historias clínicas y evitar
su destrucción o su pérdida accidental.

Artículo 15. Contenido de la historia clínica de cada paciente.
1. La historia clínica incorporará la información que se considere trascendental para el conocimiento veraz y
actualizado del estado de salud del paciente. Todo paciente o usuario tiene derecho a que quede constancia,
por escrito o en el soporte técnico más adecuado, de la información obtenida en todos sus procesos
asistenciales, realizados por el servicio de salud tanto en el ámbito de atención primaria como de atención
especializada.
2. La historia clínica tendrá como fin principal facilitar la asistencia sanitaria, dejando constancia de todos
aquellos datos que, bajo criterio médico, permitan el conocimiento veraz y actualizado del estado de salud. El
contenido mínimo de la historia clínica será el siguiente:

a) La documentación relativa a la hoja clínicoestadística.
b) La autorización de ingreso.
c) El informe de urgencia.
d) La anamnesis y la exploración física.
e) La evolución.
f) Las órdenes médicas.
g) La hoja de interconsulta.
h) Los informes de exploraciones complementarias.
i) El consentimiento informado.
j) El informe de anestesia.
k) El informe de quirófano o de registro del parto.
l) El informe de anatomía patológica.
m) La evolución y planificación de cuidados de enfermería.
n) La aplicación terapéutica de enfermería. ñ) El gráfico de constantes.
o) El informe clínico de alta. Los párrafos b), c), i), j), k), l), ñ) y o) sólo serán exigibles en la
cumplimentación de la historia clínica cuando se trate de procesos de hospitalización o así se disponga.

3. Cuando se trate del nacimiento, la historia clínica incorporará, además de la información a la que hace
referencia este apartado, los resultados de las pruebas biométricas, médicas o analíticas que resulten, en su
caso, necesarias para determinar el vínculo de filiación con la madre, en los términos que se establezcan
reglamentariamente.
4. La historia clínica se llevará con criterios de unidad y de integración, en cada institución asistencial como
mínimo, para facilitar el mejor y más oportuno conocimiento por los facultativos de los datos de un
determinado paciente en cada proceso asistencial.
5. Cuando la atención sanitaria prestada lo sea a consecuencia de violencia ejercida contra personas menores
de edad, la historia clínica especificará esta circunstancia, además de la información a la que hace referencia
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este apartado.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 13 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio. Ref. BOE-A-2021-9347#df-13

Se modifica el apartado 3 por la disposición final 4.1 de la Ley 19/2015, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2015-7851#dfcuaa .

Artículo 16. Usos de la historia clínica.
1. La historia clínica es un instrumento destinado fundamentalmente a garantizar una asistencia adecuada al
paciente. Los profesionales asistenciales del centro que realizan el diagnóstico o el tratamiento del paciente
tienen acceso a la historia clínica de éste como instrumento fundamental para su adecuada asistencia.
2. Cada centro establecerá los métodos que posibiliten en todo momento el acceso a la historia clínica de cada
paciente por los profesionales que le asisten.
3. El acceso a la historia clínica con fines judiciales, epidemiológicos, de salud pública, de investigación o de
docencia, se rige por lo dispuesto en la legislación vigente en materia de protección de datos personales, y en
la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y demás normas de aplicación en cada caso. El acceso a la
historia clínica con estos fines obliga a preservar los datos de identificación personal del paciente, separados
de los de carácter clinicoasistencial, de manera que, como regla general, quede asegurado el anonimato, salvo
que el propio paciente haya dado su consentimiento para no separarlos. Se exceptúan los supuestos de
investigación previstos en el apartado 2 de la Disposición adicional decimoséptima de la Ley Orgánica de
Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales. Asimismo se exceptúan los supuestos de
investigación de la autoridad judicial en los que se considere imprescindible la unificación de los datos
identificativos con los clinicoasistenciales, en los cuales se estará a lo que dispongan los jueces y tribunales en
el proceso correspondiente. El acceso a los datos y documentos de la historia clínica queda limitado
estrictamente a los fines específicos de cada caso. Cuando ello sea necesario para la prevención de un riesgo o
peligro grave para la salud de la población, las Administraciones sanitarias a las que se refiere la Ley 33/2011,
de 4 de octubre, General de Salud Pública, podrán acceder a los datos identificativos de los pacientes por
razones epidemiológicas o de protección de la salud pública. El acceso habrá de realizarse, en todo caso, por
un profesional sanitario sujeto al secreto profesional o por otra persona sujeta, asimismo, a una obligación
equivalente de secreto, previa motivación por parte de la Administración que solicitase el acceso a los datos.
4. El personal de administración y gestión de los centros sanitarios sólo puede acceder a los datos de la historia
clínica relacionados con sus propias funciones.
5. El personal sanitario debidamente acreditado que ejerza funciones de inspección, evaluación, acreditación
y planificación, tiene acceso a las historias clínicas en el cumplimiento de sus funciones de comprobación de
la calidad de la asistencia, el respeto de los derechos del paciente o cualquier otra obligación del centro en
relación con los pacientes y usuarios o la propia Administración sanitaria.
6. El personal que accede a los datos de la historia clínica en el ejercicio de sus funciones queda sujeto al deber
de secreto.
7. Las Comunidades Autónomas regularán el procedimiento para que quede constancia del acceso a la historia
clínica y de su uso.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 9 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-9

Se modifica el apartado 3 por la disposición final 3 de la Ley 33/2011, de 4 de octubre. Ref. BOE-A-2011-15623 .

Artículo 17. La conservación de la documentación clínica.
1. Los centros sanitarios tienen la obligación de conservar la documentación clínica en condiciones que
garanticen su correcto mantenimiento y seguridad, aunque no necesariamente en el soporte original, para la
debida asistencia al paciente durante el tiempo adecuado a cada caso y, como mínimo, cinco años contados
desde la fecha del alta de cada proceso asistencial. No obstante, los datos de la historia clínica relacionados
con el nacimiento del paciente, incluidos los resultados de las pruebas biométricas, médicas o analíticas que
en su caso resulten necesarias para determinar el vínculo de filiación con la madre, no se destruirán,
trasladándose una vez conocido el fallecimiento del paciente, a los archivos definitivos de la Administración
correspondiente, donde se conservarán con las debidas medidas de seguridad a los efectos de la legislación de
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protección de datos.
2. La documentación clínica también se conservará a efectos judiciales de conformidad con la legislación
vigente. Se conservará, asimismo, cuando existan razones epidemiológicas, de investigación o de organización
y funcionamiento del Sistema Nacional de Salud. Su tratamiento se hará de forma que se evite en lo posible la
identificación de las personas afectadas. Sin perjuicio del derecho al que se refiere el artículo siguiente, los
datos de la historia clínica relacionados con las pruebas biométricas, médicas o analíticas que resulten
necesarias para determinar el vínculo de filiación con la madre del recién nacido, sólo podrán ser
comunicados a petición judicial, dentro del correspondiente proceso penal o en caso de reclamación o
impugnación judicial de la filiación materna. Téngase en cuenta que los apartados 1 y 2 han sido modificados
por la disposición final 4.2 de la Ley 19/2015, de 13 de julio y que no entrarán en vigor hasta el 15 de octubre de
2015, según establece su disposición final 10. Ref. BOE-A-2015-7851#dfcuaa . Redacción vigente: "1. Los centros
sanitarios tienen la obligación de conservar la documentación clínica en condiciones que garanticen su
correcto mantenimiento y seguridad, aunque no necesariamente en el soporte original, para la debida
asistencia al paciente durante el tiempo adecuado a cada caso y, como mínimo, cinco años contados desde la
fecha del alta de cada proceso asistencial. 2. La documentación clínica también se conservará a efectos
judiciales de conformidad con la legislación vigente. Se conservará, asimismo, cuando existan razones
epidemiológicas, de investigación o de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Salud. Su
tratamiento se hará de forma que se evite en lo posible la identificación de las personas afectadas."
3. Los profesionales sanitarios tienen el deber de cooperar en la creación y el mantenimiento de una
documentación clínica ordenada y secuencial del proceso asistencial de los pacientes.
4. La gestión de la historia clínica por los centros con pacientes hospitalizados, o por los que atiendan a un
número suficiente de pacientes bajo cualquier otra modalidad asistencial, según el criterio de los servicios de
salud, se realizará a través de la unidad de admisión y documentación clínica, encargada de integrar en un solo
archivo las historias clínicas. La custodia de dichas historias clínicas estará bajo la responsabilidad de la
dirección del centro sanitario.
5. Los profesionales sanitarios que desarrollen su actividad de manera individual son responsables de la
gestión y de la custodia de la documentación asistencial que generen.
6. Son de aplicación a la documentación clínica las medidas técnicas de seguridad establecidas por la
legislación reguladora de la conservación de los ficheros que contienen datos de carácter personal y, en
general, por la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal. Se modifican los apartados
1 y 2 por la disposición final 4.2 de la Ley 19/2015, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2015-7851#dfcuaa .

Artículo 18. Derechos de acceso a la historia clínica.
1. El paciente tiene el derecho de acceso, con las reservas señaladas en el apartado 3 de este artículo, a la
documentación de la historia clínica y a obtener copia de los datos que figuran en ella. Los centros sanitarios
regularán el procedimiento que garantice la observancia de estos derechos.
2. El derecho de acceso del paciente a la historia clínica puede ejercerse también por representación
debidamente acreditada.
3. El derecho al acceso del paciente a la documentación de la historia clínica no puede ejercitarse en perjuicio
del derecho de terceras personas a la confidencialidad de los datos que constan en ella recogidos en interés
terapéutico del paciente, ni en perjuicio del derecho de los profesionales participantes en su elaboración, los
cuales pueden oponer al derecho de acceso la reserva de sus anotaciones subjetivas.
4. Los centros sanitarios y los facultativos de ejercicio individual sólo facilitarán el acceso a la historia clínica
de los pacientes fallecidos a las personas vinculadas a él, por razones familiares o de hecho, salvo que el
fallecido lo hubiese prohibido expresamente y así se acredite. En cualquier caso el acceso de un tercero a la
historia clínica motivado por un riesgo para su salud se limitará a los datos pertinentes. No se facilitará
información que afecte a la intimidad del fallecido ni a las anotaciones subjetivas de los profesionales, ni que
perjudique a terceros.
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Artículo 19. Derechos relacionados con la custodia de la historia clínica.
El paciente tiene derecho a que los centros sanitarios establezcan un mecanismo de custodia activa y diligente
de las historias clínicas. Dicha custodia permitirá la recogida, la integración, la recuperación y la
comunicación de la información sometida al principio de confidencialidad con arreglo a lo establecido por el
artículo 16 de la presente Ley.

CAPÍTULO VI Informe de alta y otra documentación clínica

Artículo 20. Informe de alta.
Todo paciente, familiar o persona vinculada a él, en su caso, tendrá el derecho a recibir del centro o servicio
sanitario, una vez finalizado el proceso asistencial, un informe de alta con los contenidos mínimos que
determina el artículo 3. Las características, requisitos y condiciones de los informes de alta se determinarán
reglamentariamente por las Administraciones sanitarias autonómicas.

Artículo 21. El alta del paciente.
1. En caso de no aceptar el tratamiento prescrito, se propondrá al paciente o usuario la firma del alta
voluntaria. Si no la firmara, la dirección del centro sanitario, a propuesta del médico responsable, podrá
disponer el alta forzosa en las condiciones reguladas por la Ley. El hecho de no aceptar el tratamiento
prescrito no dará lugar al alta forzosa cuando existan tratamientos alternativos, aunque tengan carácter
paliativo, siempre que los preste el centro sanitario y el paciente acepte recibirlos. Estas circunstancias
quedarán debidamente documentadas.
2. En el caso de que el paciente no acepte el alta, la dirección del centro, previa comprobación del informe
clínico correspondiente, oirá al paciente y, si persiste en su negativa, lo pondrá en conocimiento del juez para
que confirme o revoque la decisión.

Artículo 22. Emisión de certificados médicos.
Todo paciente o usuario tiene derecho a que se le faciliten los certificados acreditativos de su estado de salud.
Éstos serán gratuitos cuando así lo establezca una disposición legal o reglamentaria.

Artículo 23. Obligaciones profesionales de información técnica, estadística y administrativa.
Los profesionales sanitarios, además de las obligaciones señaladas en materia de información clínica, tienen
el deber de cumplimentar los protocolos, registros, informes, estadísticas y demás documentación asistencial
o administrativa, que guarden relación con los procesos clínicos en los que intervienen, y los que requieran los
centros o servicios de salud competentes y las autoridades sanitarias, comprendidos los relacionados con la
investigación médica y la información epidemiológica.

Ley 14/1986 General de Sanidad

LGSan · BOE-A-1986-10499 · arts. 10 a 11 — 2 incluidos

TÍTULO I Del sistema de salud

CAPÍTULO I De los principios generales

Artículo diez.
Todos tienen los siguientes derechos con respecto a las distintas administraciones públicas sanitarias:
1. Al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad, sin que pueda ser discriminado por su origen
racial o étnico, por razón de género y orientación sexual, de discapacidad o de cualquier otra circunstancia
personal o social.
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2. A la información sobre los servicios sanitarios a que puede acceder y sobre los requisitos necesarios para su
uso. La información deberá efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio
de diseño para todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad.
3. A la confidencialidad de toda la información relacionada con su proceso y con su estancia en instituciones
sanitarias públicas y privadas que colaboren con el sistema público.
4. A ser advertido de si los procedimientos de pronóstico, diagnóstico y terapéuticos que se le apliquen pueden
ser utilizados en función de un proyecto docente o de investigación, que, en ningún caso, podrá comportar
peligro adicional para su salud. En todo caso será imprescindible la previa autorización y por escrito del
paciente y la aceptación por parte del médico y de la Dirección del correspondiente Centro Sanitario.
5. (Derogado)
6. (Derogado)
7. A que se le asigne un médico, cuyo nombre se le dará a conocer, que será su interlocutor principal con el
equipo asistencial. En caso de ausencia, otro facultativo del equipo asumirá tal responsabilidad.
8. (Derogado)
9. (Derogado)
10. A participar, a través de las instituciones comunitarias, en las actividades sanitarias, en los términos
establecidos en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen.
11. (Derogado)
12. A utilizar las vías de reclamación y de propuesta de sugerencias en los plazos previstos. En uno u otro caso
deberá recibir respuesta por escrito en los plazos que reglamentariamente se establezcan.
13. A elegir el médico y los demás sanitarios titulados de acuerdo con las condiciones contempladas, en esta
Ley, en las disposiciones que se dicten para su desarrollo y en las que regulen el trabajo sanitario en los
Centros de Salud.
14. A obtener los medicamentos y productos sanitarios que se consideren necesarios para promover,
conservar o restablecer su salud, en los términos que reglamentariamente se establezcan por la
Administración del Estado.
15. Respetando el peculiar régimen económico de cada servicio sanitario, los derechos contemplados en los
apartados 1, 3, 4, 5, 6, 7, 9 y 11 de este artículo serán ejercidos también con respecto a los servicios sanitarios
privados. Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. 6.1 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto. Ref. BOE-
A-2011-13241 . Se derogan los apartados 5, 6, 8, 9 y 11 por la disposición derogatoria única de la Ley 41/2002, de
14 de noviembre. Ref. BOE-A-2002-22188 .

Artículo once.
Serán obligaciones de los ciudadanos con las instituciones y organismos del sistema sanitario:
1. Cumplir las prescripciones generales de naturaleza sanitaria comunes a toda la población, así como las
específicas determinadas por los Servicios Sanitarios.
2. Cuidar las instalaciones y colaborar en el mantenimiento de la habitabilidad de las lnstituciones Sanitarias.
3. Responsabilizarse del uso adecuado de las prestaciones ofrecidas por el sistema sanitario,
fundamentalmente en lo que se refiere a la utilización de servicios, procedimientos de baja laboral o
incapacidad permanente y prestaciones terapéuticas y sociales.
Se deroga el apartado 4 por la disposición derogatoria única de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre. Ref. BOE-A-2002-22188 .

L-InvBiomedica: texto no disponible en el corpus.

RD-EnsayosClinicos: texto no disponible en el corpus.
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LO 10/1995 Código Penal

CP · BOE-A-1995-25444 · art. 199 — 1 incluidos

LIBRO II Delitos y sus penas

TÍTULO X Delitos contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del dom

CAPÍTULO I Del descubrimiento y revelación de secretos

Artículo 199.
1. El que revelare secretos ajenos, de los que tenga conocimiento por razón de su oficio o sus relaciones
laborales, será castigado con la pena de prisión de uno a tres años y multa de seis a doce meses.
2. El profesional que, con incumplimiento de su obligación de sigilo o reserva, divulgue los secretos de otra
persona, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses e
inhabilitación especial para dicha profesión por tiempo de dos a seis años.

PONTE A PRUEBA

2 preguntas del Tema 6

1. Según se recoge en la Ley 41/2002, la necesidad terapéutica faculta al médico para actuar profesionalmente 
sin informar antes al paciente:

A) Cuando, por razones objetivas, el conocimiento de su propia situación pueda perjudicar su salud de manera 
grave

B) Y en tales circunstancias, no es necesario dejar constancia en la historia clínica del paciente

C) No es necesario comunicar su decisión a las personas vinculadas al paciente por razones familiares o de 
hecho

D) La necesidad terapéutica no existe y no se contempla en la citada ley

2. ¿Qué ley regula en su artículo 15 el contenido mínimo de la historia clínica de cada paciente?:

A) La Ley 41/2012, de 1 de enero, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones 
en materia de información y documentación clínica

B) La Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica

C) Real Decreto 25/2012, de 1 de septiembre:

D) La Ley 1/2002, de 1 de enero

SOLUCIONES 1 A · 2 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 

de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. Disposiciones 
generales. Principios de la protección de datos. Derechos de las 

personas. La Agencia Española de Protección de Datos. Naturaleza 
jurídica, funciones y órganos.

Reglamento (UE) 2016/679 (RGPD)

RGPD · CELEX-32016R0679 · arts. 1 a 23 — 23 incluidos

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Reglamento establece las normas relativas a la protección de las personas físicas en lo que
respecta al tratamiento de los datos personales y las normas relativas a la libre circulación de tales datos.
2. El presente Reglamento protege los derechos y libertades fundamentales de las personas físicas y, en
particular, su derecho a la protección de los datos personales.
3. La libre circulación de los datos personales en la Unión no podrá ser restringida ni prohibida por motivos
relacionados con la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales.

Artículo 2. Ámbito de aplicación material.
1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así
como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un
fichero.
2. El presente Reglamento no se aplica al tratamiento de datos personales:

a) en el ejercicio de una actividad no comprendida en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión;
b) por parte de los Estados miembros cuando lleven a cabo actividades comprendidas en el ámbito de
aplicación del capítulo 2 del título V del TUE;
c) efectuado por una persona física en el ejercicio de actividades exclusivamente personales o domésticas;
d) por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, investigación, detección o
enjuiciamiento de infracciones penales, o de ejecución de sanciones penales, incluida la de protección
frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención.

3. El Reglamento (CE) n.o 45/2001 es de aplicación al tratamiento de datos de carácter personal por parte de las
instituciones, órganos y organismos de la Unión. El Reglamento (CE) n.o 45/2001 y otros actos jurídicos de la
Unión aplicables a dicho tratamiento de datos de carácter personal se adaptarán a los principios y normas del
presente Reglamento de conformidad con su artículo 98.
4. El presente Reglamento se entenderá sin perjuicio de la aplicación de la Directiva 2000/31/CE, en particular
sus normas relativas a la responsabilidad de los prestadores de servicios intermediarios establecidas en sus
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artículos 12 a 15.

Artículo 3. Ámbito territorial.
1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales en el contexto de las actividades de un
establecimiento del responsable o del encargado en la Unión, independientemente de que el tratamiento tenga
lugar en la Unión o no.
2. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales de interesados que residan en la Unión
por parte de un responsable o encargado no establecido en la Unión, cuando las actividades de tratamiento
estén relacionadas con:

a) la oferta de bienes o servicios a dichos interesados en la Unión, independientemente de si a estos se les
requiere su pago, o b) el control de su comportamiento, en la medida en que este tenga lugar en la Unión.

3. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales por parte de un responsable que no esté
establecido en la Unión sino en un lugar en que el Derecho de los Estados miembros sea de aplicación en
virtud del Derecho internacional público.

Artículo 4. Definiciones.
A efectos del presente Reglamento se entenderá por:
1) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»);
se considerará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o
indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de
identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad
física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona;
2) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o
conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados o no, como la recogida, registro,
organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, extracción, consulta, utilización,
comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o
interconexión, limitación, supresión o destrucción;
3) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos de carácter personal conservados con el fin de limitar
su tratamiento en el futuro;
4) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos personales consistente en
utilizar datos personales para evaluar determinados aspectos personales de una persona física, en particular
para analizar o predecir aspectos relativos al rendimiento profesional, situación económica, salud,
preferencias personales, intereses, fiabilidad, comportamiento, ubicación o movimientos de dicha persona
física;
5) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no puedan atribuirse a un
interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha información adicional figure por separado y
esté sujeta a medidas técnicas y organizativas destinadas a garantizar que los datos personales no se atribuyan
a una persona física identificada o identificable;
6) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a criterios determinados,
ya sea centralizado, descentralizado o repartido de forma funcional o geográfica;
7) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u
otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios del tratamiento; si el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros determina los fines y medios del tratamiento, el responsable del tratamiento
o los criterios específicos para su nombramiento podrá establecerlos el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros;
8) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro
organismo que trate datos personales por cuenta del responsable del tratamiento;
9) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo al que se
comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, no se considerarán destinatarios las
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autoridades públicas que puedan recibir datos personales en el marco de una investigación concreta de
conformidad con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros; el tratamiento de tales datos por dichas
autoridades públicas será conforme con las normas en materia de protección de datos aplicables a los fines del
tratamiento;
10) «tercero»: persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u organismo distinto del interesado, del
responsable del tratamiento, del encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los datos
personales bajo la autoridad directa del responsable o del encargado;
11) «consentimiento del interesado»: toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca
por la que el interesado acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento
de datos personales que le conciernen;
12) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que ocasione la
destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita de datos personales transmitidos, conservados o tratados
de otra forma, o la comunicación o acceso no autorizados a dichos datos;
13) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas heredadas o adquiridas de una
persona física que proporcionen una información única sobre la fisiología o la salud de esa persona, obtenidos
en particular del análisis de una muestra biológica de tal persona;
14) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico específico, relativos a
las características físicas, fisiológicas o conductuales de una persona física que permitan o confirmen la
identificación única de dicha persona, como imágenes faciales o datos dactiloscópicos;
15) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de una persona física,
incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen información sobre su estado de salud;
16) «establecimiento principal»:
a) en lo que se refiere a un responsable del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro, el
lugar de su administración central en la Unión, salvo que las decisiones sobre los fines y los medios del
tratamiento se tomen en otro establecimiento del responsable en la Unión y este último establecimiento tenga
el poder de hacer aplicar tales decisiones, en cuyo caso el establecimiento que haya adoptado tales decisiones
se considerará establecimiento principal;
b) en lo que se refiere a un encargado del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro, el
lugar de su administración central en la Unión o, si careciera de esta, el establecimiento del encargado en la
Unión en el que se realicen las principales actividades de tratamiento en el contexto de las actividades de un
establecimiento del encargado en la medida en que el encargado esté sujeto a obligaciones específicas con
arreglo al presente Reglamento;
17) «representante»: persona física o jurídica establecida en la Unión que, habiendo sido designada por escrito
por el responsable o el encargado del tratamiento con arreglo al artículo 27, represente al responsable o al
encargado en lo que respecta a sus respectivas obligaciones en virtud del presente Reglamento;
18) «empresa»: persona física o jurídica dedicada a una actividad económica, independientemente de su
forma jurídica, incluidas las sociedades o asociaciones que desempeñen regularmente una actividad
económica;
19) «grupo empresarial»: grupo constituido por una empresa que ejerce el control y sus empresas controladas;
20) «normas corporativas vinculantes»: las políticas de protección de datos personales asumidas por un
responsable o encargado del tratamiento establecido en el territorio de un Estado miembro para
transferencias o un conjunto de transferencias de datos personales a un responsable o encargado en uno o
más países terceros, dentro de un grupo empresarial o una unión de empresas dedicadas a una actividad
económica conjunta;
21) «autoridad de control»: la autoridad pública independiente establecida por un Estado miembro con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 51;
22) «autoridad de control interesada»: la autoridad de control a la que afecta el tratamiento de datos personales
debido a que: a) el responsable o el encargado del tratamiento está establecido en el territorio del Estado
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miembro de esa autoridad de control; b) los interesados que residen en el Estado miembro de esa autoridad de
control se ven sustancialmente afectados o es probable que se vean sustancialmente afectados por el
tratamiento, o c) se ha presentado una reclamación ante esa autoridad de control;
23) «tratamiento transfronterizo»: a) el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las
actividades de establecimientos en más de un Estado miembro de un responsable o un encargado del
tratamiento en la Unión, si el responsable o el encargado está establecido en más de un Estado miembro, o b)
el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las actividades de un único establecimiento de
un responsable o un encargado del tratamiento en la Unión, pero que afecta sustancialmente o es probable
que afecte sustancialmente a interesados en más de un Estado miembro;
24) «objeción pertinente y motivada»: la objeción a una propuesta de decisión sobre la existencia o no de
infracción del presente Reglamento, o sobre la conformidad con el presente Reglamento de acciones previstas
en relación con el responsable o el encargado del tratamiento, que demuestre claramente la importancia de
los riesgos que entraña el proyecto de decisión para los derechos y libertades fundamentales de los
interesados y, en su caso, para la libre circulación de datos personales dentro de la Unión;
25) «servicio de la sociedad de la información»: todo servicio conforme a la definición del artículo 1, apartado
1, letra b), de la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo (19);
26) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados de Derecho
internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un acuerdo entre dos o más países o en
virtud de tal acuerdo.

CAPÍTULO II Principios

Artículo 5. Principios relativos al tratamiento.
1. Los datos personales serán:

a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud, lealtad y
transparencia»);
b) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados ulteriormente de manera
incompatible con dichos fines; de acuerdo con el artículo 89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los datos
personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines
estadísticos no se considerará incompatible con los fines iniciales («limitación de la finalidad»);
c) adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados
(«minimización de datos»);
d) exactos y, si fuera necesario, actualizados; se adoptarán todas las medidas razonables para que se
supriman o rectifiquen sin dilación los datos personales que sean inexactos con respecto a los fines para los
que se tratan («exactitud»);
e) mantenidos de forma que se permita la identificación de los interesados durante no más tiempo del
necesario para los fines del tratamiento de los datos personales; los datos personales podrán conservarse
durante períodos más largos siempre que se traten exclusivamente con fines de archivo en interés público,
fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado
1, sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas que impone el presente
Reglamento a fin de proteger los derechos y libertades del interesado («limitación del plazo de
conservación»);
f) tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de los datos personales, incluida la
protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental,
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»).

2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 y capaz
de demostrarlo («responsabilidad proactiva»).

Artículo 6. Licitud del tratamiento.
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1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:
a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios fines
específicos;
b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para la
aplicación a petición de este de medidas precontractuales;
c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del
tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;
f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del
tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales, en
particular cuando el interesado sea un niño. Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de
aplicación al tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones.

2. Los Estados miembros podrán mantener o introducir disposiciones más específicas a fin de adaptar la
aplicación de las normas del presente Reglamento con respecto al tratamiento en cumplimiento del apartado
1, letras c) y e), fijando de manera más precisa requisitos específicos de tratamiento y otras medidas que
garanticen un tratamiento lícito y equitativo, con inclusión de otras situaciones específicas de tratamiento a
tenor del capítulo IX.
3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida por:

a) el Derecho de la Unión, o b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento. La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica o, en lo relativo
al tratamiento a que se refiere el apartado 1, letra e), será necesaria para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
Dicha base jurídica podrá contener disposiciones específicas para adaptar la aplicación de normas del
presente Reglamento, entre otras: las condiciones generales que rigen la licitud del tratamiento por parte
del responsable; los tipos de datos objeto de tratamiento; los interesados afectados; las entidades a las que
se pueden comunicar datos personales y los fines de tal comunicación; la limitación de la finalidad; los
plazos de conservación de los datos, así como las operaciones y los procedimientos del tratamiento,
incluidas las medidas para garantizar un tratamiento lícito y equitativo, como las relativas a otras
situaciones específicas de tratamiento a tenor del capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados
miembros cumplirá un objetivo de interés público y será proporcional al fin legítimo perseguido.

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales no esté
basado en el consentimiento del interesado o en el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que
constituya una medida necesaria y proporcional en una sociedad democrática para salvaguardar los objetivos
indicados en el artículo 23, apartado 1, el responsable del tratamiento, con objeto de determinar si el
tratamiento con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron inicialmente los datos personales,
tendrá en cuenta, entre otras cosas:

a) cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido los datos personales y los fines del
tratamiento ulterior previsto;
b) el contexto en que se hayan recogido los datos personales, en particular por lo que respecta a la relación
entre los interesados y el responsable del tratamiento;
c) la naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten categorías especiales de datos
personales, de conformidad con el artículo 9, o datos personales relativos a condenas e infracciones
penales, de conformidad con el artículo 10;
d) las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento ulterior previsto;
e) la existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado o la seudonimización.
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Artículo 7. Condiciones para el consentimiento.
1. Cuando el tratamiento se base en el consentimiento del interesado, el responsable deberá ser capaz de
demostrar que aquel consintió el tratamiento de sus datos personales.
2. Si el consentimiento del interesado se da en el contexto de una declaración escrita que también se refiera a
otros asuntos, la solicitud de consentimiento se presentará de tal forma que se distinga claramente de los
demás asuntos, de forma inteligible y de fácil acceso y utilizando un lenguaje claro y sencillo. No será
vinculante ninguna parte de la declaración que constituya infracción del presente Reglamento.
3. El interesado tendrá derecho a retirar su consentimiento en cualquier momento. La retirada del
consentimiento no afectará a la licitud del tratamiento basada en el consentimiento previo a su retirada. Antes
de dar su consentimiento, el interesado será informado de ello. Será tan fácil retirar el consentimiento como
darlo.
4. Al evaluar si el consentimiento se ha dado libremente, se tendrá en cuenta en la mayor medida posible el
hecho de si, entre otras cosas, la ejecución de un contrato, incluida la prestación de un servicio, se supedita al
consentimiento al tratamiento de datos personales que no son necesarios para la ejecución de dicho contrato.

Artículo 8. Condiciones aplicables al consentimiento del niño en relación con los servicios de la sociedad 
de la información.
1. Cuando se aplique el artículo 6, apartado 1, letra a), en relación con la oferta directa a niños de servicios de
la sociedad de la información, el tratamiento de los datos personales de un niño se considerará lícito cuando
tenga como mínimo 16 años. Si el niño es menor de 16 años, tal tratamiento únicamente se considerará lícito
si el consentimiento lo dio o autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y solo en la medida
en que se dio o autorizó. Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a tales fines,
siempre que esta no sea inferior a 13 años.
2. El responsable del tratamiento hará esfuerzos razonables para verificar en tales casos que el consentimiento
fue dado o autorizado por el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, teniendo en cuenta la tecnología
disponible.
3. El apartado 1 no afectará a las disposiciones generales del Derecho contractual de los Estados miembros,
como las normas relativas a la validez, formación o efectos de los contratos en relación con un niño.

Artículo 9. Tratamiento de categorías especiales de datos personales.
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones
políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos,
datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o
datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física.
2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:

a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con uno o
más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados miembros
establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el interesado;
b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos
del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y
protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un
convenio colectivo con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del
respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado;
c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física, en el
supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su consentimiento;
d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías, por
una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política,
filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros
actuales o antiguos de tales organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en

Temario en formato ley · Técnico/a Superior en Laboratorio de Diagnóstico Clínico… (Parte genera 123

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



relación con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el
consentimiento de los interesados;
e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente públicos;
f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o cuando los
tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;
g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base del Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial
el derecho a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses
y derechos fundamentales del interesado;
h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación de la capacidad
laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o tratamiento de tipo sanitario o social,
o gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, sobre la base del Derecho de la Unión o
de los Estados miembros o en virtud de un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de las
condiciones y garantías contempladas en el apartado 3;
i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, como la
protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o para garantizar elevados niveles de
calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y de los medicamentos o productos sanitarios, sobre la base
del Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca medidas adecuadas y específicas para
proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto profesional, j) el tratamiento es
necesario con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines
estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, sobre la base del Derecho de la Unión o de los
Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la
protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos
fundamentales del interesado.

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en el apartado 2, letra
h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la obligación de secreto profesional, o bajo
su responsabilidad, de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o con las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes, o por cualquier otra persona sujeta también a la
obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o de las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes.
4. Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones adicionales, inclusive limitaciones, con
respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos relativos a la salud.

Artículo 10. Tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales.
El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o medidas de seguridad
conexas sobre la base del artículo 6, apartado 1, sólo podrá llevarse a cabo bajo la supervisión de las
autoridades públicas o cuando lo autorice el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca
garantías adecuadas para los derechos y libertades de los interesados. Solo podrá llevarse un registro completo
de condenas penales bajo el control de las autoridades públicas.

Artículo 11. Tratamiento que no requiere identificación.
1. Si los fines para los cuales un responsable trata datos personales no requieren o ya no requieren la
identificación de un interesado por el responsable, este no estará obligado a mantener, obtener o tratar
información adicional con vistas a identificar al interesado con la única finalidad de cumplir el presente
Reglamento.
2. Cuando, en los casos a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, el responsable sea capaz de
demostrar que no está en condiciones de identificar al interesado, le informará en consecuencia, de ser
posible. En tales casos no se aplicarán los artículos 15 a 20, excepto cuando el interesado, a efectos del
ejercicio de sus derechos en virtud de dichos artículos, facilite información adicional que permita su
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identificación.

CAPÍTULO III Derechos del interesado

Sección 1 Transparencia y modalidades

Artículo 12. Transparencia de la información, comunicación y modalidades de ejercicio de los derechos 
del interesado.
1. El responsable del tratamiento tomará las medidas oportunas para facilitar al interesado toda información
indicada en los artículos 13 y 14, así como cualquier comunicación con arreglo a los artículos 15 a 22 y 34
relativa al tratamiento, en forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y
sencillo, en particular cualquier información dirigida específicamente a un niño. La información será
facilitada por escrito o por otros medios, inclusive, si procede, por medios electrónicos. Cuando lo solicite el
interesado, la información podrá facilitarse verbalmente siempre que se demuestre la identidad del interesado
por otros medios.
2. El responsable del tratamiento facilitará al interesado el ejercicio de sus derechos en virtud de los artículos
15 a 22. En los casos a que se refiere el artículo 11, apartado 2, el responsable no se negará a actuar a petición
del interesado con el fin de ejercer sus derechos en virtud de los artículos 15 a 22, salvo que pueda demostrar
que no está en condiciones de identificar al interesado.
3. El responsable del tratamiento facilitará al interesado información relativa a sus actuaciones sobre la base
de una solicitud con arreglo a los artículos 15 a 22, y, en cualquier caso, en el plazo de un mes a partir de la
recepción de la solicitud. Dicho plazo podrá prorrogarse otros dos meses en caso necesario, teniendo en
cuenta la complejidad y el número de solicitudes. El responsable informará al interesado de cualquiera de
dichas prórrogas en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud, indicando los motivos de la
dilación. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, la información se facilitará por
medios electrónicos cuando sea posible, a menos que el interesado solicite que se facilite de otro modo.
4. Si el responsable del tratamiento no da curso a la solicitud del interesado, le informará sin dilación, y a más
tardar transcurrido un mes de la recepción de la solicitud, de las razones de su no actuación y de la posibilidad
de presentar una reclamación ante una autoridad de control y de ejercitar acciones judiciales.
5. La información facilitada en virtud de los artículos 13 y 14 así como toda comunicación y cualquier
actuación realizada en virtud de los artículos 15 a 22 y 34 serán a título gratuito. Cuando las solicitudes sean
manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente debido a su carácter repetitivo, el responsable del
tratamiento podrá:

a) cobrar un canon razonable en función de los costes administrativos afrontados para facilitar la
información o la comunicación o realizar la actuación solicitada, o b) negarse a actuar respecto de la
solicitud. El responsable del tratamiento soportará la carga de demostrar el carácter manifiestamente
infundado o excesivo de la solicitud.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando el responsable del tratamiento tenga dudas razonables
en relación con la identidad de la persona física que cursa la solicitud a que se refieren los artículos 15 a 21,
podrá solicitar que se facilite la información adicional necesaria para confirmar la identidad del interesado.
7. La información que deberá facilitarse a los interesados en virtud de los artículos 13 y 14 podrá transmitirse
en combinación con iconos normalizados que permitan proporcionar de forma fácilmente visible, inteligible y
claramente legible una adecuada visión de conjunto del tratamiento previsto. Los iconos que se presenten en
formato electrónico serán legibles mecánicamente.
8. La Comisión estará facultada para adoptar actos delegados de conformidad con el artículo 92 a fin de
especificar la información que se ha de presentar a través de iconos y los procedimientos para proporcionar
iconos normalizados.

Sección 2 Información y acceso a los datos personales
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Artículo 13. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales se obtengan del interesado.
1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a él, el responsable del tratamiento, en el
momento en que estos se obtengan, le facilitará toda la información indicada a continuación:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;
c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y la base jurídica del tratamiento;
d) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
o de un tercero;
e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un tercer país u organización
internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en el caso de las
transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, referencia a
las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de estas o al hecho de que se
hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
interesado, en el momento en que se obtengan los datos personales, la siguiente información necesaria para
garantizar un tratamiento de datos leal y transparente:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando no sea posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
b) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, o a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
c) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basado en el consentimiento previo a su retirada;
d) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
e) si la comunicación de datos personales es un requisito legal o contractual, o un requisito necesario para
suscribir un contrato, y si el interesado está obligado a facilitar los datos personales y está informado de las
posibles consecuencias de que no facilitar tales datos;
f) la existencia de decisiones automatizas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo 22,
apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de datos personales para un fin que
no sea aquel para el que se recogieron, proporcionará al interesado, con anterioridad a dicho tratamiento
ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier información adicional pertinente a tenor del apartado 2.
4. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no serán aplicables cuando y en la medida en que el interesado ya
disponga de la información.

Artículo 14. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales no se hayan obtenido del 
interesado.
1. Cuando los datos personales no se hayan obtenidos del interesado, el responsable del tratamiento le
facilitará la siguiente información:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;
c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales, así como la base jurídica del tratamiento;
d) las categorías de datos personales de que se trate;
e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un destinatario en un tercer país
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u organización internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en
el caso de las transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo,
referencia a las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de ellas o al hecho
de que se hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
interesado la siguiente información necesaria para garantizar un tratamiento de datos leal y transparente
respecto del interesado:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando eso no sea posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
b) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
del tratamiento o de un tercero;
c) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, y a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
d) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basada en el consentimiento antes de su retirada;
e) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
f) la fuente de la que proceden los datos personales y, en su caso, si proceden de fuentes de acceso público;
g) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. El responsable del tratamiento facilitará la información indicada en los apartados 1 y 2:
a) dentro de un plazo razonable, una vez obtenidos los datos personales, y a más tardar dentro de un mes,
habida cuenta de las circunstancias específicas en las que se traten dichos datos;
b) si los datos personales han de utilizarse para comunicación con el interesado, a más tardar en el
momento de la primera comunicación a dicho interesado, o c) si está previsto comunicarlos a otro
destinatario, a más tardar en el momento en que los datos personales sean comunicados por primera vez.

4. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de los datos personales para un fin
que no sea aquel para el que se obtuvieron, proporcionará al interesado, antes de dicho tratamiento ulterior,
información sobre ese otro fin y cualquier otra información pertinente indicada en el apartado 2.
5. Las disposiciones de los apartados 1 a 4 no serán aplicables cuando y en la medida en que:

a) el interesado ya disponga de la información;
b) la comunicación de dicha información resulte imposible o suponga un esfuerzo desproporcionado, en
particular para el tratamiento con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o
histórica o fines estadísticos, a reserva de las condiciones y garantías indicadas en el artículo 89, apartado
1, o en la medida en que la obligación mencionada en el apartado 1 del presente artículo pueda
imposibilitar u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de tal tratamiento. En tales casos, el
responsable adoptará medidas adecuadas para proteger los derechos, libertades e intereses legítimos del
interesado, inclusive haciendo pública la información;
c) la obtención o la comunicación esté expresamente establecida por el Derecho de la Unión o de los
Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento y que establezca medidas adecuadas para
proteger los intereses legítimos del interesado, o d) cuando los datos personales deban seguir teniendo
carácter confidencial sobre la base de una obligación de secreto profesional regulada por el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, incluida una obligación de secreto de naturaleza estatutaria.

Artículo 15. Derecho de acceso del interesado.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación de si se están tratando
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o no datos personales que le conciernen y, en tal caso, derecho de acceso a los datos personales y a la siguiente
información:

a) los fines del tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) los destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se comunicaron o serán comunicados los
datos personales, en particular destinatarios en terceros u organizaciones internacionales;
d) de ser posible, el plazo previsto de conservación de los datos personales o, de no ser posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
e) la existencia del derecho a solicitar del responsable la rectificación o supresión de datos personales o la
limitación del tratamiento de datos personales relativos al interesado, o a oponerse a dicho tratamiento;
f) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
g) cuando los datos personales no se hayan obtenido del interesado, cualquier información disponible
sobre su origen;
h) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

2. Cuando se transfieran datos personales a un tercer país o a una organización internacional, el interesado
tendrá derecho a ser informado de las garantías adecuadas en virtud del artículo 46 relativas a la transferencia.
3. El responsable del tratamiento facilitará una copia de los datos personales objeto de tratamiento. El
responsable podrá percibir por cualquier otra copia solicitada por el interesado un canon razonable basado en
los costes administrativos. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, y a menos que
este solicite que se facilite de otro modo, la información se facilitará en un formato electrónico de uso común.
4. El derecho a obtener copia mencionado en el apartado 3 no afectará negativamente a los derechos y
libertades de otros.

Sección 3 Rectificación y supresión

Artículo 16. Derecho de rectificación.
El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la rectificación
de los datos personales inexactos que le conciernan. Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el
interesado tendrá derecho a que se completen los datos personales que sean incompletos, inclusive mediante
una declaración adicional.

Artículo 17. Derecho de supresión («el derecho al olvido»).
»).
1. El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la supresión de
los datos personales que le conciernan, el cual estará obligado a suprimir sin dilación indebida los datos
personales cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que fueron recogidos o
tratados de otro modo;
b) el interesado retire el consentimiento en que se basa el tratamiento de conformidad con el artículo 6,
apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se base en otro fundamento jurídico;
c) el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y no prevalezcan otros
motivos legítimos para el tratamiento, o el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21,
apartado 2;
d) los datos personales hayan sido tratados ilícitamente;
e) los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal establecida en el
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento;
f) los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios de la sociedad de la
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información mencionados en el artículo 8, apartado 1.
2. Cuando haya hecho públicos los datos personales y esté obligado, en virtud de lo dispuesto en el apartado 1,
a suprimir dichos datos, el responsable del tratamiento, teniendo en cuenta la tecnología disponible y el coste
de su aplicación, adoptará medidas razonables, incluidas medidas técnicas, con miras a informar a los
responsables que estén tratando los datos personales de la solicitud del interesado de supresión de cualquier
enlace a esos datos personales, o cualquier copia o réplica de los mismos.
3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el tratamiento sea necesario:

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;
b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera el tratamiento de datos impuesta por el
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento, o para el
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al
responsable;
c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pública de conformidad con el artículo 9,
apartado 2, letras h) e i), y apartado 3;
d) con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos,
de conformidad con el artículo 89, apartado 1, en la medida en que el derecho indicado en el apartado 1
pudiera hacer imposible u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de dicho tratamiento, o e) para
la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.

Artículo 18. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento la limitación del tratamiento de los
datos cuando se cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) el interesado impugne la exactitud de los datos personales, durante un plazo que permita al responsable
verificar la exactitud de los mismos;
b) el tratamiento sea ilícito y el interesado se oponga a la supresión de los datos personales y solicite en su
lugar la limitación de su uso;
c) el responsable ya no necesite los datos personales para los fines del tratamiento, pero el interesado los
necesite para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones;
d) el interesado se haya opuesto al tratamiento en virtud del artículo 21, apartado 1, mientras se verifica si
los motivos legítimos del responsable prevalecen sobre los del interesado.

2. Cuando el tratamiento de datos personales se haya limitado en virtud del apartado 1, dichos datos solo
podrán ser objeto de tratamiento, con excepción de su conservación, con el consentimiento del interesado o
para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones, o con miras a la protección de los derechos de
otra persona física o jurídica o por razones de interés público importante de la Unión o de un determinado
Estado miembro.
3. Todo interesado que haya obtenido la limitación del tratamiento con arreglo al apartado 1 será informado
por el responsable antes del levantamiento de dicha limitación.

Artículo 19. Obligación de notificación relativa a la rectificación o supresión de datos personales o la 
limitación del tratamiento.
El responsable del tratamiento comunicará cualquier rectificación o supresión de datos personales o
limitación del tratamiento efectuada con arreglo al artículo 16, al artículo 17, apartado 1, y al artículo 18 a cada
uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado los datos personales, salvo que sea imposible o exija
un esfuerzo desproporcionado. El responsable informará al interesado acerca de dichos destinatarios, si este
así lo solicita.

Artículo 20. Derecho a la portabilidad de los datos.
1. El interesado tendrá derecho a recibir los datos personales que le incumban, que haya facilitado a un
responsable del tratamiento, en un formato estructurado, de uso común y lectura mecánica, y a transmitirlos a
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otro responsable del tratamiento sin que lo impida el responsable al que se los hubiera facilitado, cuando:
a) el tratamiento esté basado en el consentimiento con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra a), o el
artículo 9, apartado 2, letra a), o en un contrato con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra b), y b) el
tratamiento se efectúe por medios automatizados.

2. Al ejercer su derecho a la portabilidad de los datos de acuerdo con el apartado 1, el interesado tendrá
derecho a que los datos personales se transmitan directamente de responsable a responsable cuando sea
técnicamente posible.
3. El ejercicio del derecho mencionado en el apartado 1 del presente artículo se entenderá sin perjuicio del
artículo 17. Tal derecho no se aplicará al tratamiento que sea necesario para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
4. El derecho mencionado en el apartado 1 no afectará negativamente a los derechos y libertades de otros.

Sección 4 Derecho de oposición y decisiones individuales automatizadas

Artículo 21. Derecho de oposición.
1. El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, por motivos relacionados con su situación
particular, a que datos personales que le conciernan sean objeto de un tratamiento basado en lo dispuesto en
el artículo 6, apartado 1, letras e) o f), incluida la elaboración de perfiles sobre la base de dichas disposiciones.
El responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales, salvo que acredite motivos legítimos
imperiosos para el tratamiento que prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las libertades del
interesado, o para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.
2. Cuando el tratamiento de datos personales tenga por objeto la mercadotecnia directa, el interesado tendrá
derecho a oponerse en todo momento al tratamiento de los datos personales que le conciernan, incluida la
elaboración de perfiles en la medida en que esté relacionada con la citada mercadotecnia.
3. Cuando el interesado se oponga al tratamiento con fines de mercadotecnia directa, los datos personales
dejarán de ser tratados para dichos fines.
4. A más tardar en el momento de la primera comunicación con el interesado, el derecho indicado en los
apartados 1 y 2 será mencionado explícitamente al interesado y será presentado claramente y al margen de
cualquier otra información.
5. En el contexto de la utilización de servicios de la sociedad de la información, y no obstante lo dispuesto en la
Directiva 2002/58/CE, el interesado podrá ejercer su derecho a oponerse por medios automatizados que
apliquen especificaciones técnicas.
6. Cuando los datos personales se traten con fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos de
conformidad con el artículo 89, apartado 1, el interesado tendrá derecho, por motivos relacionados con su
situación particular, a oponerse al tratamiento de datos personales que le conciernan, salvo que sea necesario
para el cumplimiento de una misión realizada por razones de interés público.

Artículo 22. Decisiones individuales automatizadas, incluida la elaboración de perfiles.
1. Todo interesado tendrá derecho a no ser objeto de una decisión basada únicamente en el tratamiento
automatizado, incluida la elaboración de perfiles, que produzca efectos jurídicos en él o le afecte
significativamente de modo similar.
2. El apartado 1 no se aplicará si la decisión:

a) es necesaria para la celebración o la ejecución de un contrato entre el interesado y un responsable del
tratamiento;
b) está autorizada por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento y que establezca asimismo medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y
los intereses legítimos del interesado, o c) se basa en el consentimiento explícito del interesado.

3. En los casos a que se refiere el apartado 2, letras a) y c), el responsable del tratamiento adoptará las medidas
adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado, como mínimo
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el derecho a obtener intervención humana por parte del responsable, a expresar su punto de vista y a
impugnar la decisión.
4. Las decisiones a que se refiere el apartado 2 no se basarán en las categorías especiales de datos personales
contempladas en el artículo 9, apartado 1, salvo que se aplique el artículo 9, apartado 2, letra a) o g), y se hayan
tomado medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado.

Sección 5 Limitaciones

Artículo 23. Limitaciones.
1. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable o el encargado del
tratamiento podrá limitar, a través de medidas legislativas, el alcance de las obligaciones y de los derechos
establecidos en los artículos 12 a 22 y el artículo 34, así como en el artículo 5 en la medida en que sus
disposiciones se correspondan con los derechos y obligaciones contemplados en los artículos 12 a 22, cuando
tal limitación respete en lo esencial los derechos y libertades fundamentales y sea una medida necesaria y
proporcionada en una sociedad democrática para salvaguardar:

a) la seguridad del Estado;
b) la defensa;
c) la seguridad pública;
d) la prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o la ejecución de
sanciones penales, incluida la protección frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención;
e) otros objetivos importantes de interés público general de la Unión o de un Estado miembro, en particular
un interés económico o financiero importante de la Unión o de un Estado miembro, inclusive en los
ámbitos fiscal, presupuestario y monetario, la sanidad pública y la seguridad social;
f) la protección de la independencia judicial y de los procedimientos judiciales;
g) la prevención, la investigación, la detección y el enjuiciamiento de infracciones de normas deontológicas
en las profesiones reguladas;
h) una función de supervisión, inspección o reglamentación vinculada, incluso ocasionalmente, con el
ejercicio de la autoridad pública en los casos contemplados en las letras a) a e) y g);
i) la protección del interesado o de los derechos y libertades de otros;
j) la ejecución de demandas civiles.

2. En particular, cualquier medida legislativa indicada en el apartado 1 contendrá como mínimo, en su caso,
disposiciones específicas relativas a:

a) la finalidad del tratamiento o de las categorías de tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) el alcance de las limitaciones establecidas;
d) las garantías para evitar accesos o transferencias ilícitos o abusivos;
e) la determinación del responsable o de categorías de responsables;
f) los plazos de conservación y las garantías aplicables habida cuenta de la naturaleza alcance y objetivos
del tratamiento o las categorías de tratamiento;
g) los riesgos para los derechos y libertades de los interesados, y h) el derecho de los interesados a ser
informados sobre la limitación, salvo si puede ser perjudicial a los fines de esta.

LO 3/2018 protección de datos

LOPDGDD · BOE-A-2018-16673 · arts. 1 a 18 · arts. 44 a 56 — 32 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales
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Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento
de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. El derecho
fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 de la
Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.
b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de la
Constitución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier
tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado
de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.
2. Esta ley orgánica no será de aplicación:

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por
su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.
b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.
c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado
reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos
realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el
ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la
Propiedad y Mercantiles.
4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los
procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.
5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos
de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806#df-4

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus herederos podrán
dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo
anterior no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la
persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.
2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán
también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su
caso su rectificación o supresión. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.
3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes
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legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de
cualquier persona física o jurídica interesada. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en las
medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II Principios de protección de datos

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.
c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.
d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
profesional de conformidad con su normativa aplicable.
3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.
2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.
3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
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consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.
2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.
2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, detección
o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo
cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas
de rango legal.
2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.
3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a condenas
e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán
posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.
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TÍTULO III Derechos de las personas

CAPÍTULO I Transparencia e información

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.
2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.
3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.
4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.
5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.
6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.
7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
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1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.
2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.
4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con
el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los sistemas
de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos
21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

TÍTULO VII Autoridades de protección de datos

CAPÍTULO I La Agencia Española de Protección de Datos
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Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 44. Disposiciones generales.
1. La Agencia Española de Protección de Datos es una autoridad administrativa independiente de ámbito
estatal, de las previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, con
personalidad jurídica y plena capacidad pública y privada, que actúa con plena independencia de los poderes
públicos en el ejercicio de sus funciones. Su denominación oficial, de conformidad con lo establecido en el
artículo 109.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, será «Agencia
Española de Protección de Datos, Autoridad Administrativa Independiente». Se relaciona con el Gobierno a
través del Ministerio de Justicia.
2. La Agencia Española de Protección de Datos tendrá la condición de representante común de las autoridades
de protección de datos del Reino de España en el Comité Europeo de Protección de Datos.
3. La Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo General del Poder Judicial y en su caso, la Fiscalía
General del Estado, colaborarán en aras del adecuado ejercicio de las respectivas competencias que la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, les atribuye en materia de protección de datos personales en
el ámbito de la Administración de Justicia.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 4.2 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806#df-4

Artículo 45. Régimen jurídico.
1. La Agencia Española de Protección de Datos se rige por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, la
presente ley orgánica y sus disposiciones de desarrollo. Supletoriamente, en cuanto sea compatible con su
plena independencia y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 63.2 de esta ley orgánica, se regirá por las
normas citadas en el artículo 110.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
2. El Gobierno, a propuesta de la Agencia Española de Protección de Datos, aprobará su Estatuto mediante real
decreto.

Artículo 46. Régimen económico presupuestario y de personal.
1. La Agencia Española de Protección de Datos elaborará y aprobará su presupuesto y lo remitirá al Gobierno
para que sea integrado, con independencia, en los Presupuestos Generales del Estado.
2. El régimen de modificaciones y de vinculación de los créditos de su presupuesto será el establecido en el
Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos. Corresponde a la Presidencia de la Agencia Española
de Protección de Datos autorizar las modificaciones presupuestarias que impliquen hasta un tres por ciento de
la cifra inicial de su presupuesto total de gastos, siempre que no se incrementen los créditos para gastos de
personal. Las restantes modificaciones que no excedan de un cinco por ciento del presupuesto serán
autorizadas por el Ministerio de Hacienda y, en los demás casos, por el Gobierno.
3. La Agencia Española de Protección de Datos contará para el cumplimiento de sus fines con las asignaciones
que se establezcan con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, los bienes y valores que constituyan su
patrimonio y los ingresos, ordinarios y extraordinarios derivados del ejercicio de sus actividades, incluidos los
derivados del ejercicio de las potestades establecidos en el artículo 58 del Reglamento (UE) 2016/679.
4. El resultado positivo de sus ingresos se destinará por la Agencia Española de Protección de Datos a la
dotación de sus reservas con el fin de garantizar su plena independencia.
5. El personal al servicio de la Agencia Española de Protección de Datos será funcionario o laboral y se regirá
por lo previsto en el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, y demás normativa reguladora de los funcionarios públicos y, en
su caso, por la normativa laboral.
6. La Agencia Española de Protección Datos elaborará y aprobará su relación de puestos de trabajo, en el
marco de los criterios establecidos por el Ministerio de Hacienda, respetando el límite de gasto de personal
establecido en el presupuesto. En dicha relación de puestos de trabajo constarán, en todo caso, aquellos
puestos que deban ser desempeñados en exclusiva por funcionarios públicos, por consistir en el ejercicio de
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las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de potestades públicas y la
salvaguarda de los intereses generales del Estado y de las Administraciones Públicas.
7. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas, la gestión económico-financiera de la
Agencia Española de Protección de Datos estará sometida al control de la Intervención General de la
Administración del Estado en los términos que establece la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General
Presupuestaria.

Artículo 47. Funciones y potestades de la Agencia Española de Protección de Datos.
Corresponde a la Agencia Española de Protección de Datos supervisar la aplicación de esta ley orgánica y del
Reglamento (UE) 2016/679 y, en particular, ejercer las funciones establecidas en el artículo 57 y las potestades
previstas en el artículo 58 del mismo reglamento, en la presente ley orgánica y en sus disposiciones de
desarrollo. Asimismo, corresponde a la Agencia Española de Protección de Datos el desempeño de las
funciones y potestades que le atribuyan otras leyes o normas de Derecho de la Unión Europea.

Artículo 48. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos.
1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos la dirige, ostenta su representación y dicta sus
resoluciones, circulares y directrices.
2. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos estará auxiliada por un Adjunto en el que
podrá delegar sus funciones, a excepción de las relacionadas con los procedimientos regulados por el título
VIII de esta ley orgánica, y que la sustituirá en el ejercicio de las mismas en los términos previstos en el
Estatuto Orgánico de la Agencia Española de Protección de Datos. Ambos ejercerán sus funciones con plena
independencia y objetividad y no estarán sujetos a instrucción alguna en su desempeño. Les será aplicable la
legislación reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado. En los supuestos de
ausencia, vacante o enfermedad de la persona titular de la Presidencia o cuando concurran en ella alguno de
los motivos de abstención o recusación previstos en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de
Régimen Jurídico del Sector Público, el ejercicio de las competencias relacionadas con los procedimientos
regulados por el título VIII de esta ley orgánica serán asumidas por la persona titular del órgano directivo que
desarrolle las funciones de inspección. En el supuesto de que cualquiera de las circunstancias mencionadas
concurriera igualmente en dicha persona, el ejercicio de las competencias afectadas será asumido por las
personas titulares de los órganos directivos con nivel de subdirección general, por el orden establecido en el
Estatuto. El ejercicio del resto de competencias será asumido por el Adjunto en los términos previstos en el
Estatuto Orgánico de la Agencia Española de Protección de Datos y, en su defecto, por las personas titulares de
los órganos directivos con nivel de subdirección general, por el orden establecido en el Estatuto.
3. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos y su Adjunto serán nombrados por el
Gobierno, a propuesta del Ministerio de Justicia, entre personas de reconocida competencia profesional, en
particular en materia de protección de datos. Dos meses antes de producirse la expiración del mandato o, en el
resto de las causas de cese, cuando se haya producido éste, el Ministerio de Justicia ordenará la publicación en
el Boletín Oficial del Estado de la convocatoria pública de candidatos. Previa evaluación del mérito, capacidad,
competencia e idoneidad de los candidatos, el Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados una propuesta
de Presidencia y Adjunto acompañada de un informe justificativo que, tras la celebración de la preceptiva
audiencia de los candidatos, deberá ser ratificada por la Comisión de Justicia en votación pública por mayoría
de tres quintos de sus miembros en primera votación o, de no alcanzarse ésta, por mayoría absoluta en
segunda votación, que se realizará inmediatamente después de la primera. En este último supuesto, los votos
favorables deberán proceder de Diputados pertenecientes, al menos, a dos grupos parlamentarios diferentes.
4. La Presidencia y el Adjunto de la Agencia Española de Protección de Datos serán nombrados por el Consejo
de Ministros mediante real decreto.
5. El mandato de la Presidencia y del Adjunto de la Agencia Española de Protección de Datos tiene una
duración de cinco años y puede ser renovado para otro período de igual duración. La Presidencia y el Adjunto
solo cesarán antes de la expiración de su mandato, a petición propia o por separación acordada por el Consejo
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de Ministros, por:
a) Incumplimiento grave de sus obligaciones, b) incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función, c)
incompatibilidad, o d) condena firme por delito doloso. En los supuestos previstos en las letras a), b) y c)
será necesaria la ratificación de la separación por las mayorías parlamentarias previstas en el apartado 3 de
este artículo.

6. Los actos y disposiciones dictados por la Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos ponen
fin a la vía administrativa, siendo recurribles, directamente, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la
Audiencia Nacional.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 9.1 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Ref. BOE-A-2023-11022#df-9

Artículo 49. Consejo Consultivo de la Agencia Española de Protección de Datos.
1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos estará asesorada por un Consejo Consultivo
compuesto por los siguientes miembros:

a) Un Diputado, propuesto por el Congreso de los Diputados.
b) Un Senador, propuesto por el Senado.
c) Un representante designado por el Consejo General del Poder Judicial.
d) Un representante de la Administración General del Estado con experiencia en la materia, propuesto por
el Ministro de Justicia.
e) Un representante de cada Comunidad Autónoma que haya creado una Autoridad de protección de datos
en su ámbito territorial, propuesto de acuerdo con lo que establezca la respectiva Comunidad Autónoma.
f) Un experto propuesto por la Federación Española de Municipios y Provincias.
g) Un experto propuesto por el Consejo de Consumidores y Usuarios.
h) Dos expertos propuestos por las Organizaciones Empresariales.
i) Un representante de los profesionales de la protección de datos y de la privacidad, propuesto por la
asociación de ámbito estatal con mayor número de asociados.
j) Un representante de los organismos o entidades de supervisión y resolución extrajudicial de conflictos
previstos en el Capítulo IV del Título V, propuesto por el Ministro de Justicia.
k) Un experto, propuesto por la Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas.
l) Un representante de las organizaciones que agrupan a los Consejos Generales, Superiores y Colegios
Profesionales de ámbito estatal de las diferentes profesiones colegiadas, propuesto por el Ministro de
Justicia.
m) Un representante de los profesionales de la seguridad de la información, propuesto por la asociación de
ámbito estatal con mayor número de asociados.
n) Un experto en transparencia y acceso a la información pública propuesto por el Consejo de
Transparencia y Buen Gobierno. ñ) Dos expertos propuestos por las organizaciones sindicales más
representativas.

2. A los efectos del apartado anterior, la condición de experto requerirá acreditar conocimientos
especializados en el Derecho y la práctica en materia de protección de datos mediante el ejercicio profesional
o académico.
3. Los miembros del Consejo Consultivo serán nombrados por orden del Ministro de Justicia, publicada en el
Boletín Oficial del Estado.
4. El Consejo Consultivo se reunirá cuando así lo disponga la Presidencia de la Agencia Española de Protección
de Datos y, en todo caso, una vez al semestre.
5. Las decisiones tomadas por el Consejo Consultivo no tendrán en ningún caso carácter vinculante.
6. En todo lo no previsto por esta ley orgánica, el régimen, competencias y funcionamiento del Consejo
Consultivo serán los establecidos en el Estatuto Orgánico de la Agencia Española de Protección de Datos.

Artículo 50. Publicidad.
La Agencia Española de Protección de Datos publicará las resoluciones de su Presidencia que declaren haber
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lugar o no a la atención de los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, las
que pongan fin a los procedimientos sancionadores y a los procedimientos de apercibimiento, las que archiven
las actuaciones previas de investigación, las dictadas respecto de las entidades a que se refiere el artículo 77.1
de esta ley orgánica, las que impongan medidas cautelares y las demás que disponga su Estatuto.
Se modifica por la disposición final 9.2 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Ref. BOE-A-2023-11022#df-9

Sección 2.ª Potestades de investigación y planes de auditoría preventiva

Artículo 51. Ámbito y personal competente.
1. La Agencia Española de Protección de Datos desarrollará su actividad de investigación a través de las
actuaciones previstas en el Título VIII y de los planes de auditoría preventivas.
2. La actividad de investigación se llevará a cabo por los funcionarios de la Agencia Española de Protección de
Datos o por funcionarios ajenos a ella habilitados expresamente por su Presidencia.
3. En los casos de actuaciones conjuntas de investigación conforme a lo dispuesto en el artículo 62 del
Reglamento (UE) 2016/679, el personal de las autoridades de control de otros Estados Miembros de Unión
Europea que colabore con la Agencia Española de Protección de Datos ejercerá sus facultades con arreglo a lo
previsto en la presente ley orgánica y bajo la orientación y en presencia del personal de esta.
4. Los funcionarios que desarrollen actividades de investigación tendrán la consideración de agentes de la
autoridad en el ejercicio de sus funciones, y estarán obligados a guardar secreto sobre las informaciones que
conozcan con ocasión de dicho ejercicio, incluso después de haber cesado en él.

Artículo 52. Deber de colaboración.
1. Las Administraciones Públicas, incluidas las tributarias y de la Seguridad Social, y los particulares estarán
obligados a proporcionar a la Agencia Española de Protección de Datos los datos, informes, antecedentes y
justificantes necesarios para llevar a cabo su actividad de investigación. Cuando la información contenga datos
personales la comunicación de dichos datos estará amparada por lo dispuesto en el artículo 6.1 c) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. En el marco de las actuaciones previas de investigación, cuando no haya podido realizar la identificación
por otros medios, la Agencia Española de Protección de Datos podrá recabar de las Administraciones Públicas,
incluidas las tributarias y de la Seguridad Social, las informaciones y datos que resulten imprescindibles con la
exclusiva finalidad de lograr la identificación de los responsables de las conductas que pudieran ser
constitutivas de infracción del Reglamento (UE) 2016/679 y de la presente ley orgánica. En el supuesto de las
Administraciones tributarias y de la Seguridad Social, la información se limitará a la que resulte necesaria para
poder identificar inequívocamente contra quién debe dirigirse la actuación de la Agencia Española de
Protección de Datos en los supuestos de creación de entramados societarios que dificultasen el conocimiento
directo del presunto responsable de la conducta contraria al Reglamento (UE) 2016/679 y a la presente ley
orgánica.
3. Cuando no haya podido realizar la identificación por otros medios, la Agencia Española de Protección de
Datos podrá recabar de los operadores que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al
público y de los prestadores de servicios de la sociedad de la información los datos que obren en su poder y
que resulten imprescindibles para la identificación del presunto responsable de la conducta contraria al
Reglamento (UE) 2016/679 y a la presente ley orgánica cuando se hubiere llevado a cabo mediante la
utilización de un servicio de la sociedad de la información o la realización de una comunicación electrónica. A
tales efectos, los datos que la Agencia Española de Protección de Datos podrá recabar al amparo de este
apartado son los siguientes:

a) Cuando la conducta se hubiera realizado mediante la utilización de un servicio de telefonía fija o móvil:
1.º El número de teléfono de origen de la llamada en caso de que el mismo se hubiese ocultado.
2.º El nombre, número de documento identificativo y dirección del abonado o usuario registrado al que
corresponda ese número de teléfono.
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3.º La mera confirmación de que se ha realizado una llamada específica entre dos números en una
determinada fecha y hora.

b) Cuando la conducta se hubiera realizado mediante la utilización de un servicio de la sociedad de la
información:

1.º La identificación de la dirección de protocolo de Internet desde la que se hubiera llevado a cabo la
conducta y la fecha y hora de su realización.
2.º Si la conducta se hubiese llevado a cabo mediante correo electrónico, la identificación de la dirección
de protocolo de Internet desde la que se creó la cuenta de correo y la fecha y hora en que la misma fue
creada.
3.º El nombre, número de documento identificativo y dirección del abonado o del usuario registrado al
que se le hubiera asignado la dirección de Protocolo de Internet a la que se refieren los dos párrafos
anteriores. Estos datos deberán ser cedidos, previo requerimiento motivado de la Agencia Española de
Protección de Datos, exclusivamente en el marco de actuaciones de investigación iniciadas como
consecuencia de una denuncia presentada por un afectado respecto de una conducta de una persona
jurídica o respecto a la utilización de sistemas que permitan la divulgación sin restricciones de datos
personales. En el resto de los supuestos la cesión de estos datos requerirá la previa obtención de
autorización judicial otorgada conforme a las normas procesales cuando resultara exigible. Quedan
excluidos de lo previsto en este apartado los datos de tráfico que los operadores estuviesen tratando con
la exclusiva finalidad de dar cumplimiento a las obligaciones previstas en la Ley 25/2007, de 18 de
octubre, de conservación de datos relativos a las comunicaciones electrónicas y a las redes públicas de
comunicaciones, cuya cesión solamente podrá tener lugar de acuerdo con lo dispuesto en ella, previa
autorización judicial solicitada por alguno de los agentes facultados a los que se refiere el artículo 6 de
dicha ley.

Artículo 53. Alcance de la actividad de investigación.
1. Quienes desarrollen la actividad de investigación podrán recabar las informaciones precisas para el
cumplimiento de sus funciones, realizar inspecciones, requerir la exhibición o el envío de los documentos y
datos necesarios, examinarlos en el lugar en que se encuentren depositados o en donde se lleven a cabo los
tratamientos, obtener copia de ellos, inspeccionar los equipos físicos y lógicos y requerir la ejecución de
tratamientos y programas o procedimientos de gestión y soporte del tratamiento sujetos a investigación.
2. Cuando fuese necesario el acceso por el personal que desarrolla la actividad de investigación al domicilio
constitucionalmente protegido del inspeccionado, será preciso contar con su consentimiento o haber obtenido
la correspondiente autorización judicial.
3. Cuando se trate de órganos judiciales u oficinas judiciales el ejercicio de las facultades de inspección se
efectuará a través y por mediación del Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 53 bis. Actuaciones de investigación a través de sistemas digitales.
Las actuaciones de investigación podrán realizarse a través de sistemas digitales que, mediante la
videoconferencia u otro sistema similar, permitan la comunicación bidireccional y simultánea de imagen y
sonido, la interacción visual, auditiva y verbal entre la Agencia Española de Protección de Datos y el
inspeccionado. Además, deben garantizar la transmisión y recepción seguras de los documentos e
información que se intercambien, y, en su caso, recoger las evidencias necesarias y el resultado de las
actuaciones realizadas asegurando su autoría, autenticidad e integridad. La utilización de estos sistemas se
producirá cuando lo determine la Agencia y requerirá la conformidad del inspeccionado en relación con su
uso y con la fecha y hora de su desarrollo.
Se añade por la disposición final 9.3 de la Ley 11/2023, de 8 de mayo. Ref. BOE-A-2023-11022#df-9

Artículo 54. Planes de auditoría.
1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos podrá acordar la realización de planes de
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auditoría preventiva, referidos a los tratamientos de un sector concreto de actividad. Tendrán por objeto el
análisis del cumplimiento de las disposiciones del Reglamento (UE) 2016/679 y de la presente ley orgánica, a
partir de la realización de actividades de investigación sobre entidades pertenecientes al sector inspeccionado
o sobre los responsables objeto de la auditoría.
2. A resultas de los planes de auditoría, la Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos podrá
dictar las directrices generales o específicas para un concreto responsable o encargado de los tratamientos
precisas para asegurar la plena adaptación del sector o responsable al Reglamento (UE) 2016/679 y a la
presente ley orgánica. En la elaboración de dichas directrices la Presidencia de la Agencia Española de
Protección de Datos podrá solicitar la colaboración de los organismos de supervisión de los códigos de
conducta y de resolución extrajudicial de conflictos, si los hubiere.
3. Las directrices serán de obligado cumplimiento para el sector o responsable al que se refiera el plan de
auditoría.

Sección 3.ª Otras potestades de la Agencia Española de Protección de Datos

Artículo 55. Potestades de regulación.
Circulares de la Agencia Española de Protección de Datos.
1. La Presidencia de la Agencia Española de Protección de Datos podrá dictar disposiciones que fijen los
criterios a que responderá la actuación de esta autoridad en la aplicación de lo dispuesto en el Reglamento
(UE) 2016/679 y en la presente ley orgánica, que se denominarán «Circulares de la Agencia Española de
Protección de Datos».
2. Su elaboración se sujetará al procedimiento establecido en el Estatuto de la Agencia Española de Protección
de Datos, que deberá prever los informes técnicos y jurídicos que fueran necesarios y la audiencia a los
interesados.
3. Las circulares serán obligatorias una vez publicadas en el Boletín Oficial del Estado.

Artículo 56. Acción exterior.
1. Corresponde a la Agencia Española de Protección de Datos la titularidad y el ejercicio de las funciones
relacionadas con la acción exterior del Estado en materia de protección de datos. Asimismo a las comunidades
autónomas, a través de las autoridades autonómicas de protección de datos, les compete ejercitar las
funciones como sujetos de la acción exterior en el marco de sus competencias de conformidad con lo
dispuesto en la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, así como celebrar
acuerdos internacionales administrativos en ejecución y concreción de un tratado internacional y acuerdos no
normativos con los órganos análogos de otros sujetos de derecho internacional, no vinculantes jurídicamente
para quienes los suscriben, sobre materias de su competencia en el marco de la Ley 25/2014, de 27 de
noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales.
2. La Agencia Española de Protección de Datos es el organismo competente para la protección de las personas
físicas en lo relativo al tratamiento de datos personales derivado de la aplicación de cualquier Convenio
Internacional en el que sea parte el Reino de España que atribuya a una autoridad nacional de control esa
competencia y la representante común de las autoridades de Protección de Datos en el Comité Europeo de
Protección de Datos, conforme a lo dispuesto en el artículo 68.4 del Reglamento (UE) 2016/679. La Agencia
Española de Protección de Datos informará a las autoridades autonómicas de protección de datos acerca de las
decisiones adoptadas en el Comité Europeo de Protección de Datos y recabará su parecer cuando se trate de
materias de su competencia.
3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, la Agencia Española de Protección de Datos:

a) Participará en reuniones y foros internacionales de ámbito distinto al de la Unión Europea establecidos
de común acuerdo por las autoridades de control independientes en materia de protección de datos.
b) Participará, como autoridad española, en las organizaciones internacionales competentes en materia de
protección de datos, en los comités o grupos de trabajo, de estudio y de colaboración de organizaciones
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internacionales que traten materias que afecten al derecho fundamental a la protección de datos
personales y en otros foros o grupos de trabajo internacionales, en el marco de la acción exterior del
Estado.
c) Colaborará con autoridades, instituciones, organismos y Administraciones de otros Estados a fin de
impulsar, promover y desarrollar el derecho fundamental a la protección de datos, en particular en el
ámbito iberoamericano, pudiendo suscribir acuerdos internacionales administrativos y no normativos en
la materia.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. Conforme al RGPD, la información al interesado sobre la base de una solicitud será facilitada por el 
responsable del tratamiento en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud. Teniendo en cuenta 
la complejidad y el número de solicitudes, dicho plazo será prorrogado:

A) 15 días más.

B) Un mes más.

C) Otros dos meses.

D) Otros tres meses.

2. La Ley Orgánica 3/2018, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, establece 
(art. 8.2) que para entender que el tratamiento de datos personales es necesario para cumplir una obligación 
legal exigible al responsable, es preciso:

A) Que lo disponga una norma de derecho de la UE o una norma interna de carácter estatal.

B) Que lo disponga una norma de derecho de la UE o una norma con rango de ley.

C) Que lo disponga una norma de derecho de la UE, una norma interna estatal o una autoridad administrativa 
con competencia suficiente.

D) Que lo disponga una norma de derecho de la UE o una autoridad administrativa con competencia suficiente.

3. ¿Cuál de los siguientes NO es un derecho del afectado en el tratamiento de datos de carácter personal en 
virtud de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales?

A) Supresión u olvido.

B) Limitación del tratamiento.

C) Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.

D) Rectificación.

4. Conforme al artículo 5 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, ¿quiénes están sujetos al deber de confidencialidad?

A) Todos los ciudadanos.

B) Los funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones.

C) Los delegados de prevención de riesgos laborales.

D) Los responsables y encargados del tratamiento de datos, así como todas las personas que intervengan en 
cualquier fase de este.
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5. El Reglamento general de Protección de datos establece que encargado del tratamiento es:

A) El que determina la finalidad del tratamiento.

B) El que trata los datos por cuenta del responsable.

C) El titular de los datos.

D) La autoridad de control.

6. Conforme al artículo 5.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, están sujetas al deber de confidencialidad:

A) Únicamente los responsables del tratamiento.

B) Los responsables y encargados del tratamiento.

C) Los responsables y encargados del tratamiento de datos, así como todas las personas que intervengan en 
cualquier fase de éste.

D) Los responsables y encargados del tratamiento de datos, así como todas las personas que intervengan en 
todas las fases de éste.

7. Señale la respuesta INCORRECTA:

A) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de catorce años.

B) Se entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e 
inequívoca por la que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento 
de datos personales que le conciernen.

C) El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 
2016/679.

D) El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para 
ejercer los derechos que le corresponden.

8. Cuál de los siguientes no es un derecho de los interesados con respecto a la protección de datos personales:

A) Acceso

B) Rectificación

C) Transformación

D) Oposición

9. De acuerdo al artículo 11.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales, ¿cuál de los siguientes elementos no forma parte del contenido mínimo 
de la información básica que debe facilitarse al afectado?

A) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.

B) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

C) El plazo de conservación de los datos personales recogidos.

D) La finalidad del tratamiento.

10. Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, la edad mínima general para que un menor pueda consentir el tratamiento de sus datos, es 
de:

A) 10 años.

B) 14 años.

C) 16 años.

D) 17 años.

SOLUCIONES 1 C · 2 B · 3 C · 4 D · 5 B · 6 C · 7 C · 8 C · 9 C · 10 B
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Te quedan 150 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección 
integral contra la violencia de género: principios rectores, medidas de 

sensibilización, prevención y detección en el ámbito sanitario; 
derechos de las funcionarias públicas. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 

marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Objeto y 
ámbito de aplicación de la ley; integración del principio de igualdad en 
la política de salud; modificaciones de la Ley General de Sanidad. Real 
Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de Medidas Urgentes del Pacto de 

Estado contra la Violencia de Género. Ley 4/2023, de 28 de febrero, 
para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía 

de los derechos de las personas LGTBI. Ámbito de aplicación. 
Definiciones. Políticas públicas para promover la igualdad efectiva de 
las personas LGTBI. Medidas en el ámbito administrativo y de la salud.

LO 1/2004 violencia de género

LO-VG · BOE-A-2004-21760 · arts. 1 a 2 · arts. 15 a 16 · arts. 24 a 26 — 7 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la
situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por
parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por
relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.
2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar
esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela, o
guarda y custodia, víctimas de esta violencia.
3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y psicológica,
incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad.
4. La violencia de género a que se refiere esta Ley también comprende la violencia que con el objetivo de
causar perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o allegados menores de edad por parte de
las personas indicadas en el apartado primero.
Se añade el apartado 4 por la disposición final 10 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio. Ref. BOE-A-2021-9347#df-10

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3.1 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222#dftercera .

Artículo 2. Principios rectores.
A través de esta Ley se articula un conjunto integral de medidas encaminadas a alcanzar los siguientes fines:
a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciudadana de prevención, dotando a los poderes públicos de
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instrumentos eficaces en el ámbito educativo, servicios sociales, sanitario, publicitario y mediático.
b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, exigibles ante las Administraciones
Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los servicios establecidos al efecto.
c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los objetivos de la ley los servicios sociales de
información, de atención, de emergencia, de apoyo y de recuperación integral, así como establecer un sistema
para la más eficaz coordinación de los servicios ya existentes a nivel municipal y autonómico.
d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcionarial que concilien los requerimientos de la relación
laboral y de empleo público con las circunstancias de aquellas trabajadoras o funcionarias que sufran
violencia de género.
e) Garantizar derechos económicos para las mujeres víctimas de violencia de género, con el fin de facilitar su
integración social.
f) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que la Administración General del Estado, a
través de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en colaboración con el
Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer, impulse la creación de políticas públicas dirigidas a ofrecer
tutela a las víctimas de la violencia contemplada en la presente Ley.
g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral, desde las instancias
jurisdiccionales, a las víctimas de violencia de género.
h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo tipo de los distintos poderes públicos para asegurar la
prevención de los hechos de violencia de género y, en su caso, la sanción adecuada a los culpables de los
mismos.
i) Promover la colaboración y participación de las entidades, asociaciones y organizaciones que desde la
sociedad civil actúan contra la violencia de género.
j) Fomentar la especialización de los colectivos profesionales que intervienen en el proceso de información,
atención y protección a las víctimas.
k) Garantizar el principio de transversalidad de las medidas, de manera que en su aplicación se tengan en
cuenta las necesidades y demandas específicas de todas las mujeres víctimas de violencia de género.

TÍTULO I Medidas de sensibilización, prevención y detección

CAPÍTULO III En el ámbito sanitario

Artículo 15. Sensibilización y formación.
1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud,
promoverán e impulsarán actuaciones de los profesionales sanitarios para la detección precoz de la violencia
de género y propondrán las medidas que estimen necesarias a fin de optimizar la contribución del sector
sanitario en la lucha contra este tipo de violencia.
2. En particular, se desarrollarán programas de sensibilización y formación continuada del personal sanitario
con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico precoz, la asistencia y la rehabilitación de la mujer en las
situaciones de violencia de género a que se refiere esta Ley.
3. Las Administraciones educativas competentes asegurarán que en los ámbitos curriculares de las
licenciaturas y diplomaturas, y en los programas de especialización de las profesiones sociosanitarias, se
incorporen contenidos dirigidos a la capacitación para la prevención, la detección precoz, intervención y
apoyo a las víctimas de esta forma de violencia.
4. En los Planes Nacionales de Salud que procedan se contemplará un apartado de prevención e intervención
integral en violencia de género.

Artículo 16. Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.
En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se constituirá, en el plazo de un año
desde la entrada en vigor de la presente Ley, una Comisión contra la Violencia de Género que apoye
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técnicamente y oriente la planificación de las medidas sanitarias contempladas en este capítulo, evalúe y
proponga las necesarias para la aplicación del protocolo sanitario y cualesquiera otras medidas que se estimen
precisas para que el sector sanitario contribuya a la erradicación de esta forma de violencia. La Comisión
contra la Violencia de Género del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud estará compuesta por
representantes de todas las Comunidades Autónomas con competencia en la materia. La Comisión emitirá un
informe anual que será remitido al Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer y al Pleno del Consejo
Interterritorial. Redactado el párrafo 1 conforme a la corrección de errores del BOE núm. 87, del 12 de abril de
2005. Ref. BOE-A-2005-5835

TÍTULO II Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género

CAPÍTULO III Derechos de las funcionarias públicas

Artículo 24. Ámbito de los derechos.
La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo
de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los términos que se determinen
en su legislación específica.

Artículo 25. Justificación de las faltas de asistencia.
Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la
violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas en los términos que se
determine en su legislación específica.

Artículo 26. Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las funcionarias.
La acreditación de las circunstancias que dan lugar al reconocimiento de los derechos de movilidad geográfica
de centro de trabajo, excedencia, y reducción o reordenación del tiempo de trabajo, se realizará en los
términos establecidos en el artículo 23.

LO 3/2007 igualdad efectiva

LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · arts. 1 a 2 · art. 27 — 3 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Objeto y ámbito de la Ley

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral,
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una
sociedad más democrática, más justa y más solidaria.
2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y
corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición
de discriminación por razón de sexo.
2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se
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encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

TÍTULO II Políticas públicas para la igualdad

CAPÍTULO II Acción administrativa para la igualdad

Artículo 27. Integración del principio de igualdad en la política de salud.
1. Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán, en su formulación, desarrollo y evaluación, las
distintas necesidades de mujeres y hombres y las medidas necesarias para abordarlas adecuadamente.
2. Las Administraciones públicas garantizarán un igual derecho a la salud de las mujeres y hombres, a través
de la integración activa, en los objetivos y en las actuaciones de la política de salud, del principio de igualdad
de trato, evitando que por sus diferencias biológicas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan
discriminaciones entre unas y otros.
3. Las Administraciones públicas, a través de sus Servicios de Salud y de los órganos competentes en cada caso,
desarrollarán, de acuerdo con el principio de igualdad de oportunidades, las siguientes actuaciones:

a) La adopción sistemática, dentro de las acciones de educación sanitaria, de iniciativas destinadas a
favorecer la promoción específica de la salud de las mujeres, así como a prevenir su discriminación.
b) El fomento de la investigación científica que atienda las diferencias entre mujeres y hombres en relación
con la protección de su salud, especialmente en lo referido a la accesibilidad y el esfuerzo diagnóstico y
terapéutico, tanto en sus aspectos de ensayos clínicos como asistenciales.
c) La consideración, dentro de la protección, promoción y mejora de la salud laboral, del acoso sexual y el
acoso por razón de sexo.
d) La integración del principio de igualdad en la formación del personal al servicio de las organizaciones
sanitarias, garantizando en especial su capacidad para detectar y atender las situaciones de violencia de
género.
e) La presencia equilibrada de mujeres y hombres en los puestos directivos y de responsabilidad
profesional del conjunto del Sistema Nacional de Salud.
f) La obtención y el tratamiento desagregados por sexo, siempre que sea posible, de los datos contenidos en
registros, encuestas, estadísticas u otros sistemas de información médica y sanitaria.

Ley 4/2023 igualdad trans y LGTBI

Ley-4-2023-TransLGTBI · BOE-A-2023-5366 · arts. 1 a 3 · arts. 10 a 13 · arts. 16 a 19 — 11 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. Esta Ley tiene por finalidad garantizar y promover el derecho a la igualdad real y efectiva de las personas
lesbianas, gais, trans, bisexuales e intersexuales (en adelante, LGTBI), así como de sus familias.
2. A estos efectos, la Ley establece los principios de actuación de los poderes públicos, regula derechos y
deberes de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas específicas
destinadas a la prevención, corrección y eliminación, en los ámbitos público y privado, de toda forma de
discriminación; así como al fomento de la participación de las personas LGTBI en todos los ámbitos de la vida
social y a la superación de los estereotipos que afectan negativamente a la percepción social de estas personas.
3. Asimismo, la Ley regula el procedimiento y requisitos para la rectificación registral relativa al sexo y, en su
caso, nombre de las personas, así como sus efectos, y prevé medidas específicas derivadas de dicha
rectificación en los ámbitos público y privado.
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Artículo 2. Ámbito de aplicación.
Esta Ley será de aplicación a toda persona física o jurídica, de carácter público o privado, que resida, se
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuera su nacionalidad, origen racial o étnico, religión,
domicilio, residencia, edad, estado civil o situación administrativa, en los términos y con el alcance que se
contemplan en esta ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 3. Definiciones.
A los efectos de esta ley, se entiende por:
a) Discriminación directa: Situación en que se encuentra una persona o grupo en que se integra que sea, haya
sido o pudiera ser tratada de manera menos favorable que otras en situación análoga o comparable por razón
de orientación sexual e identidad sexual, expresión de género o características sexuales. Se considerará
discriminación directa la denegación de ajustes razonables a las personas con discapacidad. A tal efecto, se
entiende por ajustes razonables las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente físico,
social y actitudinal que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso
particular de manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la participación y garantizar a las
personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los
derechos.
b) Discriminación indirecta: Se produce cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros
ocasiona o puede ocasionar a una o varias personas una desventaja particular con respecto a otras por razón
de orientación sexual, e identidad sexual, expresión de género o características sexuales.
c) Discriminación múltiple e interseccional: Se produce discriminación múltiple cuando una persona es
discriminada, de manera simultánea o consecutiva, por dos o más causas de las previstas en esta ley, y/o por
otra causa o causas de discriminación previstas en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de
trato y la no discriminación. Se produce discriminación interseccional cuando concurren o interactúan
diversas causas comprendidas en el apartado anterior, generando una forma específica de discriminación.
d) Acoso discriminatorio: Cualquier conducta realizada por razón de alguna de las causas de discriminación
previstas en esta ley, con el objetivo o la consecuencia de atentar contra la dignidad de una persona o grupo en
que se integra y de crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.
e) Discriminación por asociación y discriminación por error: Existe discriminación por asociación cuando una
persona o grupo en que se integra, debido a su relación con otra sobre la que concurra alguna de las causas de
discriminación por razón de orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, es
objeto de un trato discriminatorio. La discriminación por error es aquella que se funda en una apreciación
incorrecta acerca de las características de la persona o personas discriminadas.
f) Medidas de acción positiva: Diferencias de trato orientadas a prevenir, eliminar y, en su caso, compensar
cualquier forma de discriminación o desventaja en su dimensión colectiva o social. Tales medidas serán
aplicables en tanto subsistan las situaciones de discriminación o las desventajas que las justifican y habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con los medios para su desarrollo y los objetivos que persigan.
g) Intersexualidad: La condición de aquellas personas nacidas con unas características biológicas, anatómicas
o fisiológicas, una anatomía sexual, unos órganos reproductivos o un patrón cromosómico que no se
corresponden con las nociones socialmente establecidas de los cuerpos masculinos o femeninos.
h) Orientación sexual: Atracción física, sexual o afectiva hacia una persona. La orientación sexual puede ser
heterosexual, cuando se siente atracción física, sexual o afectiva únicamente hacia personas de distinto sexo;
homosexual, cuando se siente atracción física, sexual o afectiva únicamente hacia personas del mismo sexo; o
bisexual, cuando se siente atracción física, sexual o afectiva hacia personas de diferentes sexos, no
necesariamente al mismo tiempo, de la misma manera, en el mismo grado ni con la misma intensidad. Las
personas homosexuales pueden ser gais, si son hombres, o lesbianas, si son mujeres.
i) Identidad sexual: Vivencia interna e individual del sexo tal y como cada persona la siente y autodefine,
pudiendo o no corresponder con el sexo asignado al nacer.
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j) Expresión de género: Manifestación que cada persona hace de su identidad sexual.
k) Persona trans: Persona cuya identidad sexual no se corresponde con el sexo asignado al nacer.
l) Familia LGTBI: Aquella en la que uno o más de sus integrantes son personas LGTBI, englobándose dentro de
ellas las familias homoparentales, es decir, las compuestas por personas lesbianas, gais o bisexuales con
descendientes menores de edad que se encuentran de forma estable bajo guardia, tutela o patria potestad, o
con descendientes mayores de edad con discapacidad a cargo.
m) LGTBIfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia
hacia las personas LGTBI por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.
n) Homofobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia
hacia las personas homosexuales por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales. ñ) Bifobia: Toda actitud,
conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia hacia las personas
bisexuales por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.
o) Transfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia
hacia las personas trans por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.
p) Inducción, orden o instrucción de discriminar: Es discriminatoria toda inducción, orden o instrucción de
discriminar por cualquiera de las causas establecidas en esta ley. La inducción ha de ser concreta, directa y
eficaz para hacer surgir en otra persona una actuación discriminatoria.

TÍTULO I Actuación de los poderes públicos

CAPÍTULO II Políticas públicas para promover la igualdad efectiva de las personas LGTBI

Sección 1.ª Estrategia estatal para la igualdad de trato y no discriminación de las personas LG

Artículo 10.
Estrategia estatal para la igualdad de trato y no discriminación de las personas LGTBI.
1. La Estrategia estatal para la igualdad de trato y no discriminación de las personas LGTBI es el instrumento
principal de colaboración territorial para el impulso y desarrollo de las políticas básicas y los objetivos
generales establecidos en esta ley.
2. Corresponde al Ministerio de Igualdad su elaboración, garantizándose la participación de los departamentos
ministeriales cuyas actuaciones incidan especialmente en las personas LGTBI, de las comunidades autónomas
y Ciudades de Ceuta y Melilla, así como de las organizaciones representativas de los intereses sociales
afectados. La aprobación de esta Estrategia se realizará mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, previo
informe favorable de la Conferencia Sectorial de Igualdad.
3. La Estrategia tendrá carácter cuatrienal. Se procederá a su evaluación al término de su duración o cuando se
produzcan circunstancias sobrevenidas que hagan conveniente su modificación. A efectos de seguimiento, las
distintas Administraciones públicas que desarrollen actuaciones en el marco de la Estrategia remitirán al
Ministerio de Igualdad la información sobre su ejecución, que la incluirá en el informe anual a presentar a la
Conferencia Sectorial de Igualdad. El informe podrá incluir recomendaciones sobre las medidas consideradas
convenientes para asegurar la óptima ejecución de la Estrategia.
4. La Estrategia incorporará de forma prioritaria:

a) Los principios básicos de actuación en materia de no discriminación por razón de las causas previstas en
esta ley, cuyo desarrollo corresponderá a los planes de la Administración General del Estado y de las
comunidades autónomas, en el ejercicio de sus competencias.
b) Las medidas dirigidas a prevenir, eliminar y corregir toda forma de discriminación de las personas
LGTBI, con especial atención a la ejercida contra la infancia y juventud LGTBI, tanto en el ámbito público
como en el privado, sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas.
c) Las medidas dirigidas a la información, sensibilización y formación en igualdad de trato y no
discriminación de las personas LGTBI, prestando especial atención a la sensibilización y prevención de la
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violencia LGTBIfóbica y a la violencia entre parejas del mismo sexo, sin perjuicio de las competencias de
las comunidades autónomas.

5. La Estrategia prestará especial atención a las discriminaciones múltiples e interseccionales.
6. El Ministerio de Igualdad coordinará, en colaboración con los departamentos ministeriales y con los
departamentos de las comunidades autónomas afectados por la materia, los planes que en el marco de esta
Estrategia seguirá el Gobierno en el ámbito de sus competencias.
7. El Ministerio de Igualdad velará por que esta Estrategia se coordine con la Estrategia Estatal para la Igualdad
de Trato y la No Discriminación que se regula en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de
trato y la no discriminación.

Sección 2.ª Medidas en el ámbito administrativo

Artículo 11. Empleo público.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán los derechos reconocidos en
esta ley para el conjunto del personal a su servicio, e implantarán medidas para la promoción y defensa de la
igualdad de trato y no discriminación de las personas LGTBI en el acceso al empleo público y carrera
profesional, previa negociación con las organizaciones sindicales de conformidad con la normativa aplicable.

Artículo 12. Formación del personal al servicio de las Administraciones públicas.
1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, continuarán impartiendo formación
inicial y continuada al personal a su servicio sobre diversidad en materia de orientación sexual, identidad
sexual, expresión de género y características sexuales, sobre diversidad familiar y sobre igualdad y no
discriminación de las personas LGTBI, que garantice su adecuada sensibilización y correcta actuación,
dedicando especial atención al personal que presta sus servicios en los ámbitos de la salud, la educación, la
juventud, las personas mayores, las familias, los servicios sociales, el empleo, la justicia, las fuerzas y cuerpos
de seguridad, las fuerzas armadas, la diplomacia, el ocio, la cultura, el deporte y la comunicación.
2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, incluirán en los programas de las pruebas
selectivas de acceso al empleo público formación y conocimientos sobre igualdad de trato y no discriminación
de las personas LGTBI.

Artículo 13. Documentación administrativa.
Las Administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias para procurar que la
documentación administrativa y los formularios sean adecuados a la diversidad en materia de orientación
sexual, identidad sexual, expresión de género y características sexuales y a la diversidad familiar.

Sección 4.ª Medidas en el ámbito de la salud

Artículo 16. Protección y promoción de la salud de las personas LGTBI.
1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, realizarán actuaciones encaminadas a:

a) Garantizar que todas las estrategias, planes, programas y actuaciones que desarrollen en el ámbito de las
políticas sanitarias incorporen las necesidades particulares de las personas LGTBI.
b) Promover mecanismos de participación efectiva de las personas LGTBI, a través de sus organizaciones
representativas, en las políticas relativas a la salud.
c) Promover el estudio y la investigación de las necesidades sanitarias específicas de las personas LGTBI,
adaptando a este fin los sistemas de información sanitaria y vigilancia de enfermedades, con pleno respeto
a la intimidad de las personas y la confidencialidad de los datos; y facilitar que las estrategias, planes y
actuaciones de promoción de la salud y prevención, así como otras con impacto en la salud, se dirijan a
abordar y reducir las desigualdades identificadas.
d) Orientar la formación del personal y profesionales de la sanidad al conocimiento y respeto de la
orientación sexual, identidad sexual, expresión de género y características sexuales, así como de las
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necesidades sanitarias específicas de las personas LGTBI.
e) Aprobar y desarrollar protocolos que faciliten la detección y comunicación a las autoridades
competentes de las situaciones de violencia discriminatoria ejercida contra una persona por razón de
orientación sexual, identidad sexual, expresión de género y características sexuales.

2. Sin perjuicio del proceso de actualización de la cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud,
cuando las prestaciones de la misma sean las técnicas de reproducción humana asistida, se garantizará el
acceso a estas técnicas a mujeres lesbianas, mujeres bisexuales y mujeres sin pareja en condiciones de
igualdad con el resto de mujeres, y asimismo a las personas trans con capacidad de gestar, sin discriminación
por motivos de identidad sexual.

Artículo 17. Prohibición de terapias de conversión.
Se prohíbe la práctica de métodos, programas y terapias de aversión, conversión o contracondicionamiento,
en cualquier forma, destinados a modificar la orientación o identidad sexual o la expresión de género de las
personas, incluso si cuentan con el consentimiento de la persona interesada o de su representante legal.

Artículo 18. Educación sexual y reproductiva.
1. Las campañas de educación sexual y reproductiva, y de prevención y detección precoz de infecciones de
transmisión sexual tendrán en cuenta las necesidades específicas de las personas LGTBI, evitando cualquier
tipo de estigmatización o discriminación.
2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, promoverán programas de educación
sexual y reproductiva y de prevención de infecciones de transmisión sexual, con especial consideración al
virus de la inmunodeficiencia humana (VIH) en las relaciones sexuales, así como campañas de
desestigmatización de personas con VIH. Asimismo, se realizarán campañas de información de profilaxis,
especialmente entre la población juvenil.

Artículo 19. Atención a la salud integral de las personas intersexuales.
1. La atención a la salud de las personas intersexuales se realizará conforme a los principios de no
patologización, autonomía, decisión y consentimiento informados, no discriminación, asistencia integral,
calidad, especialización, proximidad y no segregación. Se asegurará, en todo caso, el respeto de su intimidad y
la confidencialidad sobre sus características físicas, evitando las exploraciones innecesarias o su exposición
sin un objetivo diagnóstico o terapéutico directamente relacionado.
2. Se prohíben todas aquellas prácticas de modificación genital en personas menores de doce años, salvo en
los casos en que las indicaciones médicas exijan lo contrario en aras de proteger la salud de la persona. En el
caso de personas menores entre doce y dieciséis años, solo se permitirán dichas prácticas a solicitud de la
persona menor siempre que, por su edad y madurez, pueda consentir de manera informada a la realización de
dichas prácticas.
3. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, impulsarán protocolos de actuación en
materia de intersexualidad que garanticen, en la medida de lo posible, la participación de las personas
menores de edad en el proceso de adopción de decisiones, así como la prestación de asesoramiento y apoyo,
incluido el psicológico, a personas menores de edad intersexuales y sus familias. En particular, antes del inicio
de cualquier tratamiento que pudiera comprometer su capacidad reproductora, se garantizará que las
personas intersexuales cuenten con la posibilidad real y efectiva de acceder a las técnicas de congelación de
tejido gonadal y de células reproductivas para su futura recuperación en las mismas condiciones que el resto
de personas usuarias.
4. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán una formación suficiente,
continuada y actualizada del personal sanitario, que tenga en cuenta las necesidades específicas de las
personas intersexuales.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. ¿Cuál es el objeto de la Ley de igualdad?

A) Conseguir más derechos para las mujeres

B) Hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres

C) Eliminar la discriminación sobre los hombres

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. El ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres es:

A) Estatal.

B) Autonómica de las Islas Baleares.

C) Insular de la isla de Mallorca.

D) Local.

3. La ley que regula las Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género es:

A) Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre

B) Ley Orgánica 3/2008, de 28 de noviembre

C) Ley Ordinaria 15/2008, de 28 de noviembre

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género:

A) Se refiere a la violencia de género comprendiendo todo acto de violencia física y psicológica.

B) Se refiere a la violencia de género comprendiendo todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las 
agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad.

C) Se refiere a la violencia de género comprendiendo todo acto de violencia física y psicológica, incluidas, las 
amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad.

D) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

5. En relación con el objeto de la Ley Orgánica 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género, señale la respuesta incorrecta:

A) Por esta Ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar 
esta violencia y prestar asistencia a las víctimas.

B) La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y psicológica, 
excluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad.

C) La violencia de género a que se refiere esta Ley también comprende la violencia que con el objetivo de causar 
perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o allegados menores de edad.

D) La Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que se ejerce sobre las mujeres por parte de quienes sean o 
hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de 
afectividad.
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6. De conformidad con el artículo 1, Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres tiene por objeto:

A) Incrementar la desigualdad entre hombres y mujeres en el ámbito laboral.

B) Hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y hombres, eliminando la 
discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o condición, en cualquier ámbito de la vida y, 
singularmente, en las esferas política, civil, laboral, económica, social y cultural.

C) Garantizar el derecho de igualdad de trato entre mujeres y hombres únicamente en la esfera política y 
cultural.

D) Ninguna de las respuestas anteriores son correctas.

7. Según establece el artículo 2 de la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres:

A) Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición de 
discriminación por razón de sexo.

B) Sólo los españoles y las españolas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la 
prohibición de discriminación por razón de sexo.

C) Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona física o jurídica, que se 
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

D) Las respuestas A y C son correctas.

8. Según el artículo 1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, ¿cuál es uno de los objetivos principales de esta ley?

A) Regular exclusivamente las cuestiones penales relacionadas con la violencia en el ámbito familiar.

B) Sancionar la violencia ejercida sobre las mujeres por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o 
parejas, incluso sin convivencia.

C) Establecer medidas de protección integral para erradicar cualquier tipo de discriminación laboral.

D) Limitar las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de asistencia social a las víctimas.

9. Según la Ley Orgánica 3/2007 para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en el objeto de la misma se 
establece.

A) Hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y oportunidades de las mujeres.

B) Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana e iguales en derechos y deberes.

C) Que todas las personas gozaran de los derechos derivados del principio de igualdad de trato.

D) Que la igualdad de trato de oportunidades es un principio informador.

10. Según el artículo 1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral 
contra la violencia de género ¿cuál es uno de los objetivos principales de esta ley?

A) Regular exclusivamente las cuestiones penales relacionadas con la violencia en el ámbito familiar.

B) Sancionar la violencia ejercida sobre las mujeres por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o 
parejas, aun sin convivencia.

C) Establecer medidas de protección integral para erradicar cualquier tipo de discriminación laboral.

D) Limitar las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de asistencia social a las víctimas.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 A · 4 B · 5 B · 6 B · 7 D · 8 B · 9 B · 10 B

Te quedan 62 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Autonomía Personal y atención a 
las personas en situación de Dependencia. Definición, requisitos, 

niveles y recursos sociales para la persona mayor dependiente. Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley General de Derechos de las Personas con 

Discapacidad y de su Inclusión Social: objeto de la norma.

Ley 39/2006 promoción de la autonomía personal y atención a la 
dependencia

L-Dependencia · BOE-A-2006-21990 · arts. 1 a 5 · arts. 13 a 27 — 21 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio
del derecho subjetivo de ciudadanía a la promoción de la autonomía personal y atención a las personas en
situación de dependencia, en los términos establecidos en las leyes, mediante la creación de un Sistema para
la Autonomía y Atención a la Dependencia, con la colaboración y participación de todas las Administraciones
Públicas y la garantía por la Administración General del Estado de un contenido mínimo común de derechos
para todos los ciudadanos en cualquier parte del territorio del Estado español.
2. El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia responderá a una acción coordinada y
cooperativa de la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, que contemplará medidas
en todas las áreas que afectan a las personas en situación de dependencia, con la participación, en su caso, de
las Entidades Locales.

Artículo 2. Definiciones.
A efectos de la presente Ley, se entiende por:
1. Autonomía: la capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa, decisiones personales acerca
de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias así como de desarrollar las actividades básicas
de la vida diaria.
2. Dependencia: el estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones
derivadas de la edad, la enfermedad o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida de autonomía física,
mental, intelectual o sensorial, precisan de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para
realizar actividades básicas de la vida diaria o, en el caso de las personas con discapacidad intelectual o
enfermedad mental, de otros apoyos para su autonomía personal.
3. Actividades Básicas de la Vida Diaria (ABVD): las tareas más elementales de la persona, que le permiten
desenvolverse con un mínimo de autonomía e independencia, tales como: el cuidado personal, las actividades
domésticas básicas, la movilidad esencial, reconocer personas y objetos, orientarse, entender y ejecutar
órdenes o tareas sencillas.
4. Necesidades de apoyo para la autonomía personal: las que requieren las personas que tienen discapacidad
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intelectual o mental para hacer efectivo un grado satisfactorio de autonomía personal en el seno de la
comunidad.
5. Cuidados no profesionales: la atención prestada a personas en situación de dependencia en su domicilio,
por personas de la familia o de su entorno, no vinculadas a un servicio de atención profesionalizada.
6. Cuidados profesionales: los prestados por una institución pública o entidad, con y sin ánimo de lucro, o
profesional autónomo entre cuyas finalidades se encuentre la prestación de servicios a personas en situación
de dependencia, ya sean en su hogar o en un centro.
7. Asistencia personal: servicio prestado por un asistente personal que realiza o colabora en tareas de la vida
cotidiana de una persona en situación de dependencia, de cara a fomentar su vida independiente,
promoviendo y potenciando su autonomía personal.
8. Tercer sector: organizaciones de carácter privado surgidas de la iniciativa ciudadana o social, bajo diferentes
modalidades que responden a criterios de solidaridad, con fines de interés general y ausencia de ánimo de
lucro, que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los derechos sociales.

Artículo 3. Principios de la Ley.
Esta Ley se inspira en los siguientes principios:
a) El carácter público de las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.
b) La universalidad en el acceso de todas las personas en situación de dependencia, en condiciones de
igualdad efectiva y no discriminación, en los términos establecidos en esta Ley.
c) La atención a las personas en situación de dependencia de forma integral e integrada.
d) La transversalidad de las políticas de atención a las personas en situación de dependencia.
e) La valoración de las necesidades de las personas, atendiendo a criterios de equidad para garantizar la
igualdad real.
f) La personalización de la atención, teniendo en cuenta de manera especial la situación de quienes requieren
de mayor acción positiva como consecuencia de tener mayor grado de discriminación o menor igualdad de
oportunidades.
g) El establecimiento de las medidas adecuadas de prevención, rehabilitación, estímulo social y mental.
h) La promoción de las condiciones precisas para que las personas en situación de dependencia puedan llevar
una vida con el mayor grado de autonomía posible.
i) La permanencia de las personas en situación de dependencia, siempre que sea posible, en el entorno en el
que desarrollan su vida.
j) La calidad, sostenibilidad y accesibilidad de los servicios de atención a las personas en situación de
dependencia.
k) La participación de las personas en situación de dependencia y, en su caso, de sus familias y entidades que
les representen en los términos previstos en esta Ley.
l) La colaboración de los servicios sociales y sanitarios en la prestación de los servicios a los usuarios del
Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia que se establecen en la presente Ley y en las
correspondientes normas de las Comunidades Autónomas y las aplicables a las Entidades Locales.
m) La participación de la iniciativa privada en los servicios y prestaciones de promoción de la autonomía
personal y atención a la situación de dependencia.
n) La participación del tercer sector en los servicios y prestaciones de promoción de la autonomía personal y
atención a la situación de dependencia. ñ) La cooperación interadministrativa.
o) La integración de las prestaciones establecidas en esta Ley en las redes de servicios sociales de las
Comunidades Autónomas, en el ámbito de las competencias que tienen asumidas, y el reconocimiento y
garantía de su oferta mediante centros y servicios públicos o privados concertados.
p) La inclusión de la perspectiva de género, teniendo en cuenta las distintas necesidades de mujeres y
hombres.
q) Las personas en situación de gran dependencia serán atendidas de manera preferente.

Temario en formato ley · Técnico/a Superior en Laboratorio de Diagnóstico Clínico… (Parte genera 157

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Artículo 4. Derechos y obligaciones de las personas en situación de dependencia.
1. Las personas en situación de dependencia tendrán derecho, con independencia del lugar del territorio del
Estado español donde residan, a acceder, en condiciones de igualdad, a las prestaciones y servicios previstos
en esta Ley, en los términos establecidos en la misma.
2. Asimismo, las personas en situación de dependencia disfrutarán de todos los derechos establecidos en la
legislación vigente, y con carácter especial de los siguientes:

a) A disfrutar de los derechos humanos y libertades fundamentales, con pleno respeto de su dignidad e
intimidad.
b) A recibir, en términos comprensibles y accesibles, información completa y continuada relacionada con
su situación de dependencia.
c) A ser advertido de si los procedimientos que se le apliquen pueden ser utilizados en función de un
proyecto docente o de investigación, siendo necesaria la previa autorización, expresa y por escrito, de la
persona en situación de dependencia o quien la represente.
d) A que sea respetada la confidencialidad en la recogida y el tratamiento de sus datos, de acuerdo con la
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.
e) A participar en la formulación y aplicación de las políticas que afecten a su bienestar, ya sea a título
individual o mediante asociación.
f) A decidir, cuando tenga capacidad de obrar suficiente, sobre la tutela de su persona y bienes, para el caso
de pérdida de su capacidad de autogobierno.
g) A decidir libremente sobre el ingreso en centro residencial.
h) Al ejercicio pleno de sus derechos jurisdiccionales en el caso de internamientos involuntarios,
garantizándose un proceso contradictorio.
i) Al ejercicio pleno de sus derechos patrimoniales.
j) A iniciar las acciones administrativas y jurisdiccionales en defensa del derecho que reconoce la presente
Ley en el apartado 1 de este artículo. En el caso de los menores o personas incapacitadas judicialmente,
estarán legitimadas para actuar en su nombre quienes ejerzan la patria potestad o quienes ostenten la
representación legal.
k) A la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, en cualquiera de los
ámbitos de desarrollo y aplicación de esta Ley.
l) A no sufrir discriminación por razón de orientación o identidad sexual.

3. Los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para promover y garantizar el respeto de los
derechos enumerados en el párrafo anterior, sin más limitaciones en su ejercicio que las directamente
derivadas de la falta de capacidad de obrar que determina su situación de dependencia.
4. Las personas en situación de dependencia y, en su caso, sus familiares o quienes les representen, así como
los centros de asistencia, estarán obligados a suministrar toda la información y datos que les sean requeridos
por las administraciones competentes para la valoración de su grado de dependencia, a comunicar todo tipo
de ayudas personalizadas que reciban, a aplicar las prestaciones económicas a las finalidades para las que
fueron otorgadas y a cualquier otra obligación prevista en la legislación vigente
Se modifica el apartado 4 por el art. 22.1 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 .

Artículo 5. Titulares de derechos.
1. Son titulares de los derechos establecidos en la presente Ley los españoles que cumplan los siguientes
requisitos:

a) Encontrarse en situación de dependencia en alguno de los grados establecidos.
b) Para los menores de 3 años se estará a lo dispuesto en la disposición adicional decimotercera.
c) Residir en territorio español y haberlo hecho durante cinco años, de los cuales dos deberán ser
inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud. Para los menores de cinco años el
periodo de residencia se exigirá a quien ejerza su guarda y custodia.
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2. Las personas que, reuniendo los requisitos anteriores, carezcan de la nacionalidad española se regirán por
lo establecido en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en
España y su integración social, en los tratados internacionales y en los convenios que se establezcan con el
país de origen. Para los menores que carezcan de la nacionalidad española se estará a lo dispuesto en las Leyes
del Menor vigentes, tanto en el ámbito estatal como en el autonómico, así como en los tratados
internacionales.
3. El Gobierno podrá establecer medidas de protección a favor de los españoles no residentes en España.
4. El Gobierno establecerá, previo acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a
la Dependencia, las condiciones de acceso al Sistema de Atención a la Dependencia de los emigrantes
españoles retornados.

TÍTULO I El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia

CAPÍTULO II Prestaciones y Catálogo de servicios de atención del Sistema para la Autonomía y At

Sección 1.ª Prestaciones del sistema

Artículo 13. Objetivos de las prestaciones de dependencia.
La atención a las personas en situación de dependencia y la promoción de su autonomía personal deberán
orientarse a la consecución de una mejor calidad de vida y autonomía personal, en un marco de efectiva
igualdad de oportunidades, de acuerdo con los siguientes objetivos:
a) Facilitar una existencia autónoma en su medio habitual, todo el tiempo que desee y sea posible.
b) Proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social, facilitando su
incorporación activa en la vida de la comunidad.

Artículo 14. Prestaciones de atención a la dependencia.
1. Las prestaciones de atención a la dependencia podrán tener la naturaleza de servicios y de prestaciones
económicas e irán destinadas, por una parte, a la promoción de la autonomía personal y, por otra, a atender
las necesidades de las personas con dificultades para la realización de las actividades básicas de la vida diaria.
2. Los servicios del Catálogo del artículo 15 tendrán carácter prioritario y se prestarán a través de la oferta
pública de la Red de Servicios Sociales por las respectivas Comunidades Autónomas mediante centros y
servicios públicos o privados concertados debidamente acreditados.
3. De no ser posible la atención mediante alguno de estos servicios, en los Convenios a que se refiere el
artículo 10 se incorporará la prestación económica vinculada establecida en el artículo 17. Esta prestación irá
destinada a la cobertura de los gastos del servicio previsto en el Programa Individual de Atención al que se
refiere el artículo 29, debiendo ser prestado por una entidad o centro acreditado para la atención a la
dependencia.
4. El beneficiario podrá, excepcionalmente, recibir una prestación económica para ser atendido por
cuidadores no profesionales, siempre que se den condiciones adecuadas de convivencia y de habitabilidad de
la vivienda y así lo establezca su Programa Individual de Atención.
5. Las personas en situación de dependencia podrán recibir una prestación económica de asistencia personal
en los términos del artículo 19.
6. La prioridad en el acceso a los servicios vendrá determinada por el grado de dependencia y, a igual grado,
por la capacidad económica del solicitante. Hasta que la red de servicios esté totalmente implantada, las
personas en situación de dependencia que no puedan acceder a los servicios por aplicación del régimen de
prioridad señalado, tendrán derecho a la prestación económica vinculada al servicio prevista en el artículo 17
de esta ley.
7. A los efectos de esta Ley, la capacidad económica se determinará, en la forma que reglamentariamente se
establezca, a propuesta del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, en
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atención a la renta y el patrimonio del solicitante. En la consideración del patrimonio se tendrán en cuenta la
edad del beneficiario y el tipo de servicio que se presta.
8. Las prestaciones económicas establecidas en virtud de esta Ley son inembargables, salvo para el supuesto
previsto en el artículo 608 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
Se añade el apartado 8 por la disposición final 9 de la Ley 26/2015, de 28 de julio. Ref. BOE-A-2015-8470#dfnovena .

Se modifica el apartado 6 por el art. 22.4 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 .

Artículo 15. Catálogo de servicios.
1. El Catálogo de servicios comprende los servicios sociales de promoción de la autonomía personal y de
atención a la dependencia, en los términos que se especifican en este capítulo:

a) Los servicios de prevención de las situaciones de dependencia y los de promoción de la autonomía
personal.
b) Servicio de Teleasistencia.
c) Servicio de Ayuda a domicilio: (i) Atención de las necesidades del hogar. (ii) Cuidados personales.
d) Servicio de Centro de Día y de Noche: (i) Centro de Día para mayores. (ii) Centro de Día para menores de
65 años. (iii) Centro de Día de atención especializada. (iv) Centro de Noche.
e) Servicio de Atención Residencial: (i) Residencia de personas mayores en situación de dependencia. (ii)
Centro de atención a personas en situación de dependencia, en razón de los distintos tipos de discapacidad.

2. Los servicios establecidos en el apartado 1 se regulan sin perjuicio de lo previsto en el artículo 14 de la Ley
16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud.

Artículo 16. Red de servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.
1. Las prestaciones y servicios establecidos en esta Ley se integran en la Red de Servicios Sociales de las
respectivas Comunidades Autónomas en el ámbito de las competencias que las mismas tienen asumidas. La
red de centros estará formada por los centros públicos de las Comunidades Autónomas, de las Entidades
Locales, los centros de referencia estatal para la promoción de la autonomía personal y para la atención y
cuidado de situaciones de dependencia, así como los privados concertados debidamente acreditados.
2. Las Comunidades Autónomas establecerán el régimen jurídico y las condiciones de actuación de los centros
privados concertados. En su incorporación a la red se tendrá en cuenta de manera especial los
correspondientes al tercer sector.
3. Los centros y servicios privados no concertados que presten servicios para personas en situación de
dependencia deberán contar con la debida acreditación de la Comunidad Autónoma correspondiente.
4. Los poderes públicos promoverán la colaboración solidaria de los ciudadanos con las personas en situación
de dependencia, a través de la participación de las organizaciones de voluntarios y de las entidades del tercer
sector.

Sección 2.ª Prestaciones económicas

Artículo 17. Prestación económica vinculada al servicio.
1. La prestación económica, que tendrá carácter periódico, se reconocerá, en los términos que se establezca,
únicamente cuando no sea posible el acceso a un servicio público o concertado de atención y cuidado, en
función del grado de dependencia y de la capacidad económica del beneficiario, de acuerdo con lo previsto en
el convenio celebrado entre la Administración General del Estado y la correspondiente comunidad autónoma.
2. Esta prestación económica de carácter personal estará, en todo caso, vinculada a la adquisición de un
servicio.
3. Las Administraciones Públicas competentes supervisarán, en todo caso, el destino y utilización de estas
prestaciones al cumplimiento de la finalidad para la que fueron concedidas.
Se modifica el apartado 1 por el art. 22.5 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 .

Artículo 18.
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Prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no profesionales.
1. Excepcionalmente, cuando el beneficiario esté siendo atendido por su entorno familiar, y se reúnan las
condiciones establecidas en el artículo 14.4, se reconocerá una prestación económica para cuidados familiares.
2. Previo acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la
Dependencia se establecerán las condiciones de acceso a esta prestación, en función del grado reconocido a la
persona en situación de dependencia y de su capacidad económica.
3. El cuidador deberá ajustarse a las normas sobre afiliación, alta y cotización a la Seguridad Social que se
determinen reglamentariamente.
4. El Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia promoverá acciones de
apoyo a los cuidadores no profesionales que incorporarán programas de formación, información y medidas
para atender los periodos de descanso. Se modifica el apartado 2 por el art. 22.6 del Real Decreto-ley 20/2012,
de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 . Téngase en cuenta, respecto a las prestaciones reconocidas y no
percibidas o pendientes, lo dispuesto en las disposiciónes adicionales 7 y 9.

Artículo 19. Prestación económica de asistencia personal.
La prestación económica de asistencia personal tiene como finalidad la promoción de la autonomía de las
personas en situación de dependencia, en cualquiera de sus grados. Su objetivo es contribuir a la contratación
de una asistencia personal, durante un número de horas, que facilite al beneficiario el acceso a la educación y
al trabajo, así como una vida más autónoma en el ejercicio de las actividades básicas de la vida diaria. Previo
acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la
Dependencia se establecerán las condiciones específicas de acceso a esta prestación.
Se modifica por el art. 22.7 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 .

Artículo 20. Cuantía de las prestaciones económicas.
La cuantía de las prestaciones económicas reguladas en los artículos de esta Sección se acordará por el
Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, para su aprobación posterior
por el Gobierno mediante Real Decreto.

Sección 3.ª Servicios de promoción de la autonomía personal y de atención y cuidado

Artículo 21. Prevención de las situaciones de dependencia.
Tiene por finalidad prevenir la aparición o el agravamiento de enfermedades o discapacidades y de sus
secuelas, mediante el desarrollo coordinado, entre los servicios sociales y de salud, de actuaciones de
promoción de condiciones de vida saludables, programas específicos de carácter preventivo y de
rehabilitación dirigidos a las personas mayores y personas con discapacidad y a quienes se ven afectados por
procesos de hospitalización complejos. Con este fin, el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y
Atención a la Dependencia acordará criterios, recomendaciones y condiciones mínimas que deberían cumplir
los Planes de Prevención de las Situaciones de Dependencia que elaboren las Comunidades Autónomas, con
especial consideración de los riesgos y actuaciones para las personas mayores.

Artículo 22. Servicio de Teleasistencia.
1. El servicio de Teleasistencia facilita asistencia a los beneficiarios mediante el uso de tecnologías de la
comunicación y de la información, con apoyo de los medios personales necesarios, en respuesta inmediata
ante situaciones de emergencia, o de inseguridad, soledad y aislamiento. Puede ser un servicio independiente
o complementario al de ayuda a domicilio.
2. Este servicio se prestará a las personas que no reciban servicios de atención residencial y así lo establezca
su Programa Individual de Atención.

Artículo 23. Servicio de Ayuda a Domicilio.
El servicio de ayuda a domicilio lo constituye el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el domicilio de las
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personas en situación de dependencia con el fin de atender sus necesidades de la vida diaria, prestadas por
entidades o empresas, acreditadas para esta función, y podrán ser los siguientes:
a) Servicios relacionados con la atención personal en la realización de las actividades de la vida diaria.
b) Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del hogar: limpieza, lavado, cocina u
otros. Estos servicios sólo podrán prestarse conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.
Excepcionalmente y de forma justificada, los servicios señalados en los apartados anteriores, podrán prestarse
separadamente, cuando así se disponga en el Programa Individual de Atención. La Administración
competente deberá motivar esta excepción en la resolución de concesión de la prestación.
Se añade el último párrafo por la disposición final 16 de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2012-15651#decimasexta-2 .

Se modifica por el art. 22.8 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 .

Artículo 24. Servicio de Centro de Día y de Noche.
1. El servicio de Centro de Día o de Noche ofrece una atención integral durante el periodo diurno o nocturno a
las personas en situación de dependencia, con el objetivo de mejorar o mantener el mejor nivel posible de
autonomía personal y apoyar a las familias o cuidadores. En particular, cubre, desde un enfoque
biopsicosocial, las necesidades de asesoramiento, prevención, rehabilitación, orientación para la promoción
de la autonomía, habilitación o atención asistencial y personal.
2. La tipología de centros incluirá Centros de Día para menores de 65 años, Centros de Día para mayores,
Centros de Día de atención especializada por la especificidad de los cuidados que ofrecen y Centros de Noche,
que se adecuarán a las peculiaridades y edades de las personas en situación de dependencia.

Sección 4.ª Incompatibilidad de las prestaciones

Artículo 25. Servicio de Atención residencial.
1. El servicio de atención residencial ofrece, desde un enfoque biopsicosocial, servicios continuados de
carácter personal y sanitario.
2. Este servicio se prestará en los centros residenciales habilitados al efecto según el tipo de dependencia,
grado de la misma e intensidad de cuidados que precise la persona.
3. La prestación de este servicio puede tener carácter permanente, cuando el centro residencial se convierta
en la residencia habitual de la persona, o temporal, cuando se atiendan estancias temporales de convalecencia
o durante vacaciones, fines de semana y enfermedades o periodos de descanso de los cuidadores no
profesionales.
4. El servicio de atención residencial será prestado por las Administraciones Públicas en centros propios y
concertados.

Artículo 25 bis. Régimen de incompatibilidad de las prestaciones.
1. Las prestaciones económicas serán incompatibles entre sí y con los servicios del catálogo establecidos en el
artículo 15, salvo con los servicios de prevención de las situaciones de dependencia, de promoción de la
autonomía personal y de teleasistencia.
2. Los servicios serán incompatibles entre sí, a excepción del servicio de teleasistencia que será compatible
con el servicio de prevención de las situaciones de dependencia, de promoción de la autonomía personal, de
ayuda a domicilio y de centro de día y de noche.
3. No obstante lo anterior, las administraciones públicas competentes podrán establecer la compatibilidad
entre prestaciones para apoyo, cuidados y atención que faciliten la permanencia en el domicilio a la persona
en situación de dependencia, de tal forma que la suma de estas prestaciones no sea superior, en su conjunto, a
las intensidades máximas reconocidas a su grado de dependencia. A los efectos de la asignación del nivel
mínimo establecido en el artículo 9, estas prestaciones tendrán la consideración de una única prestación.
Se añade por el art. 22.9 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 .

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 172, de 19 de julio de 2012. Ref. BOE-A-2012-9654 .
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CAPÍTULO III La dependencia y su valoración

Artículo 26. Grados de dependencia.
1. La situación de dependencia se clasificará en los siguientes grados:

a) Grado I. Dependencia moderada: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades
básicas de la vida diaria, al menos una vez al día o tiene necesidades de apoyo intermitente o limitado para
su autonomía personal.
b) Grado II. Dependencia severa: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas
de la vida diaria dos o tres veces al día, pero no quiere el apoyo permanente de un cuidador o tiene
necesidades de apoyo extenso para su autonomía personal.
c) Grado III. Gran dependencia: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas
de la vida diaria varias veces al día y, por su pérdida total de autonomía física, mental, intelectual o
sensorial, necesita el apoyo indispensable y continuo de otra persona o tiene necesidades de apoyo
generalizado para su autonomía personal.

2. Los intervalos para la determinación de los grados se establecerán en el baremo al que se refiere el artículo
siguiente. Se modifica por el art. 22.10 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Ref. BOE-A-2012-9364 .
Téngase en cuenta para su aplicación lo dispuesto en la disposición transitoria 8.

Artículo 27. Valoración de la situación de dependencia.
1. Las comunidades autónomas determinarán los órganos de valoración de la situación de dependencia, que
emitirán un dictamen sobre el grado de dependencia con especificación de los cuidados que la persona pueda
requerir. El Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la
Dependencia deberá acordar unos criterios comunes de composición y actuación de los órganos de valoración
de las comunidades autónomas que, en todo caso, tendrán carácter público.
2. Los grados de dependencia, a efectos de su valoración, se determinarán mediante la aplicación del baremo
que se acuerde en el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la
Dependencia para su posterior aprobación por el Gobierno mediante real decreto. Dicho baremo tendrá entre
sus referentes la Clasificación Internacional del Funcionamiento, la Discapacidad y la Salud (CIF) adoptada por
la Organización Mundial de la Salud. No será posible determinar el grado de dependencia mediante otros
procedimientos distintos a los establecidos por este baremo.
3. El baremo establecerá los criterios objetivos de valoración del grado de autonomía de la persona, de su
capacidad para realizar las distintas actividades de la vida diaria, los intervalos de puntuación para cada uno
de los grados de dependencia y el protocolo con los procedimientos y técnicas a seguir para la valoración de
las aptitudes observadas, en su caso.
4. El baremo valorará la capacidad de la persona para llevar a cabo por sí misma las actividades básicas de la
vida diaria, así como la necesidad de apoyo y supervisión para su realización por personas con discapacidad
intelectual o con enfermedad mental.
5. La valoración se realizará teniendo en cuenta los correspondientes informes sobre la salud de la persona y
sobre el entorno en el que viva, y considerando, en su caso, las ayudas técnicas, órtesis y prótesis que le hayan
sido prescritas. Se modifican los apartados 1 a 3 por el art. 22.11 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio.
Ref. BOE-A-2012-9364 .

RDLeg 1/2013 derechos de las personas con discapacidad

LGDPD · BOE-A-2013-12632 · art. 1 — 1 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales
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CAPÍTULO I Objeto, definiciones y principios

Artículo 1. Objeto de esta ley.
Esta ley tiene por objeto:
a) Garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como el ejercicio real y efectivo de
derechos por parte de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones respecto del resto de
ciudadanos y ciudadanas, a través de la promoción de la autonomía personal, de la accesibilidad universal, del
acceso al empleo, de la inclusión en la comunidad y la vida independiente y de la erradicación de toda forma
de discriminación, conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución Española y a la Convención
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y los tratados y acuerdos internacionales
ratificados por España.
b) Establecer el régimen de infracciones y sanciones que garantizan las condiciones básicas en materia de
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia denomina a la dependencia en grado II:

A) Dependencia severa.

B) Dependencia moderada.

C) Gran dependencia.

D) Dependencia autónoma.

2. ¿Qué tipo de prestaciones puede satisfacer el Servicio de Ayuda a Domicilio?

A) Prestaciones de carácter personal y doméstico.

B) Prestaciones de carácter personal, doméstico, social y educativo.

C) Prestaciones de carácter personal, doméstico, social, educativo y económico.

D) Prestaciones de carácter económico, personal, social y doméstico.

3. Según la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia, ¿quién acordará la cuantía de una prestación económica de asistencia 
personal?

A) El Gobierno, mediante Real Decreto-ley.

B) El Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

C) El Consejo Territorial de Servicios Sociales y Atención a la Dependencia.

D) El Ministro de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030.

4. Conforme a la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia, ¿qué grado corresponde a la situación de dependencia cuando la 
persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de la vida diaria, al menos una vez al día o 
tiene necesidades de apoyo intermitente o limitado para su autonomía personal?

A) Grado I: Dependencia moderada.

B) Grado II: Dependencia leve.

C) Grado II: Dependencia severa.

D) Grado III: Gran dependencia.
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5. La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia establece que la situación de dependencia se clasifica en el Grado II. Dependencia 
severa:

A) Cuando la persona tiene necesidades de apoyo extenso para su autonomía personal.

B) Cuando la persona tiene necesidades de apoyo intermitente o limitado para su autonomía personal.

C) Cuando la persona tiene necesidades de apoyo generalizado para su autonomía personal.

D) Cuando la persona tiene necesidades de apoyo indispensable y continuado para su autonomía personal.

6. Según lo establecido en el artículo 20 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía 
Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, la cuantía de las prestaciones económicas 
reguladas en los artículos de esta sección se acordará por:

A) Los Presupuestos Generales del Estado.

B) El Gobierno mediante Real Decreto.

C) La consejería competente en materia de Servicios Sociales.

D) El Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la dependencia.

7. ¿Cuál es el objetivo principal de la Ley 39/2006 de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal 
y atención a personas en situación de dependencia?

A) Garantizar el acceso universal a la educación para personas con discapacidad.

B) Crear un sistema de pensiones para personas mayores.

C) Regular las condiciones básicas para la promoción de la autonomía personal y la atención a la dependencia.

D) Establecer un sistema de salud exclusivo para personas dependientes.

8. No forma parte de los derechos y obligaciones de las personas en situación de dependencia:

A) Planificar, ordenar, coordinar y dirigir, en el ámbito de su territorio, los servicios de promoción de la 
autonomía personal y de atención a las personas en situación de dependencia

B) Participar en la formulación y aplicación de las políticas que afecten a su bienestar, ya sea a título individual 
o mediante asociación

C) Recibir, en términos comprensibles y accesibles, información completa y continuada relacionada con su 
situación de dependencia

D) Gozar de los derechos humanos y libertades fundamentales, con pleno respeto de su dignidad e intimidad

9. ¿Cómo se define "autonomía" según la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía 
personal y atención a las personas en situación de dependencia?

A) La capacidad de planificar las actividades sociales y de ocio.

B) La capacidad de tomar decisiones personales y desarrollar actividades básicas de la vida diaria.

C) La capacidad de gestionar la economía doméstica y las cuentas bancarias sin apoyo de terceras personas.

D) El derecho de recibir cuidados y atenciones profesionales en casa.
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10. Según la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia, las personas en situación de dependencia, y en su caso, sus familiares 
o quienes les representen, así como los centros de asistencia:

A) No estarán obligados a suministrar toda la información y datos que les sean requeridos por las 
administraciones competentes para la valoración de su grado de dependencia.

B) Estarán obligados a suministrar toda la información y datos que les sean requeridos por las administraciones 
competentes para la valoración de su grado de dependencia.

C) Estarán obligados a comunicar todo tipo de ayudas personalizadas que reciban, a aplicar las prestaciones 
económicas a las finalidades para las que fueron otorgadas, y a cualquier otra obligación prevista en la 
legislación vigente.

D) b y c son correctas.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 B · 4 A · 5 A · 6 D · 7 C · 8 A · 9 B · 10 D

Te quedan 34 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de riesgos laborales: 
conceptos, derechos y obligaciones. Consulta y participación de los 

trabajadores. Prevención y atención frente a situaciones conflictivas 
en las Instituciones Sanitarias del INGESA: el Protocolo de actuación 

frente a la violencia en el trabajo en los centros dependientes del 
INGESA. Protocolo de actuación frente al acoso sexual y por razón de 

sexo en la Administración General del Estado.

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales

LPRL · BOE-A-1995-24292 · arts. 1 a 4 · arts. 14 a 29 · arts. 33 a 40 — 28 incluidos

CAPÍTULO I Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales.
La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones
relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho
ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma.
1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación
de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. A
tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales
para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del
trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia
preventiva, en los términos señalados en la presente disposición. Para el cumplimiento de dichos fines, la
presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones públicas, así como por los
empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.
2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en
todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en
los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales
reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de
carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones específicas que se establecen para fabricantes, importadores y
suministradores, y de los derechos y obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos.
Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les
sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de un trabajo personal, con
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las peculiaridades derivadas de su normativa específica. Cuando en la presente Ley se haga referencia a
trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en estos términos, respectivamente, de una
parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la Administración pública para la que
presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los
socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que prestan
sus servicios.
2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el ámbito
de las funciones públicas de: –Policía, seguridad y resguardo aduanero. –Servicios operativos de protección
civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública. –Fuerzas Armadas y
actividades militares de la Guardia Civil. No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica que se dicte
para regular la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios en las
indicadas actividades.
3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica. En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a la
presente Ley aquellas actividades cuyas características justifiquen una regulación especial, lo que se llevará a
efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en
la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.
4. (Suprimido).
Se suprime el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680#ap Se modifican los apartados 1
y 2 por la disposición final 2.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.
2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.
3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.
4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.
5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.
6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.
7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.
b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.
c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
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de los riesgos mencionados.
d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja
de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.

CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.
3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.
4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.
5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 15. Principios de la acción preventiva.
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.
b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
c) Combatir los riesgos en su origen.
d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
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trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.
e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.
f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.
h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.
3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.
4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.
5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva 1.
La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en
el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y
aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente. Este plan de
prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones,
las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención
de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 2. Los instrumentos
esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados a cabo por
fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva
a que se refieren los párrafos siguientes:
a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse
con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del
acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones
que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos
específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las
condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido. Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera
necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los
trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.
b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales
riesgos. Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad
preventiva el plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales
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necesarios para su ejecución. El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. Las
actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como consecuencia
de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de protección
requeridos. 2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la
planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del
nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se
determinen. 3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de
la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención
resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas
de estos hechos.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 8.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica el título y los apartados 1 y 2 por el art. 2.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad
y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un
riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas
necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.
b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se
puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante
medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores.
1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.
b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.
c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley. En las
empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante,
deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de
trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las
cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo
V de la presente Ley. Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.
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1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.
2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia.
El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de
personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas
necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores,
designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación
necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes
señaladas. Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean
necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia
médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y eficacia
de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente.
1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su
trabajo, el empresario estará obligado a:

a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de
las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.
b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato
el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad
mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y
determinada reglamentariamente.
c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la
de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos
puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los
representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad
de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la
autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. El
acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del
personal.
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4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las
medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido
negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud.
1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en
función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador
preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los
representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para
verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás
trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. En
todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.
2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la información
relacionada con su estado de salud.
3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores
afectados.
4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. El acceso a la información médica de carácter personal se
limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los
trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del
trabajador. No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia
de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en
relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir
o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus
funciones en materia preventiva.
5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de los
trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la finalización de
la relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.
6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario
con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación.
1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta
ley.
b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto
en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.
c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y,
en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 16 de esta ley.
d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del
citado artículo.
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e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la
notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.
3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.
4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Se modifican las letras a),
b) y c) del apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin,
establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de
riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos
en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.
2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones
adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y
prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus
respectivos trabajadores.
3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.
4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa
contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que
tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados
por la empresa principal.
5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.
6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.
Se añade el apartado 6 por el art. 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A
tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas,
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en aquellos
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su discapacidad
física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas
relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se encuentren
manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los
respectivos puestos de trabajo.
2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan
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incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a
agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la
procreación, tanto en los aspectos de la fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de
adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.
1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la
determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir
negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una
posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.
2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura
de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y
compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos. El cambio de puesto o
función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de
movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su
reincorporación al anterior puesto. En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo
anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto
no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de
retribuciones de su puesto de origen.
3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse
por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del
contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores,
durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.
4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la
Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del
médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá,
asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo
durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto
de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.
5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para
la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y
justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el apartado 4 por la disposición adicional 12.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref.
BOE-A-2007-6115 Se modifca por el art. 10 de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-1999-21568

Artículo 27. Protección de los menores.
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1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los
puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de
su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes,
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores. A
tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos
existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará a dichos
jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra
b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
de su seguridad y salud.
2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la
contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo 
temporal.
1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados
por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y
salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de una
relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una diferencia de trato
por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de
la seguridad y la salud de los trabajadores. La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán
plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los párrafos anteriores.
2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su
actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los
que vayan a estar expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes
profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos
del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del
puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que
vayan a estar expuestos.
3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su estado
de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.
4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección
y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación
de los trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de
forma adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.
5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable
de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en
materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo. La empresa de trabajo temporal
será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia de la salud que se
establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior,
la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores afectados,
antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a
desempeñar y de las cualificaciones requeridas. La empresa usuaria deberá informar a los representantes de
los trabajadores en la misma de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de
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trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los derechos
reconocidos en la presente Ley.

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.
2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.
3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.
4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.
5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

CAPÍTULO V Consulta y participación de los trabajadores

Artículo 33. Consulta de los trabajadores.
1. El empresario deberá consultar a los trabajadores, con la debida antelación, la adopción de las decisiones
relativas a:

a) La planificación y la organización del trabajo en la empresa y la introducción de nuevas tecnologías, en
todo lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la seguridad y la salud de los
trabajadores, derivadas de la elección de los equipos, la determinación y la adecuación de las condiciones
de trabajo y el impacto de los factores ambientales en el trabajo.
b) La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención de los riesgos
profesionales en la empresa, incluida la designación de los trabajadores encargados de dichas actividades o
el recurso a un servicio de prevención externo.
c) La designación de los trabajadores encargados de las medidas de emergencia.
d) Los procedimientos de información y documentación a que se refieren los artículos 18, apartado 1, y 23,
apartado 1, de la presente Ley.
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e) El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.
f) Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los
trabajadores.

2. En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, las consultas a que se refiere el
apartado anterior se llevarán a cabo con dichos representantes.

Artículo 34. Derechos de participación y representación.
1. Los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en las cuestiones relacionadas con la prevención
de riesgos en el trabajo. En las empresas o centros de trabajo que cuenten con seis o más trabajadores, la
participación de éstos se canalizará a través de sus representantes y de la representación especializada que se
regula en este capítulo.
2. A los Comités de Empresa, a los Delegados de Personal y a los representantes sindicales les corresponde, en
los términos que, respectivamente, les reconocen el Estatuto de los Trabajadores, la Ley de Organos de
Representación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas y la Ley Orgánica de Libertad
Sindical, la defensa de los intereses de los trabajadores en materia de prevención de riesgos en el trabajo. Para
ello, los representantes del personal ejercerán las competencias que dichas normas establecen en materia de
información, consulta y negociación, vigilancia y control y ejercicio de acciones ante las empresas y los
órganos y tribunales competentes.
3. El derecho de participación que se regula en este capítulo se ejercerá en el ámbito de las Administraciones
públicas con las adaptaciones que procedan en atención a la diversidad de las actividades que desarrollan y las
diferentes condiciones en que éstas se realizan, la complejidad y dispersión de su estructura organizativa y sus
peculiaridades en materia de representación colectiva, en los términos previstos en la Ley 7/1990, de 19 de
julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los
empleados públicos, pudiéndose establecer ámbitos sectoriales y descentralizados en función del número de
efectivos y centros. Para llevar a cabo la indicada adaptación en el ámbito de la Administración General del
Estado, el Gobierno tendrá en cuenta los siguientes criterios:

a) En ningún caso dicha adaptación podrá afectar a las competencias, facultades y garantías que se
reconocen en esta Ley a los Delegados de Prevención y a los Comités de Seguridad y Salud.
b) Se deberá establecer el ámbito específico que resulte adecuado en cada caso para el ejercicio de la
función de participación en materia preventiva dentro de la estructura organizativa de la Administración.
Con carácter general, dicho ámbito será el de los órganos de representación del personal al servicio de las
Administraciones públicas, si bien podrán establecerse otros distintos en función de las características de
la actividad y frecuencia de los riesgos a que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.
c) Cuando en el indicado ámbito existan diferentes órganos de representación del personal, se deberá
garantizar una actuación coordinada de todos ellos en materia de prevención y protección de la seguridad y
la salud en el trabajo, posibilitando que la participación se realice de forma conjunta entre unos y otros, en
el ámbito específico establecido al efecto.
d) Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los órganos de
representación previstos en la Ley de Organos de Representación del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados de Prevención designados en dicho
ámbito, tanto para el personal con relación de carácter administrativo o estatutario como para el personal
laboral, y por representantes de la Administración en número no superior al de Delegados. Ello no
obstante, podrán constituirse Comités de Seguridad y Salud en otros ámbitos cuando las razones de la
actividad y el tipo y frecuencia de los riesgos así lo aconsejen.

Artículo 35. Delegados de Prevención.
1. Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones específicas en
materia de prevención de riesgos en el trabajo.
2. Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el ámbito de
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los órganos de representación previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la
siguiente escala: De 50 a 100 trabajadores: 2 Delegados de Prevención. De 101 a 500 trabajadores: 3 Delegados
de Prevención. De 501 a 1.000 trabajadores: 4 Delegados de Prevención. De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5
Delegados de Prevención. De 2.001 a 3.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención. De 3.001 a 4.000
trabajadores: 7 Delegados de Prevención. De 4.001 en adelante: 8 Delegados de Prevención. En las empresas de
hasta treinta trabajadores el Delegado de Prevención será el Delegado de Personal. En las empresas de treinta
y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y entre los
Delegados de Personal.
3. A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a un año se computarán
como trabajadores fijos de plantilla.
b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados en el
período de un año anterior a la designación. Cada doscientos días trabajados o fracción se computarán
como un trabajador más.

4. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos podrán establecerse otros
sistemas de designación de los Delegados de Prevención, siempre que se garantice que la facultad de
designación corresponde a los representantes del personal o a los propios trabajadores. Asimismo, en la
negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere el artículo 83, apartado 3, del Estatuto de los
Trabajadores podrá acordarse que las competencias reconocidas en esta Ley a los Delegados de Prevención
sean ejercidas por órganos específicos creados en el propio convenio o en los acuerdos citados. Dichos órganos
podrán asumir, en los términos y conforme a las modalidades que se acuerden, competencias generales
respecto del conjunto de los centros de trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o del
acuerdo, en orden a fomentar el mejor cumplimiento en los mismos de la normativa sobre prevención de
riesgos laborales. Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los
términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos, otros sistemas de designación de los
Delegados de Prevención y acordarse que las competencias que esta Ley atribuye a éstos puedan ser ejercidas
por órganos específicos.

Artículo 36. Competencias y facultades de los Delegados de Prevención.
1. Son competencias de los Delegados de Prevención:

a) Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.
b) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales.
c) Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a que se
refiere el artículo 33 de la presente Ley.
d) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales. En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley, no
cuenten con Comité de Seguridad y Salud por no alcanzar el número mínimo de trabajadores establecido al
efecto, las competencias atribuidas a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los Delegados de
Prevención.

2. En el ejercicio de las competencias atribuidas a los Delegados de Prevención, éstos estarán facultados para:
a) Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio ambiente de trabajo, así
como, en los términos previstos en el artículo 40 de esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad
Social en las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el cumplimiento
de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones que
estimen oportunas.
b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de esta Ley, a la información
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y documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de sus
funciones y, en particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando la información esté
sujeta a las limitaciones reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que se garantice el respeto de la
confidencialidad.
c) Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los trabajadores una vez que
aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, aún fuera de su jornada laboral, en el
lugar de los hechos para conocer las circunstancias de los mismos.
d) Recibir del empresario las informaciones obtenidas por éste procedentes de las personas u órganos
encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como de los organismos
competentes para la seguridad y la salud de los trabajadores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40
de esta Ley en materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control del estado de las
condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a cualquier zona de los mismos y comunicarse durante
la jornada con los trabajadores, de manera que no se altere el normal desarrollo del proceso productivo.
f) Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la mejora de los niveles de
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar propuestas al
empresario, así como al Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo.
g) Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de paralización de
actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 21.

3. Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra c) del
apartado 1 de este artículo deberán elaborarse en un plazo de quince días, o en el tiempo imprescindible
cuando se trate de adoptar medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin haberse
emitido el informe, el empresario podrá poner en práctica su decisión.
4. La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el Delegado de Prevención
a tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 de este artículo deberá ser motivada.

Artículo 37. Garantías y sigilo profesional de los Delegados de Prevención.
1. Lo previsto en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de garantías será de aplicación a los
Delegados de Prevención en su condición de representantes de los trabajadores. El tiempo utilizado por los
Delegados de Prevención para el desempeño de las funciones previstas en esta Ley será considerado como de
ejercicio de funciones de representación a efectos de la utilización del crédito de horas mensuales retribuidas
previsto en la letra e) del citado artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores. No obstante lo anterior, será
considerado en todo caso como tiempo de trabajo efectivo, sin imputación al citado crédito horario, el
correspondiente a las reuniones del Comité de Seguridad y Salud y a cualesquiera otras convocadas por el
empresario en materia de prevención de riesgos, así como el destinado a las visitas previstas en las letras a) y
c) del número 2 del artículo anterior.
2. El empresario deberá proporcionar a los Delegados de Prevención los medios y la formación en materia
preventiva que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones. La formación se deberá facilitar por el
empresario por sus propios medios o mediante concierto con organismos o entidades especializadas en la
materia y deberá adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos, repitiéndose
periódicamente si fuera necesario. El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de
trabajo a todos los efectos y su coste no podrá recaer en ningún caso sobre los Delegados de Prevención.
3. A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 65 del Estatuto
de los Trabajadores en cuanto al sigilo profesional debido respecto de las informaciones a que tuviesen acceso
como consecuencia de su actuación en la empresa.
4. Lo dispuesto en el presente artículo en materia de garantías y sigilo profesional de los Delegados de
Prevención se entenderá referido, en el caso de las relaciones de carácter administrativo o estatutario del
personal al servicio de las Administraciones públicas, a la regulación contenida en los artículos 10, párrafo
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segundo, y 11 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Representación, Determinación de las
Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 38. Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de participación destinado a la consulta
regular y periódica de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos.
2. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros de trabajo que cuenten con 50
o más trabajadores. El Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por el
empresario y/o sus representantes en número igual al de los Delegados de Prevención, de la otra. En las
reuniones del Comité de Seguridad y Salud participarán, con voz pero sin voto, los Delegados Sindicales y los
responsables técnicos de la prevención en la empresa que no estén incluidos en la composición a la que se
refiere el párrafo anterior. En las mismas condiciones podrán participar trabajadores de la empresa que
cuenten con una especial cualificación o información respecto de concretas cuestiones que se debatan en este
órgano y técnicos en prevención ajenos a la empresa, siempre que así lo solicite alguna de las
representaciones en el Comité.
3. El Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente y siempre que lo solicite alguna de las
representaciones en el mismo. El Comité adoptará sus propias normas de funcionamiento. Las empresas que
cuenten con varios centros de trabajo dotados de Comité de Seguridad y Salud podrán acordar con sus
trabajadores la creación de un Comité Intercentros, con las funciones que el acuerdo le atribuya.

Artículo 39. Competencias y facultades del Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud tendrá las siguientes competencias:

a) Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y programas de prevención de
riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se debatirán, antes de su puesta en práctica y en lo referente
a su incidencia en la prevención de riesgos, la elección de la modalidad organizativa de la empresa y, en su
caso, la gestión realizada por las entidades especializadas con las que la empresa hubiera concertado la
realización de actividades preventivas; los proyectos en materia de planificación, organización del trabajo e
introducción de nuevas tecnologías, organización y desarrollo de las actividades de protección y
prevención a que se refiere el artículo 16 de esta Ley y proyecto y organización de la formación en materia
preventiva.
b) Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los riesgos,
proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias existentes.

2. En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará facultado para:
a) Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo, realizando
a tal efecto las visitas que estime oportunas.
b) Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean necesarios para el
cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del servicio de prevención, en su
caso.
c) Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores, al objeto
de valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.
d) Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.

3. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley respecto de la colaboración entre empresas en los
supuestos de desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo, se podrá acordar la
realización de reuniones conjuntas de los Comités de Seguridad y Salud o, en su defecto, de los Delegados de
Prevención y empresarios de las empresas que carezcan de dichos Comités, u otras medidas de actuación
coordinada.
Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 8.8 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 5 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861
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Artículo 40. Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. Los trabajadores y sus representantes podrán recurrir a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social si
consideran que las medidas adoptadas y los medios utilizados por el empresario no son suficientes para
garantizar la seguridad y la salud en el trabajo.
2. En las visitas a los centros de trabajo para la comprobación del cumplimiento de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comunicará su presencia al
empresario o a su representante o a la persona inspeccionada, al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de
Prevención o, en su ausencia, a los representantes legales de los trabajadores, a fin de que puedan
acompañarle durante el desarrollo de su visita y formularle las observaciones que estimen oportunas, a menos
que considere que dichas comunicaciones puedan perjudicar el éxito de sus funciones.
3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social informará a los Delegados de Prevención sobre los resultados
de las visitas a que hace referencia el apartado anterior y sobre las medidas adoptadas como consecuencia de
las mismas, así como al empresario mediante diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social que debe existir en cada centro de trabajo.
4. Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas serán consultadas con carácter previo a
la elaboración de los planes de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en materia de
prevención de riesgos en el trabajo, en especial de los programas específicos para empresas de menos de seis
trabajadores, e informadas del resultado de dichos planes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10

1. Según el articulo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, se entiende como riesgo grave e inminente:

A) La probabilidad de que un trabajador sufra lesiones o enfermedades graves derivadas del trabajo y que pueda 
materializarse en un futuro inmediato.

B) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo y que resulte probable 
que se materialice en un futuro inmediato.

C) Aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un 
daño grave para la salud de los trabajadores.

D) Aquel que origine riesgos para la salud y seguridad de los trabajadores con motivo u ocasión del trabajo y que 
resulte probable que se materialicen en un futuro inmediato.

2. Según la Ley de Prevención de Riesgos los trabajadores deberán:

A) Utilizar correctamente los medios y equipos de protección que se les entregue.

B) Coordinar las actividades de prevención de riesgos.

C) Elaborar estudios básicos de seguridad y salud.

D) Realizar los reconocimientos médicos pertinentes.
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3. Señale la opción incorrecta. Según el artículo 29 de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, los 
trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en particular:

A) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización del 
trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en el 
trabajo.

B) Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de 
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.

C) Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con las 
instrucciones recibidas de este.

D) Cooperar con el empresario para que este pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean seguras y 
no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

4. En las empresas de 31 a 49 trabajadores, según el artículo 35.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, habrá:

A) Un delegado de Prevención que será elegido por y entre los Delegados de Personal.

B) Dos Delegados de Prevención que serán elegidos por y entre los Delegados de Personal.

C) Un Delegado de Prevención que será el Delegado del Personal.

D) En estas empresas el Delegado de Prevención es cualquiera de los trabajadores elegido directamente por los 
otros trabajadores.

5. El Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de 
Prevención, aborda las especialidades de la Prevención de Riesgos Laborales en cuatro campos distintos:

A) Seguridad en el trabajo, higiene industrial, medicina del trabajo y ergonomía y psicología aplicada.

B) Seguridad en el trabajo, higiene laboral, medicina del trabajo y ergonomía y psicosociología aplicada.

C) Seguridad en el trabajo, higiene industrial, medicina del trabajo y ergonomía y psicosociología aplicada.

D) Inseguridad en el trabajo, higiene industrial, medicina del trabajo y ergonomía y psicosociología aplicada.

6. ¿Qué afirmación es correcta según el artículo 38 de Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de 
riesgos Laborales?

A) El Comité de Seguridad y Salud es un órgano colegiado que se reúne trimestral o cuando lo soliciten alguna 
de las representaciones en el mismo, y en sus reuniones los delegados sindicales participan con voz y voto.

B) El Comité de Seguridad y Salud es un órgano colegiado que se reúne trimestral y siempre que lo solicite 
alguna de las representaciones en el mismo, y en sus reuniones los delegados sindicales participan con voz y 
voto.

C) El Comité de Seguridad y Salud es un órgano colegiado que se reúne trimestral y siempre que lo soliciten 
alguna de las representaciones en el mismo, y en sus reuniones los delegados sindicales participan con voz pero 
sin voto.

D) El Comité de Seguridad y Salud es un órgano colegiado que se constituirá en todos los centros de trabajo con 
independencia del número de trabajadores, y en sus reuniones que como mínimo serán mensuales los 
Delegados sindicales participan con voz pero sin voto.

7. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales es de aplicación en el ámbito de:

A) Policía, seguridad y resguardo aduanero.

B) Servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad 
pública.

C) Fuerzas Armadas y actividades militares de la Guardia Civil.

D) Ninguna de las opciones anteriores es correcta.

Temario en formato ley · Técnico/a Superior en Laboratorio de Diagnóstico Clínico… (Parte genera 183

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



8. Según la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, no será un principio general 
de la acción preventiva:

A) Adaptar el trabajo a la persona.

B) Combatir los riesgos que no se pueden evitar.

C) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.

D) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.

9. Según el artículo 15 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, no es un 
principio general de la acción preventiva:

A) Evitar los riesgos.

B) Asumir los riesgos.

C) Combatir los riesgos en su origen.

D) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.

10. Entre los principios de la acción preventiva recogidos en el artículo 15 de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, no figura:

A) Evitar los riesgos.

B) Evaluar los riesgos que se puedan evitar.

C) Tener en cuenta la evolución de la técnica.

D) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 A · 4 A · 5 C · 6 C · 7 D · 8 B · 9 B · 10 B

Te quedan 198 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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